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			Presentación de la colección  Miradas Múltiples para Pensar  a México y al Mundo

			En esta nueva década la sociedad mexicana no ha dejado de ex­perimentar transformaciones, algunas de la cuales apenas se vislumbraban al finalizar el siglo pasado. La inmediatez que ofrece la tecnología ha facilitado el intercambio de ideas, el entendimiento recíproco y la difusión de soluciones, pero también la expresión de violencia y frustración. Los problemas sociales crecen en amplitud y sofisticación, y por más que el Estado aumenta su tamaño y especialización, no es todavía capaz de atenderlos. No es sólo la desigualdad, que lo desafía cada vez en más frentes: a esa demanda de justicia social se suman otras por la seguridad pública, la equidad de género y la salvaguarda del planeta, por ejemplo, las cuales resultan muy graves, aunque sean sólo secuelas de viejas dificultades. Más que la manifestación de procesos internos, lo que aqueja localmente a las sociedades es el eco de transformaciones globales: la interconexión ha modificado la naturaleza y la dimensión de esos retos que, por manifestarse aquí y ahora, requieren atención y estudio.

			Considerando que las condiciones para una interacción interdisciplinaria están dadas, El Colegio de México ha emprendido un proyecto editorial destinado a articular los saberes constituidos desde las distintas disciplinas y tradiciones científicas de sus investigadores, para animar una discusión seria e informada sobre problemas actuales del país y también planetarios. Con la colección Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo, El Colegio recupera y prolonga el espíritu que desde sus primeros años animó empresas colectivas como las que desembocaron en la Historia general de México y en Los Grandes Problemas de Mé­xico, de la década pasada. Se espera que los libros que integran esta colección sirvan como materia de reflexión, pero, sobre todo, como vehículo de transmisión del conocimiento acumulado a lo largo de años de investigación en campos diversos y con frecuencia complementarios.

			Los volúmenes de Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo presentan y explican asuntos complejos desde perspec­tivas que van más allá de los enfoques disciplinarios de la investi­gación universitaria. La colección busca promover una discusión que restituya la necesaria interlocución entre academia, ciudadanía y política en temas como las desigualdades sociales, la actualidad de América Latina, la migración, el comercio internacional, el estado de derecho, la justicia intergeneracional y la transición hacia la igualdad de género. La ambición de este proyecto es con­tribuir al esclarecimiento de lo que experimenta la sociedad mexicana contemporánea en un mundo cambiante y complicado.

			Ana Covarrubias

			Vicente Ugalde
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			Introducción

			Martha Schteingart, Clara Salazar y Jaime Sobrino 

			Aspectos conceptuales

			Si bien en las últimas décadas se han desarrollado diversos estudios sobre la creciente desigualdad social y económica en México y América Latina, recientemente esta cuestión empezó a analizarse desde un enfoque territorial, lo que ha permitido reconocer en ella otras aristas desde hace pocos años. Para ahondar en la perspectiva territorial del estudio de las desigualdades, es necesario plantear algunas consideraciones con respecto tanto al territorio como al concepto de desigualdades territoriales. Las ideas, reflexiones y discusiones que a continuación se exponen alrededor de las nociones mencionadas se desarrollaron en el Seminario Permanente de Desigualdades Territoriales y en la orientación general de los capítulos presentados en este libro, surgido justamente a partir del trabajo de ese Seminario. Se pasará revista, pues, a las contribuciones de algunos autores que desde varias disciplinas han realizado aportes relevantes para una especificación y discusión de esos conceptos.

			El territorio ha dejado de ser considerado como un elemento dado o preexistente, para ser entendido como una construcción social que se configura a partir de las relaciones entre los seres humanos, y entre ellos y los demás componentes de la naturaleza. Desde esta perspectiva, además de ser un producto histórico de las relaciones en el interior de la sociedad, y de esta última con su medio material, el territorio también condiciona cómo dichas relaciones se desenvuelven, tanto en diferentes dimensiones (económica, política, cultural, ambiental) como en distintas escalas espaciales (Morales y Jiménez, 2018). Adicionalmente, y teniendo en cuenta que las relaciones sociales son en gran medida relaciones de poder, diversos autores han coincidido en afirmar que el concepto de territorio privilegia la dimensión política del espacio, en virtud de que resalta la forma espacial o geográfica en la que se desarrollan y manifiestan estas múltiples relaciones de poder que estructuran la sociedad (Haesbeart, 2019; Concheiro y Rodríguez, 2018).1

			Si las desigualdades socioeconómicas son consideradas un resultado (y en muchos casos también un medio) de las dinámicas de poder económico y político que han estado presentes históricamente en la sociedad, analizarlas desde una perspectiva territorial permite reconocer y profundizar en la forma como contribuyen a la configuración de los territorios y, a su vez, estimar en qué medida estos últimos influyen en la existencia, persistencia o, por el contrario, ruptura de tales condiciones de desigualdad socioeconómica. 

			Para pensar las desigualdades hay que hablar de la diferencia, y eso ha sido importante desde la geografía crítica, siendo el debate más relevante la diferenciación entre áreas. ¿Por qué utilizar el concepto de territorio para el análisis de las desigualdades, en lugar de otras categorías que también aluden a la dimensión espacial de la sociedad y que han sido ampliamente usadas, como el espacio y la región? Algunas de las razones principales son las siguientes. Mientras el espacio hace referencia a una dimensión de la sociedad en un sentido más amplio y abstracto y, por lo tanto, difícil de ser analizado a partir de datos empíricos, y la región, por su parte, ha sido más usada en los procesos de recorte analítico del espacio de acuerdo con las necesidades de una investigación o dinámica de planificación estatal determinada, el territorio alude a la espacialidad de lo político en un sentido más amplio, y a diferentes niveles de desagregación espacial. Como se ha mencionado, en la medida en que el territorio tiende a enfocarse en la manera como el espacio es configurado por los sujetos sociales, sus prácticas y relaciones de poder, se adecúa mejor al estudio del modo en el que se relacionan las condiciones de desigualdad de la población, en su configuración global, nacional, estatal y urbana (Haesbaert, 2019), como serán estudiadas y presentadas en este libro. 

			Con una visión creada también a partir de la geografía crítica y de distintos procesos sociopolíticos estudiados, Bernardo Fernandes (2009) estudia las desigualdades territoriales incorporando algunos aspectos relevantes, al tomar en cuenta diferentes tipos de territorios, más allá del tema de las escalas, y también la cuestión de las conflictualidades y la resistencia en el territorio, planteada esta última sobre todo a partir de políticas neoliberales a niveles global y nacional. Así, introduce el concepto de territorio disputado, que tiene una trascendencia innegable en los estudios hoy emprendidos tomando como base experiencias dramáticas de la realidad social. El sentido de la disputa aparece, de esta manera, en el concepto mismo de territorio. Según este autor, las clases sociales, las instituciones y el Estado producen trayectorias divergentes y diferentes estrategias socioterritoriales, cuyos resultados originan procesos de conflictualidad. En cuanto a los tres tipos de territorios que presenta, vale la pena destacar primero sus afirmaciones acerca de las relaciones entre los diferentes niveles y escalas territoriales, en la medida en que, por ejemplo, la escala nacional contiene otras subnacionales y locales, y en que, asimismo, existe un tipo de territorio dominado por la gobernanza; otro, por la propiedad del suelo, y un tercero vinculado a lo relacional, al aspecto ya mencionado de la disputa y la conflictualidad y a la lógica de las empresas comerciales y la circulación de mercancías. Termina esta clasificación, sin duda interesante, haciendo referencia a lo que llama el territorio inmaterial, relacionado con la construcción del conocimiento, incluyendo teoría, conceptos, ideología, etcétera. “El proceso de construcción de conocimiento es, también, una disputa territorial que acontece en el desarrollo de paradigmas o corrientes teóricas.”

			Por último, como lo plantean Di Virgilio y Perelman (2018), al referirse de manera más específica a las desigualdades territoriales desde la sociología, y a nivel de las ciudades, el territorio no sólo es el escenario en el que tiene lugar el desarrollo de las desigualdades sociales, sino que influye de manera activa en la constitución de las mismas, y por lo tanto, en su desaparición. La desigualdad socioespacial debe abordarse teniendo en cuenta la manera en la que se producen diferentes relaciones de desigualdad, a partir de múltiples formas de apropiarse, por ejemplo, del espacio urbano, por parte de los sujetos. “El territorio, con su temporalidad, condensa procesos persistentes de la desigualdad, pero a la vez es el lugar privilegiado para comprender cómo se producen estas desigualdades.”

			Organización del libro

			El libro que aquí presentamos consta de tres partes. En la primera, denominada “Desigualdades económicas a niveles global, nacional y regional”, se incluyen cuatro capítulos que, desde distintos cortes territoriales o escalas espaciales, consideran en sus análisis lo que ocurre actualmente, tanto a nivel del total de los países capitalistas del mundo como en el conjunto de México como nación. Ellos toman varias unidades de análisis para estudiar la desigualdad en el comportamiento de diferentes variables económicas, sociales y ambientales, aportando, en general, nuevas conclusiones analíticas y, por ende, recomendaciones para la aplicación de políticas públicas o estrategias para el desarrollo. Tanto la recuperación de valiosos conceptos teóricos a nivel global, vinculados con relaciones de poder y con la espacialidad de lo político, como combinaciones originales de variables antes vistas de manera separada (mediante la utilización novedosa de ciertas técnicas estadísticas), permiten mostrar, en esta primera parte del libro, resultados relevantes con respecto a: la desigualdad y la pobreza en estados y ciudades mayores de México; la distribución del ingreso de las familias y su relación con las estructuras productivas de siete regiones, y la situación desigual en la distribución del agua, recurso indispensable para moderar las desigualdades socioeconómicas en distintos tipos de poblamientos y condiciones físico-ambientales del país. 

			El primer capítulo, presentado por Nadine Reis, discute la relevancia del concepto centro-periferia para el análisis del desarrollo desigual a nivel global en la era del capitalismo financiero. La autora rescata las ideas centrales de la teoría de la dependencia aclarando que la subordinación de las economías periféricas y su estructura de poder interna, son igualmente válidas hoy en día. Expone cómo la libre convertibilidad de las monedas periféricas, las grandes entradas de capital especulativo y los nuevos mecanismos de endeudamiento aumentan la dependencia financiera, y hace notar cómo la financiarización es un mecanismo clave para la reproducción de la superexplotación de la mano de obra en la periferia. En particular, señala que las personas feminizadas y racializadas de la periferia son las que trabajan bajo condiciones de mayor explotación en el capitalismo financiero, y que esta situación se ha acentuado desde fines de la década de 1980, cuando se impusieron  medidas conducentes al ajuste estructural en los países latinoamericanos.

			Seguidamente, Martha Schteingart, Rosa María Rubalcava, Angélica Giraldo y Jaime Sobrino analizan la situación de la desigualdad y la pobreza en la totalidad de las entidades federativas y las 95 ciudades mayores de México, ofreciendo un análisis comparativo de la desigualdad y la pobreza en diferentes escalas de desagregación espacial. La selección y el uso combinado y original de los instrumentos estadísticos utilizados para identificar la interacción de la desigualdad con la pobreza han permitido obtener resultados no registrados en trabajos anteriores. Su principal aporte es que, si bien el estudio no presenta tendencias concluyentes respecto de la relación pobreza y desigualdad, destaca que hay entidades federativas con alta desigualdad y baja pobreza, y viceversa, lo que permite apreciar condiciones de diferenciación socioespacial que no son observables cuando las dos variables se abordan por separado.

			Con otra mirada hacia las desigualdades territoriales, Carlos López, Miriam Valdés y Alejandro Dávila observan la relación de las similitudes y diferencias en la distribución del ingreso entre los hogares mexicanos y sus estructuras productivas en siete regiones de México. A partir de un análisis económico insumo-producto y de matrices de contabilidad social, los autores integran las transacciones dentro de cada región y las que existen entre ellas. El ejercicio revela que una transferencia unitaria y equitativa a los hogares del país puede transformarse en una distribución del ingreso concentrada regionalmente y ampliamente desigual. Ello lleva a la reflexión de que en el diseño de las políticas públicas dirigidas a mitigar la pobreza y disminuir la desigualdad debe considerarse una estructura territorial que dé cuenta de la relación entre localización de la población y sectores económicos.

			En el último capítulo de esta sección Boris Graizbord, Omar López y Anel Demetrio hacen referencia a la presión que ejercen la localización de la actividad económica y la migración sobre el recurso del agua y sobre el sistema de su dotación en áreas urbanas. Los autores advierten la paradoja de que “a mayor disponibilidad de agua en la región, mayor la emigración y menores los niveles de servicios locales de agua y saneamiento en los hogares”. Además, puntualizan que el grado de urbanización en las 13 regiones hidrológico-administrativas (rha) del país tiene efecto sobre el agua renovable per cápita, y especifican cómo la inmigración incrementa el consumo y la presión sobre el recurso. El análisis revela que las desigualdades y brechas entre las rha tienden a aumentar, debido a la combinación de factores económicos y sociales con la forma histórica del poblamiento, la gestión de los servicios públicos y las condiciones físico-ambientales locales, lo que genera un impacto disruptivo que afecta diversas actividades.

			La segunda parte del libro lleva por título “Desigualdad en el acceso a recursos e impactos territoriales” y agrupa cuatro capítulos. Tres de ellos están referidos a México y el cuarto a tres países centroamericanos. Asimismo, tres capítulos incluyen diferentes tipos de trabajo de campo, para estudiar las características de la desigualdad social en los ámbitos del hogar y la comunidad, así como en los impactos de obras de infraestructura en varios entornos nacionales, mientras que el cuarto, basado sólo en fuentes secundarias, se aboca al análisis del concepto de pobreza energética y su aplicación en distintas poblaciones y entidades mexicanas. La panorámica sobre los efectos de la construcción de obras de infraestructura hidráulica en localidades de Guatemala, Honduras y El Salvador permite extender las conclusiones referidas a México hacia regiones más amplias.

			Judith Domínguez analiza las condiciones de acceso al agua en la zona indígena náhuatl de Zongolica, estado de Veracruz, ofreciendo una perspectiva de género y esgrimiendo elementos a ser considerados para la formulación de una política de derecho al agua. La autora confirma que las mujeres y los hombres tienen una relación distinta con el agua, y que ello resulta más patente en el ámbito rural. El trabajo de campo realizado le permite evidenciar que la falta de acceso al agua afecta más a las niñas y a las mujeres; igualmente, que la organización social, en muchos casos promovida y llevada a cabo por las mujeres, constituye un mecanismo para procurar el acceso al vital líquido, subsanar las desigualdades sociales y fomentar una cultura de sostenibilidad. Se concluye que el programa federal de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento (Proagua) deberá fortalecer la organización social, como un mecanismo para el logro de sus objetivos.

			Mauricio Cervantes, por su parte, presenta los resultados de un trabajo de campo realizado en una localidad de la Mixteca Alta de Oaxaca que tuvo como propósito indagar acerca del efecto de la emigración sobre la pobreza y la desigualdad. A partir de la operacionalización del concepto de capital social se refiere a las capacidades que tienen las familias, los hogares y las comunidades para acceder a recursos tangibles e intangibles. La hipótesis de trabajo es que la emigración trastoca esas capacidades y contribuye al aumento de las desigualdades. Los resultados comprueban que, en efecto, la emigración afecta la distribución del capital social en los hogares y en la comunidad, al propiciar la escasez de fuerza de trabajo y de personas para desempeñar actividades remuneradas y domésticas. También demuestran que la emigración propicia heterogeneidad en la estructura y la composición demográfica de los hogares, aunque persiste una situación homogénea de pobreza entre ellos, por la existencia de una economía de subsistencia y de no remuneración en el desempeño de actividades comunitarias.

			Mónica Santillán discute el concepto de pobreza energética y ofrece una propuesta para cuantificar y valorar las diferencias por entidad federativa en México. Tal pobreza se define como un nivel de consumo insuficiente para atender las necesidades del hogar y consiste tanto en la falta de acceso a energía eléctrica (aproximación física) como en la no disponibilidad de bienes que la utilizan, es decir, televisores, lavadoras, refrigeradores, calentadores u hornos (aproximación tecnológica). Usando los microdatos de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares 2016, la autora ofrece información sobre esos dos aspectos. Más allá de la discusión sobre si la aproximación tecnológica significa pobreza energética o más bien incapacidad de los hogares para tener un consumo normativo de energía eléctrica por la no posesión de ciertos bienes, los resultados de este ejercicio pueden tener implicaciones importantes para la planeación del sector eléctrico nacional.

			Esta segunda parte se cierra con el trabajo de Cintya Molina, en el cual se procura conocer los efectos económicos, sociales, ambientales e institucionales a nivel subnacional derivados de la construcción de siete obras de infraestructura hidroeléctrica en Guatemala, Honduras y El Salvador. Estos proyectos se enmarcan dentro de los compromisos y acuerdos del Protocolo de Kioto, y los mecanismos para un desarrollo limpio. Para valorar los efectos de los mismos, la autora se apoya en la técnica del análisis multicriterio y en entrevistas a informantes clave de los países analizados. Los resultados muestran efectos dispares: en El Salvador se detecta un diseño inadecuado de la obra; en Guatemala, la generación de conflictos sociales asociados a la tenencia y el uso de la tierra, y para Honduras no se logró la información adecuada que se buscaba. Si bien las obras de infraestructura propiciaron beneficios económicos para la iniciativa privada y el Estado, derivados de la venta de energía eléctrica, el costo en las comunidades en donde se ubican las obras se tradujo en una ampliación de las desigualdades sociales y en cierta medida en conflictos y resistencias a nivel territorial.

			En la tercera y última parte del libro, denominada “Aspectos relevantes de las desigualdades en el interior de las ciudades”, se recogen cinco investigaciones sobre diferentes relaciones de desigualdad y formas de apropiación de los espacios intraurbanos. Una de ellas se refiere a Beijing, China, y las otras cuatro a la Ciudad de México. Nos ha parecido importante presentar primero el trabajo de Marisela Connelly, porque ofrece una mirada acerca de las transformaciones que pueden darse en la estructura urbana y en el aumento de las desigualdades sociales, en el contexto de un cambio radical de régimen político-económico, antes centrado en la planificación y en el que hoy prevalece el mercado, transformaciones que evidentemente no pueden observarse para México. La autora nos conduce por un relato histórico que da cuenta del efecto que sobre las desigualdades puede llevar la transición de un sistema de asignación de vivienda por medio de unidades de trabajo hacia un patrón de mercado. No se trata sólo de la “destrucción creativa” de valores culturales, lo cual ya es muy grave, sino también de la producción de nuevas desigualdades en el acceso a la vivienda para un mismo grupo de población, cuando algunos de los pobladores de los Hutongs de Beijing se ven obligados a endeudarse para comprar sus viejas casas, y otros deben mudarse a suburbios de la ciudad carentes de equipamiento y servicios adecuados.

			Los cuatro capítulos siguientes ocurren en el escenario de la desigualdad perseverante que involucra a la Ciudad de México. Pero mientras en los dos primeros se tiene como contexto la Zona Metropolitana de la Ciudad de México y se indagan con datos estadísticos las desigualdades desde condiciones estructurales, los dos últimos se enmarcan en territorios específicos de esa misma ciudad y exploran interacciones sociales y culturales desiguales, en el ámbito de la cotidianidad.

			Clara Salazar y Lucy Nelly Maya argumentan que existen estructuras inequitativas de oportunidades laborales y educativas que actúan como barreras para que se puedan aplicar eficientemente las recomendaciones gubernamentales orientadas a enfrentar la pandemia de Covid-19 y, en particular, a que se cumpla la estrategia Quédate en Casa. Para ello, las autoras exploran las circunstancias institucionales que condicionan la realización de actividades en circunstancias de normalidad y de pandemia, y concluyen que las dificultades ya existentes, relativas a la precariedad de las condiciones laborales, se ven agravadas por las insuficiencias tecnológicas de comunicación en las unidades económicas y los planteles educativos, así como en las viviendas. Además, afinan sus observaciones al señalar las dificultades que enfrenta una importante proporción de hogares para estar segura en casa mediante la intensificación de las medidas elementales de higiene recomendadas.

			David López-García, por su parte, analiza la relación vivienda-trabajo a partir de la última Encuesta de Origen y Destino de Viajes del año 2017, así como de la política de transporte público observada desde una perspectiva histórica, para dar cuenta de la desigual accesibilidad al empleo. Los resultados de este estudio sugieren que territorios de la ciudad con falta de oportunidades económicas muestran altos tiempos de traslado, sobre todo en la zona oriente metropolitana, y asimismo áreas con limitada movilidad territorial en poblaciones con acceso a empleos en el entorno próximo de sus lugares de residencia. El autor propone actuar a través de políticas que consideren la convergencia de las actividades económicas, la producción de vivienda y las estrategias de movilidad y transporte en la ciudad.

			Los dos últimos capítulos incluyen estudios socioetnográficos que coinciden en señalar que cuando la segregación socioespacial y las acciones de gobernanza interactúan en áreas urbanas con características específicas, se construyen territorialidades que afectan las prácticas cotidianas de los sectores populares y configuran intersubjetivamente experiencias desiguales de la ciudad. Arturo Díaz y Vicente Moctezuma profundizan en la estigmatización territorial y la intervención de los aparatos estatales de seguridad y exploran la reproducción de la desigualdad mediante la actuación o intervención de las policías de la Ciudad de México, evidenciando cómo el escarnio sobre un territorio de sectores populares contribuye al desarrollo de comportamientos ambivalentes de los habitantes ante la autoridad, que oscilan entre la tolerancia ante actitudes intimidantes y la exigencia de protección policial. Pero, a la vez, acreditan que las policías favorezcan el beneplácito y la protección a los vecinos de estrato medio y alto, quienes apoyan acciones de renovación urbana en el Centro Histórico y promueven el endurecimiento de medidas de seguridad para abatir la “criminalidad”.

			Por último, Tiana Hayden y Paloma Villagómez tratan la desigualdad mediante la articulación triádica espacio-desigualdad-alimentación. Las autoras exploran la prevalencia de comida callejera y cocinas económicas como patrones alimentarios de las clases trabajadoras y las prácticas alimentarias de hogares de colonias populares. A partir de ello, muestran que la oferta alimentaria de estos sectores se ve restringida tanto por sus posibilidades socioeconómicas como por las acciones de exclusión derivadas de la estigmatización de los espacios alimentarios en el espacio público y la implementación de políticas territorializadas. Concluyen  que ambas circunstancias perjudican el sentido de lugar de los sectores populares y sus prácticas alimentarias, a pesar de ser una alternativa frente a la inseguridad alimentaria.

			Aspectos comunes de los capítulos, nuevas discusiones conceptuales y conclusiones del libro

			Más que presentar un capítulo final de conclusiones comparativas del libro, que podría resultar un poco repetitivo y difícil de llevar a cabo, considerando la diversidad de enfoques de los artículos que se presentan, hemos preferido incluir al final de esta introducción algunos resultados de discusiones surgidas como consecuencia de tres seminarios que tuvieron lugar para presentar estos trabajos, así como sus elementos comunes o diferentes, incluyendo a otros investigadores que asistieron a los mismos.

			A continuación, algunos comentarios referidos a las relaciones entre los artículos incluidos en el libro podrán conducirnos a su reinterpretación, a la luz de nuevos conceptos que nos han parecido pertinentes para ubicarlos dentro del campo de los estudios territoriales críticos.

			Con respecto a la primera parte del libro, resulta importante tomar como marco de referencia para el análisis de los capítulos a nivel nacional sobre México algunas conclusiones del trabajo sobre la relación centro-periferia a nivel internacional. En éste se hace referencia a las desigualdades que ocurren justamente entre los países más desarrollados y los llamados del sur global, poniendo énfasis en la cuestión de la dependencia financiera, y la superexplotación de la mano de obra en la periferia. Esta relación centro-periferia retomada a nivel global en alguna medida también se reproduce a escala nacional, tanto medida por la distribución de ingresos de la población, y por la relación entre desigualdad y pobreza, como por la distribución del agua en el país y el acceso a la misma. Por ejemplo, en cuanto a la distribución de los ingresos, se señala que 40% de los salarios se concentra en el 10% de la población de más altos ingresos en determinados territorios, que la relación desigualdad y pobreza es mucho menor en los territorios del norte del país que en aquéllos ubicados en el sur, y que la disponibilidad hídrica también tiene una distribución muy desigual en los distintos territorios. Más allá de la primera parte del libro, en la que se examinan los fenómenos de desigualdad a nivel nacional, también vale la pena destacar que en la segunda los trabajos referidos a los pueblos indígenas de Veracruz y Oaxaca, constituyen una expresión clara de esa situación extrema de precariedad que se menciona en el trabajo a nivel global, sobre la superexplotación de la fuerza de trabajo, siendo las mujeres las más afectadas.

			En cuanto a las desigualdades en el interior de las ciudades, algunos comentarios que orientaron las discusiones en el último de los seminarios tuvieron que ver con el tema de la movilidad urbana relacionada con la desigualdad social. Algo que conecta, por ejemplo, los capítulos sobre Covid-19 en la Ciudad de México y el viaje al trabajo en esa misma ciudad es cómo la gente podría hacer su trabajo desde la casa para disminuir las dificultades  de movilidad en la ciudad. Si se pudiera mantener el teletrabajo, podría éste constituir una solución importante ante los problemas de movilidad, señalados en el capítulo sobre la relación vivienda-trabajo y las grandes dificultades constatadas para la zona oriente de la Ciudad de México, la que sufre en mayor medida la citada relación. En cuanto a la conectividad, también habría que señalar que, según el Censo de 2020, aumentó mucho la cantidad de personas que tienen computadoras, aunque también es sumamente considerable el incremento del acceso a internet, lo cual facilitaría justamente estos trabajos a distancia. Una pregunta común a los capítulos en cuestión es cómo está influyendo el mercado laboral en la movilidad. En cuanto al teletrabajo, es importante relacionarlo con la estructura de oportunidades, puesto que hay que verlo a la luz de quienes pueden trabajar desde la casa, lo cual tiene una estrecha relación con las desigualdades sociales. La transición hacia el teletrabajo puede intensificar las desigualdades socioeconómicas preexistentes, en la medida en que amplios grupos sociales no tienen las condiciones desde sus viviendas hacinadas y precarias para utilizar esta tecnología.

			Por otra parte, las discusiones y los intercambios con respecto a los últimos capítulos dedicados a seguridad en la ciudad y a la cuestión de la alimentación en partes de la misma, se orientaron a señalar que las desigualdades no pueden ser medidas sólo a través de aspectos económicos sino también por medio de experiencia y percepciones. Y algunos de esos tipos de acercamientos a la realidad social han mostrado, por ejemplo, cómo los sectores con poder para establecerse en el espacio siempre ven a los demás como amenazantes. Ante estos temas, es importante reflexionar acerca de cómo se gobierna y de qué manera frente a los espacios disputados se negocia y con quién. Ambos capítulos finales retoman las relaciones de poder en la construcción del espacio y cómo ellas llevan a la construcción de múltiples territorios donde surge el tema de la convivencia social, o bien de la problemática mezcla entre distintos grupos sociales.

			Todas estas conclusiones comparativas apuntan a hacer evidentes las afirmaciones de Haesbaert (nuestro invitado especial para discutir el tema de las desigualdades territoriales) en cuanto a la vigencia de la interseccionalidad. Es decir, que existen múltiples desigualdades incluyendo diferentes dimensiones, por lo que resulta pertinente tomar en cuenta un enfoque interseccional que incluye diversas dimensiones, así como también una diversidad de espacios temporales, ya que no necesariamente tiene que existir un único patrón de recorte espacio temporal, como podrían haber planteado los tradicionales estudios europeos. Esa interseccionalidad se hace evidente en la variedad de enfoques de nuestro libro y asimismo en la multiplicidad de variables o indicadores que han constituido nuestro universo más amplio de los análisis incluidos. Por otra parte, nos ha interesado explorar la validez del concepto de desterritorialización, utilizado por este autor, en el sentido de precarización territorial, con la salida, abandono o destrucción del territorio, particularmente para grupos subalternos, debido en parte a la pérdida de control de su territorio. Si bien este tema no aparece de manera clara en los trabajos presentados, sí se hace evidente en el caso de Beijing, en China, y de manera menos transparente en casos como los referidos a sectores más pobres, como el de los indígenas. de la Zona Náhuatl de Zongolica en Veracruz, y aquéllos de la Mixteca Alta de Oaxaca. De diferente manera, estos grupos tienen poco control de su territorio, ya sea a través de las dificultades para acceder al agua y las penurias de las mujeres más pobres para disfrutar de este componente fundamental del bienestar de las familias, o bien, en el caso de Oaxaca, con la pérdida de control del territorio producida a partir de la emigración de importantes grupos de la población con el debilitamiento de las condiciones laborales y productivas del territorio. A estos temas de desterritorialización se pueden agregar otros aspectos relevantes, como las resistencias a nivel territorial frente a los impactos poco positivos y desiguales de las obras de infraestructura hidroeléctrica realizadas en países de Centroamérica como Guatemala y El Salvador. En el caso de Beijing, de manera más directa, se puede observar, aunque no en el contexto de la relación centro-periferia a nivel internacional, sino por un cambio radical del régimen sociopolítico, que llevó de la planificación al mercado, cómo grupos socialmente más débiles deben abandonar sus territorios para emigrar a otros donde pierden muchos de los beneficios de que gozaban en sus anteriores localizaciones centrales de la ciudad, donde por varias generaciones habían habitado sus ancestros.
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					1	Concheiro y Rodríguez (2018) plantean el territorio como un concepto más adecuado para referirse a las complejas relaciones que establecen, por ejemplo, los campesinos con la tierra y su entorno, así como a sus demandas y luchas para preservar dichos bienes, en un contexto de disputa con otros intereses políticos y económicos. En este sentido es que también se propone como necesario el enfoque territorial en la política pública dirigida a lo rural y agrario. 

				

			

		

		
		

	
		
			Parte I
Desigualdades económicas 
a niveles global, nacional y regional

		

		
		

	
		
			I. El concepto centro-periferia: su relevancia para el análisis  del desarrollo desigual  en la era del capitalismo financiero

			Nadine Reis

			Introducción

			Existen muchos indicadores que muestran la desigualdad existente entre las sociedades del mundo, siendo el más común y simple el producto interno bruto (pib). No es difícil demostrar la desigualdad al respecto en el caso del continente americano. Como vemos en la gráfica I.1, entre 1960 y 2019 la diferencia en el pib per cápita entre América del Norte (Estados Unidos y Canadá) y América Latina ha aumentado constantemente. Otra característica clave de la desigualdad global es el nivel de salarios. La gráfica I.2 muestra el nivel de los salarios mínimos reales en los países de la ocde. Incluso si el salario mínimo no permite llegar a una conclusión sobre el nivel real de ingresos per cápita, dado que los salarios mínimos a menudo no se aplican y los salarios reales pueden ser mucho más bajos (Marinakis 2014), es evidente que existe una desigualdad sustancial en los niveles salariales entre Europa Occidental y América del Norte, e incluso entre Corea y el resto de los países. ¿Cuáles son las estructuras que están en la base de la desigualdad fundamental observable a nivel global? A menudo se argumenta que existe una diferencia en la productividad del trabajo que causa la diferencia en los niveles salariales. Sin embargo, como de manera provocativa pregunta John Smith, ¿son las costureras, los trabajadores industriales, los conductores de autobuses o los peluqueros en México o Brasil menos productivos que los de Canadá o Luxemburgo? (Smith, 2016: 170).

			
				
					Gráfica I.1

					pib per cápita en América del Norte y América Latina
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					Gráfica I.2

					Salarios mínimos reales en los países de la ocde en dólares
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			Según la teoría de la dependencia, la desigualdad global no se debe a la baja productividad laboral de las personas en los países pobres, sino al funcionamiento del capitalismo mundial, su organización en forma de Estados nacionales y la dependencia de las economías periféricas de las economías del centro. La característica clave de la dependencia es la superexplotación de la mano de obra en la periferia, que implica que se paga el trabajo por debajo del costo social de su reproducción (Marini, 1991).

			Los conceptos de centro y periferia como herramientas para analizar el desarrollo desigual a nivel global fueron fundamentales dentro de la teoría de la dependencia, desde el periodo de posguerra hasta la década de 1970. Después, esa teoría fue objeto de críticas cada vez mayores (cf. Kay, 1989: 163-196), y con el debate sobre la globalización y el poscolonialismo emergente de la década de 1990, desapareció de la corriente académica dominante. Desde entonces han existido demandas para superar la división analítica del mundo en centro y periferia o norte y sur (Starosta, 2016; Horner, 2019). Estas demandas se basan, por ejemplo, en el aumento de las clases medias en muchos de los antes llamados “países en desarrollo”; la globalización de los patrones de consumo y la cultura; las nuevas corporaciones transnacionales y multimillonarios con sede en el sur; la propagación de la desigualdad y la pobreza en el norte, y el ascenso de China, que se conecta con un nuevo orden mundial. En particular, en el debate latinoamericano se argumenta que el concepto de la dependencia es inadecuado para explicar el desarrollo desigual, ya que en el capitalismo globalizado todas las economías son importadoras y exportadoras, lo que crea una dependencia mutua (Carrera, 2013: 168ff; Starosta, 2016: 86). En contraste, los argumentos centrales de esta contribución son que los conceptos de centro y periferia siguen siendo esenciales para el análisis del desarrollo desigual a nivel global, y que la financiarización de la economía global desde la década de 1970 ha servido como un mecanismo clave para reproducir la subordinación de la periferia al centro, así como la superexplotación de la mano de obra periférica. Esto se manifiesta todavía con más claridad durante la crisis global por Covid-19. Por lo tanto, las percepciones centrales de la teoría de la dependencia con respecto a la subordinación de las economías periféricas siguen siendo válidas.

			Argumentamos que la financiarización del capitalismo mundial desde la década de 1970, que ha estado acompañada por la globalización de la producción, ha dado como resultado una diferenciación más profunda entre el centro y la periferia, con base en la posición de los diferentes países en la jerarquía internacional monetaria. Esta diferenciación se muestra en particular en la reproducción y la intensificación de un elemento central de la dependencia de los países periféricos, señaladamente, la superexplotación de la mano de obra periférica. Concluimos que una estructura clave de la desigualdad global es el capitalismo global financiarizado, en el que las clases trabajadoras de la periferia, en particular las personas feminizadas y racializadas,1 son las que tienen que trabajar bajo condiciones de mayor superexplotación para la acumulación por desposesión del capital financiero global.

			A continuación, presentaremos un breve resumen de la teoría de la dependencia, poniendo énfasis en el concepto de superexplotación de Marini y en la literatura reciente que hemos revisado para este trabajo. La parte central de la contribución trata de la financiarización periférica, cómo surgió en la década de 1970 y cómo se transfieren capitales desde la periferia al centro con base en la jerarquía internacional de las monedas. Principalmente para el caso de América Latina, analizamos las características de la financiarización periférica y sus principales impactos: primero, un aumento de la dependencia financiera, que conduce a mayores flujos de capital desde la periferia hacia el centro, y segundo, la intensificación de la superexplotación de la mano de obra periférica. Luego se discute cuál es la situación que los países periféricos enfrentan actualmente en el contexto de la crisis inducida por Covid-19, y se concluye que centro y periferia deben seguir viéndose como categorías clave para el análisis de la desigualdad global.

			La teoría de la dependencia como herramienta para el análisis de la desigualdad global

			El argumento central de la teoría de la dependencia era que el desarrollo en una parte del mundo y el subdesarrollo en otra parte constituyen dos caras de la misma moneda. Entonces, la causa del subdesarrollo de la periferia es su integración específica en la economía mundial global. Esta visión dialéctica de la desigualdad global la distingue de las teorías dualistas del desarrollo, que conducen a un análisis separado de las regiones pobres y ricas del mundo (Novy, 2003). Según las últimas, el subdesarrollo es visto como un “estado original” de la sociedad, y la sociedad industrial y “moderna”, según el modelo europeo-occidental, como un objetivo y al mismo tiempo un “punto final” natural del proceso de desarrollo; es decir, el desarrollo en las regiones pobres ocurre independientemente de aquél existente en las regiones prósperas. En la teoría de la modernización se consideró que todos los países pasan por ciertas etapas de desarrollo análogas a las de los países de Europa Central (Rostow, 1971). La visión dualista del desarrollo ha conseguido dominar los debates a nivel internacional y la política económica de la gran mayoría de los países del mundo desde la década de 1980 a través de la orientación neoliberal. Según ésta, la causa central del subdesarrollo capitalista, y, por lo tanto, la pobreza consiste en la falta de condiciones oportunas de libre desarrollo de los mercados, como la falta de derechos de propiedad claramente definidos (De Soto, 2000; Friedman, 2002).

			En cambio, la teoría de la dependencia argumenta que el desarrollo desigual es parte fundamental del desarrollo del capitalismo. Eso se debe a que desde un principio el capitalismo ha existido como un sistema global que sólo se pudo desarrollar en Europa a través de la incorporación de los recursos de otras regiones del mundo. En ese sentido, el capitalismo en estas otras regiones del mundo no constituye una forma atrasada o “subdesarrollada”, sino una forma madura del capitalismo que emerge como resultado de los procesos que dieron (y siguen dando) vida al sistema capitalista mundial (Osorio, 2017: 47). En otras palabras, para examinar el problema de la desigualdad global no basta con limitar el marco de análisis a las sociedades o clases pobres, como lo suelen hacer los enfoques dualistas.

			El concepto centro/periferia se basa en esa visión dialéctica de la desigualdad global. El economista argentino Raúl Prebisch fue quien dividió el mundo en “centro” y “periferia” por primera vez, y habló de la explotación de la periferia por parte del centro (Prebisch, 1949). La teoría de Prebisch creó la base de una primera generación de teorías de la dependencia, que explicó la relación entre el centro, con su especialización en la producción manufacturera, y la periferia, donde predominó la exportación de recursos primarios, a través del concepto del deterioro de los términos de intercambio (Prebisch, 1949). Sobre esta base, los teóricos posteriores examinaron los mecanismos subyacentes del desarrollo desigual global. Theotonio dos Santos acuñó el concepto de “dependencia” y argumentó que, basándose en la colonización, la economía en América Latina sigue dependiendo de la expansión de las economías de los Estados poderosos. Los países industrializados exportaban capital en forma de préstamos e inversiones directas, importando intereses y ganancias desde los países en desarrollo, los que vieron el valor agregado que genera fluir al extranjero y no tienen control sobre sus recursos productivos (Dos Santos, 1970).

			Sin embargo, como señala Aníbal Quijano, la dependencia consiste no solamente en el carácter subordinado del lugar que las economías nacionales de los países latinoamericanos ocupan en su relación con las economías metropolitanas, sino, al mismo tiempo, en la estructura de poder interna que adoptan las sociedades dependientes, subordinadas a los intereses metropolitanos (Quijano, 1968: 80). Una de las versiones más elaboradas de la teoría de la dependencia, que incluye las relaciones de clase, fue publicada en 1972 por Ruy Mauro Marini (Marini, 1991). Como ya se anticipó, el núcleo de su trabajo es su concepto de la “superexplotación del trabajo”, que fundamenta la dependencia en la teoría del valor de Marx. El punto clave es que, mientras que en los países capitalistas centrales los propietarios del capital pagan la mano de obra al costo socialmente necesario de su reproducción, en los países periféricos ella se paga por debajo de ese costo. Esta modalidad surgió con la inclusión de América Latina en el mercado mundial durante el imperialismo británico. Para el capitalista europeo, el imperialismo facilitó la acumulación mediante el aumento de la plusvalía relativa en lugar de la plusvalía absoluta, es decir, del aumento de la productividad laboral, porque la importación de alimentos baratos y recursos primarios mejoró la composición orgánica del capital, lo que abarató el costo de la mano de obra y aumentó así la plusvalía. Entonces, el capitalista latinoamericano produce con una tasa de ganancia más baja que el capitalista europeo, y compensa esta pérdida relativa con una mayor tasa de explotación, es decir, aumentando el número de horas de trabajo y empeorando las condiciones laborales. Esto es posible porque, a diferencia del centro, donde la economía está autocentrada, la producción en América Latina no depende del consumo interno para la realización del valor de los productos que se venden en el extranjero, y hay mano de obra barata disponible en abundancia. Además, como destacó Vania Bambirra, las sociedades poscoloniales se caracterizaron por el racismo estructural, es decir, la clase blanca gobernante era indiferente a la mayoría de la población y no se identificó con ella, sino con los europeos (Bambirra, 1978). Estos mecanismos causaron un modo de circulación “desarticulado” (De Janvry, 1981) en la periferia: una esfera superior (las élites y, más tarde, una clase media) que consume en función de los ingresos derivados de la plusvalía realizada en el extranjero y una esfera inferior de la clase trabajadora, que cuenta con una capacidad de consumo muy limitada.

			Por otro lado, también se ha dado recientemente un nuevo énfasis en algunos investigadores de las ciencias sociales, particularmente en América Latina, que han retomado conceptos de dependencia e imperialismo, los cuales incluyen las ideas de superexplotación de Marini (Féliz, 2016; Osorio, 2017; Sotelo, 2017; Antunes de Oliveira, 2019). Según Enrique Dussel, la teoría de la dependencia sigue siendo necesaria para explicar la desigualdad global. Incluso si el uso del capital se ha globalizado, el capitalismo real funciona a través de la competencia de capitalistas individuales que se ubican en el mercado mundial, y los capitalistas del centro y de la periferia encuentran diferentes condiciones de partida. Así funciona el modelo de negocio de las empresas transnacionales, que aprovechan las diferencias históricamente producidas entre el centro y la periferia con respecto a los salarios (Dussel, 2001). John Smith (2016) argumenta que el outsourcing de la producción, con un alto coeficiente de mano de obra de la periferia global desde la década de 1980, ha aumentado la plusvalía relativa en los países del centro, y esto permite a sus capitalistas monopolistas compartir sus ganancias adicionales con sus propios trabajadores en el país en forma de salarios más altos, beneficios de desempleo y otras prestaciones sociales (para argumentos similares, véase Cope, 2019, y Suwandi, 2019). Javier Martínez Peinado (2011) señala que la distinción entre centro (las economías autocentradas) y periferia (las economías extrovertidas) persiste aun en la economía globalizada. Las economías nacionales son expresiones territoriales del proceso de la circulación del capital global. En la periferia el capital global limita su acción en favor del desarrollo nacional (en el sentido de que el desarrollo histórico del capitalismo llevaría al incremento de salarios y condiciones de vida para las masas de la población). Empíricamente, puede destacarse que el equilibrio entre la capacidad de producir y la de consumir sigue siendo una característica del centro, mientras en la periferia2 es claramente superior la capacidad de producir:

			La capacidad de producir, determinada por las necesidades de los mercados externos, no se puede articular estructuralmente con la capacidad de consumir, ya que la retribución de los factores y, por consiguiente, la distribución de la renta, está hipotecada por la necesidad de competir internacionalmente con precios bajos […] El crecimiento endógeno viene determinado, entonces, por las relaciones externas, y éste es el contenido de la extraversión (Martínez Peinado, 2011: 36).

			En el siguiente apartado se presentará la transformación que se ha dado en el sistema de acumulación de capital global en las últimas décadas, y cómo la financiarización ha fijado la posición subordinada de la periferia.

			Financiarización periférica

			Jerarquía internacional de monedas y creciente deuda de los países periféricos después del fin del sistema de Bretton Woods

			La financiarización representa un cambio hacia una nueva modalidad económica, que tiene su origen en los países centrales (principalmente en los Estados Unidos) y el fin del sistema Bretton Woods en la década de 1970. Desde entonces, el lugar dominante de la acumulación de capital ha pasado de la esfera de la producción a la esfera de los mercados financieros, es decir, a la búsqueda de ganancias mediante la movilización, el comercio y el avance del capital prestable (Harvey, 1989: 191-194; Arrighi, 1994; Krippner, 2005: 181; Lapavitsas, 2013a).3 Desde  la década de 1970, los flujos financieros globales y los activos financieros se han incrementado enormemente, de 12 000 millones de dólares en 1980 a 219 000 en 2010, o de 120% a 316% del pib (Dutta, 2018: 2).

			Sin embargo, para los países periféricos no se trata de un cambio cuantitativo solamente, sino de una transformación sustancial de su modo de integración al capitalismo global. La especificidad de la financiarización periférica ha agravado la posición subordinada de la periferia en el sistema económico y financiero global (Bortz y Kaltenbrunner, 2017). Con el fin del sistema de Bretton Woods, en 1971, emergieron nuevos desequilibrios entre centros y periferias, que se originan en el papel hegemónico del dólar estadunidense y la jerarquía internacional de monedas. En esta última, el dólar estadunidense, seguido por otras monedas de los países centrales, tiene una posición privilegiada en comparación con las monedas de los países periféricos. Esto se basa en la capacidad diferente de las monedas para realizar internacionalmente las tres funciones del dinero: medio de cambio, unidad de cuenta (y denominación de contratos) y depósito de valor (moneda de reserva internacional), lo que conlleva diferentes “premios de liquidez” (Andrade y Prates, 2013: 409). Debido a la baja liquidez de las monedas periféricas, en un sistema financiero global donde las monedas son libremente convertibles tienen que ofrecer altas tasas de intereses para mantener la demanda, mientras los países centrales tienen el privilegio de ofrecer bajas tasas de interés debido a su alta liquidez (Bortz y Kaltenbrunner 2017: 382f). Esto implica que los países periféricos sufren altas volatilidades de flujos de capital, así como flujos exógenos que dependen de políticas económicas y monetarias de los países centrales (sobre todo de los Estados Unidos) y de las percepciones de riesgo de especuladores financieros. 

			El fin del sistema Bretton Woods también marcó el principio de un nuevo modo de subordinación de los países periféricos mediante su creciente endeudamiento. La caída del valor del dólar después del fin del sistema Bretton Woods fue un factor importante que provocó la crisis del petróleo y el siguiente aumento enorme de sus precios en 1973-1974. Por lo tanto, las naciones de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (opep) repentinamente estuvieron en posesión de grandes cantidades de dólares. Los bancos británicos y estadunidenses comenzaron a buscar oportunidades de inversión para “reciclar” estos vastos recursos de divisas, y los encontraron en los gobiernos de muchos países periféricos (Lipson, 1981: 604f). En su mayoría los países de África, Asia y América Latina en esa fase seguían el modelo económico de la industrialización a través de la sustitución de importaciones (isi). Sin embargo, aunque esta política ha impulsado cierto desarrollo industrial, también reproduce la dependencia, ya que se basa en tecnologías e inversiones controladas desde el extranjero. Como señala Dos Santos, la posibilidad de generar nuevas inversiones dependía de la existencia de recursos financieros en moneda extranjera para la compra de maquinaria y materias primas procesadas, pero no producidas domésticamente. Estas compras se vieron limitadas, primero, por los recursos generados por el sector exportador y, segundo, por el monopolio de las patentes, lo que llevaba a las empresas del centro a transferir preferentemente sus máquinas en forma de capital y no como mercancías (Dos Santos, 1970: 232). Como resultado, la manufactura local en la periferia pasó a ser de propiedad cada vez más extranjera. Aunque la fabricación nacional local aumentó y las importaciones cayeron, una gran parte del superávit fue exportado por el capital extranjero. Por ejemplo, en México, a principios de la década de 1970, 52% de los activos de las 300 empresas manufactureras más grandes era de propiedad extranjera, y en Brasil, 50% (Gereffi y Evans, 1981: 41). Por lo tanto, se dependía de financiamiento externo, tanto para cubrir el déficit externo como para financiar las inversiones necesarias (Dos Santos, 1970: 233).4 Fue en este contexto que la mayoría de los países de África, Asia y América Latina obtuvo grandes préstamos en dólares estadunidenses en los años setenta.

			Para pagar la deuda, tuvieron que incrementar los ingresos en divisas, que muchas veces lograron mediante la expansión de la exportación de materias primas. Numerosos países con yacimientos de petróleo, por ejemplo, México y Ecuador, se volvieron cada vez más dependientes de las exportaciones de dicho recurso en esta fase. La caída de sus precios a fines de la década de 1970 y el repentino aumento brusco de las tasas de interés por parte de la Reserva Federal de los Estados Unidos causaron la bancarrota del Estado mexicano en 1982, que marcó el comienzo de la crisis de la deuda y la llamada “década perdida” en toda América Latina (Beckerman, 2002: 27ff; 65ff).5

			Liberalización financiera y crecientes salidas de capital desde la década de 1990

			En el curso de la llamada “reestructuración de la deuda”, a fines de los años ochenta y principios de los noventa las instituciones multilaterales y los acreedores aplicaron una serie de medidas de ajuste estructural. Parte de estas medidas consistió en la apertura de los mercados financieros nacionales a “inversores” extranjeros, bancos y otras instituciones financieras. Además, hubo algunos cambios importantes en la política monetaria. Primero, se introdujo la meta de la inflación (inflation targeting), con la cual se colocó la baja inflación como objetivo principal de la política económica. El instrumento principal para lograr esto fue una tasa de interés alta. Segundo, se prohibió el “financiamiento monetario”, es decir, el crédito de los bancos centrales a los gobiernos. En su lugar, el instrumento principal para el financiamiento estatal iba a ser la emisión de bonos de deuda en los mercados financieros. Esto provocó que los flujos de capital extranjero especulativo hacia los países periféricos se incrementaran de manera exponencial desde los años noventa, y que el comercio de monedas periféricas creciera mucho más allá de la cantidad equivalente a su participación en el comercio mundial de bienes y servicios (Bortz y Kaltenbrunner, 2017: 380f). Esto ha tenido dos implicaciones: que la vulnerabilidad de los países periféricos hacia salidas de capital haya también crecido exponencialmente y que las grandes oleadas de capital especulativo que han invadido los países periféricos por las altas tasas de interés hayan producido salidas cada vez mayores. Por lo tanto, la financiarización ha conducido a una dependencia de los países periféricos de entradas de capital cada vez más altas para evitar nuevas crisis financieras, y últimamente, a un incremento de los flujos de capital desde la periferia hacia el centro.

			Varios mecanismos interrelacionados causan las salidas crecientes de capital. El primer problema es que las grandes entradas de capital especulativo llevan a un aumento de las importaciones, porque crean una apreciación de la moneda nacional frente al dólar. Eso atrae todavía más capital, puesto que la moneda apreciada se suma a las ganancias que el capital financiero obtiene por las altas tasas de interés. Ello perjudica a los productores locales frente al capital extranjero, porque encarece sus productos en el mercado mundial. Por lo tanto, el capital especulativo causa un aumento de importaciones que ejerce presión sobre la cuenta corriente, ya que estas importaciones deben pagarse en dólares.

			Las oleadas de capital especulativo también han llevado a crecientes salidas de capital en forma de dividendos e intereses del sector privado, porque conducen a la financiarización y la transnacionalización de la economía real. Esto se da porque las altas tasas de interés llevan a la situación de que es más rentable para las empresas invertir en el sector financiero (es decir, prestar el dinero) que en la economía productiva (Demir, 2009; López González, 2013; Powell, 2013: 141, 180). Por lo tanto, las grandes empresas en América Latina hoy obtienen la mayor parte de sus ganancias a través de actividades financieras y de otras formas de renta (como bienes raíces e infraestructura, y la extracción de recursos naturales), y no a través de sus actividades productivas. Por eso se ha visto un ascenso de las fracciones financieras entre las clases dominantes en alianza con los capitales extractivos, que en Sudamérica suelen ser particularmente los capitales mineros y de agronegocios, y en México los que aprovechan la mano de obra barata (Reis y Antunes de Oliveira, 2021). Por ejemplo, las ganancias de los 10 bancos más grandes de Brasil aumentaron en 1039% en menos de 10 años, entre 1994 y 2003, lo que llevó a su creciente poder (Boito Jr, 2006: 275). La financiarización de la economía real se combina con la consolidación del poder de las empresas transnacionales y la creciente concentración de capital en los grupos económicos latinoamericanos. Esto se debe, en adición a las desventajas estructurales por el tipo de cambio mencionado antes, a que las empresas locales que no tienen acceso a oportunidades de financiamiento más económicas en el extranjero (es decir, créditos en dólares estadunidenses con tasas de interés más bajas) no pueden competir contra las empresas transnacionales que se financian en dólares. Los capitales domésticos que han sobrevivido a esa competencia transnacional —por ejemplo, las grandes empresas mexicanas en el sector alimentario, los agronegocios brasileños y los consorcios mineros chilenos— lo han hecho a través de una transnacionalización, es decir, la emisión de bonos de deuda en el extranjero (lo que muchas veces usan para prestar el dinero a tasas altas en el mercado local, el llamado carry trade). El efecto en las cuentas corrientes de los países latinoamericanos es que hay salidas crecientes a través del pago de deuda, intereses y de dividendos. Además, estas prácticas financieras crean altos riesgos para las economías nacionales por el enorme crecimiento de la deuda del sector privado denominado en dólares. 

			Un tercer mecanismo que lleva a la creciente salida de capital está relacionado con la libre convertibilidad de las monedas periféricas y la dependencia de su valor de los flujos de capital. Percepciones de riesgo de los “inversionistas” e incluso pequeños movimientos de capital pueden tener impactos sustanciales en el tipo de cambio. Para contener volatilidades excesivas de sus monedas, los bancos centrales periféricos gestionan el tipo de cambio usando reservas de divisas, sobre todo dólares. Desde el año 2000, las reservas de los países periféricos han crecido exponencialmente (véase la gráfica I.3). En situaciones de altas entradas de capital, los bancos centrales buscan evitar apreciaciones excesivas, por sus efectos negativos en el sector de exportaciones. Por lo tanto, compran dólares en forma de bonos de tesoro de los Estados Unidos, y los almacenan en forma de reservas. Desde la perspectiva del Fondo Monetario Internacional (fmi) y de los “inversionistas”, esto sirve como un seguro: en situaciones de disminución de entradas de capital, los bancos centrales pueden usar las reservas para contrarrestar la depreciación excesiva de su propia moneda comprándola con dólares en el mercado de divisas internacional (lo hicieron especialmente desde 2009, e incrementaron las reservas de nuevo desde 2016, como señala la gráfica I.3). Sin embargo, el costo de este “seguro” es muy alto (Lapavitsas, 2013b: 801-802). Eso se debe a que compran los dólares en las reservas con deuda que emiten en moneda local. Como el valor de la moneda local depende de entradas continuas de capital extranjero, la deuda que se vende en los mercados financieros es una necesidad estructural para defender su valor. En otras palabras, los países periféricos están forzados a prestar su propia moneda en los mercados financieros a altas tasas de interés para ofrecer dólares a los Estados Unidos a muy bajas tasas de interés; incrementan así su deuda pública con “inversionistas” privadas y llevan a una creciente salida de capital en forma de pago de deuda e intereses. Se trata de una dependencia estructural, porque el valor de las monedas periféricas depende de la entrada de capital extranjero, y está únicamente respaldado por las reservas de divisas (López González, 2013).

			
				
					Gráfica I.3

					Reservas internacionales de países “emergentes y en desarrollo” en miles de millones de dólares actuales, 1960-2019
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					fuente: Banco Mundial.

				

			

	
				
					Gráfica I.4

					Deuda de los países “emergentes y en desarrollo” (sin China, en miles de millones de dólares a precios actuales, 1970-2019)
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					fuente: Banco Mundial. Los datos disponibles no permiten distinguir entre deuda a corto plazo pública y privada.

			

			La deuda de los países periféricos ahora es más grande que nunca (gráfica I.4), impulsada por el Quantitative Easing del Sistema de la Reserva Federal (fed) y el Banco Central Europeo (bce) después de la crisis de 2009. Mientras que la deuda pública es predominantemente en moneda local (porque la prestaron “inversores” a tasas de interés altas), pero está efectivamente garantizada por las reservas internacionales, la deuda del sector privado es en dólares (en gran parte consiste en créditos para prestar dinero en moneda local, aprovechando el spread) (Axa, 2020).

			En resumen, la financiarización de la economía global ha causado crecientes transferencias de capital de la periferia al centro en forma de amortización de deuda, intereses y dividendos, lo que ha llevado a déficits crónicos y estructuralmente crecientes de las cuentas corrientes de los países periféricos y, por lo tanto, a la necesidad de atraer cada vez más capital extranjero e incrementar las exportaciones. Como mostramos en el siguiente acápite, eso se manifiesta en la consolidación e intensificación de una característica clave del capitalismo periférico, la superexplotación. 

			Financiarización periférica, dependencia y superexplotación del trabajo y la naturaleza

			La liberalización financiera y la financiarización de la economía real han causado un proceso de desindustrialización en América Latina (Levy-Orlik, 2013). El desmantelamiento de las capacidades productivas es más evidente en el caso de los países sudamericanos, que han visto un fuerte proceso de reprimarización desde la década de 1990. Sin embargo, las características de la reestructuración económica en América Central, el Caribe y México son similares al proceso de la reprimarización, ya que su industria maquiladora funciona como exportadora de otro “recurso primario”, la mano de obra barata en forma de productos industriales (Guillen, 2012: 69; Grinberg, 2010). Estas empresas manufactureras se encuentran en el tramo inferior de las Redes de Producción Global, lo que les impide tomar decisiones de inversión, ya que su única función es proporcionar mano de obra barata como insumo para los productos que se venden principalmente en el extranjero.

			Últimamente, la acumulación en América Latina sigue dependiendo de la superexplotación de la mano de obra. El capital en la periferia compite en el mercado mundial solamente con base en los bajos salarios, lo que inhibe cualquier desarrollo económico amplio. Como las corporaciones de la tríada poseen monopolios en prácticamente todos los sectores de alto valor agregado de la economía mundial,6 incluso en el sector primario (donde un puñado de empresas proporciona insumos esenciales como semillas, fertilizantes, maquinaria, etcétera, y comercializa los productos), son capaces de obtener rentas imperiales extraordinarias en la periferia (Osorio, 2017: 63). Los precios de los productos producidos por trabajadores superexplotados en la periferia se multiplican varias veces cuando ingresan en los mercados de los países centrales, y sólo una parte muy pequeña del precio final de venta es retenida por los países exportadores (Cope, 2019: 40-41). Esto significa que el capital periférico se ha quedado cada vez más atrás en desarrollo tecnológico y sigue compitiendo en el mercado mundial exclusivamente con costos laborales baratos. Dado que el valor de las mercancías se realiza en los mercados externos, o bien dentro de la existencia de monopolios en sectores como las telecomunicaciones (que surgieron con la privatización de empresas estatales en el proceso de la liberalización y permiten aumentar las ganancias a través del alza de precios), se sigue reproduciendo la superexplotación de la mano de obra. Hoy en día, inversiones en la capacidad productiva también son muy poco atractivas debido a otra característica clave del capitalismo periférico en la era de la financiarización, las altas tasas de interés. Por lo tanto, las ganancias se “invierten” preferiblemente en especulación financiera (como el carry trade y los microcréditos), se trasladan a paraísos fiscales para eludir los impuestos y se gastan en consumo de lujo.

			La superexplotación también fue facilitada por el capitalismo financiero, al haber expulsado cada vez a más personas del empleo formal y de la agricultura campesina. Durante el periodo de isi, aunque nunca podía absorber la fuente de mano de obra rápidamente creciente, la proporción de trabajadores informales decrecía, y 60% de los nuevos empleos se crearon en el sector formal. Eso cambió fundamentalmente desde la década de 1980 (Portes y Hoffman, 2003: 48-50). La deindustrialización, el desmantelamiento de la agricultura campesina y el despojo rural, así como las recurrentes crisis financieras llevaron a la expansión de la economía de sobrevivencia en toda la región, de manera que aproximadamente la mitad de la población en América Latina hoy sobrevive a través de la economía informal (oit, 2018: 32). Por lo tanto, la mano de obra barata está disponible y es remplazable en cualquier momento.

			La superexplotación ocurre a través de una desposesión de las clases trabajadoras de parte de su fondo de consumo, es decir, imposibilita la adquisición de la canasta básica completa (Osorio, 2017: 48). Eso no sólo puede ocurrir por la depresión de salarios, sino también por el incremento de los costos de vida. Las crisis financieras han obligado a los estados a gastar enormes sumas de dinero público para rescatar a empresas privadas, bancos e instituciones financieras, y defender el valor de sus monedas (Marois, 2011). El reestablecimiento de la “confianza del mercado” y de la “solvencia crediticia” ha implicado el despliegue de políticas de austeridad y “reformas estructurales”, como la privatización de cada vez más agencias y políticas estatales. La privatización y la financiarización de la política de la vivienda, así como la “inclusión financiera” de la clase trabajadora en América Latina en los últimos 20 años son ejemplos que muestran cómo el sector financiero, apoyado por el Estado, ha incorporado a los pobres en las formas extractivas de acumulación de capital (Reis, 2020; Salazar, Reis y Varley, 2022; Mason-Deese, en prensa).

			Cabe destacar que la superexplotación se impone de forma diferenciada según las jerarquías de clase, género, color de piel y etnicidad (Féliz y Haro, 2019: 48), que se imponen a la periferia, simultáneamente con el capitalismo (Grosfoguel, 2011). La superexplotación sólo puede existir en el contexto de la colonialidad de poder (Quijano, 2000), porque muchos costos de reproducción corren a cargo de las personas feminizadas y racializadas. Especialmente, las mujeres pobres e indígenas soportan el mayor costo del estado permanente de crisis y austeridad que ha aumentado los costos de vida y reducido los servicios sociales, ya que están a cargo de mantener la vida a flote al aumentar su carga de trabajo en las esferas no remuneradas y remuneradas (Tapia, 2016: 138-141). De hecho, la incorporación masiva de mujeres jóvenes en el trabajo asalariado en los sectores exportadores de las economías periféricas ha sido parte de la estrategia para reducir cada vez más los costos de mano de obra (Smith, 2016: 122-127).

			Dependencia financiera y la crisis de Covid-19

			Debido a la dependencia de las monedas periféricas de los flujos internacionales de capital, la autonomía política en los países periféricos se ve seriamente limitada por los posibles efectos de decisiones políticas en el movimiento de dichos flujos (De Paula et al., 2017). Esto ha incrementado enormemente el poder de los mercados financieros y las corporaciones transnacionales sobre la política monetaria y la formulación de políticas públicas en la periferia, lo que se hace evidente de nuevo durante la gran crisis económica global desencadenada por Covid-19 en 2020. La crisis en América Latina y en la periferia global por lo general es mucho más grave que en los países centrales, no sólo por los sistemas de salud abandonados por tres décadas de política neoliberal. Como los activos periféricos no sirven como almacén de valor, los “inversionistas” retiraron casi 100 000 millones de dólares de la periferia en tres meses, lo que constituye una fuga de capital sin precedentes históricos (Kose et al., 2020). Factores como la deflación de precios de recursos primarios, la caída de la demanda externa de productos manufactureros y el descenso en los flujos de efectivo por la disminución del turismo significan que se ha incrementado aún más la presión sobre las cuentas corrientes. En consecuencia, las monedas periféricas se depreciaron, en los casos de Brasil y México de manera sustancial, en 20-30% (Leven, 2020).

			Sin embargo, los gobiernos y bancos centrales hacen esfuerzos para que las monedas no se debiliten demasiado, ya que eso tendría efectos aún más negativos en los flujos de capital, que las economías nacionales necesitan para sostener las cuentas corrientes negativas. Además, eso produce riesgos sustanciales con respecto a la deuda externa en dólares (que principalmente tienen el sector privado y empresas estatales, como las petroleras de Brasil, Colombia y México) y la necesidad de financiar importaciones. Por lo tanto, varias medidas se han implementado para sostener las economías y monedas periféricas; entre las más convencionales se encuentran el recurso a créditos de emergencia del fmi y líneas de liquidez de corto plazo (Mühleisen et al., 2020). Asimismo, muchos bancos centrales periféricos han vendido una gran cantidad de reservas de divisas en marzo y abril de 2020 para respaldar sus monedas (compran sus propias monedas en el mercado internacional de divisas) (Reuters, 2020).

			Sin embargo, además de estas medidas de emergencia más “tradicionales”, hay dos estrategias poco convencionales que los bancos centrales han utilizado para defender sus monedas. Primero, con el fin de obtener dólares estadunidenses para brindar liquidez a grandes bancos y empresas, y estabilizar el tipo de cambio sin utilizar reservas, algunos bancos centrales, como los de Brasil (bcb) y México (Banxico), han hecho uso de las líneas swap ofrecidas por la Reserva Federal (fed). Esto significa que cambian su propia moneda a un tipo de cambio fijo por dólares con la fed, y luego subastan estos dólares en el sector privado doméstico en forma de forwards no entregables.  Si bien se supone que el instrumento permite estabilizar el tipo de cambio sin agotar las reservas, no está exento de riesgos (Kaminska, 2013). Cuando finaliza el periodo de cobertura con la fed, bcb y Banxico deben devolverle el mismo monto en dólares. Si el tipo de cambio frente al dólar se deprecia, los bancos centrales pagan a los compradores de los forwards la diferencia entre el tipo de cambio de ese día y el precio al que se pactó la cobertura. Es decir, efectivamente la operación funciona como un seguro del tipo de cambio para los actores privados en sus países (Rivera, 2020). El costo para el banco central podría compensarse mediante el aumento del valor de las reservas de divisas, que generalmente se mantienen en forma de bonos del gobierno de los Estados Unidos; sin embargo, éstas también implican un costo sustancial (Lapavitsas, 2013b: 801-802). En caso de que el tipo de cambio se aprecie en favor del real brasileño y el peso mexicano, los gobiernos tienen que aceptar una pérdida fiscal debido a las pérdidas acumuladas para las corporaciones o bancos que compraron los forwards, o amortizarlos (Kaminska, 2013). En última instancia, el costo de la operación recae en los Estados brasileño y mexicano.

			Por otra parte, por primera vez varios bancos centrales periféricos, como los de Chile, Colombia y México, recientemente empezaron a implementar medidas de inyección de liquidez al sistema financiero doméstico, que involucran reducciones legales del depósito de regulación monetaria (reservas mínimas que los bancos tienen que tener con el banco central) y compras de bonos del sector público o el privado. Sin embargo, estas medidas necesariamente difieren significativamente de aquéllas de Quantitative Easing (qe) de los bancos centrales de los países centrales (sobre todo fed, bce y Banco de Japón), que pueden “imprimir”7 divisas en cantidades masivas mediante la compra de bonos del tesoro y corporativos en los mercados financieros sin que sus monedas pierdan valor. Por el contrario, tales medidas implican un riesgo considerable para la estabilidad financiera en los países periféricos, cuyas monedas dependen de la continua demanda de éstas por parte de los mercados financieros. Esto se refleja en los comentarios amenazantes de los bancos de inversión y la prensa financiera con respecto a tales acciones.8 Por tanto, dichas inyecciones de liquidez en la periferia deben esterilizarse (es decir, compensarse mediante la emisión de nuevos bonos de deuda), si no se pretende ampliar la base monetaria. No está claro si todos los países que han implementado el qe lo han hecho —parece ser el caso de México (Esquivel, 2020) y muchos otros (ing, 2020)—, o más bien han financiado esos programas con la venta de reservas internacionales (como afirman Cantú et al., 2020). Después de todo, para estabilizar el tipo de cambio “actuando como comprador de último recurso” y no lograr el efecto contrario, los Estados periféricos deben contratar nuevas deudas en los mercados financieros, o aceptar un drenaje de sus reservas internacionales.

			Estas medidas estabilizaron los tipos de cambio en su momento, recuperando capital de más de 83 000 millones de dólares en abril y mayo de 2020 (ft, 2020a). Esto se debe también a la enorme liquidez creada por las operaciones de qe en Europa y los Estados Unidos, con nuevos capitales que buscan ganancias rápidas mediante el spread de tasas de interés en un contexto de crisis.9 

			En resumen, la crisis inducida por Covid-19 ha acelerado el endeudamiento de los países periféricos (Cantú et al., 2020) e inflado aún más la “burbuja financiera”. En la mayoría de los países latinoamericanos la deuda está sobre todo en los mercados financieros privados, mientras Argentina, Ecuador y Venezuela ya no tienen acceso a esa forma de financiamiento y tienen que recurrir a créditos del fmi, el Banco Mundial o el gobierno chino. Sin embargo, las reservas internacionales de muchos países no alcanzarán para pagar la deuda, si fugas de capital abruptas causan altas pérdidas de valor de las monedas. Por lo tanto, analistas financieros consideran probables nuevas crisis de la balanza de pagos (Axa, 2020). Es de temer que los que van a pagar la cuenta de los bancos de inversión van a ser las clases trabajadoras de la periferia global, como sucedió en las crisis financieras previas (Marois, 2011).

			Conclusiones

			En este artículo señalamos la relevancia actual de la teoría de la dependencia y los conceptos de centro y periferia para entender las estructuras de la desigualdad global. La dependencia de la periferia actualmente existe con base en la jerarquía internacional de monedas, que obliga a los países periféricos a ofrecer altas tasas de interés. La atracción de flujos de capital es una necesidad para mantener el valor de la moneda. “Inversionistas” obtienen ganancias mediante el aprovechamiento de la diferencia de tasas de interés entre centro y periferia (spread), por lo que uno de los intereses más importantes de los mercados financieros es la baja inflación en la periferia. Sin embargo, los países periféricos sufren altas volatilidades de flujos de capital, porque en situaciones de crisis los activos periféricos son los primeros que sufren la fuga de capitales hacia activos con alta liquidez, como los bonos de tesoro de los países centrales. La dependencia financiera es imperativa no sólo para la política monetaria, sino también para la política económica en la periferia en general. La financiarización ha transformado las economías reales en la periferia y ha provocado cada vez más salidas de capitales en forma de amortización de deuda, pago de intereses y dividendos, y crecientes importaciones. Por lo tanto, las capitales de la periferia compiten en el mercado global mediante la superexplotación de la mano de obra, la cual impide la reproducción completa de la fuerza de trabajo. No se puede entender esta relación centro-periferia sin incorporar al análisis el papel clave del trabajo reproductivo y la hegemonía cultural, que produce diferencias y jerarquías sociales basadas sobre todo en género y color de piel. 

			La superexplotación de la mano de obra periférica, que también existe en los países centrales en la forma del trabajo de los migrantes, permite a los capitales de los centros de la economía global no sólo incrementar la plusvalía relativa y sus ganancias, sino también compartir esas ganancias extras con la mano de obra de los países centrales en forma de salarios más altos y beneficios sociales. Esto se manifiesta de nuevo durante la crisis inducida por Covid-19, cuando se hace visible la superexplotación de la mano de obra migratoria en los países centrales; por ejemplo, en el hecho de que se tuvieron que abrir las fronteras en Europa para trabajadoras migrantes en la agricultura, ya que en países como Alemania o Reino Unido, por lo general, no se encuentran ciudadanos dispuestos a laborar bajo las condiciones que ofrecen estos tipos de trabajo, porque no necesitan hacerlo. Por otro lado, en la periferia la crisis ha incrementado severamente el endeudamiento, que hace probables nuevas crisis de la balanza de pagos, más austeridad y más empobrecimiento, lo cual estaría incidiendo en una nueva fase de desposesión a través de la superexplotación.

			Para finalizar con estas conclusiones, es importante documentar e insistir en la realidad de la existencia del centro y la periferia en términos globales, así como marcar nuestro distanciamiento de quienes parecen abstenerse por completo de mostrar las condiciones espaciales de lo periférico, conceptualizándolas meramente como “a way of producing space that can be anywhere” (Caldeira, 2017: 4). Sin embargo, como mostramos en este trabajo, la relación centro / periferia como concepto territorial también existe en diferentes escalas. Si bien esa relación a escala global está demarcada principalmente por la arquitectura financiera internacional, hay que señalar que el concepto vincula una dimensión espacial con las estructuras políticas, económicas y culturales de la colonialidad, que, como elemento constituyente de la modernidad, es ubicua (Dussel, 2012). En este sentido, “hay una periferia fuera y dentro de las zonas núcleo y hay un núcleo dentro y fuera de las regiones periféricas” (Grosfoguel, 2007: 220, traducción de la autora). No obstante, una conceptualización de la dependencia basada en las relaciones de clase y la superexplotación de la mano de obra periférica proporciona el punto de partida para una comprensión multiescalar del centro/periferia.
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			______ (2000). Colonialidad del poder, eurocentrismo y América Latina, en Edgardo Lander (comp.), La colonialidad del saber: eurocentrismo y ciencias sociales. Perspectivas Latinoamericanas. Buenos Aires: Clacso.

			Reis, N. (2020). The “Bank of Welfare” and Mexico’s Moral Economy. En D. McDonald, T. Marois y D. Barrowclough (eds.), Public Banks and Covid-19. Combatting the Pandemic with Public Finance (pp. 171-192). Kingston / Ginebra / Bruselas: Municipal Services Project / unctad / Eurodad.

			______, y F. Antunes de Oliveira (2021, 23 de diciembre). Peripheral Financialization and the Transformation of Dependency: A View from Latin America. Review of International Political Economy. https://doi.org/10.1080/09692290.2021.2013290

			Reuters (2020). Emerging Economies Burn through $240 Billion in Reserves, Drain Seen Continuing: Bank of America.

			Rivera, M. A. (2020). ¿Cómo funcionan las subastas de dólares para proteger al peso del tipo de cambio? A Barlovento. https://abarloventoinforma.com/2020/03/10/como-funcionan-las-subastas-de-dolares-para-proteger-al-peso-del-tipo-de-cambio-aqui-te-decimos/amp/

			Rostow, W. (1971). The Stages of Economic Growth. A Non-communist Manifesto. Cambridge: Cambridge University Press.

			Salazar, C., N. Reis y A. Varley (2022). Large-scale Housing Projects in Peripheral Urbanization: Persistance and Change in Urban Space Production in the Mexico City Megaregion. En N. Reis y M. Lukas (eds.). Beyond the Mega-City: New Dimensions of Peripheral Urbanization in Latin America. University of Toronto Press.

			Smith, J. (2016). Imperialism in the Twenty-First Century. Globaliyation, Super-Exploitation, and Capitalism’s Final Crisis. Nueva York: Monthly Review Press.

			Sotelo, V. (2017). México desahuciado. Dependencia, régimen político y luchas populares. Buenos Aires: Clacso / Itaca.

			Starosta, G. (2016). Revisiting the New International Division of Labour Thesis. En G. Charnock y G. Starosta (eds.). The New International Division of Labour. Londres: Palgrave.

			Suwandi, I. (2019, 1 de julio). Labor-Value Commodity Chains. The Hidden Abode of Global Production. Monthly Review. https://monthlyreview.org/2019/07/01/labor-value-commodity-chains/ (4 de julio de 2020).

			Tapia Marchina, S. (2016). Neoliberalismo y patriarcado: El papel de las reformas estructurales en la actual condición de las mujeres en México. Tesis de doctorado. Benemérita Universidad Autónoma de Puebla.

			
				
					1El término de feminización se refiere al proceso cultural de la construcción social del genero, es decir, que el género de una persona también lo moldean las personas que la categorizan y tratan (véase, por ejemplo, Butler, 2007). De manera similar, “una persona racializada es alguien que recibe un trato favorable o discriminatorio en base a la categoría racial que la sociedad le atribuye” (Gerehou, 2020). El concepto de racialización también juega un papel clave en la teoría decolonial, así como la idea de las razas humanas llega a ser un principio de organización fundamental que estructura las jerarquías múltiples del sistema mundial (Quijano, 2000; Grosfoguel, 2011).

				

				
					2	Incluso en la semiperiferia, que se ha elevado del resto de la periferia, pero sigue siendo periferia al no formar parte del núcleo de acumulación autocentrada del capitalismo global (Martínez Peinado, 2011: 48).

				

				
					3	Es importante destacar que la plusvalía no puede surgir de la esfera de la circulación (Marx, 1990: 268), así que últimamente las ganancias financieras se originan en la explotación de la mano de obra.

				

				
					4	En las palabras de Dos Santos, “[e]l capital extranjero y la ‘ayuda’ extranjera [llenaron] así los huecos que ellos mismos crearon” (Dos Santos, 1970: 233).

					Como señala Marini, isi también reproduce la acumulación a través de la superexplotación y, por lo tanto, el desarrollo industrial sólo beneficia a una minoría de la población. Esto se debe a dos factores: por un lado, considerando la protección del mercado doméstico, el capitalista periférico opera en un contexto de monopolio, donde no depende de la ampliación del mercado para aumentar la ganancia, sino que la logra a través del alza de precios. Por otro lado, el bajo nivel tecnológico hace que el precio de producción siga determinado fundamentalmente por los salarios, y como existe un gran excedente de mano de obra, se reproduce la acumulación de capital basada en la superexplotación de la mano de obra. En consecuencia, se reproduce y se radicaliza la separación entre la esfera alta (que ya incluye a la clase media, cuyos ingresos —como los de los capitalistas— se basan en la plusvalía, y por lo tanto en la superexplotación) y la esfera baja de la circulación en la economía periférica (Marini, 1991: 21).

				

				
					5	El alza del tipo de interés ocurre en una situación en la que la economía en muchos países muestra grandes desbalances estructurales internos, sobre todo por la balanza comercial (causados por la desaceleración global debido a la crisis de energía y a la baja de exportaciones, en combinación con mayores flujos de importación), que lleva a un déficit fuerte de cuenta corriente, y que sólo puede financiarse con un déficit público que entonces dispara la creación monetaria y la inflación.

				

				
					6	Según Samir Amin, el capitalismo global contemporáneo es un capitalismo de monopolios generalizados, lo que significa que los monopolios controlan todos los sistemas productivos: las pequeñas y medianas empresas e incluso las grandes empresas que no son propiedad formal de los oligopolios están encerradas en redes de control establecidas por los monopolios en todas las actividades anteriores y posteriores de la cadena económica. Este sistema de monopolios generalizados es el resultado de una nueva etapa en la centralización del capital en los países de la tríada que se desarrolló en los años ochenta y noventa (Amin, 2019).

				

				
					7	En realidad, no se trata de dinero impreso en forma de billetes. Sin embargo, en efecto el qe equivale a una expansión de la base monetaria mediante la creación de nuevo dinero de crédito. 

				

				
					8	“The jury is still out” (Axa, 2020); “Emerging markets to face judgement day as qe goes global” (ft, 2020b); “Should qe go on for a period of time without an ex reaction, that does not mean there will not be one” (ing, 2020).

				

				
					9	En un artículo del Financial Times titulado “Debt investors bet on emerging markets as qe begins to travel” (ft, 2020a), se cita un banquero que dice que “la venta masiva de marzo, junto con la acción radical de los formuladores de políticas globales, creó una de las mejores oportunidades para aumentar la exposición a mercados emergentes que había visto en sus 30 años de experiencia” (ft, 2020a, traducción de la autora).

				

			

		

	
		
			II. Desigualdad y pobreza en entidades federativas y ciudades de México

			Martha Schteingart, Rosa María Rubalcava, Angélica Giraldo y Jaime Sobrino

			Introducción

			El propósito de este capítulo es estudiar las diferencias en los niveles de desigualdad y de pobreza en los territorios de México, con el fin de explorar en qué medida aquellos que caracterizan a las entidades federativas inciden en la situación de sus ciudades. Para ello, el capítulo se divide en tres secciones principales. En la primera se ofrece una síntesis de los principales aspectos teóricos presentes en los estudios sobre desigualdades regionales o territoriales, así como su relación con la pobreza, para presentar luego algunos antecedentes de trabajos sobre la cuestión que aquí se aborda, principalmente para México. En la segunda se presenta el examen de los niveles de desigualdad y pobreza tomados conjuntamente en las 32 entidades federativas del país, lo que brinda un agrupamiento1 de esos estados y un esquema para analizar su localización en el espacio y la concentración de población en cada uno de los grupos. El tercer apartado se destina al estudio de la desigualdad y la pobreza en las 95 ciudades y zonas metropolitanas del país con mayor tamaño de población, para contrastar sus niveles con los existentes en las entidades federativas donde se ubican. Las conclusiones muestran los aportes y las limitaciones de este trabajo, así como algunos hallazgos referidos a la suposición inicial respecto a la relación entre los dos niveles de desagregación territorial analizados.

			Aspectos teóricos y metodológicos de la desigualdad y la pobreza

			Si bien existe una amplia literatura dedicada al análisis de desigualdades regionales, hemos preferido referirnos a desigualdades territoriales, ya que nuestro objetivo es explorar qué ocurre con las mismas a distintos niveles de desagregación espacial y cuál es la conexión o relación estructural entre esos diferentes niveles de desigualdad. Tanto la economía como la geografía son dos disciplinas que se han ocupado del desarrollo teórico de estos temas, habiéndose notado algunas diferencias importantes entre los años treinta a sesenta y las décadas de los setenta y ochenta. 

			Ya a partir de los años noventa y la primera década de este siglo, otra orientación teórica que presenta amplios desarrollos acerca de las desigualdades regionales o territoriales es la que pone énfasis en el tema de la globalización y en cómo ésta reproduce o incluso intensifica las desigualdades ya existentes en épocas anteriores. Numerosos trabajos se dedican a analizar estas relaciones, sobre todo por la circunstancia más general de que la globalización pasó a convertirse en una noción explicativa de muchos de los procesos a nivel mundial y nacional de las décadas más recientes.

			Aunque ese tipo de trabajos principalmente se ocupa del porqué y cómo ocurren tales desigualdades, hemos podido observar a través de la revisión bibliográfica que también existe una buena cantidad de trabajos en los que los aspectos metodológicos tienen mayor presencia, y ello tiene que ver con las variables utilizadas, las técnicas estadísticas aplicadas para medir las desigualdades en términos espaciales y la delimitación de zonas que están en la base de los estudios.

			Aspectos teóricos

			Los estudios desde el campo de la economía se han centrado en analizar las causas y la trayectoria de las desigualdades entre regiones o territorios, y han configurado un debate en el que sobresalen dos posturas. La primera de ellas, influenciada por la economía neoclásica, surge después de la Segunda Guerra Mundial, hace referencia a la convergencia y plantea que, aunque en una etapa temprana el desarrollo se concentra en ciertas regiones, en el largo plazo se difunde o propaga hacia las demás. La segunda postura, que toma como base las teorías de la dependencia y el neomarxismo principalmente de los años setenta y ochenta, se centra en la divergencia, y propone que la estructura centro-periferia que se crea con la propagación del capital tiende a intensificarse, por lo que la desigualdad que ésta implica resulta inevitable y necesaria para la acumulación del capital (Wei, 2015).

			Influida por estas corrientes, la geografía abordó de manera similar las desigualdades. Surgieron entonces, dentro de esta disciplina, dos corrientes: la de los regionalistas y geógrafos que hablaban de “desequilibrios regionales o territoriales”, para los cuales las disparidades entre regiones eran resultado de un desequilibrio temporal que podría solucionarse a través de los mecanismos de mercado o de una intervención estatal de ordenamiento territorial, y la de aquellos que se referían a las “desigualdades regionales y territoriales”, y para quienes el desequilibrio del sistema económico era permanente, debido a su funcionamiento injusto y desigual, que tendía a incrementar las disparidades regionales (Hiernaux, 2011).

			En cuanto a las investigaciones realizadas en el marco de la globalización, considerando la mayor conexión entre territorios y la influencia de las fuerzas globales en las dinámicas nacionales y locales que ésta ha generado, diversos trabajos se han centrado en reconocer los impactos sobre las desigualdades territoriales en el interior de los países, como producto de la mayor apertura comercial. Delgadillo (2008), por ejemplo, analiza la reestructuración espacial producida en México por el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) que, si bien derivó en impactos positivos en determinadas regiones y estados, tuvo repercusiones desfavorables en otros, y ocasionó un incremento de las disparidades territoriales. Otros trabajos se han centrado en proponer medidas a seguir en los territorios y sus empresas para adaptarse de mejor manera a los nuevos escenarios, medidas que generalmente incluyen el apoyo del Estado a la promoción de determinadas actividades económicas que se pueden adecuar a las potencialidades regionales (Nicolini, 2013). 

			Por último, resulta interesante tomar en cuenta algunas consideraciones acerca del hecho de que la urbanización y la expansión urbana son vistas como aspectos relevantes que pueden incidir en el aumento de desigualdades en los territorios más amplios donde se inscriben. Esto ha sido puesto en evidencia a partir del caso de China, donde ha habido una serie de mecanismos que originan factores de desigualdad territorial, basados en una doble transición dentro de la globalización: la descentralización y la entrada al mercado que ha tenido lugar en la economía de ese país (Wei, Li y Yue, 2017).

			En cuanto a la relación entre desigualdad y pobreza, que es un tema central de este trabajo, nos interesa, sobre todo, observarla en su dimensión territorial. Adicionalmente, si bien existen posturas que implícitamente relacionan la pobreza y la desigualdad (véase Adger, 2002; Hernández y Soto, 2012), nuestro fin es discutir que no necesariamente estos dos fenómenos se relacionan directamente (ya sea de manera positiva o negativa), lo que da lugar a territorios diferenciados según las oportunidades de la población para satisfacer sus necesidades. 

			Consideraciones metodológicas

			La desigualdad territorial se ha analizado por medio de diferentes indicadores que registran características específicas las cuales, por ejemplo, tienden a ser parecidas en unidades contiguas o cercanas, ya que al tener un orden secuencial natural, comparten condiciones resultantes de ese orden. La similitud entre las unidades produce regularidades en su distribución espacial que permiten identificar conglomerados a partir de enfatizar, según el propósito, su vecindad o colindancia, o bien su localización territorialmente segmentada. Otros aspectos de las desigualdades territoriales se manifiestan en unidades territoriales anidadas, al observar las similitudes o diferencias entre niveles. Esto sucede, por ejemplo, al comparar los valores de los indicadores que caracterizan a las unidades mayores con los que corresponden a áreas menores contenidas en aquéllas. Para llevar a cabo este tipo de estudios, se requiere disponer de indicadores medidos o aplicados en las diversas unidades espaciales de análisis. 

			Como se verá a continuación, algunos trabajos se han centrado en medir y analizar la forma en la que se expresa o se comporta espacialmente, en ciertos territorios, la desigualdad socioeconómica. En general, los estudios presentados en esta dirección hacen uso de los índices comúnmente utilizados para medir la desigualdad de ingresos (como el coeficiente de Gini, el índice de Theil y el índice de Atkinson), discriminados por unidades territoriales (municipios, estados, regiones, etcétera). Generalmente, estos índices son analizados junto a otras variables socioeconómicas, con el fin de encontrar relaciones y tendencias que permitan entender el comportamiento espacial de la desigualdad.

			Nos parece interesante, como antecedentes del estudio que aquí se presenta, hacer referencia a dos trabajos para México en los que se analiza la distribución de la desigualdad y la pobreza, a niveles tanto estatal como municipal. En el primero de ellos (Székely, López-Calva, Meléndez, Rascón y Rodríguez-Chamussy, 2007), se utilizan los datos disponibles en ese momento para aproximarse a la pobreza mediante la pobreza alimentaria, y a la desigualdad a partir del ingreso total de los hogares (monetario y no monetario). Las dos fuentes de información que usan son el Censo de Población y Vivienda del año 2000, y la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh), del mismo año. Aplican un método estadístico de estimación ell (Elbers, Lanjouw y Lanjouw), que les permite conciliar los datos sobre el ingreso que registra la enigh (cuya precisión es mayor que los del censo), con los datos censales que posibilitan la desagregación espacial municipal (desagregación que no permite la encuesta mencionada). La pobreza la miden mediante el índice fgt (Foster, Greer, Thorbecke), y la desigualdad, mediante el índice entrópico de Theil, que les permite descomponer la desigualdad de los estados y los municipios en desigualdad intra (dentro de las unidades político administrativas) y desigualdad inter (entre dichas unidades) (Székely et al., 2007: 241).

			Mientras tanto, en el segundo trabajo (Suárez, Ruiz y Delgado, 2012) se compara el comportamiento espacial de tres indicadores: el Índice de Desarrollo Humano, medida de desarrollo social; el índice de Gini como indicador de desigualdad de ingresos, y el Índice de Consolidación Urbano Regional, medida de concentración espacial de bienes y servicios clave. Para la comparación mencionada se utilizaron instrumentos estadísticos como el Índice de Moran, con el fin de medir la autocorrelación espacial y local entre indicadores, además de algunos modelos de regresión (lineal y geográficamente ponderada), para identificar cuánto influye el espacio geográfico sobre la desigualdad en la distribución del ingreso. 

			Por medio de los indicadores aplicados, tanto a estados como a municipios de México, los dos trabajos ofrecen algunas conclusiones que vale la pena tomar en cuenta. En el trabajo de Székely y colegas (2007) se muestra que los estados con pobreza baja se concentran en la zona norte y el centro del país, mientras que la mayoría de aquéllos con pobreza alta se ubica en el sur del territorio nacional. En cuanto a los niveles de desigualdad, la localización de los estados en el mapa aparece menos clara; al mismo tiempo, muestra que la mayor parte de la desigualdad a nivel nacional se debe a inequidades en el interior de los estados y de los municipios, más que a desigualdades entre ellos (o a disparidades geográficas). Por su parte, en el trabajo de Suárez y colaboradores (2012) se concluye que los factores geográficos que interfieren en el acceso a bienes y servicios (o el grado de urbanización) tienen una mayor influencia en la generación de condiciones de menor desigualdad que los niveles de desarrollo humano, y que la distribución regional de la urbanización y el desarrollo humano tienen una influencia significativa en los niveles de desigualdad municipal. Para estos autores, el tema de la contigüidad espacial resulta muy relevante, ya que el patrón espacial menos adecuado para una población es aquél donde la pobreza está rodeada de pobreza, mientras que, si un municipio no cuenta con bienes y servicios consolidados, al estar cerca de otro que los posee, obtiene ventajas que influyen sobre la distribución de la riqueza. Vale la pena destacar que en estos trabajos las variables de desigualdad y pobreza no se analizan de manera integrada y que los espacios municipales no distinguen ciudades, como se puede observar en el trabajo que presentaremos más adelante. 

			En otros trabajos, aunque no para México, se analiza la desigualdad entre los territorios mediante la construcción de índices multidimensionales que abarcan diferentes aspectos (sociales, económicos, ambientales, físicos, etcétera) de los espacios geográficos estudiados, con el fin de tener una caracterización o representación más completa de los mismos, teniendo en cuenta su complejidad. Varios ejemplos se encuentran sobre todo en la literatura española, donde se destaca, de manera particular, el componente del medio ambiente y la sostenibilidad de los territorios (Delgado, 2006; Pedregal, Torres y Zoido, 2006).

			Desigualdad y pobreza en México 

			Nos referiremos a continuación a las fuentes de información disponibles, que hemos utilizado al analizar la desigualdad y la pobreza en México, para hacer referencia luego a la forma en la que esas variables se relacionan para calificar a los distintos estados de la República y después a las ciudades de más de 100 mil habitantes. 

			Las fuentes de información

			La Ley General de Desarrollo Social (lgds), publicada en el Diario Oficial de la Federación en enero de 2004, señala en su artículo 36 que el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) es el encargado de establecer los lineamientos y criterios para la definición, la identificación y la medición de la pobreza, y que éstos son de aplicación obligatoria para las entidades y dependencias públicas que participan en la ejecución de programas de desarrollo social. El Coneval debe utilizar información que genera el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), además de otros datos que considera convenientes. La definición, la identificación y la medición de la pobreza incluyen, al menos, los siguientes indicadores: i) ingreso corriente total (monetario y no monetario) per cápita; ii) rezago educativo promedio en el hogar; iii) acceso a los servicios de salud; iv) acceso a las seguridad social; v) calidad y espacios de la vivienda digna y decorosa; vi) acceso a los servicios básicos en la vivienda digna y decorosa; vii) acceso a la alimentación nutritiva y de calidad; viii) grado de cohesión social, y ix) grado de accesibilidad a carretera pavimentada. Los lineamientos para la medición de la pobreza fueron aprobados por el Comité Directivo del Coneval en diciembre de 2009; en 2014, el Consejo publicó la segunda edición de su metodología, que utiliza para la medición multidimensional de la pobreza en México, y en 2019 la tercera. En dicho texto se define a la pobreza multidimensional de la siguiente manera: “Una persona se encuentra en situación de pobreza multidimensional cuando no tiene garantizado el ejercicio de al menos uno de sus derechos para el desarrollo social, y sus ingresos son insuficientes para adquirir los bienes y servicios que requiere para satisfacer sus necesidades” (Coneval, 2019: 33). Del mismo modo, para identificar a la población en situación de pobreza se utilizan dos dimensiones: i) una asociada al ingreso corriente per cápita (bienestar económico), y ii) otra al acceso a los servicios de educación, salud, seguridad social, alimentación, vivienda y servicios básicos en la vivienda (derechos sociales) (Coneval, 2014: 38). Una persona se encuentra en situación de pobreza si tiene un ingreso menor a la línea de bienestar o si carece de al menos uno de los seis servicios reconocidos como derechos sociales.

			Por otro lado, con respecto al indicador de cohesión social que establece la lgds, el Coneval afirma que “no existe un corpus conceptual único que delimite con precisión sus componentes y alcances”, por lo que su propuesta metodológica consiste en 

			realizar la medición del grado de cohesión social como un concepto de naturaleza relacional referido a comunidades o grupos sociales en el espacio del territorio mediante cuatro indicadores: i) desigualdad económica, cuantificada con el índice de Gini; ii) razón del ingreso de la población en condición de pobreza extrema respecto al de la población no pobre y no vulnerable; iii) polarización social, y iv) redes sociales (Coneval, 2014: 62-63). 

			Los cuatro indicadores de cohesión social tienen el propósito de conocer el nivel de desigualdad económica y social de la población a escalas nacional, estatal y municipal. Para los propósitos de este trabajo, consideramos apropiado usar solamente el índice de Gini, que mide la desigualdad económica de una sociedad mediante la exploración del nivel de concentración que existe en la distribución de los ingresos entre la población. Esta medida toma valores entre 0 y 1, donde la tendencia a 1 expresa mayor desigualdad en la distribución del ingreso; si el valor tiende a 0, entonces existen mayores condiciones de equidad en la distribución del ingreso. El valor del índice de Gini puede interpretarse, de acuerdo con Frank Cowell (2000), de una manera intuitiva. Si ese índice tiene un valor de 0.450, entonces 45% del ingreso total tendría que redistribuirse “progresivamente” (más a los que menos tienen) entre la población, para que todos tuvieran el mismo ingreso.

			El Coneval genera y difunde estimaciones de la pobreza y de la desigualdad en México de forma bienal y por entidad federativa desde 2008. Adicionalmente, existe información sobre estimaciones de pobreza y de desigualdad social por municipios para los años 2010 y 2015.2 La periodicidad de la información, que debe reportarse cada cinco años, está establecida en el artículo 37 de la lgds.

			Según datos del Coneval, la pobreza mostró entre 2008 y 2014 un incremento de 44.4 a 46.2%, mientras que la desigualdad se mantuvo en valores cercanos a 0.500. Por otro lado, la población en condición de pobreza según la estimación municipal de 2015 sumó 53.4 millones de personas, que representa 44% de la población estimada del país.

			El procedimiento que se llevó a cabo para estimar las condiciones de desigualdad y de pobreza en las principales ciudades del país en 2015 es el siguiente: i) del texto publicado por el Consejo Nacional de Población (Conapo) y la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) se obtuvieron las 95 ciudades y zonas metropolitanas del país con un tamaño de población de al menos 100 000 habitantes en 2010, así como los municipios en donde se ubican las ciudades y los que conforman a las zonas metropolitanas (Conapo y Sedesol, 2012); ii) con esta información se estimó la población total y la población en situación de pobreza en 2015 para cada ciudad y zona metropolitana, a partir de los datos municipales del Coneval, y iii) el índice de Gini de 2015 de las ciudades correspondió al de su municipio de pertenencia, mientras que el índice de Gini de las zonas metropolitanas se calculó con el promedio ponderado de los municipios integrantes de esas zonas, utilizando como ponderador el tamaño de la población de cada municipio.

			Desigualdad y pobreza en las entidades federativas de México

			Con el propósito de facilitar el estudio comparativo entre las entidades federativas y las ciudades incluidas en las mismas, ambas se clasificaron según sus niveles de alta, media y baja desigualdad y pobreza. En el caso de las entidades federativas, los rangos de clasificación fueron los siguientes: desigualdad alta, de 0.494 a 0.572; media, de 0.467 a 0.490, y baja, de 0.411 a 0.461. Pobreza alta, de 58.9 a 76.2%; media, de 40.5 a 58%, y baja, de 20.4 a 39.4%. En cuanto a las ciudades, los rangos de agrupación fueron: desigualdad alta, de 0.420 a 0.473; media, de 0.386 a 0.419, y baja, de 0.352 a 0.384; pobreza alta, de 46.3 a 63.6%; media, de 32.7 a 45.9%, y baja, de 16.8 a 32.2%.

			Esta clasificación se llevó a cabo con el método de cortes naturales (“natural breaks”), el cual se utiliza en el análisis espacial y en los sistemas de información geográfica para dividir a las unidades de observación en forma óptima, rescatando valores extremos. Si bien postulamos que la desigualdad y la pobreza están relacionadas, la expresión territorial de la relación puede estar condicionada tanto por la escala de observación como por el peso demográfico de las áreas consideradas. En este trabajo exploraremos primero, mediante una tabla de contingencia, la asociación de estos dos conceptos en las 32 entidades federativas (cuadro II.1), y posteriormente examinaremos, en cada combinación de nivel de desigualdad con nivel de pobreza, los estados y sus ciudades, caracterizadas también de acuerdo con su grado de desigualdad y de pobreza (cuadro II.3).

			
				
					Cuadro II.1

					México: entidades federativas según desigualdad y pobreza, 2014

				[image: ]
					nota: el valor de la esquina superior de cada cuadrante corresponde a la participación de esas entidades federativas en la población total del país.

					fuente: elaboración propia con información del Coneval y la Encuesta Intercensal 2015.

				

		
		
			Al analizar los pesos de población implicados en los diferentes agrupamientos de los estados en México por desigualdad y pobreza, podemos comprobar que el mayor de ellos, con 22% se sitúa en cuatro estados: Durango, Guanajuato, México y Tabasco, de baja desigualdad y media pobreza, es decir, estados que no están mal ubicados en cuanto a esas dimensiones, aunque son bastante disímiles en lo que respecta al peso de la población rural (la cual oscila entre 56.5% para Tabasco y alrededor de 14% para el territorio mexiquense), que en el país está asociada en general a condiciones más desfavorables que las de la población urbana. Este agrupamiento, con un total de población de 26.2 millones de habitantes, incluye estados con poblaciones bastante diferentes que van desde el más poblado, como el Estado de México, con 16.2 millones de habitantes, hasta Durango, con 1.7 millones de habitantes. A este grupo le sigue, con 17% de la población nacional, el ubicado en media desigualdad y baja pobreza, incluyendo seis estados: Aguascalientes, Jalisco, Querétaro, Sinaloa, Sonora y Tamaulipas, con diferencias importantes en cuanto al porcentaje de población rural (que oscila entre 11 y 31%), aunque ellas no son tan grandes como en el primer grupo. Con un total de población de 20.4 millones de habitantes, comprende estados con poblaciones que oscilan entre 1.3 millones (Aguascalientes) y 7.8 millones (Jalisco).

			El tercer grupo con mayor población (13% del total) corresponde a la agrupación de alta desigualdad y alta pobreza, es decir, al que está en peores condiciones, e incluye a tres estados: Chiapas, Oaxaca y Puebla, con muy alto porcentaje de población rural para los dos primeros estados y menor para Puebla, el que, a pesar de pertenecer al mismo grupo, se diferencia bastante de las otras dos entidades. La población total de 15.3 millones de habitantes, varía entre los 4 millones de habitantes de Oaxaca y los 6.2 millones de Puebla.

			Los agrupamientos con menor porcentaje de la población nacional corresponden a media y baja desigualdad, pero alta pobreza, con sólo 3 y 5% del total, respectivamente, e incluyen los estados de Guerrero, Michoacán y Tlaxcala, en general, con altos porcentajes de población rural. Estos tres estados tienen poblaciones que oscilan entre 1.3 millones de habitantes (Tlaxcala) y 4.6 millones (Michoacán), y un total de población de 9.4 millones de habitantes (véase el cuadro en el anexo, con población total y porcentaje de población rural de cada estado).

			Podemos observar que, mientras el agrupamiento mayor por el número de habitantes tiene que ver con estados con media y baja desigualdad (al que se suma el grupo que está en mejores condiciones, con 11% de la población nacional), los de menor población se refieren a estados con alta pobreza. También resulta interesante comentar que los estados que están en las mejores condiciones, de baja desigualdad y baja pobreza (Baja California, Baja California Sur, Colima, Chihuahua y Nuevo León) muestran un porcentaje de población total (11%) bastante cercano, aunque un poco menor que la de aquellos que se encuentran en la peor situación (13%), Chiapas, Oaxaca y Puebla, con alta desigualdad y alta pobreza. Respecto de la población rural de esos estados, podemos destacar que sólo dos agrupamientos, de baja pobreza, aunque con alta y baja desigualdad, abarcan estados con una población rural que está por debajo de 15% de la población total de cada uno, mientras que casi todos los demás agrupamientos tienen proporciones de población rural muy heterogéneas (que pueden oscilar entre 12% y más de 50% de la población total). Los agrupamientos con alta pobreza sí presentan porcentajes de población rural de más de 25%. Es decir, que, en términos generales, la población rural muestra algunas regularidades con respecto a las condiciones de desigualdad y pobreza cuando se trata de agrupamientos en condiciones más extremas, sobre todo en cuanto a la pobreza.

			Por su parte, la localización de las entidades federativas según su nivel de desigualdad y pobreza muestra que en el norte del país se ubica la mayor parte de ellas con baja desigualdad y baja pobreza, a excepción de Colima, así como territorios que, aunque tienen desigualdad media o alta, presentan pobreza baja. En contraste, los estados con alta desigualdad y alta pobreza se encuentran en el centro y en el sur del país (véase el mapa II.1).

			Al comparar estos resultados en el agrupamiento de los estados con los que se obtuvieron en Székely y colegas, trabajo citado en los antecedentes metodológicos, llama la atención el efecto que tiene considerar la interacción de la desigualdad con la pobreza (la conjunción de ambas). En el cuadro II.1 se advierte que la peor condición la comparten Chiapas, Oaxaca y Puebla, con alta desigualdad y alta pobreza, mientras en la mejor, con baja desigualdad y baja pobreza simultáneamente, se encuentran Baja California, Baja California Sur, Colima Chihuahua y Nuevo León. Considerando las dos distribuciones de los estados que presenta el trabajo de Székely y colaboradores, una por nivel de pobreza y la otra por nivel de desigualdad, coincidimos en la de pobreza en 20 de los 32 estados. Hay total coincidencia de los estados si comparamos el nivel “baja pobreza” (ambos trabajos incluyen 10 estados), un poco menos en el nivel “medio” (seis de sus 13 estados corresponden con los del renglón “pobreza media” del cuadro) y, de los nueve estados que incluye el trabajo citado en el nivel “alta pobreza”, solamente cuatro coinciden en ese aspecto en nuestro cuadro, Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Puebla. En general puede afirmarse que los niveles de desigualdad que calculan esos autores tienen menos coincidencia con los datos de nuestro análisis (ella se da sólo en nueve de los 32 estados); ambos calificamos a 11 en el nivel “baja desigualdad”, pero sólo hay acuerdo en cinco (Tlaxcala, Nuevo León, Chihuahua, Baja California y Baja California Sur). En el nivel medio de desigualdad solamente compartimos un estado, Nayarit, y de los 12 estados del nivel alto, sólo hay coincidencia en tres de la columna correspondiente en nuestro cuadro, Chiapas, Oaxaca y Puebla.

			Es indudable que la interacción de la desigualdad con la pobreza permite apreciar condiciones de diferenciación socioespacial que difícilmente afloran cuando se analizan los dos rasgos de manera separada. Uno de los hallazgos de este estudio es la no necesaria relación directa entre pobreza y desigualdad, lo que sugiere que ambos fenómenos tienen orígenes, determinantes y evoluciones distintas, idea que seguiremos desarrollando en futuras investigaciones. 

			Desigualdad y pobreza en las ciudades de más de 100 000 habitantes: relación con sus estados

			Enunciamos al comienzo de este trabajo que la situación social de los estados podría marcar, de alguna manera, la situación de sus ciudades. Pero antes de analizar la relación existente en el país entre estados y ciudades de más de 100 000 habitantes, y de introducirnos en el estudio de cómo se encuentran esas ciudades en desigualdad y pobreza al compararlas con la situación de sus respectivos estados, nos pareció importante observar el número de ciudades de más de 100 000 habitantes que posee cada estado y la posible existencia de alguna relación entre esta variable y el tamaño tanto de los estados como de las ciudades, medido en términos de la población con la que cuentan. Esta información se presenta en el cuadro II.2. Los estados están ordenados primero por el número de ciudades y enseguida por el porcentaje de participación de la población de las ciudades en el total estatal. La cantidad de ciudades de más de 100 000 habitantes difiere entre estados. Veracruz es la entidad federativa con un mayor número de ciudades de más de 100 000 habitantes, al poseer nueve de éstas, seguida por Guanajuato, con siete, y con seis Sonora. La mayoría de los estados —25 de ellos— posee entre una y tres ciudades de más de 100 000 habitantes.

			Como se observa en el cuadro II.2, no se evidencia una relación directa entre la importancia poblacional de los estados, medida por la proporción de la población nacional que albergan, y la cantidad de ciudades de más de 100 000 habitantes que contienen. Los estados de mayor tamaño en términos de población, esto es México, que tiene 13.5% de la población nacional; la Ciudad de México, con 7.5%; Veracruz, con 6.8%, y Jalisco, con 6.6%, difieren ampliamente en el número de ciudades de más de 100 000 habitantes que poseen, el cual oscila entre uno y nueve. Tampoco se observa una relación clara entre la cantidad de ciudades de más de 100 000 habitantes y la proporción de la población del estado contenida en ellas. Por ejemplo, hay entidades con más de 80% de su población en ciudades de dicho tamaño, pero con una o cinco ciudades cuando mucho, o entidades federativas como Veracruz, que aunque posee menos de la mitad de su población en ciudades de más de 100 000 habitantes, ésta se distribuye en nueve de ellas.

			
				
					Mapa II.1

					Entidades federativas según desigualdad y pobreza, 2014
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					fuente: elaboración propia con información del Coneval.

				
					
				

			
	
			
					Cuadro II.2

Número de ciudades de más de 100 000 habitantes por entidades federativas y porcentajes de población
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					fuente: elaboración propia con información del Coneval y de la Encuesta Intercensal 2015.


					Cuadro II.3

México: coincidencias entre entidades federativas y ciudades según desigualdad y pobreza, 2015
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					fuente: elaboración propia con información del Coneval y de la Encuesta Intercensal 2015.




				
			En el cuadro II.3 se muestran las ciudades por entidad federativa y sus niveles de desigualdad y pobreza para 2015. Hay que recordar que el ordenamiento tanto de las entidades federativas como de las ciudades se hizo con el método de cortes naturales y considerando tres agrupamientos: alto, medio y bajo. Vale la pena aclarar que, si bien la información sobre pobreza que ofrece el Coneval está a escala municipal y no por ciudad, las ciudades y las áreas metropolitanas concentran el grueso de la población municipal, por lo que su índice de Gini puede presentar alguna desviación debido al componente rural, pero es mínima.

			Este cuadro II.3 se encuentra organizado de la misma manera que el cuadro II.1, que presenta agrupamientos de entidades federativas por desigualdad y pobreza, pero a éste le fueron agregadas las grandes ciudades, de más de 100 000 habitantes, y zonas metropolitanas (zm) de cada estado, con su respectivo nivel de desigualdad y pobreza, que no necesariamente coincide con el nivel del estado al que pertenecen. Este nivel fue señalado al frente de cada estado o zm con dos letras: la primera corresponde a su nivel de desigualdad y la segunda a su nivel de pobreza, siendo A uno alto, M uno medio y B un nivel bajo para cada una de estas características. Así, por ejemplo, en el caso de San Cristóbal de las Casas las letras AA indican que presenta desigualdad alta y pobreza alta. Las flechas y puntos indican si la no coincidencia responde a una mejor (flecha hacia arriba), peor (flecha hacia abajo) o similar (punto) condición de la desigualdad y la pobreza de la ciudad, respecto a las del estado al que pertenecen.

			En total, 24 de las 95 ciudades y zm incluidas en el cuadro II.3 tienen una coincidencia exacta entre su nivel de desigualdad y pobreza, y el de la entidad federativa a la que pertenecen, mientras que 71 presentan diferencias. Entre estas 71 ciudades, 31 tienen diferencias en el nivel de desigualdad, 14 en el nivel de pobreza y 26 en ambos indicadores.

			Las coincidencias entre entidades federativas y ciudades tienden a presentarse sobre todo en los grupos de estados que tienen desigualdad baja y pobreza baja, nueve casos, y en los que tienen desigualdad media y pobreza baja, ocho casos. Esos estados son Aguascalientes, Chihuahua y Nuevo León, donde hay coincidencia total, y en Baja California, Jalisco y Sinaloa, donde hay coincidencia en la mayoría de los casos. Hay que aclarar que en Aguascalientes y en Nuevo León sólo existe una ciudad de más de 100 000 habitantes, ambas zonas metropolitanas en donde se asienta la capital del estado.

			En cambio, la mayor parte de los casos sin coincidencia entre las entidades federativas y sus ciudades se encuentra en los grupos de estados con niveles diversos de desigualdad y de pobreza, pertenecientes a siete de las nueve casillas del cuadro II.3. Desigualdad media y pobreza baja, seis casos; desigualdad alta y pobreza media, cinco casos, y desigualdad baja y pobreza media, también cinco casos. Es decir, con los tres diferentes niveles de desigualdad, pero con pobreza baja y media. En especial, en Durango, Tabasco, Yucatán y Zacatecas no hay coincidencia alguna entre el nivel de pobreza y desigualdad de sus ciudades y el de la entidad federativa en su conjunto. Durango, Tabasco y Yucatán sólo contienen una ciudad de más de 100 000 habitantes. Por otro lado, la mayoría de las ciudades de Hidalgo, México y Tamaulipas corresponde al tipo de ninguna coincidencia, excepto Ciudad Victoria, cuya situación en desigualdad y pobreza coincide con la de su estado, Tamaulipas.

			La no coincidencia en desigualdad entre entidades federativas y sus ciudades se encuentra sobre todo en los grupos de estados con desigualdad alta y pobreza baja, siete casos, y con desigualdad baja y pobreza media, seis casos, mientras que la no coincidencia en pobreza está sobre todo en el grupo de desigualdad media y pobreza media, con seis casos. La no coincidencia en sólo una de las características no muestra un patrón claro en su distribución en el cuadro.

			A partir de esta comparación general, y tomando en cuenta la ausencia de un patrón que pudiera conducirnos a algunas conclusiones relevantes, optamos por analizar casos seleccionados para ver lo que ocurre con las coincidencias o no coincidencias entre entidades federativas y sus ciudades. De partida nos pareció adecuado tomar aquellos estados con un número importante de ciudades de más de 100 000 habitantes para observar su comportamiento en cada caso. Se tomaron entonces siete estados que incluyen cinco o más ciudades y que reúnen, en conjunto, a 42 de las 95 ciudades con más de 100 000 habitantes. Estas entidades federativas son Veracruz, con nueve ciudades; Guanajuato, con siete; Sonora, con seis, y Coahuila, Chihuahua, Michoacán y Tamaulipas, con cinco cada una. Coahuila se encuentra en la primera columna del cuadro, con alta desigualdad; Sonora, Tamaulipas y Veracruz, en la segunda columna, con desigualdad media, y Chihuahua, Guanajuato y Michoacán, en la tercera columna, con baja desigualdad. Se advierte que los siete estados están igualmente distribuidos entre desigualdad media y desigualdad baja, tres estados en cada caso, y sólo hay uno con desigualdad alta. En cambio, en cuanto a la condición de pobreza, predominan los estados con pobreza baja: Coahuila, Chihuahua, Sonora y Tamaulipas, seguidos por Guanajuato y Veracruz, con pobreza media, y finalmente Michoacán, con pobreza alta. Cabe hacer notar que, de los siete estados con cinco ciudades o más, tres son colindantes entre sí, de gran extensión territorial y se localizan en la frontera con los Estados Unidos: Coahuila, Chihuahua y Sonora. A continuación, se examina la situación de cada una de estas siete entidades federativas y de sus ciudades por desigualdad y pobreza.

			En el caso de Veracruz, casilla central del cuadro II.3, con nueve ciudades, es interesante observar que sólo las zonas metropolitanas de Veracruz y Xalapa, esta última, capital del estado, con 892 000 y 720 000 habitantes, respectivamente, tienen la misma situación que el estado, desigualdad media y pobreza media, mientras que el resto de las ciudades, con excepción de Coatzacoalcos, tienen condiciones de menor ventaja, ya sea por tener mayor  pobreza, como Acayucan, Córdoba y Minatitlán, o más de ambas variables, como Orizaba, Poza Rica y Tuxpan, que tienen alta desigualdad y alta pobreza. Coatzacoalcos está en mejor situación, por presentar baja desigualdad y media pobreza. Llama la atención cómo la mayoría de las ciudades de más de 100 000 habitantes de esta entidad presentan alta pobreza, incluso ciudades petroleras como Minatitlán y Poza Rica.

			En el estado de Guanajuato, casilla central de la derecha del cuadro III, que incluye siete ciudades, con la excepción de la zona metropolitana de San Francisco del Rincón, todas las demás tienen al menos una, ya sea la desigualdad o la pobreza, con un nivel inferior al del estado, caracterizado por desigualdad baja y pobreza media. La ciudad de Guanajuato, capital del estado y de importancia turística, y la zona metropolitana de León, importante ciudad del país por su tamaño y por su primacía en la industria del calzado, se encuentran en una situación de mayor desigualdad que la del estado, media desigualdad, y presentan el mismo nivel medio de pobreza; esa misma relación existe con Celaya. Mientras tanto, en los casos de Irapuato y Salamanca la pobreza sigue siendo media, pero la desigualdad es alta. Sólo en el caso de la zona metropolitana de Uriangato tanto la desigualdad como la pobreza presentan niveles más altos que en el estado, desigualdad media y pobreza alta.

			Continuando con el estado de Sonora, casilla inferior del centro, que incluye seis ciudades y tiene desigualdad media y pobreza baja, la situación es más heterogénea, ya que dos ciudades, Hermosillo, la capital, y la zona metropolitana de Guaymas, tienen el mismo nivel del estado; otras dos ciudades, Ciudad Obregón y Nogales, presentan una situación mejor, ya que tienen tanto desigualdad baja como pobreza baja; Navojoa presenta media desigualdad y media pobreza, mientras San Luis Río Colorado tiene alta desigualdad y alta pobreza, lo que llama la atención por tratarse de una ciudad con un nivel muy inferior a las demás y al nivel del estado, lo que quizá se deba a que es la ciudad más árida del país, y a su ubicación en el extremo noroccidental del estado de Sonora, en el límite con el estado de Baja California.

			Chihuahua, casilla inferior de la derecha, que tiene cinco ciudades, y es de los siete estados con más ciudades, está en las mejores condiciones, ya que tiene baja desigualdad y baja pobreza, y todas sus ciudades coinciden en esa misma situación: Ciudad Juárez, Chihuahua, Cuauhtémoc, Delicias e Hidalgo del Parral.

			De los otros tres estados con cinco ciudades, Tamaulipas, casilla inferior del centro, es el que está mejor, con media desigualdad y baja pobreza. Coahuila, casilla inferior de la izquierda, tiene alta desigualdad y baja pobreza, y Michoacán, casilla superior de la derecha, baja desigualdad y alta pobreza. En el caso de Tamaulipas sólo Ciudad Victoria tiene el mismo nivel del estado, mientras que Matamoros está peor, porque tiene pobreza media y no baja, mientras en las ciudades de Nuevo Laredo, Reynosa y Tampico el nivel de desigualdad y el de pobreza están invertidos respecto a los del estado. En cuanto a Coahuila, ninguna ciudad tiene coincidencia con el estado, alta desigualdad y baja pobreza, y todas ellas están en mejores condiciones, ya que coinciden en baja pobreza, pero también presentan baja desigualdad, como Ciudad Acuña, Monclova, Piedras Negras y Saltillo, con excepción de la zona metropolitana de Torreón, que también tiene baja pobreza, pero media desigualdad. Es decir que la situación de las ciudades de Coahuila es muy similar a la de las ciudades de Chihuahua, con la diferencia de que en este último caso las ciudades y el estado tienen el mismo nivel, mientras que en Coahuila todas las ciudades están mejor que el estado. Por último, dos de las ciudades de Michoacán están claramente en mejores condiciones: la zona metropolitana de Morelia, la capital, y Lázaro Cárdenas, ambas con un nivel más favorable en desigualdad y pobreza; las otras tres tienen una situación de media desigualdad, mientras que la del estado es baja, y coinciden en alta pobreza. Resulta difícil interpretar estos últimos datos, particularmente en lo que concierne a tener mayor desigualdad cuando al mismo tiempo existe alta pobreza, por lo cual sería necesario incorporar más información a la que se maneja en este apartado, para poder relacionar la mejor o peor situación de las ciudades con respecto a su estado.

			Conclusiones

			En el espacio coexisten territorios con diversos niveles de desigualdad y de pobreza. En México las entidades federativas con baja desigualdad y pobreza concentran un porcentaje de la población nacional muy cercano al de aquéllas con alta desigualdad y pobreza. Asimismo, la mayor parte de los estados con baja desigualdad y pobreza se encuentra en el norte del país, mientras aquéllos con mayor desigualdad e incidencia de pobreza tienden a estar agrupados en la porción centro-sur del país. Sin embargo, también hay que destacar situaciones intermedias (por ejemplo, estados con desigualdad media o alta en el norte, con baja pobreza), que surgen gracias al análisis integrado de las dos variables utilizadas, y que no aparecen, como mostramos, en trabajos en los que ellas se analizan de manera separada. 

			A partir de la comparación entre las condiciones de desigualdad y pobreza de las entidades federativas con respecto a las de las ciudades, resulta imposible afirmar que la situación de desigualdad y pobreza de los estados estaría marcando la de sus ciudades de más de 100 000 habitantes, ya que en algunos casos sí se da esa coincidencia y en muchos otros las ciudades pueden o bien tener una situación mejor que sus respectivos estados, o bien presentarse en peores condiciones, tanto para las dos variables consideradas como para alguna de ellas. De qué depende la existencia de esas coincidencias o desigualdades, será motivo de un estudio posterior de mayor profundidad que pueda avanzar en relación con este primer análisis exploratorio en el que se han incluido tanto variables hasta ahora poco relacionadas como niveles de desagregación espacial del orden de las entidades federativas y sus ciudades, tampoco frecuentemente vinculados.
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					Cuadro AII.1

					Distribución de la población total y rural según agrupamientos de estados por desigualdad y pobreza
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					fuente: inegi. Encuesta Intercensal 2015.

			

			
			
				
					1	Preferimos usar el término agrupamiento, resultante de la técnica estadística (que se especificará más adelante) utilizada para conformar los grupos de estados según sus índices de desigualdad y pobreza, sin intención de proponer una zonificación o regionalización del país. 

				

				
					2	La información sobre pobreza por entidad federativa puede consultarse en: https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/AE_pobreza_2018.aspx; la información sobre pobreza por municipios se encuentra en: https://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Pobreza-municipal.aspx; la información sobre el índice de Gini por entidades federativas y municipios aparece en: https://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Cohesion_Social.aspx

				

			

	
	
		
			III. Sobre la distribución del ingreso en siete regiones mexicanas: un enfoque de contabilidad social

			Carlos A. López-Morales,
 Miriam Valdés Ibarra
 y Alejandro Dávila Flores

			Introducción

			A pesar de los avances observables en los últimos 30 años, periodo en el que el coeficiente de Gini sobre distribución del ingreso se redujo nueve puntos, de 0.54 a 0.45 (Banco Mundial, 2020), México sigue siendo uno de los países con mayor desigualdad económica. No sólo es el segundo peor en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) (Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social [Coneval], 2020a), sino que además está dentro de los 10 más desiguales en América Latina y dentro de los 30 más desiguales a nivel mundial. La manifestación social de esa desigualdad refleja la magnitud del fenómeno: 52 millones de personas, 42% del total nacional, se encontraban en 2018 en situación de pobreza, mientras que sólo 27 millones, o 22%, se consideraban no pobres y no vulnerables (Coneval, 2020b). Sobresale de estos datos, además, que 72 millones de personas, 57% del total nacional, presentan insuficiencia en el acceso a la seguridad social, y que 25 millones, una quinta parte del total, sufren de acceso inadecuado a la alimentación.

			Investigaciones recientes destacan que esta situación se acompaña de una aguda concentración del ingreso en grupos poblacionales más bien reducidos. Bustos y Leyva (2017), por ejemplo, sugieren que las cifras oficiales de distribución del ingreso en deciles subestiman su concentración. En sus cálculos, el 10% más rico de los hogares concentra alrededor de 53% del ingreso (contra 35% en las estadísticas oficiales basadas en encuestas), y, más aún, el 1% más rico de los hogares concentra alrededor de la quinta parte del total, o más que el 60% más pobre (véase Reyes et al., 2017, o Campos-Vazquez et al., 2018, para estimaciones similares). Este trabajo busca contribuir a la agenda de investigación sobre desigualdad por doble vía: por un lado vinculando la distribución del ingreso observada con el funcionamiento estructural del sistema económico, y, por otro, distinguiendo las particularidades regionales.

			Para realizar el análisis estructural a nivel regional, este trabajo se beneficia de la construcción de ocho matrices de contabilidad social (mcs) para la economía mexicana de 2013 (siete a nivel regional y una nacional) que son resultado de un proyecto de largo aliento sobre economía regional en México (véanse los análisis colectivos publicados en Dávila-Flores, 2015, y 2019a). Las mcs son herramientas analíticas que cumplen un papel doble. Por un lado, son un instrumento contable de la macroeconomía de una región con resolución a escala intermedia, es decir, son identificables tanto los sectores de actividad económica como las instituciones, incluyendo a los hogares organizados en deciles. Por otro, son modelos de determinación del ingreso basados en la teoría de la interdependencia económica, representada en este caso por medio de las propensiones medias de gasto, para el caso de las instituciones, y de las relaciones tecnológico-productivas de las transacciones intersectoriales de insumo-producto, para el caso de las actividades económicas.

			Las preguntas que motivan este trabajo buscan i) dilucidar las interacciones entre las estructuras productivas regionales con la generación y la distribución del ingreso entre los deciles de hogares; ii) identificar aquellas regiones en las que se genera una distribución del ingreso más desigual, y iii) identificar las categorías de hogares más y menos favorecidas por el funcionamiento observado de las economías regionales. Para responder a estas preguntas, el trabajo reporta un experimento basado en una transferencia equitativa a todos los hogares de las regiones del país. Las propensiones de gasto capturadas en los patrones de consumo estimulan las respuestas productivas regionales y la generación de valor agregado, mediada por las demandas regionales de los factores de la producción y su posterior distribución entre los deciles de hogares. El experimento permite analizar la manera en la que una transferencia equitativa se transforma en una distribución desigual del ingreso, y al mismo tiempo distinguir los patrones de concentración regional de la actividad económica, ambas características de la economía mexicana contemporánea.

			Este trabajo está organizado como sigue. La sección segunda establece el contexto empírico examinando aspectos relevantes de la actividad productiva y de la percepción de ingreso por los hogares en las regiones mexicanas, y formula las preguntas de investigación. La sección tercera ubica a este trabajo en la bibliografía relevante y ofrece una revisión de la literatura que utiliza matrices de contabilidad social, ya sea para el estudio de la distribución del ingreso o para el análisis regional. La sección cuarta presenta los métodos de contabilidad social, consistentes en los multiplicadores estándar y su descomposición de Stone, y formula el experimento llevado a cabo. La sección quinta presenta los resultados organizados por medio de dicha descomposición, y la sexta concluye con una discusión sobre la política pública a la luz de estos resultados.

			Distribución del ingreso en las regiones mexicanas

			Este trabajo utiliza siete regiones de la república mexicana que se han construido con los siguientes criterios, tal y como están expuestos en Dávila-Flores (2019a): contigüidad geográfica, exclusividad, distancia respecto a la frontera norte y otras condiciones geográficas (como localización respecto a las cadenas montañosas o los litorales principales, véase Dávila-Flores (2019b). El mapa III.1 muestra las siete mesorregiones identificando los estados que las componen.

			La descripción y el análisis de las economías nacional y regionales se hace a nivel mesoeconómico, es decir, utilizando el Sistema de Clasificación Industrial de América del Norte (scian) para organizar las actividades productivas en 32 sectores (véase Dávila-Flores, 2019a) para una exposición detallada) y en representación de la economía mexicana en 2013. Además, los hogares del país se agrupan en deciles de ingreso a nivel nacional y luego se estudia su distribución regional. En particular, existen en México 31 millones de hogares para el año base 2013 y, como es normal, la estratificación por deciles asigna a cada categoría de ingreso 10% del total, de modo que cada decil nacional contiene 3.1 millones de hogares. No obstante, los hogares no se distribuyen de modo homogéneo entre las regiones del país.

			La gráfica III.1 muestra la distribución regional de los hogares organizados en los deciles de ingreso en las mcs construidas por Dávila-Flores (2019a). Existen tres comportamientos notables. Primero, las regiones Noreste, Noroeste y Occidente exhiben una subrepresentación relativa de los hogares de los deciles bajos y, en cambio, una sobrerrepresentación relativa de aquéllos en los deciles altos. Segundo, la región Centro concentra 32% de los hogares del país, y se observa una sobrerrepresentación relativa de los deciles medios y altos. Tercero, las regiones Golfo y Sur son similares en que exhiben concentración relativa de los hogares de los deciles bajos, especialmente la región Sur, que concentra más de 25% de los hogares nacionales del decil I y menos que 5% de los hogares de los deciles altos.

			El cuadro III.1 desagrega regionalmente la distribución del ingreso organizada por deciles de hogares, y muestra una fuerte concentración regional en el Centro, que percibe 36% del total nacional, seguida muy de lejos por las regiones Noreste, Noroeste y Occidente, con alrededor de 12% cada una. Al mismo tiempo, hay concentración del ingreso en los hogares del decil X en todas las regiones, pero especialmente en el Noreste (que representa 45% del ingreso regional) y en el Centro (que representa 40%). Se nota, además, el efecto demográfico de la concentración poblacional en la región Centro: el ingreso del decil X (dos billones de pesos) es mayor que el ingreso total de los hogares para cada región, y es mayor que el ingreso percibido por el 40% más pobre de los hogares en todo el país.

			En términos de las disparidades medidas por la razón entre el ingreso del decil X y el del decil I, la razón nacional es de 19:1, pero el comportamiento regional es mucho más agudo, llegando a ser de 41:1 en el Noreste, 36:1 en el Noroeste, y 29:1 en el Centro. Como se ve, mientras la concentración del ingreso muestra el mismo comportamiento en todas las regiones, en las sureñas las disparidades son menos agudas, con 11:1 en Golfo y 3:1 en el Sur, aunque esto se explica por la sobrerrepresentación de los hogares de los deciles bajos. De hecho, al controlar por el componente demográfico del mapa III.1, se observa que las disparidades empeoran en las regiones con sobrerrepresentación de los deciles bajos (Golfo y Sur), y que mejoran en las regiones con sobrerrepresentación de los deciles altos. El cuadro III.2 calcula la percepción de ingreso anual por hogar en cada región de la economía mexicana, tal como se deriva del cuadro III.1 y la gráfica III.1. Como se ve, la razón entre el ingreso de un hogar en el decil X y otro en el decil I empeora en las regiones Golfo (17:1) y Sur (16:1), pero mejora relativamente en las regiones Noreste, Noroeste y Altiplano.

			A la luz de tal evidencia, este trabajo se orienta por las siguientes preguntas de investigación:

			

			1. ¿Cómo interactúan las estructuras productivas regionales con las distribuciones del ingreso entre los deciles de hogares?

			2. ¿En cuáles regiones se genera una distribución del ingreso más desigual?

			3. ¿Cuáles son los deciles regionales de hogares que más se benefician y cuáles los que más se perjudican en el funcionamiento observado de las economías regionales?

			
				
					Mapa III.1

					Las mesorregiones de México

				
					[image: ]
				
					fuente: elaboración propia con apoyo de Antonio García.

				

			
				
					Gráfica III.1

					Distribución regional de los hogares en deciles de ingreso. Porcentajes
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					fuente: elaboración propia con datos de Dávila-Flores (2019a).

				

		
			
			
				
					Cuadro III.1

					Distribución regional del ingreso de los hogares por deciles. Billones de pesos de 2013

					[image: ]
					fuente: elaboración propia con datos de Dávila-Flores (2019a).

			

			
				
					Cuadro III.2

					Distribución regional del ingreso de los hogares por deciles. Millones de pesos por hogar

					[image: ]
					fuente: elaboración propia con datos de Dávila-Flores (2019a).

				

		
			
			Estas preguntas se abordan en este texto por medio de un experimento utilizando ocho matrices de contabilidad social (mcs), una para cada mesorregión y una a nivel nacional. El experimento consiste en una perturbación exógena particular: una inyección exógena a los deciles de hogares por medio de una transferencia de ingreso equitativa. El examen de los modelos de determinación de ingreso revelará cómo dicha situación inicial equitativa se transforma en una distribución del ingreso desigual entre los hogares distinguiendo los comportamientos diferenciados a nivel regional.

			
			Revisión de literatura

			Matrices de contabilidad social y distribución del ingreso

			En su trabajo seminal, Pyatt y Round (1977) destacan que una de las motivaciones principales para el desarrollo de las matrices de contabilidad social (mcs) es contribuir al entendimiento de la distribución del ingreso como parte de los procesos de desarrollo, que por entonces escapaba a la aproximación económica convencional sobre la macroeconomía y el crecimiento. Este objetivo pedía nuevos enfoques estadísticos que entrelazaran de mejor modo las variables demográficas con las económicas, una tarea que el mismo Stone ya exploraba años antes con la metodología insumo-producto (Stone, 1966; 1970). Pyatt y Round (1977), además, destacan que esa aproximación demográfica por medio de la contabilidad social implementaba las sugerencias de Sen (1973) a la agenda de investigación económica: dejar de pensar el problema social por medio de los conceptos de bienestar y los óptimos de Pareto y verlo a través de la distribución del ingreso.

			En su importante revisión metodológica, Holland y Wyeth (1993) aclaran que la ventaja principal de las mcs es la habilidad de explicitar el vínculo entre los procesos de generación de ingreso y su distribución entre diferentes clases de hogares. El trabajo de estos autores es clave al diferenciar el aparato contable de la modelación económica por medio de multiplicadores, a la sazón, un proceso análogo al de la economía insumo-producto. En particular, el estudio de los procesos de generación de ingreso y su distribución se auxilia de los métodos de descomposición de multiplicadores sugeridos por Stone (1985), en su variante aditiva, y por Pyatt y Round (1985), en la multiplicativa. Pyatt (2001) ofrece una útil revisión de estos primeros enfoques. Dichas descomposiciones analíticas permiten desagregar el flujo circular del ingreso en sus etapas constituyentes: la producción, la generación de valor agregado y su distribución institucional. Mientras una revisión exhaustiva de las aplicaciones de esta metodología escapa a las posibilidades de esta sección, se comentan los siguientes trabajos que estimamos representativos.

			La primera ola de trabajos a partir de la década de 1970 presenta los desarrollos metodológicos clave y los ilustra con algún estudio de caso como prueba de concepto, casi siempre a escala nacional. Los trabajos seminales de Stone (1985) y de Pyatt y Round (1979), por ejemplo, aplican sus metodologías a las economías del Reino Unido y de Sri Lanka, respectivamente. Defourny y Thorbecke (1984) introducen el análisis estructural de trayectorias e implementan un ejercicio ilustrativo para Corea del Sur. En la misma línea, Civardi y Lenti (1988) aplican la descomposición de multiplicadores a la economía de Italia y encuentran que una inyección equitativa en el ingreso disponible beneficia en mayor medida a los hogares en deciles altos después de su dispersión en el sistema económico. Thorbecke y Jung (1996) tienen el objetivo de esclarecer los vínculos entre la estructura productiva y la persistencia de la pobreza, y ofrecen una descomposición de multiplicadores en dos etapas para la economía de Indonesia. Keuning (1995) explora el impacto en la distribución del ingreso derivado de cambios tecnológicos e ilustra también para el caso de esa economía.

			Contando ya con el herramental analítico, la segunda ola de estudios más recientes se compone de aplicaciones para casos particulares, mayoritariamente de economías nacionales “en desarrollo,” pero también para algunas “desarrolladas”: para China (Shantong y Li Jianwu, 2004), Vietnam (Civardi, Vega y Targetti, 2010; Pansini, 2008), Kenia (Gakuru y Mathenga, 2012; Wanjala y Were, 2009), Zimbabue (Juana y Mabagu, 2005), India (Deb Pal y Barun Roy, 2012), Ecuador (Croes y Rivera, 2017), Bolivia (Thiele y Piazolo, 2002), varios países en la Unión Europea (Campoy-Muñoz y Delgado, 2017; Fuentes-Saguar, Mainar y Ferrari, 2017), Portugal (Santos, 2018), España (Álvarez-Martínez y Polo, 2014) o Malasia (Saari et al., 2015), incluyendo estimaciones del impacto económico de la pandemia causada por el virus sars-CoV2 de 2020 (Diao et al., 2020).

			Para el caso mexicano, dado que no se construyen mcs de forma oficial, como sí ocurre actualmente con las tablas insumo-producto, la literatura consiste frecuentemente en el reporte de construcción de una mcs no siempre motivada por el estudio de la distribución del ingreso. Algunos de los trabajos más representativos son los de Adelman y Taylor (1990), que construyen una mcs a partir de la matriz nacional de insumo-producto de 1980 para estudiar el impacto de las medidas de ajuste estructural de esa década en las condiciones de crecimiento económico, distribución del ingreso y reducción de la pobreza. Más tarde, Blancas (2006) construye una mcs para 1990 con el objetivo de estudiar el sistema financiero mexicano, ejercicio notable, dado que la producción oficial de tablas insumo-producto estaba por entonces detenida. Ya contando nuevamente con dichas tablas oficiales, Núñez (2015, y 2018) construye dos mcs para 2008 y 2003, a fin de estudiar el impacto del sector de hidrocarburos y la productividad económica sectorial, respectivamente; Ledesma-Carrion y colaboradores (2015) construyen dos matrices para 2008 y 2011 con la intención de estudiar el cambio estructural entre esos años, y Chapa y Ortega (2017) construyen una matriz para 2008 que estudia el impacto distributivo de la aplicación de un impuesto a las emisiones de CO2.

			La escala regional

			Como se puede ver, la mayoría de los estudios recién comentados trata sobre economías bien identificadas a escala nacional y, salvo los estudios recientes sobre la Unión Europea, no son comunes las comparaciones internacionales o interregionales. No obstante lo anterior, el asunto de la escala sí que ha sido motivo de investigación en esta literatura, y no son pocos los estudios que operan a escala regional, aunque mucho menos que la literatura regional de insumo-producto, tal vez por la mayor demanda estadística. Existen dos aproximaciones metodológicas relevantes en la literatura que se distinguen por el tamaño de la región: la regionalización algorítmica hacia alguna provincia a partir de la escala nacional, también llamada “desde arriba”, y la más frecuente, o la construcción “desde abajo” a partir de información censal, mucho menos frecuente, pero que permite estudiar a escala microeconómica una localidad. Ejemplos representativos de la construcción “desde abajo” se encuentran en el volumen editado por J. E. Taylor y colegas (1996), incluyendo estudios para localidades en India, Senegal, Kenia, y México (ver Adelman y Taylor, 1988, y J. Taylor, 1996), que analizan la comunidad de Pátzcuaro, en el estado mexicano de Michoacán). Trabajos más recientes estudian localidades en Etiopía (Agaje, 2008), India (Das et al., 2013; Subramanian y Qaim, 2009), o México (Ferrarese y Mazzoli, 2018).

			La construcción de mcs regionales “desde arriba” suele iniciar con la regionalización de tablas de insumo-producto a partir de la escala nacional para complementarse con estadísticas secundarias varias (económicas, demográficas o ambientales) dependiendo de las preguntas particulares. Algunos de los primeros estudios a escala regional incluyen los de Bell y Hazell (1980) para Malasia, D’Antonio y colegas (1988) para Italia y Lewis y Thorebecke (1992) para Kenia. Las aplicaciones recientes, con un interés variado, no necesariamente centrado en la distribución del ingreso, Cardenete y Sancho (2004) construyen una mcs para la región española de Andalucía y estudian el impacto de choques externos en algunas industrias locales; Seung y Waters (2006) estudian las contribuciones de la industria pesquera en la economía de Alaska; Cazcarro y colaboradores (2010) estiman la huella hídrica en la región española de Huesca, o Raouf y colegas (2019) se preguntan sobre los impactos del conflicto armado en Yemen. Fuera de la construcción de la base de datos para representar la región de interés, estos estudios no guardan diferencias sustanciales respecto de aquéllos a escala nacional y su característica fundamental radica en la definición de una entidad de análisis relativamente más pequeña.

			Existe un conjunto de estudios que operan de un modo diferente al realizar observaciones multirregionales, similares en espíritu a la metodología multirregional de insumo-producto, para estudiar las interrelaciones económicas entre diferentes entidades. A diferencia de los dos enfoques previos, la escala de análisis es nacional, pero la resolución es regional, de modo que pueden identificar actividades productivas e instituciones de acuerdo a su pertenencia a diferentes provincias o regiones. Ejemplos de este proceder incluyen a Resosudarmo y colegas (2009), que estudian las disparidades en los impactos regionales de una política gubernamental de descentralización; a Seung (2014), quien estudia los impactos económicos de límites al uso de recursos naturales; a Bussolo y colaboradores (2003), que construyen una mcs para las regiones en India para un modelo de equilibrio general computable, o a Harris (2002), quien prueba los métodos de entropía a fin de construir una mcs interregional para la economía mexicana en 1996.

			Este trabajo

			Como consecuencia de un trabajo previo de regionalización de matrices de insumo-producto (Dávila-Flores, 2015), Dávila-Flores (2019a) ofrece un interesante esfuerzo reciente para México. Siguiendo metodologías algorítmicas a partir de la construcción de una mcs a escala nacional, Dávila Flores y su equipo construyeron siete matrices para igual número de regiones en la república mexicana, y una matriz adicional a nivel nacional (Dávila-Flores, 2019b), que luego fueron estudiadas en colaboración en ese volumen editado. El trabajo de Dávila-Flores (2019a) se distingue de la literatura mencionada en dos aspectos. Por un lado, representa un procedimiento de regionalización “desde arriba”, no enfocado en alguna región particular, sino en siete de ellas, aunque cada una de forma independiente, proveyendo de hecho la posibilidad de realizar análisis nacionales con resolución regional. Por otro lado, a pesar de no constituir un modelo interregional propiamente dicho, en el que se integren en una sola matriz las transacciones en el interior de cada región y las que existen entre ellas, es posible realizar comparaciones regionales, cuestión que escapa a las posibilidades analíticas cuando la metodología se enfoca en una sola región, como esta sección ha constatado. Este trabajo se beneficia de esas características para ofrecer una comparación interregional de los mecanismos económicos subyacientes a la distribución del ingreso entre deciles de hogares.

			Métodos

			Las mcs son una representación del flujo circular del ingreso en una economía determinada por medio de una matriz de doble entrada en la que las cuentas de ingreso se miden horizontalmente y las del gasto, verticalmente (véase el cuadro III.3). Cada fila o columna representa un agente institucional: empresas, factores de la producción, hogares, gobierno y “resto del mundo”. Las transferencias que se tratan endógenamente en esta modelación incluyen las siguientes secciones: Z captura las transacciones internas a los sectores productivos (o la matriz de flujos de demanda intermedia de una matriz tecnológica de insumo-producto); V incluye los pagos de dichos sectores a los factores de la producción (tradicionalmente, capital y trabajo); Y captura la distribución de dichos pagos entre los hogares; mientras que C y H capturan los perfiles de consumo de los hogares (las compras a los sectores productivos) y las transferencias entre diferentes tipos de instituciones, respectivamente.

		
				
					Cuadro III.3

					Esquema de una matriz de contabilidad social

					[image: ]
					fuente: elaboración propia.

				

		
			Las cuentas exógenas se dividen de acuerdo a si representan “inyecciones” al sistema o “fugas” que escapan de él. Las inyecciones, representadas por las cuentas I, incluyen transferencias de las empresas, el gobierno o el resto del mundo hacia los sectores productivos (en forma de inversión, por ejemplo) o hacia los hogares (en forma de subsidios o remesas, por ejemplo). Por su parte, las fugas se representan por las cuentas F e incluyen transferencias de las empresas y los hogares hacia el gobierno (en forma de impuestos), hacia la cuenta de capital (en forma de ahorro) o hacia el resto del mundo. Por último, las cuentas E capturan las transacciones que las cuentas exógenas mantienen con otras cuentas exógenas. A pesar de que estas transacciones caen siempre por fuera del sistema analizado, su contabilidad precisa es necesaria con fines de mantener las equivalencias contables entre ingreso y gasto.

			Mirando particularmente a las cuentas de los hogares, la mcs describe su ingreso como los pagos recibidos por valor agregado (en Y) o por transferencias entre instituciones (en HH), ambos tratados endógenamente, así como por transferencias por parte del gobierno o del resto del mundo (en I), tratadas como exógenas. Por su parte, el gasto de los hogares incluye la compra de productos a los sectores productivos (C) y las transferencias entre diferentes clases de hogares (H), ambas endógenas, y las transferencias en F, que incluyen hacia la cuenta de capital (por ahorro), del gobierno (por impuestos) o al resto del mundo (por remesas), tratadas como exógenas.

			Multiplicadores de contabilidad social y distribución del ingreso

			Sobre la base del esquema contable del cuadro III.3, se define el número de cuentas endógenas al modelo para incorporar las transacciones entre los sectores productivos, los factores de la producción y las instituciones, incluyendo a los hogares organizados por deciles. Definimos la matriz Ẑ organizando ese conjunto de cuentas endógenas representadas por las mismas letras que en el cuadro III.3:
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			Si S representa el conjunto de cuentas endógenas de (1) y  la suma horizontal de la cuenta j-ésima,        [image: ]       , que será el valor bruto de la producción cuando se trate de un sector productivo, la suma de valor agregado cuando sea un factor de la producción o el ingreso total percibido cuando sea una institución, la matriz de coeficientes de ingreso S se puede calcular de la siguiente manera:
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			A partir de las definiciones en (2), se puede escribir el modelo abierto de contabilidad social como 
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			donde  [image: ]   representa el vector que contiene el conjunto de inyecciones exógenas I del cuadro III.3. Expresado de esta forma, (3) representa un sistema de ecuaciones que encuentra solución en:
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			en la que   [image: ]     representa la matriz de multiplicadores de contabilidad social, cuya interpretación es similar a la inversa de Leontief del modelo estándar de insumo-producto, pero con un número mayor de transacciones consideradas endógenamente: cada entrada  mide el volumen de ingreso capturado por la cuenta i-ésima ante una inyección unitaria en la cuenta j-ésima. Una vez teniendo la solución en (4), se pueden calcular los multiplicadores de arrastre y absorción del modo siguiente:
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			La expresión  [image: ]  en (5) define el efecto arrastre en la mcs como la generación de ingreso en toda la economía que resulta de una inyección exógena unitaria en la cuenta j-ésima. La expresión  [image: ]  , por su parte, define el efecto absorción como la captura de ingreso por la cuenta i-ésima que resulta de una inyección exógena unitaria distribuida en toda la economía.

			Las etapas de distribución en la descomposición de Stone

			En su importante trabajo de 1985, Stone construye analíticamente una descomposición de la matriz de multiplicadores M con la que distingue la contribución de tres tipos de transacciones en los efectos totales capturados en cada [image: ] (Stone, 1985). Para ejemplificar, tomemos como referencia las cuentas de hogares, pues son las que se tratan en el experimento de este trabajo. El primer paso consiste en una inyección exógena unitaria, por ejemplo, en la forma de transferencias del gobierno o del resto del mundo. Dichas transferencias se difuminan primero entre las cuentas institucionales, y a estos efectos los llamó “intragrupo”. Luego, dicha inyección genera un impacto en dos etapas: primero en las cuentas productivas por medio de las propensiones de gasto en bienes y servicios, y después en las de valor agregado, como resultado de la demanda por factores productivos. A estos efectos Stone los denominó “extragrupo”, pues miden impactos indirectos en las cuentas que no han sido afectadas directamente por la inyección exógena inicial. Por último, el valor agregado generado se dispersa entre las instituciones (hogares, empresas y gobierno), cerrando de hecho el flujo circular del ingreso. A estos efectos Stone los llamó “intergrupo”. Stone prueba que los efectos intragrupo, extragrupo e intergrupo operan aditivamete para obtener la matriz M (véase Holland y Wyeth, 1993, para una exposición matemática de dicha descomposición), es decir:
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			donde N1, N2 y N3 son los efectos intragrupo, extragrupo e intergrupo, respectivamente.

			La figura III.1 esquematiza las tres etapas de distribución del ingreso discutidas en esta sección para el caso de una inyección en las cuentas de los hogares. Mientras todas las interacciones sistémicas identificadas en la descomposición de Stone se basan en las propensiones de gasto observadas, es necesario tener en cuenta que éstas responden a fenómenos económicos diferentes. Por un lado, la actividad productiva necesaria para la satisfacción de un patrón de demanda determinado responde a la tecnología de producción que se encuentra activa en la economía, y que puede estudiarse por medio de las interacciones estándar de insumo-producto, a la sazón incorporadas por construcción en la mcs. Por otro lado, tanto la distribución del valor agregado en las categorías respectivas (salario y excedente bruto de operación) como su dispersión en las categorías de hogares responden a cuestiones tecnológicas, por ejemplo, asociadas a la capacitación de la mano de obra, y a determinados arreglos político-institucionales (las negociaciones contractuales sobre salarios o reparto de utilidades).

			
				
					Figura III.1

					Esquema de la descomposición de Stone ante transferencias a los hogares
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					nota: los hogares se dividen en 10 clases. W: salarios. EBO: excedente bruto de operación. T: impuestos a la producción. Los efectos intragrupo N1 capturan la recepción por parte de los hogares de las transferencias exógenas, representadas por el óvalo 1. Los efectos extragrupo N2, identificados por el óvalo 2, miden la actividad económica productiva y la generación de valor agregado en respuesta a que los hogares destinen las transferencias en las propensiones de gasto observadas en su patrón de consumo. Por último, los efectos intergrupo de N3, identificados en el óvalo 3, miden la dispersión de dicho valor agregado entre las categorías de hogares, cerrando el ciclo de ingreso.

					fuente: elaboración propia.

				
			

			Diseño del experimento

			Para aislar al análisis estructural de los efectos de la concentración regional de los hogares, se diseña una transferencia equivalente a un millón de pesos a los grupos de hogares en cada una de las siete regiones. En términos analíticos, sea H={1,2,…,10}, el conjunto de los deciles de hogares contenido en el conjunto de cuentas endógenas S de cada modelo regional de contabilidad social. Se simula una transferencia equitativa hacia cada decil de hogar por medio de una inyección inicial unitaria exógena:
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			Por la solución al modelo de contabilidad social en la ecuación (4), el impacto total en la economía de este experimento se obtiene con:
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			La descomposición de Stone de la matriz de multiplicadores M establecerá las etapas en las que la inyección inicial se dispersa en el sistema económico. Los efectos intragrupo N1 miden el impacto en las cuentas de hogares de transferir una unidad monetaria de forma equitativa que, ante la ausencia de transacciones interinstitucionales análogas a las interindustriales de insumo-producto, es exactamente igual al monto de la transferencia exógena. Es decir que, por construcción, los efectos intragrupo son unitarios para cada decil de hogar.

			Los efectos extragrupo miden el impacto en el aparato productivo y en la generación de valor agregado que resulta de que los deciles de hogares gasten la transferencia recibida en las propensiones de gasto observables en su patrón de consumo. En particular, se puede medir el arrastre productivo de cada decil de hogar a través del siguiente cálculo:
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			donde Z es el conjunto de las cuentas productivas definido en el cuadro III.3. Este cálculo para  [image: ]  mide el valor bruto de la producción generado en la economía que es necesario para satisfacer la demanda de bienes y servicios resultante de que los hogares en el decil j gasten la transferencia recibida siguiendo el patrón de consumo observado. Por otro lado, el impacto de Δf en cada categoría de valor agregado puede medirse por medio del efecto absorción para las cuentas de valor agregado V. En particular:
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			donde V es el conjunto de las cuentas de valor agregado definido en el cuadro III.3.

			Por último, los efectos intergrupo miden la captura de ingreso por cada categoría de hogares que resulta de la dispersión de valor agregado calculado en la ecuación (10). Se pueden obtener fácilmente calculando los multiplicadores de absorción de los hogares netos de la transferencia exógena inicial, es decir:
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			El examen detallado de este experimento pretende hacer explícitos el proceso y la magnitud en los que una transferencia equitativa a los hogares de todos los deciles se va transformando en una distribución inequitativa. Este experimento se itera para ocho modelos de contabilidad social de la economía mexicana: uno para cada una de las siete regiones expuestas en la gráfica III.1, y uno para la economía nacional en su conjunto.

			Resultados

			En esta sección se reportan los resultados del experimento descrito en la sección anterior organizados según la descomposición de Stone. Primero, se muestran los efectos intragrupo de la inyección inicial, luego los extragrupo sobre el aparato productivo y el valor agregado y, por último, los efectos en el ingreso de los hogares que resultan de esas interacciones. Se muestra cómo es que una inyección equitativa inicial se convierte en una distribución del ingreso muy concentrada en los deciles de altos ingresos, mientras se exhiben las diferencias regionales más importantes.

			La inyección inicial equitativa

			El choque inicial consiste en una transferencia equitativa unitaria (de un millón de pesos) a todos los deciles de ingreso en las siete regiones del país. El efecto inicial a nivel nacional es, por tanto, equivalente a 70 millones de pesos y, dado que no existen interacciones entre los deciles de hogares análogas a las existentes en las cadenas productivas, los efectos totales son exactamente iguales a los directos. El cuadro III.4 muestra como referencia las transferencias equitativas entre los deciles de cada región y entre todas las regiones: en todas ellas la razón entre lo que recibe el decil X y lo que recibe el decil I es 1:1. El cuadro incluye el cálculo de los coeficientes de Gini asociados a esta distribución inicial, que son iguales a cero en todos los casos, al ser perfectamente equitativa.

			

			La respuesta productiva a los patrones de consumo

			Los efectos extragrupo reflejan el impacto en el sector productivo y en las categorías de valor agregado asociado a la satisfacción del patrón de consumo de los hogares. El cuadro III.5 muestra la distribución regional del impacto en el valor bruto de la producción: a nivel nacional, los hogares gastan la inyección inicial de 70 millones de pesos siguiendo las propensiones de consumo observadas y el aparato productivo responde con bienes y servicios con valor bruto equivalente a $127 millones. Esto implica una razón de 1.8:1 entre el vbp resultante y la inyección inicial exógena. En términos regionales, la región Centro exhibe la mayor respuesta productiva a la inyección, pues por cada peso de inyección genera 2.2 pesos de producción bruta. En contraste, las regiones sureñas muestran la menor respuesta: en el Golfo, la razón entre vbp e inyección inicial es de 1.3, y en el Sur es de apenas 1.1. Como resultado, la región Centro concentra una quinta parte de la actividad sectorial generada nacionalmente, y le siguen en importancia las regiones Occidente (16%), Noreste (15%), Altiplano (14%) y Noroeste (13%). Las regiones sureñas Golfo y Sur concentran los menores porcentajes de actividad económica, con 11 y 9%, respectivamente.

			El cuadro III.4 muestra el detalle regional de los multiplicadores de arrastre en la actividad industrial por decil de hogar. El patrón general es claro en todos los casos: los efectos de arrastre son decrecientes en el ingreso de los hogares. En la economía nacional, por ejemplo, la inyección de cada peso en el decil I genera 2.47 pesos de valor bruto de producción, mientras que la misma inyección en el decil X genera sólo 1.40 pesos. Esto se debe a que los deciles de menor ingreso gastan una mayor porción de su ingreso en las economías locales, en particular en alimentos o en servicios asociados a entornos urbanos, mientras que los deciles de mayor ingreso exhiben el mayor porcentaje de “fugas” del sistema, o gastos en las cuentas de capital (en forma de ahorro) o en transferencias hacia otras regiones del país o al resto del mundo, en todo caso fuera del sistema económico que se trata endógenamente. Además, el porcentaje de “fugas” es diferente regionalmente: en la región Sur la propensión al gasto regional del decil X es 35% menor que la del decil I. Es decir, por cada peso que el decil I gasta en la economía regional, el decil X gasta 65 centavos. En contraste, por cada peso que el decil I en la región Noreste gasta regionalmente, el decil X gasta sólo 45 centavos.

			
				
					Cuadro III.4
Distribución regional equitativa de la inyección inicial. Millones de pesos
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					fuente: elaboración propia.

				
			

			
				
					Cuadro III.5

					Efectos extragrupo: generación de valor bruto de la producción en las economías nacional y regionales. Millones de pesos
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					nota: vbp: valor bruto de la producción. El dato nacional (127 millones de pesos) es mayor que la suma regional (111 millones de pesos) debido a que la mcs nacional toma como endógenas las transacciones interregionales que se toman como exógenas en las mcs regionales.

					fuente: elaboración propia.

				
			

			
				
					Cuadro III.6
 Efectos extragrupo: producción sectorial asociada al patrón de consumo en la economía nacional y diferencias regionales. Porcentajes
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					nota: la columna “Nacional” muestra la participación porcentual de cada grupo de actividad en la producción necesaria para satisfacer el patrón de consumo de los hogares. Las columnas regionales muestran las divergencias porcentuales en cada región respecto del patrón nacional.

					fuente: elaboración propia.

				
			


			
				
					Gráfica III.2
Efectos de arrastre industrial de los hogares en las economías nacional y regional
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					fuente: elaboración propia.

				
			


			
				
					Cuadro III.7
Efectos extragrupo: distribución de valor agregado por categorías en la economía nacional y diferencias regionales. Porcentajes
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					nota: la columna “Nacional” muestra la participación porcentual de cada categoría de valor agregado generado para satisfacer el patrón de consumo de los hogares. Las columnas regionales muestran las divergencias porcentuales en cada región respecto del patrón nacional.

					fuente: elaboración propia.

				
			


			
				
					Cuadro III.8
Efectos intergrupo: captura de ingreso por categorías de hogares en las economías regionales
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					nota: millones de pesos. Efectos intergrupo calculados por N3 de la descomposición de Stone ante una inyección equitativa en los deciles de hogares. Pesos de 2013.

					fuente: elaboración propia.

				
			








	
				
	
			
			
			
				
					Cuadro III.9
Captura de ingreso en las economías regionales. Pesos por hogar
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					nota: pesos por hogar.

					fuente: elaboración propia.

				
			


			
					Gráfica III.3
Efectos extragrupo: distribución porcentual del valor agregado en los hogares de las economías nacional y regional
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					fuente: elaboración propia.


				



				El cuadro III.6  desagrega sectorialmente el patrón de consumo a niveles nacional y regional. Como se ve, el patrón de consumo a nivel nacional está dominado por los servicios, de entre los que destaca comercio y transporte, servicios financieros, personales y de alquiler, y educativos y de salud. Las manufacturas reclaman una tercera parte del impacto económico, con una leve preferencia hacia la industria ligera (de alimentos, textiles y de madera y papel) sobre la industria pesada (química y petroquímica, metálicas y de maquinaria y equipo). Por último, como se ve, a la agricultura sólo corresponde 4.4% y a las minerías, la construcción y la energía, 4.7%. El cuadro III.6 también muestra el comportamiento regional por medio de las diferencias porcentuales respecto de la economía nacional. Se ve que la respuesta regional no se distancia mucho de lo observado nacionalmente.

			
			
			La respuesta productiva recién descrita genera valor agregado en forma de salarios, de excedente de operación (ebo) y de pago de impuestos a la producción. El cuadro III.7 muestra la distribución porcentual del valor agregado en estas categorías en las economías nacional y regionales. En todos los casos resalta la baja participación de los salarios, con menos de una tercera parte, mientras que 73% toma la forma de excedente de operación. Esta distribución se reproduce regionalmente, aunque con pequeños matices. En tres regiones (Noreste, Noroeste y Occidente), el ebo tiene una participación aún mayor en el valor agregado que en el agregado nacional, mientras que los salarios reclaman algunos puntos adicionales en el Centro (con +0.8 puntos), el Altiplano (con +1.5%) y el Sur (+3.5%).



			El problema fundamental reside en que ambas categorías de valor agregado se dispersan entre los deciles de hogares de una forma muy concentrada. A nivel nacional, por ejemplo, 42% de los salarios corresponde al decil X, mientras que al decil I no llega ni 1%. Este comportamiento es aún más agudo en las regiones Centro y Noreste, pues el decil X captura en ellas 43 y 44% de los salarios, respectivamente, como se puede ver en el panel de la izquierda de la gráfica III.2. Lo mismo ocurre con el ebo: a nivel nacional se concentra aún más en el decil X, que se queda con 47%, mientras que en la región Noreste el comportamiento es aún más agudo, con 48% (véase el panel derecho en la gráfica III.2).

			La percepción de ingreso resultante en los hogares

			Los comportamientos analizados en las secciones previas sugieren que la generación de valor agregado por parte de los aparatos productivos regionales es tal que el ingreso de los deciles superiores, en particular el X, aumenta relativamente más que el de los deciles inferiores. La magnitud de esta concentración se revela al revisar los efectos intergrupo de la descomposición de Stone, mostrados en el cuadro III.8. A nivel nacional, por ejemplo, se muestra que una vez que la inyección original de 70 millones de pesos se ha dispersado en los sectores productivos influenciada por los patrones de consumo, que se ha generado valor agregado en las proporciones mostradas por el cuadro III.7, y que dicho valor se ha dispersado siguiendo los comportamientos de la gráfica III.3, el sistema económico genera ingreso para los hogares equivalente a 58 millones de pesos. Dicha dispersión reproduce los patrones de concentración regional que caracterizan a la economía mexicana: la región Centro captura 20% de dicho monto, seguida muy de cerca por Occidente y Noroeste, mientras que las regiones sureñas capturan 10%, en el caso de Sur, y 8%, en el de la región del Golfo.

			La distribución por deciles a nivel nacional resulta muy concentrada: los hogares en el decil I reciben sólo seis centavos por cada peso de inyección inicial, mientras que los hogares del decil X reciben 2.78, lo que implica una razón de 48:1 entre estos dos grupos. Como se ve, la disparidad es aún peor regionalmente: en el Noroeste la razón crece a 52:1, seguida por el Noreste, el Centro y el Altiplano. De nueva cuenta la región Sur exhibe un comportamiento un tanto distinto, pues el patrón de concentración es menos agudo: la razón entre el decil X y el I es de 9:1. Los hogares del decil I en la región Noroeste son los que reciben el menor monto de ingreso, con seis centavos por cada peso transferido exógenamente. En contraste, los hogares comparables en las regiones Centro y Sur reciben 12 y 18 centavos, respectivamente. Los hogares del decil X reciben el mejor trato en la región Centro, pues allí logran capturar 4.9 pesos por cada peso de inyección exógena, seguida por Occidente y Noreste, con 3.7 y 3.6 pesos, respectivamente, mientras que los hogares comparables en las regiones sureñas sólo reciben 1.7 y 1.5 pesos, en Sur y Golfo, respectivamente.

			El cuadro III.9 pondera los resultados previos por la distribución regional de hogares mostrada en la gráfica III.2. Mientras el comportamiento agregado nacional se mantiene igual, con la razón de 48:1 entre el ingreso de un hogar en el decil X a uno en el decil I, las disparidades empeoran en las regiones Altiplano, Golfo y Sur, que ahora muestran razones entre el ingreso del decil X y del decil I de 48:1, 29:1 y de 50:1, respectivamente. Esto se explica porque estas regiones exhiben sobrerrepresentación relativa de los hogares de los deciles inferiores (véase la gráfica III.2). En contraste, las disparidades mejoran un poco en el resto de las regiones, pues éstas exhiben sobrerrepresentación relativa de los hogares de altos ingresos, en particular en el Noreste, Noroeste y Occidente.

			Conclusiones

			En este trabajo se realiza un examen de los procesos económicos subyacentes a la distribución del ingreso entre los hogares por medio de un análisis de descomposición aditiva de los multiplicadores de contabilidad social de la economía mexicana. El trabajo se basa en ocho matrices de contabilidad social construidas por Dávila-Flores (2019a) para siete regiones mexicanas y una a nivel nacional. El experimento reportado consiste, primero, en simular una transferencia equitativa de un millón de pesos a los deciles de hogares de las regiones mexicanas y, después, en examinar, de las respuestas productivas regionales, la generación de valor agregado asociada a la demanda por factores de la producción y, cerrando el flujo circular, su dispersión como ingreso percibido por los hogares.

			Los resultados indican el proceso mediante el cual una transferencia unitaria y equitativa a los hogares del país se transforma en una distribución del ingreso regionalmente concentrada y ampliamente desigual. A pesar de que la transferencia inicial es exactamente igual en todas las regiones, la respuesta productiva en bienes y servicios se concentra primordialmente en las regiones Centro, Noreste, Occidente, Altiplano y Noroeste, mientras que las regiones Sur y Golfo exhiben participaciones más bien menores. Este comportamiento se explica porque el tamaño de las regiones está implícito en los multiplicadores de gasto. En particular, los efectos de arrastre productivo, a pesar de ser decrecientes en el ingreso de los hogares, son crecientes en la escala de las economías regionales.

			En cuanto a la especialización y la concentración productivas, las regiones Noreste y Noroeste se distinguen por una mayor importancia de los sectores manufactureros, sobre todo en la industria pesada. La región Centro, en cambio, exhibe amplia concentración económica en casi todos los sectores productivos, a excepción de los primarios, con particular localización de los servicios especializados (financieros, corporativos, personales, etcétera). Las regiones sureñas, en contraste, concentran poca actividad económica, tienen poca presencia manufacturera y exhiben dominio de los sectores asociados a la satisfacción de demanda final (agricultura, alimentos procesados, servicios de educación, de salud, etcétera).

			La generación de valor agregado que resulta de esta respuesta productiva se caracteriza por una baja participación de los salarios, menos de una tercera parte, tanto a nivel nacional como regional. En las regiones más especializadas en las manufacturas pesadas, como en las del norte, el dominio del excedente de operación es aún mayor que a nivel nacional, mientras que en la región Sur, que aparece como no especializada productivamente, y donde hay una ausencia relativa de manufacturas, la participación de los salarios en el valor agregado regional es mayor que a nivel nacional. Esto se explica, en parte, porque esta región concentra la mayor parte de los hogares de los deciles de bajos ingresos, con 25% del decil I y 15% del decil II.

			El factor dominante en la producción de las distribuciones regionales del ingreso es el modo en que las categorías de valor agregado se dispersan entre los deciles de hogares, favoreciendo ampliamente al decil X. A nivel nacional, después de que se ha cumplido el flujo circular del ingreso, la razón entre el ingreso del decil X y el del decil I es de 48:1, y hay regiones que exhiben aún peor desempeño, como el Noroeste y el Noreste. Al ponderar el ingreso percibido por la distribución regional de hogares en el país, se observa que los que reciben el peor trato son los del decil I en la región Centro, pues les corresponden sólo 15 centavos por hogar. En contraste, los hogares que más ingreso reciben son los del decil X en la región Sur, con 11 pesos por hogar, seguidos por los hogares en el decil X en Occidente, Altiplano y Noreste, con alrededor de nueve pesos cada uno.

			Estos resultados son relevantes para pensar medidas de política económica que intenten combatir o mitigar la amplia desigualdad del ingreso. Señalamos tres cuestiones que estimamos importantes. Primero, el carácter estructural de la desigualdad establece límites en el mediano y largo plazos a las políticas de transferencias exógenas a los hogares, incluso si se privilegia a aquéllos en los deciles inferiores. Segundo, los resultados sugieren la importancia de la formación de capacidades en la productividad del trabajo, y el examen de los impactos de una mejora en la calificación laboral es una importante avenida de investigación posterior. Y tercero, la baja representación de los salarios en el valor agregado es reflejo de un patrón determinado de propiedad de los activos productivos, por lo que se debe explorar la medida en la que una política fiscal de gravamen a las ganancias o al patrimonio puede contribuir de mejor modo a atenuar las amplias disparidades observadas.

			En términos metodológicos, un examen de modelo interregional, en el que se traten endógenamente las transacciones de comercio subnacional, puede precisar los cálculos de determinación del ingreso de los hogares, sobre todo para tomar en cuenta el impacto de la porción nacional del gasto de los hogares en las cuentas externas, que es a veces equivalente a 50% del gasto de los deciles más altos. Este trabajo deja claro que aun sin incluir estas transacciones, los modelos regionales sólo dejan fuera alrededor de 13% de la actividad económica incluida a nivel nacional, pero se observa que la distribución del ingreso puede empeorar en un modelo que tome en cuenta dichas transacciones. El entendimiento de los procesos que provocan ese deterioro más que compensa la labor adicional de construcción de dicho modelo interregional, que no es para nada trivial.
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			IV. El impacto desigual de las actividades humanas en la disponibilidad hídrica de las regiones hidrológico-administrativas de México

			Boris Graizbord, Omar López y Anel Demetrio

			Antecedentes

			En México más de cinco millones de personas cambiaron su residencia habitual en el quinquenio de 2010 a 2015. Una proporción importante lo hizo por cambio de residencia en el ámbito metropolitano debido a diferentes razones (ciclo de vida, ajuste residencial por motivos de trabajo o cuestiones familiares, etcétera). Sin embargo, una proporción de estos migrantes o población que cambió su lugar de residencia realizó movimientos mucho más amplios, a veces de carácter interurbano dentro o entre regiones del país.

			El movimiento en el ámbito de influencia de una localidad se circunscribe a una movilidad cotidiana cuyo interés es ir al trabajo o con propósitos de consumo, y se caracteriza por la distancia-tiempo de recorrido del origen al destino en un horario determinado. Estos movimientos pueden, además, presentar un patrón radial cuando la estructura urbana es monocéntrica, o bien se dan en varias direcciones cuando se trata de una zona metropolitana policéntrica. Por otra parte, un cambio de residencia permanente o semipermanente representa una variable demográfica que influye en cambios sociales y culturales en múltiples escalas. Ésta puede deberse a diversos factores y adquiere ciertas características cuya clasificación y análisis han sido motivo de atención en estudios de población y generalizaciones empíricas desde que Ravenstein a finales del siglo xix propuso las que llamó “leyes de la migración”. De hecho, la migración durante buena parte del siglo xx (especialmente en la segunda mitad y hasta antes de la última década) siguió una tendencia rural-urbana del campo a la ciudad en la que el principal destino era la capital del país y en menor medida las dos grandes ciudades que le seguían en tamaño: Guadalajara y Monterrey. Al final del siglo los migrantes dejaron de privilegiarlas y por diversas razones su destino incluyó un número cada vez más numeroso de ciudades medias.1

			Se trata de dos fenómenos que han llamado la atención de los geógrafos en el contexto de una urbanización caracterizada por la expansión física y funcional de las ciudades y la metropolización como tendencia representativa del proceso urbano de finales de la segunda mitad del siglo xx.2 Y, no menos, por cambios estructurales que han incorporado una dinámica territorial que las tecnologías de la información y las comunicaciones (tic) permiten articular espacio-temporalmente desde lo local a lo global. Por tanto, explorar los patrones de estos movimientos en diferentes escalas geográficas permite entender la estructura espacial de las regiones, de las ciudades y de las zonas metropolitanas, pero, además, evidenciar la organización espacial del territorio y la forma en que individuos, familias y unidades económicas o, más general, los factores de la producción, toman decisiones acerca de dónde, cuándo y por qué seleccionan el lugar en el que se establecen en un momento dado.

			En las últimas tres o cuatro décadas, un motivo para migrar ha tenido que ver con factores ambientales: “en función del auge de la migración urbana-urbana, los migrantes no sólo buscaron oportunidades laborales, sino también una mejor calidad de vida con respecto a la de su lugar de origen” (Sobrino, 2010: 87). Y muy recientemente los patrones migratorios reflejan indudablemente razones ambientales (una mejor calidad de vida), aunque habría seguramente implícitos varios factores, desde variabilidad climática (recurrencia y mayor intensidad de eventos hidrometeorológicos) hasta contaminación excesiva, y, no menos, inseguridad entre los llamados push factors. Éstos pueden asociarse al cambiante clima que, paradójicamente, se manifiesta desde la abundancia (inundaciones frecuentes, lluvias intensas, elevación en el nivel medio del mar), hasta la carencia (sequías, abatimiento y contaminación de las fuentes superficiales o de los acuíferos) del recurso, fenómenos vinculados genéricamente con el cambio climático (cc).

			El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc) advirtió hace décadas (1990) que la migración humana podría ser una de las consecuencias más graves del cc (Organización Internacional para las Migraciones [oim], 2008) y exacerbar las carencias y desigualdades existentes. Éstas persisten en diferentes escalas, incluida la global (Firebaugh, 2003). Sin embargo, en las escalas nacional, subregional y local no hay certidumbre acerca de los cambios sociales y en la propia dinámica demográfica, que podrían derivarse de rebasar las expectativas de los 450 ppm de CO2 y sus efectos en la elevación de la temperatura superficial media global en más de 2o C. De tal manera, para poder precisar la migración potencial por cc, habría que entender claramente el impacto que tendrán los cambios que afectarán el territorio nacional:3 las áreas rurales, las grandes ciudades, o los efectos inducidos en el campo por modificaciones en los patrones de consumo de la población urbana. No está de más citar textualmente algunas de las consideraciones de Galindo (2009:73) acerca de la dinámica demográfica futura en el país:

			La población seguirá concentrándose en las áreas urbanas […] en una distribución espacial heterogénea de la población con grandes concentraciones en la región Norte-Noroeste del país, en donde se pronostican incrementos de la población hasta el año 2050, mientras que en la región Sur-Sureste se espera que el crecimiento de la población sea negativo durante el periodo 2030-2050. De este modo, se espera que la región Norte-Noroeste contenga gran parte de la población para el año 2050. Sin embargo, esta región es especialmente vulnerable al cambio climático, ya que en ella se registran las temperaturas más extremas del país. Además, dicha región no dispone de recursos hídricos para abastecer la creciente demanda de agua, situación que se agravará bajo los efectos del cambio climático. En contraste, la región Sur-Sureste del país cuenta con abundantes recursos hídricos, sin embargo, los pronósticos muestran una reducción en su población para el año 2050. Por lo anterior, es indispensable la instrumentación de políticas encaminadas al desarrollo sostenible en regiones con escasos recursos hídricos.

			En este contexto formulamos algunas preguntas que se desprenden de tales consideraciones y que creemos pertinentes: ¿qué efectos territoriales tendrán estos cambios en la migración?; ¿de qué manera la dinámica demográfica ejerce presión sobre los recursos y cómo se afectan estos espacios?; ¿cómo influyen estos movimientos en los patrones de desigualdad entre regiones y dentro de las mismas?

			El enfoque

			Numerosos grupos humanos, comunidades y especies en diversas regiones del mundo serán afectados por motivos relacionados con el cc. Los desplazados por razones ambientales siempre han existido. Sin embargo, en la actualidad la velocidad y la escala marcarán la diferencia. La respuesta al clima, que involucra la necesidad de migrar, depende de que se trate de un “evento”, como inundación o tormenta, o un “proceso”, como la elevación del nivel del mar, la salinización de tierras agrícolas, la desertificación o la creciente escasez de agua.4 Sin embargo, otros factores no climáticos, como los políticos, los demográficos o el capital social, contribuyen a una mayor o menor vulnerabilidad de la población. De aquí que la distribución de la población del país por regiones, en localidades urbanas y rurales o de acuerdo al tamaño de las mismas, es no sólo un reflejo de múltiples decisiones de individuos y familias frente a desigualdades sociales, crisis económicas y procesos políticos, sino también una respuesta a cambios globales económicos, ambientales e incluso culturales (Sklair, 1991; García Canclini, 1999; Bauman, 2007) que afectan todas las escalas desde lo local a lo global.

			Son varios los factores que intervienen en los procesos de poblamiento y de formación de regiones o en la humanización del espacio (como decían los franceses). En principio, son económicos, lo que recuerda las leyes de la migración de Ravenstein. Pero, además de éstos, Morrill y Dormitzer (1979: 32-61) llaman la atención acerca de aquellas fuerzas no necesariamente económicas (históricas, políticas, culturales y ambientales) que motivan el comportamiento espacial de individuos, unidades familiares y grupos humanos. Uno de los factores para explicar la redistribución poblacional y relocalización de la actividad económica es el ambiental. Por una parte, la presencia y el acceso a recursos son ventajas que hacen que una ciudad crezca frente a aquella que carece de éstos (agua, por ejemplo). Por otra, la población que sufre de la contaminación, el congestionamiento vial y la inseguridad buscará mejores condiciones de vida en otras localidades.5

			En efecto, la población se comporta de manera racional cuando toma decisiones espaciales. A lo largo del siglo ha sido notable una relación positiva entre inmigración y producto interno bruto per cápita (pibpc) y viceversa (Sobrino, 2010: 51). Esta relación tiene una doble causalidad que aquí no es posible discutir, si bien vale aclarar que quizá en la escala nacional se experimentase un proceso a la baja de las tasas del crecimiento económico que afectara los niveles regionales y locales de manera diferenciada y con una brecha temporal que los migrantes potenciales incorporarían en su decisión de migrar. Sin embargo, en general los migrantes tienden a dirigirse a destinos con mayores niveles de pibpc y abandonar lugares (localidades, entidades, regiones) en los que el pibpc es relativamente bajo. El campo en nuestro país, a pesar de su riqueza natural (agua, por ejemplo) ha sido, en muchos casos, expulsor de sus poblaciones, de tal manera que se advierte una paradoja que en este análisis destacamos: “a mayor disponibilidad de agua en la región mayor es la emigración y menores son los niveles de servicios locales de agua y saneamiento que llegan a los hogares”.

			Los migrantes (población y empresas) son selectivos, escogen sus destinos en función del conocimiento tácito y la información que tienen acerca de las ventajas —más bien económicas hasta ahora— que ofrecen unas ciudades y regiones frente a otras. El resultado es el crecimiento demográfico y la expansión urbana, que traen como consecuencia un incremento en la demanda por bienes y servicios públicos y privados y, por tanto, presiones a los ecosistemas y al entorno inmediato. De ahí que al final del siglo xx teníamos un escenario demográfico-ambiental en el que había 25 millones de personas que se ubicaban en zonas de alta sismicidad; 36 millones habitaban en municipios costeros; 30% de la población residía en zonas sujetas a inundaciones, y 11 millones en zonas de sequía extrema (Anzaldo, Hernández y Rivera, 2008: 137-138). Por otra parte, mientras que en el norte del país el agua renovable representaba sólo 31% del total, habitaba 77% de la población y se participaba con 87% del pib nacional, mientras que en el Sur se concentraba 69% del agua renovable, pero sólo habitaba 23% de la población nacional y se producía sólo 13% del producto interno bruto del país (Comisión Nacional del Agua [Conagua], 2009). Es precisamente el estrés hídrico el indicador de la presión a la que se encuentra geográficamente sometido el recurso agua.6

			De acuerdo a las anteriores consideraciones y su escenario, las preguntas que intentamos responder en general en este capítulo son las siguientes:


			•	¿qué impacto genera este movimiento y distribución de personas y actividades económicas sobre el recurso agua en el territorio nacional?

			•	¿cuál es la presión de esta movilidad o cambio permanente de residencia en el sistema de dotación y tratamiento del agua residencial en ciudades y regiones?


			Tomamos como referencia las 13 regiones hidrológico administrativas (rha) de la Conagua para estimar de manera operativa este impacto de la migración y de las decisiones de localización de actividades económicas intra e interregionales en nuestro país. Se cuenta con información acerca del potencial hídrico y de la asignación por usos consuntivos para estas rha. Se considera que existen diferencias (desigualdades territoriales) en la demanda de agua para consumo humano y en los servicios de saneamiento e infraestructura de tratamiento de agua residual entre el campo y la ciudad, así como entre ciudades según su tamaño, especialmente si se trata de zonas metropolitanas.7

			Nuestra hipótesis parte del contexto territorial en el país, que permite suponer que algunas rha sufren de estrés hídrico que afecta la asignación del recurso sectorialmente, pero además que existe una diferencia sustantiva en la dotación del servicio de agua y drenaje entre municipios, de tal manera que un movimiento de una pequeña localidad a una mayor (un municipio metropolitano), así como de una región a otra agrega (o reduce) marginalmente el impacto en el estrés hídrico y en la presión sobre los servicios de agua y saneamiento locales. La hipótesis nula diría que este movimiento no impacta en el estrés hídrico ni afecta la presión sobre los servicios públicos de agua y saneamiento.

			Como puede apreciarse, distinguimos entre el recurso, los servicios ambientales y tanto el ciclo del agua en la naturaleza como su utilización para distintos usos económicos o consuntivos. La tarea, por tanto, es llevar a cabo un análisis del posible impacto diferenciado de los movimientos migratorios y de la presencia de actividades económicas en municipios metropolitanos de las rha, a partir de:


			i. La agudización del estrés hídrico, con la consecuente disminución de la oferta del recurso, y su influencia en su asignación para los diversos usos consuntivos.8 

			ii. La presión en la oferta de servicios de agua y drenaje y sus repercusiones en las condiciones de bienestar social, carencias y calidad de vida de dichas poblaciones.9

			iii. El acceso al agua pudiera resultar, además, en una mejora esencial en las condiciones ambientales y tener un impacto positivo para alcanzar otras prioridades o dimensiones del desarrollo.10


			Como indicaba el inegi en un boletín emitido el Día Internacional del Migrante (inegi, 2015b), en México el marco programático conformado, entre otros, por el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el Programa Nacional de Población 2014-2018 y la Ley de Migración de 2012 constituye el referente que enmarca la necesidad de contar con información permanente y actualizada —diríamos— sobre la situación migratoria de los habitantes del país. En este sentido, el presente capítulo tiene como propósito aportar elementos sobre la relación que conllevan la migración y la distribución de actividades económicas en la presión hídrica, fenómeno que repercute y exacerba las múltiples desigualdades características de nuestro país.

			Movilidad interregional de la población

			Para conocer la relación entre los cambios de residencia y la disponibilidad de agua, como primer paso se construyó una matriz origen-destino con los 2 457 municipios que conforman el país y la información de los movimientos migratorios que aporta la Encuesta Intercensal 2015 del inegi. Posteriormente, se tomó como unidad espacial de referencia las 13 Regiones Hidrológico Administrativas (rha) de la Conagua con la intención de darle continuidad a diversos análisis que hemos realizado sobre el tema.

			En el quinquenio 2010-2015, 5 747 840 personas cambiaron de residencia en el país, es decir, salieron del municipio donde residían en 2010 para establecerse en otro en 2015. Al hacer los agregados municipales por rha, encontramos que 1 978 931 personas migraron de una rha a otra (34.4%) y casi 7 de cada 10 privilegiaron un destino metropolitano (68%). El resto de las personas que cambiaron su residencia habitual realizó movimientos dentro de las rha, incluidos los “ajustes residenciales” entre municipios en el ámbito de las zonas metropolitanas.11 Este volumen de casi dos millones de migrantes entre rha fue ligeramente menor al registrado en el quinquenio anterior (2005-2010), que fue de 2 472 707 movimientos, una diferencia de cerca de 500 000 personas (493 776) (véase Graizbord et al., 2015a).

			En el quinquenio 2010-2015, de acuerdo con el saldo migratorio, las regiones que se pueden catalogar como receptoras de población en orden de importancia fueron: XIII Aguas del Valle de México; XII Península de Yucatán; VIII Lerma Santiago Pacífico; I Península de California; VI Río Bravo, y II Noroeste. Por otro lado, las rha que expulsan población fueron: X Golfo Centro; V Pacífico Sur; III Pacífico Norte; IV Balsas; VII Cuencas Centrales del Norte; XI Frontera Sur, y IX Golfo Norte. En términos absolutos, los mayores volúmenes de desplazamientos tanto desde las rha como hacia ellas los registraron las regiones VIII Lerma Santiago-Pacífico y XIII Aguas del Valle de México (cuadro IV.1).

			Encontramos en algunos casos una especie de patrón de vecindad y hasta de concentración relativa en los movimientos de atracción de cada rha, por ejemplo: las regiones que aportaron población a la región I Península de Baja California fueron III Pacífico Norte y VIII Lerma Santiago-Pacífico; la región II Noreste recibió migrantes de III Pacífico Norte y I Península de Baja California; a la región III Pacífico Norte llegó población proveniente de I Península de Baja California y VIII Lerma Santiago-Pacífico; a la región del Balsas (IV) arribaron más migrantes de XIII Aguas del Valle de México y X Golfo Centro; las regiones IV Balsas y X Golfo Centro aportaron población a la región V Pacífico Sur; por su parte, la región VI Río Bravo recibió migrantes de las regiones Cuencas Centrales del Norte (VII) y Golfo Centro (X) principalmente; en el caso de la región VII Cuencas Centrales del Norte, ésta atrajo población sobre todo de las regiones V Río Bravo y VIII Lerma Santiago-Pacífico, mientras que a la región de Lerma Santiago-Pacífico (VIII) arribaron personas provenientes de las regiones Aguas del Valle de México (XIII) y Balsas (V); poco más de 50% de los inmigrantes que llegaron a la región IX Golfo Norte provenían de las regiones VI Río Bravo y XIII Aguas del Valle de México; la región X Golfo Norte tuvo sus principales aportes de Río Bravo (VI) y de Aguas del Valle de México (XIII); a la región Frontera Sur (XI) arribaron migrantes de Golfo Centro (X) y XII Península de Yucatán; a su vez, la Península de Yucatán recibió población de Frontera Sur (XI) y X Golfo Centro; finalmente, la región XIII Aguas del Valle de México recibió cerca de 50% de sus inmigrantes de las regiones VIII Lerma Santiago-Pacífico y IV Balsas.

			Estrés hídrico

			En el cuadro IV.1 se aprecia la movilidad interregional y en la columna de la extrema derecha se indica el agua renovable per cápita (arpc) en 2018. Salvo excepciones, las rha que cuentan con agua renovable por encima del promedio nacional de 3 620 m3 / pc / anual en general mantienen un snm negativo, es decir, más emigrantes que inmigrantes y, por el contrario, las que arrojan un déficit frente al promedio nacional en general registran un snm positivo, es decir, más inmigrantes que emigrantes. Destacan en primer lugar XIII Aguas del Valle de México, con sólo 4% del arpc con respecto al promedio nacional (143.4 / 3620) y el más elevado snm en el quinquenio. Otras cinco con aproximadamente un tercio del promedio de arpc, pero regiones de atracción como la rha VIII Lerma Santiago Pacífico con una fuerte inmigración.

			La rha XII Península de Yucatán es un caso especial de atracción de migrantes (el segundo snm más elevado del conjunto) que se explica por un atractivo destino de fuerza de trabajo terciaria como Cancún y, en menor medida, pero también importante, Yucatán. Ambas observan un crecimiento demográfico destacado entre las metrópolis del país. Tómese en cuenta no sólo el saldo neto sino también el número grueso de inmigrantes a la región y en ésta a quienes llegan a las grandes ciudades y al resto de localidades para ponderar los impactos en el destino, pero también en el origen. Por otro lado, las rha que cuentan con un superávit relativo, con respecto al promedio nacional de arpc, y resultan destino de migrantes son I Península de Baja California, II Noroeste y VI Río Bravo, mientras que III Pacífico Norte, IV Balsas y V Pacífico Sur observan un saldo negativo, es decir, son expulsoras netas de población, a pesar de su ventaja con respecto al agua renovable per cápita abundante, no así, seguramente, de sus condiciones económicas, poco favorables. Esta dinámica refleja, a nuestro parecer, distintas causas y efectos de la migración. Unas son seguramente migraciones convencionales por razones económicas,12 pero otras quizá por motivos ambientales o bien sociales (inseguridad). Juegan así en esta dinámica factores económicos, sociales y ambientales.13 

			Se requeriría un estudio en profundidad para definir las causas principales y también detectar las interrelaciones entre estos factores, dado que tanto en el origen como en el destino la movilidad, sea por razones económicas o no, tendrá efectos ambientales directos o indirectos. En nuestro caso, sobre el recurso disponible (arpc), pero también por la presión a los servicios de agua y saneamiento locales.

			Desde luego, no se trata de volúmenes absolutos que puedan afectar los costos promedio en ninguna de las regiones receptoras. Pero en términos de costos marginales sí hay un efecto, por ejemplo, cuando la “carga migratoria” (véase el cuadro IV.1, col. 12), es decir, el total de los inmigrantes sobre la población residente en la región anda por encima o cercana a 2%. Además, el grueso de este flujo tiene como destino mayoritariamente algún municipio metropolitano en donde un incremento marginal en la demanda puede significar un impacto importante en la infraestructura existente, ya sea en las redes de distribución o bien en instalaciones de tratamiento de las aguas residuales. Ejemplos de ello son en general las rha del norte (II y VI) y, en particular, las dos penínsulas, de Baja California y de Yucatán, con valores de 3.67 y 3.11%, respectivamente. Las primeras con escasez relativa14 y estrés hídrico, y la última con problemas de disposición y tratamiento de aguas residuales en virtud de las características extremadamente frágiles del subsuelo.

			Consumo residencial diferenciado

			De acuerdo con la Conagua, el consumo es la parte del suministro de agua potable que generalmente utilizan los usuarios, sin considerar las pérdidas en el sistema. Se expresa en unidades de m3/día o litros al día (l/d), o bien, cuando se trata de consumo per cápita, se utiliza l/hab/día (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales [Semarnat] y Conagua, 2015: 8).

			El consumo de agua para uso doméstico indica la cantidad de agua usada en las viviendas.15 Este consumo varía de acuerdo a condiciones climatológicas, hidrológicas y la cultura local de la región, además de la densidad de población de los asentamientos y el nivel socioeconómico de los usuarios. Para zonas rurales, la Conagua recomienda un consumo doméstico promedio diario de 100 l/hab, divididos de la siguiente manera: bebida, cocina y limpieza, 30 l / hab; eliminación de excretas, 40 l / hab, y aseo personal, 30 l / hab.

			Para la determinación del consumo de agua de uso doméstico en zonas urbanas, se toma en cuenta el tipo de usuarios según la clase socioeconómica de la población en alto, medio y bajo (Semarnat y Conagua, 2015: 9), y condiciones técnicas en la dotación del servicio, como la presión en la red, la intermitencia en el servicio, la suficiencia del abastecimiento de agua, la existencia de alcantarillado sanitario y el precio del líquido.

		
				
			
				
					Cuadro IV.1
Regiones Hidrológico Administrativas: Saldo Neto Migratorio 2010-2015, y agua renovable per cápita 2015

					[image: ]
					
					*	Población de 5 años y más que cambió su lugar de residencia habitual a otra región.

					**	La “carga migratoria” se considera como el peso de los inmigrantes en términos relativos respecto a la población residente pues representan éstos los nuevos demandantes de servicios.
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					fuente: elaboración propia con base en el inegi, Encuesta Intercensal 2015 y Conagua, Sistema Nacional de Información del Agua. Subdirección General Técnica. http://sina.conagua.gob.mx/sina/tema.php?tema=aguaRenovable&ver=reporte&o=0&n=regional

				

				
					Gráfica IV.1
Agua renovable per cápita y 4ujos migratorios por RHA, rha, 2015
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					Nota:los porcentajes de inmigrantes y emigrantes se obtuvieron con respecto al total de movimientos entre rha registrados en el país entre 2010 y 2015.

				

				
					Cuadro IV.2a
Promedio del consumo de agua potable de los hogares estimado en m+/toma/mensual según clima predominante y nivel socioeconómico
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					** Para el clima de cada localidad se utilizó el Sistema de Clasificación Climática de Köppen.

					fuente: Semarnat, Conagua, 2015: 10.

				

				
					Cuadro IV.2b
Promedio del consumo de agua potable de los hogares estimado en m+/toma/mensual según clima predominante y nivel socioeconómico

					[image: ]
					* Los niveles socioeconómicos están determinados con base en una clasificación de las viviendas por Área Geoestadística Básica (ageb).

					** Para el clima de cada localidad se utilizó el Sistema de Clasificación Climática de Köppen

					fuente: encuesta sobre el consumo de agua potable en los hogares (cide) para Conagua.

				


				

			La determinación exacta del consumo doméstico en el ámbito urbano (demanda) requiere utilizar información de usuarios por tipo de toma (m3/toma al mes) y sus respectivos consumos, mediante registros de dotación del organismo operador considerando las tomas con medición y sin tandeo (oferta), ya que representa el agua que la población está dispuesta a consumir a la tarifa actual. Sin embargo, no todas las tomas domésticas corresponden a viviendas con medición del consumo (m3/mes) y cobro con tarifa. Existen ciudades donde las viviendas carecen casi en su totalidad de medición o servicio continuo, o cuentan con cuota fija (independiente del consumo de agua), lo que implica que, al tener un costo marginal tendiente a cero en el consumo de agua, se tiende a desperdiciarla, lo que hace imposible la obtención del consumo real.

			Para solventar estos inconvenientes, la Conagua ha estimado los consumos de una ciudad similar en clima y nivel tarifario, y aplica la información del padrón del organismo operador sobre el número de tomas. De este análisis, se ha observado que el nivel de consumo doméstico mensual en el país oscila entre 12 y 20 m3 / toma / mes, dependiendo del clima, tarifas y tipos de uso; con un consumo medio de 14.39 m3 / toma / mes o aproximadamente 500 litros al día en promedio por vivienda.

			De acuerdo con el estudio de la Conagua a través del Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), “Estimación de los factores y funciones de la demanda de agua potable en el sector doméstico en México”, en localidades mayores de 20 000 habitantes se determinó el consumo de agua potable de acuerdo al clima y nivel socioeconómico, como aparece en los cuadros IV.2a y IV.2b.

			En general, puede observarse un mayor consumo de agua en tomas domésticas en regiones con un clima más cálido y en hogares con un nivel socioeconómico alto.

			En el ámbito urbano y metropolitano, la dotación de agua potable en las viviendas tiene un impacto en el número de viviendas particulares habitadas (vph) con agua potable y drenaje, pero una relación inversamente proporcional al agua renovable per cápita. En términos generales, las rha que cuentan con una mayor provisión de agua muestran una tendencia a una menor dotación de servicios públicos relacionados con el consumo de agua, y donde se registra menor agua renovable hay, paradójicamente, una cobertura de servicios mayor y, en consecuencia, una propensión para un mayor consumo de ésta (gráfica IV.2).

			Esta relación responde en buena medida al grado de urbanización que se presenta en cada rha. La rha XI Frontera Sur es la región del país con el mayor registro de agua renovable y tres de las zonas metropolitanas del país (Tuxtla Gutiérrez, Villahermosa, con una población de entre 500 000 y un millón de habitantes, y Tapachula, con una población de 348 000 habitantes); mientras que la rha XIII Aguas del Valle de México es la zona con el menor registro de agua renovable y la mayor zona metropolitana del país (zmvm con más de 20 millones de habitantes), además de las zonas metropolitanas de Tula y Pachuca (557 000 y 225 000 habitantes, respectivamente).

			Históricamente, la tendencia concentradora de población y actividades económicas en ciertas regiones (durante la segunda mitad del siglo xx en el centro y el norte del país) reflejó el proceso de industrialización y la orientación exportadora de la economía al mercado norteamericano, independientemente de la existencia sobrada del recurso hídrico, pero con efectos degradantes de las fuentes superficiales y los acuíferos. En este contexto, la migración tanto entre regiones como dentro de éstas puede impactar en mayor o menor medida la presión sobre el recurso y el servicio de agua y drenaje, según tenga como destino municipios metropolitanos o el resto de los municipios. Una emigración relevante de aquellas ciudades en regiones con menor agua renovable puede “aliviar” la presión y disminuir el consumo doméstico promedio, y una inmigración a ciudades localizadas en rha con poca agua renovable puede incrementar el consumo en aquéllas e incrementar aún más la presión sobre el recurso.

			
			
					Gráfica IV.2
México: Relación agua renovable y viviendas con agua y drenaje por rha, 2015

					[image: ]
					fuente: elaboración propia con base en Conagua. Sistema Nacional de Información del Agua (sina), 2015 e inegi. Encuesta Intercensal 2015.

				

		
			De acuerdo con los datos de residencia en 2010 y 2015, se observa en general un saldo neto migratorio positivo (diferencia entre inmigración y emigración) en municipios metropolitanos y negativo en el resto. De manera diferenciada, varios municipios metropolitanos atractores se encuentran en rha con menos del promedio nacional de 3 620 m3 / hab. / año de agua renovable per cápita (rha II, IV, VII, VIII, I; VI y XIII), y registran una proporción de viviendas con servicio de agua potable de 82% y hasta 95%, al menos en municipios metropolitanos. Entre éstos se encuentran los de las zonas metropolitanas de Monterrey, con una población de poco menos de cinco millones; Tijuana, con casi dos millones de habitantes; Juárez, con 1.4; Mexicali, Chihuahua y Saltillo, con casi un millón; Reynosa y Ensenada, entre 500 000 y menos del millón, hasta Piedras Negras y otras en el rango de 100 000 a medio millón, con un clima seco o muy seco. En estas mismas rha se encuentran igualmente los municipios atractores no metropolitanos, aunque en este caso el nivel de servicio y la demanda son menores. Aquí vale la pena señalar una de las desigualdades (históricas y estructurales) persistentes en nuestro país entre el campo y la ciudad.

			Los datos presentados en el siguiente cuadro revelan varias desigualdades. La rha XIII Aguas del Valle de México, aunque expulsa población, principalmente de la ciudad central y en general de las alcaldías antes delegaciones centrales, atrae población principalmente a los municipios metropolitanos del Estado de México, pero también a municipios no metropolitanos. Por el contrario, y en el otro extremo, las rha V Pacífico Sur y X Golfo Centro muestran el mayor snm tanto de sus municipios metropolitanos (Tuxtla Gutiérrez, Tapachula y Villahermosa; Veracruz, Xalapa, Córdoba, Orizaba, Poza Rica, Coatzacoalcos-Minatitlán y Tehuacán y Teziutlán, respectivamente), como de los no metropolitanos. En realidad, son regiones de emigrantes del Golfo y el sur del país (a excepción de la península de Yucatán, en donde tanto Cancún como Mérida resultan destinos privilegiados), y son regiones de inmigrantes el centro y el norte. De tal manera que en las primeras “sobra” el agua,16 aunque el nivel de los servicios públicos deja mucho que desear, hay mayor pobreza y “no hay oportunidades de trabajo”, mientras que en el centro y el norte “falta el agua”, aunque los niveles de servicios públicos son relativamente elevados y lo mismo la oferta de empleo y las oportunidades económicas.

			Éstas son algunas conclusiones provisionales, y que hay que considerar otras escalas: las desigualdades intraurbanas, por un lado, las fugas en las redes de distribución y los porcentajes ínfimos de agua tratada, reusada y reciclada en la escala urbana, así como, en todas las escalas, los efectos del cambio climático.

			Demanda del recurso (usos consuntivos regionales)

			Con base en la distribución de población y actividades económicas en el territorio nacional, la demanda del recurso para diversos usos no es homogénea. Hemos visto que la población responde no a las condiciones naturales del ciclo del agua sino a las oportunidades sociales y económicas que ofrecen los centros urbanos donde se localiza la actividad económica y existen economías de urbanización. La aparente tendencia a una gradual reducción del flujo migratorio se reporta en Sobrino (2010: 64). Sin embargo, es probable que los movimientos aumenten en el ámbito del cada vez mayor número de zonas metropolitanas del país, considerando su participación mayor en la población total y urbana del país. Este autor además menciona el comportamiento errático de la migración en relación con la dinámica económica del país. En efecto, cuando la economía crece, el volumen y la tasa de migración se reducen, y lo contrario: cuando se reduce la tasa de crecimiento del pib, aumenta la migración. Y, en este caso tendríamos que considerar el efecto territorial del cc en la economía y, por tanto, en decisiones de migrar (Sobrino, 2010: 600, gráfica 8).

			Por supuesto que la demanda de uso del recurso tiene una explicación de política pública. El desarrollo de actividades agrícolas dependientes del riego fue resultado de una política explícita (Aboites, 2006), lo mismo que las concesiones. Así que de nuevo el norte muestra una ventaja sobre el resto del país en este aspecto, con efectos ambientales considerables. También el poblamiento histórico del territorio resulta una condicionante de la presión sobre el recurso. En efecto, en lo que respecta al uso agropecuario del recurso, nuestro país mantiene una herencia histórica17 que se refleja en desigualdades geográficas y sectoriales en el uso del recurso (gráfica IV.3), las cuales corroboran, por cierto, la paradoja en la que insistimos: las actividades humanas y la población se concentran en volumen e intensidad y privilegian regiones donde el recurso disponible es escaso. Además, mantienen las diferencias en el agua concesionada y, por supuesto, en la explotación de agua subterránea (cuadro IV.4).

			Aquí queremos mostrar los usos urbanos, pues son los que ejercen las presiones para la dotación del agua potable, y los que generan un impacto disruptivo que afecta los demás usos, sin entrar en una discusión ni analizar la eficiencia en su uso en los diferentes sectores y usos consuntivos o bien en la explotación intensa e insostenible de acuíferos. Hay que considerar los trasvases necesarios para asegurar el mantenimiento de la vida urbana para cerca de 80% de la población del país, así como el uso del agua en la actividad económica en un contexto de escaso tratamiento, reúso o reciclado.

			La brecha entre regiones: frontera sur versus Aguas del Valle de México

			La mayor brecha a escala regional es la que se da entre la rha XIII y la XI. Nótese que hay diferencias naturales, sin embargo, lo que nos interesa son las que se producen a partir de la intervención humana, ya sea intencionada o no.18 Aquí comparamos los datos de los rubros relevantes de ambas rha que aparecen en la Conagua (2018: 240, 242).

			La cobertura muestra una diferencia de diez puntos porcentuales en agua tanto entubada dentro de las viviendas como de drenaje a red pública, favorable para la rha XIII. Esta diferencia es paradójica considerando las variables del agua renovable. La precipitación normal anual es casi tres veces mayor en la XI que en la XIII y la capacidad de recarga del acuífero es ínfima en la XIII, de 2  294 hm3 / año, frente a 22 718 hm3 / año en la XI. Este dato es estratégico en un contexto en el que 50% del volumen disponible para usos consuntivos en la rha XIII se extrae del subsuelo (en la XI corresponde a sólo 30%). De tal manera que mientras en la XI en 2017 el agua renovable equivalía a 147 195 hm3 / año, en la XIII sólo alcanzaba 3 401 hm3 / año. Los datos explican la diferencia de agua renovable per cápita en ese año de 18 776 m3 / hab./año en la primera y de sólo 144 m3 / hab. / año en la segunda, cantidad 25 veces menor en la XIII que el promedio nacional, de 3 629 m3 per cápita anual, mientras que en la XI es cinco veces mayor. Con “tanta agua” el caudal procesado en plantas de tratamiento en la XI no llega a 5%, frente a 24% en la XIII, que, sin embargo, es alarmantemente bajo debido a la relativa escasez y otras condiciones que caracterizan a esta rha, como el porcentaje de agua que se importa de otras cuencas y, no menos, la proporción que se pierde por fugas en la red de distribución. Así que, si las condiciones diferenciales de tipo “natural” están dadas (aunque el CC puede tener impactos graves), las condiciones de infraestructura y gestión se han impuesto y, en general, pueden ser modificadas. 

			Por supuesto, estamos hablando de más de 10 veces de la población metropolitana en la rha XIII y una población tres veces mayor (95% urbana) y altamente concentrada en la zmvm frente a la población de la rha XI, que se distribuye casi igual entre el ámbito urbano y el rural. Esto casi corresponde a los usos cuya diferencia es de casi 10 veces el volumen entre ambas regiones: los usuarios domésticos y servicios urbanos en la primera concentran 45% del total del recurso para todos los usos y en la segunda sólo 23%. Los otros usuarios como la agroindustria, la industria manufacturera y el comercio y los servicios, además del sector agrícola y del sector generador de electricidad (excluidas las hidroeléctricas, que son no consuntivas y que son precisamente las que existen en la XI), que usan una proporción menor y semejante, si bien la estructura de estos sectores es totalmente diferente en las dos regiones.

			
				
					Cuadro IV.3. rha: Dotación de servicios de agua potable y drenaje en viviendas particulares habitadas (vph) de municipios metropolitanos y resto de municipios de la región según saldo
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					fuente: elaboración propia con base en inegi. Encuesta Intercensal 2015.

				

			
			
				
					Cuadro IV.4
Principales características de los distritos de riego, año agrícola 2015-2016
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					fuente: elaboración propia con base en Conagua, Estadísticas del agua en México 2018.

					1	Están sombreadas las rha más relevantes en el uso consuntivo del agua, que por supuesto corresponden a cuencas del centro y norte del territorio nacional.

				

			
			
				
					Gráfica IV.3
Volumen concesionado para usos consuntivos por RHA, 2019 (hm³)
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					Cuadro IV.5
Consumos de agua potable promedio según tipo de usuario

					[image: ]
					fuente: Semarnat, Conagua, 2015: 28.

					*	El uso industrial incluye industria, agroindustria, servicios y comercio y termoeléctricas

			

				
			
					Cuadro IV.6
Usos agrupados1 consuntivos por tipo de fuente. 2017
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					fuente: Conagua (2018), Estadísticas del Agua en México. 2018. México: Semarnat, pp. 74-77.


				

		
			
					1	En el Registro Público de Derechos de Agua (Repda), se registran los volúmenes concesionados o asignados a los usuarios de aguas nacionales... Se emplea el término uso agrupado [pues se incluyen varios rubros en cada uso]. En 2014 se adicionó un nuevo rubro no consuntivo: el de conservación ecológica, con un volumen concesionado de 9.46 hm³/año [que se agregó a un volumen de 183 066 hm3 concesionado a hidroeléctricas].

					2	Doméstico y público urbano.

					3	Agroindustrial, industrial, comercio y servicios.

					4	Se refiere a termoeléctricas, pues las hidroeléctricas se agrupan en usos no consuntivos.

				
				
			
			Localización de la actividad económica demandante de agua

			La industria manufacturera (incluida la agroindustria) y las actividades comerciales y de servicio representan un uso consuntivo que demanda aproximadamente 5% del total, pero ellas no se distribuyen homogéneamente. Antes bien, presentan sesgos regionales y urbanos importantes que no necesariamente respetan los niveles regionales de agua renovable; representan una demanda muy elevada y, por tanto, la necesidad de tratamiento de sus residuos de un nivel técnico más específico que el residencial.

			En el cuadro IV.8 se aprecia la carga que representa la industria textilera y la de papel y celulosa, otra industria muy demandante del recurso. Pero los servicios son también exigentes, como ocurre con los hoteles, especialmente los medianos y grandes desde 100 a más de 500 cuartos (aquí se incluyen los que ofrecen al menos dos servicios a sus huéspedes), y enseguida los hospitales. Depende de su tamaño considerar mercados y baños públicos y, desde luego, el número de establecimientos en cada localidad.

			En el cuadro IV.9 se aprecia la distribución absoluta y relativa por rha de establecimientos que son grandes demandantes de agua para su producción y operación. Se trata de aquellas actividades económicas e instalaciones listadas en el cuadro anterior. Nótese que sólo representan 2.37% del total de establecimientos registrados en el país. Sin embargo, tienden a concentrarse en las rha más pobladas y en las que se localizan las grandes zonas metropolitanas del país: XIII Aguas del Valle de México y VIII Lerma Santiago Pacífico. Pero para algunas regiones éstos representan una proporción relativamente elevada de sus establecimientos, como ocurre con la XII Península de Yucatán, V Pacífico Sur y IV Balsas, que son igualmente deficitarias de agua renovable. Si bien su tamaño por número de personal ocupado no permite conocer el impacto de su producción en la demanda de agua, nos permite tener idea de la importancia que representa su localización regional como grandes demandantes de este insumo (véase el cuadro IV.9).



			
		
			
					Cuadro IV.7
RHA XI y XIII: Comparativo de variables seleccionadas, 2017
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			fuente: Conagua (2018), Estadísticas del Agua 2018, México: Semarnat, Conagua, pp. 239 y 241.

			1	Habitantes y población en ZM en miles.

		

			2	La cobertura que hace Conagua es sobre la población en viviendas; mientras que en el cuadro de arriba la unidad de análisis es viviendas; ésa es la razón por la que los porcentajes podrían no coincidir.

			Su distribución en el territorio, como dijimos, no es balanceada ni en tipo ni en número ni en el volumen que demandan (mapas IV.1a y IV.1b). Pero por su tipo, número y volumen de demanda ejercen una gran presión en el servicio de agua potable y saneamiento locales. Cabe señalar que no todos los establecimientos deben por ley instalar planta de tratamiento para tratar sus residuos y menos aún cuentan con instalaciones para el reciclado y el reúso de sus aguas tratadas. Son notables algunos grandes hoteles en este tipo de instalaciones. Un cálculo con información detallada de estos establecimientos y sus características de tamaño y operación permitiría conocer el volumen de agua que demandan, así como el que deben tratar antes de verter su agua residual a la red de drenaje municipal, o al mar.

			De nuevo, la comparación entre las rha en los extremos es pertinente. La concentración de los establecimientos demandantes privilegia ciertas localizaciones, en especial si se trata de actividades productivas tradicionales (como la textil) o servicios especializados, lo que indica una especialización urbana. De otra forma puede decirse que su número responde a la demanda de la población de la localidad donde se encuentran.

			Las regiones concentradoras en número de estos 126 210 establecimientos son, paradójicamente, las rha que muestran gran presión sobre el recurso. Se trata, en efecto, de XIII Aguas del Valle de México, VIII Lerma Santiago Pacífico, IV Balsas y XII Península de Yucatán (18, 16.7, 16 y 11%, respectivamente). Sin embargo, el tipo de actividad muestra una especialización. La XIII concentra 22 704 establecimientos, lo que si bien representa un porcentaje pequeño del total de más de un millón de establecimientos económicos en la región (2.18%), equivale a 18% de los grandes consumidores o demandantes del líquido. Destaca en comercio y servicios, pues se trata de la gran metrópolis, si bien históricamente concentra aún un elevado porcentaje de la industria textil (uno de cada cuatro establecimientos en el país se localiza en el Valle de México). Concentra el mayor número de lavanderías, de clubes deportivos, de servicios de salud y de mercados, lo que corresponde a su tamaño poblacional.

			Por su parte, la XI concentra casi 4% del total de estos establecimientos (5 001). Se distribuyen en importancia por su número; en primer lugar, en lavanderías (28.5%), servicios de salud (17.3%), centros deportivos (16.9%), 550 hoteles (11%) y 504 establecimientos de la industria textil (10.8%). Estas actividades representan 85% del total de las grandes demandantes del recurso y de los servicios. La pregunta es si una política industrial que considere el recurso hídrico debiera plantear la disyuntiva de localización de las actividades económicas a partir de dónde ubicarse según qué actividad a desarrollar, o bien qué actividad es permitida según dónde tiene una preferencia locacional.

			Nótese cierta concentración en industria en las rha X Golfo Centro, IV Balsas y VII Cuencas Centrales del Norte, así como en oferta de actividades turísticas en la II Noroeste, III Pacífico Norte, XII Península de Yucatán y X Frontera Sur. La concentración relativa de oferta recreativa en la rha VI Río Bravo se explica seguramente por su condición fronteriza. Sin duda, la actividad económica resulta casi independiente de la existencia del recurso, de tal manera que los gobiernos locales responden a esta demanda en oposición a los requerimientos del servicio domiciliario en las localidades donde se ubican tanto la industria como los servicios turísticos.

			Conclusiones

			La historia del poblamiento del país, así como las políticas públicas a lo largo del tiempo, desde la Colonia y más aún durante el siglo pasado, han llevado al país a enfrentar un reto mayúsculo con respecto a la disponibilidad y el uso del recurso hídrico. Esto ha sido causa de que los recursos hidrológicos en el territorio sufran deterioro, contaminación y degradación en algunos casos insalvable. El análisis por rha permite tener una visión de las grandes cuencas del país, y pone de relieve, asimismo, las paradojas del desarrollo nacional y la persistencia de las desigualdades sociales, económicas y ambientales.

			En el marco del cc, la fuerza de trabajo y la población, en general, decidirá migrar, como hasta ahora lo ha hecho, buscando oportunidades de vida. No parece existir una política que pueda contrarrestar el impacto de la migración sobre los recursos y los servicios en las localidades que ofrecen ventajas sociales, económicas y ambientales a su población o al menos que se perciben como tales. Los cambios en las tendencias no son inmediatos, pero sí posibles. La concentración que parecía imparable en la Ciudad de México alcanzó un punto de inflexión y en el sistema urbano se experimentó una difusión del crecimiento hacia las ciudades intermedias, a tal grado que se cuenta más de una docena de ciudades millonarias, además de las cuatro zonas metropolitanas principales, y más de 400 municipios metropolitanos en los que habita la mitad de la población urbana del país. Pero el problema no debe resolverse sin una política específica y focalizada regional y sectorialmente, ni hay que esperar para fomentar ampliamente la cultura del agua. La pregunta es ¿cuáles son los criterios de política que permiten o bien obstaculizan reducir las desigualdades dentro y entre regiones? Y, por ende, las sociales.

			Éste no es el espacio ni fue el propósito detallar los pasos a seguir, incluida la necesidad de incorporar rigurosos criterios de eficiencia en el manejo del recurso que incidan en todos los usuarios y en todos los usos consuntivos, sin embargo, parecería necesario avanzar en una conciencia de transversalidad de las políticas, pues el problema a enfrentar es multicausal, multisectorial, multiescala y, sin duda, intra e interregional.

			
					Cuadro IV.8
 Promedio de consumo de agua potable por clase económica (6 dígitos del scian) según tipo de actividad e instalación
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					fuente: elaboración propia con base en Conagua, Deproc, s/f. Estudio de alternativas de solución para suministrar agua potable a las ciudades de Minatitlán y Coatzacoalcos.

					1	Las necesidades generadas por empleados o trabajadores se consideran por separado a razón de 100 l/trabajador/día.

					2	Las necesidades de riego se consideran por separado a razón de 5 l/m²/día.

				


				
					Mapa IV.1a
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					Mapa IV.1b
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					Gráfica IV.4
RHA: Distribución de establecimientos con gran demanda de agua por sector de actividad, 2019
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					Fuente: elaboración propia con base en inegi, Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (denue) e inegi, Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México 2019.

				


				
					Cuadro IV.9
RHA: Establecimientos totales y con gran demanda de agua según tamaño, 2019
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					* El tamaño de establecimientos se estableció con base en el Acuerdo por el que se establece la estratificación de las micro, pequeñas y medianas empresas, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 30 de junio de 2009.

					** La suma de los establecimientos por tamaño de personal ocupado (PO) no corresponde exactamente al total de éstos, ya que se excluyen los mercados públicos de los cuales no está disponible el número de personal ocupado.

					Fuente:: elaboración propia con base en inegi, Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (denue ) e inegi Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México 2019.

				


				
					Gráfica IV.5
Descripción de las rha del cuadro IV.9
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					1	El modelo económico clásico de la migración (Todaro, 1976) propone un movimiento en dirección a un destino que ofrece “ventajas” sobre el origen. Demográficamente se explicaba (Lee, 1966) a partir de factores de atracción en el destino y de repulsión en el origen, si bien se ha entendido que se trata de un sistema en el que operan fuerzas engranadas y mutuamente dependientes, lo que permite escapar del patrón tradicional rural urbano y abordar múltiples escalas, además de movimientos simultáneos diversos (Geyer and Kontuly, 1993). 

				

				
					2	Luis Unikel y colegas (1976) escribían acerca de las implicaciones del desarrollo urbano en México que “el proceso de metropolización es muy reciente” en nuestro país. En esos años —decía— la zona metropolitana de la Ciudad de México era la más avanzada y era posible ya tener “un panorama mucho más amplio de las ventajas y desventajas económicas, políticas, sociales y culturales […] así como sus requerimientos y problemas intra urbanos” (pp. 323-324).

				

				
					3	El impacto del cc en diferentes rubros en el caso de México se encuentra en Galindo (2009). Derivado del estudio de Stern (2006), en el que se consideran impactos en múltiples áreas de la actividad humana, Galindo se refiere a los efectos que el incremento de temperatura global tendrá espacio-temporalmente de manera diferenciada; es claro que en el caso de México afectará drásticamente el régimen climático (temperatura, precipitación, etcétera) y, como consecuencia, las actividades agropecuarias, los recursos hídricos y sectores como salud y turismo. Estos cambios se incluyen entre los aspectos que Stern considera como parte del análisis económico del cc, pues, dice, incidirán sobre los elementos básicos de la vida humana (nuestras cursivas) en distintas partes del mundo: acceso a suministro de agua, producción de alimentos, salud y medio ambiente. A medida que se va produciendo el calentamiento del planeta, cientos de millones de personas podrían padecer hambre, escasez de agua e inundaciones costeras. Algunos patrones asociados al cc señalados por Galindo (p. 33) son: “incremento de la temperatura global, aunque en forma heterogénea por regiones; intensificación del ciclo hidrológico, por un lado, incremento en precipitaciones fuertes en algunas zonas del planeta y por otro lado sequías intensas […] y, finalmente, cambios en los patrones de eventos extremos”. En el caso de las regiones del norte del país los escenarios muestran una disminución importante hasta de 15% de precipitación promedio anual, mientras que en otras regiones se muestran incrementos hasta de 10%.

				

				
					4	El análisis de la dinámica de las poblaciones ha sido una tarea demográfica, pero la interpretación de los cambios en los patrones espaciales de la población es esencialmente una preocupación geográfica (Compton, 1991: 35-36) y el análisis geográfico de la población se ve afectado por la escala, pues la estabilidad aparente del nivel macro oculta una sustancial variabilidad en la escala micro.

				

				
					5	Como se señalaba en la presentación del reporte sobre migración interna en México (Sobrino, 2010): “Actualmente, la mayor parte de las diferencias en el crecimiento demográfico de las entidades federativas y ciudades de México se debe a la migración de personas y familias que buscan ampliar sus oportunidades de desarrollo económico y social, así como un ambiente adecuado que les permita mejorar su calidad de vida”.

				

				
					6	Se obtiene del cociente entre el volumen total de agua concesionada y el agua renovable (cantidad máxima de agua que es factible explotar anualmente, y se calcula como el escurrimiento superficial virgen anual, más la recarga media anual de los acuíferos, más las importaciones menos las exportaciones de agua hacia otras regiones o países y de ellas (Conagua, 2018: 293).

				

				
					7	El nivel de desagregación será municipal y las localidades se definirán por los municipios que las conforman.

				

				
					8	Hay marcadas diferencias por regiones del país. Mientras que en el Sur y Sureste tenemos exceso del agua, hay escasez del agua en el Centro y en el Norte. En Baja California Sur apenas se registran poco más de 70 mm de lluvia promedio al año, mientras que en Chiapas o Tabasco la precipitación anual supera los 3 000 mm.  En conjunto las zonas áridas o semiáridas del centro y norte de México apenas reciben 25% del agua de lluvia. En contraste en el sur y sureste se recibe 49.6%, casi la mitad del agua de lluvia. 

				

				
					9	De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) (2008), prácticamente la mitad de los ecosistemas naturales de México (un total de 93.8 millones de hectáreas) ya ha sido modificada en su estructura y funcionamiento, y si bien el volumen de agua renovable promedio en el país per cápita es de 4 028 m3 / año / hab., y la huella hídrica, de 1 978 m3 / año / hab., la demanda y su uso ineficiente hacen que México sea de los países con mayor extracción del agua per cápita pero menor tratamiento y reciclado. Según la fao (2012), nuestro país se encuentra en el lugar 39 sobre 56 para tratamiento de aguas residuales. 

				

				
					10	Por ejemplo, en el cumplimiento de los Objetivos del Desarrollo Sostenible 3, 6, 11, 12 y 15.

				

				
					11	Se trata de la movilidad residencial intrametropolitana que en el quinquenio 1995-2000 representó una tercera parte de la migración total en el país. (Sobrino, 2010:106)

				

				
					12	Sin duda las oportunidades de empleo ejercen una fuerte influencia en la migración, si bien la relación no es simple o directa. La tasa de desempleo no es un buen indicador de perspectivas del mercado de trabajo regional. La inmigración tendrá un efecto multiplicador sobre la tasa de desempleo y afectará en el tiempo el mercado de trabajo y las perspectivas económicas regionales. No debe olvidarse también el costo pecuniario de migrar, así como otros costos relacionados con el entorno (calidad de vida) en el lugar de llegada del migrante (y su familia) (véase Armstrong Harvey y Jim Taylor, 1993: 116).

				

				
					13	Si bien Wolpert (1966) ofrece un análisis temprano en relación con la preocupación ambiental, adelanta un argumento que se aplicaría en la actualidad. Según este autor, un individuo asigna un valor al lugar donde reside (place utility) que representa los costos y beneficios derivados de ese sitio, y lo pondera con base en su experiencia y la información que tiene en relación con otros lugares. A estos sitios alternativos les asigna un valor con base en los costos y beneficios anticipados que, desde luego, pueden ser percibidos de manera imperfecta. Se crea así un universo espacio-temporal en el que la persona concibe que puede o podría moverse eventualmente. Podemos pensar que estos costos y beneficios incluyen en la actualidad los que se derivan de la calidad de vida y las variables ambientales, que cada vez son más relevantes para tomar decisiones de todo tipo.  

				

				
					14	Agua renovable per cápita (arpc) en 2018 menor que el promedio nacional.

				

				
					15	El consumo no doméstico incluye el comercial, el industrial y el de servicios públicos; a su vez, el consumo industrial se clasifica en industrial de servicio e industrial de producción (fábricas) (Semarnat y Conagua, 2015: 9).

				

				
					16	Nos referimos coloquialmente al grado de presión que en la rha XI Frontera Sur es de 1.7% sin estrés, frente a la rha XIII Aguas del Valle de México de más de 141% con muy alto estrés, tomando en cuenta que para México es bajo de 19.5% con base en un grado de presión medio global en el rango de 20 a 40%.

				

				
					17	El reparto de los recursos hídricos para uso agrícola (tanto el agua como la infraestructura para su gestión) fue definido a la par del reparto agrario fruto de la Revolución de 1910 (Aboites et al., 2010). A partir de los gobiernos de Ávila Camacho (1940-1946) y de Alemán (1946-1952) “se intentó frenar y revertir el reparto agrario con la expedición de los certificados de inafectabilidad agrícola y ganadera al mismo tiempo que se estableció una política de fomento productivo que privilegió al sector de grandes agricultores del norte-noroeste en detrimento del sector campesino” (Suárez, 2016: 22). Las diferencias regionales se observan de manera particular en el caso de la infraestructura hídrica para las tierras de labor en la década de los cuarenta, cuando la perforación de pozos profundos y uso de bombas para la extracción de aguas subterráneas avanzó aceleradamente en el noroeste del país, y de 1926 a 1931, al iniciar la construcción de cuatro sistemas de riego en el norte del país en El Mante, Tamaulipas; Don Martín, Coahuila y Nuevo León; Delicias, Chihuahua, y San Carlos, Coahuila (Conagua, 2009: 35-37). En contraste, en el sur del país se observa que la población en zonas rurales y urbanas logra tener acceso al líquido comúnmente mediante acuerdos locales y no vía los títulos de concesión (Kauffer et al., 2010: 507).

					De esta manera, a partir de 1970, e inexplicablemente hasta la fecha, la desigualdad geográfica y social del sector agropecuario ha sido dramáticamente evidente a pesar de múltiples intervenciones que aparentemente buscaban mitigar tales injusticias derivadas de las políticas de desarrollo económico.

				

				
					18	En política la no intervención también cuenta como estrategia.
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			V. Agua, género y desigualdades: estudio en la región  náhuatl de Zongolica, Veracruz

			Judith Domínguez Serrano

			Introducción

			Varios estudios en México y Latinoamérica han abordado la relación de la mujer con el agua, así como también las cuestiones indígenas en relación con los recursos naturales. A partir de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) se prestó mayor atención a las diversas formas de desigualdad, ya no sólo social o económica, sino también ambiental, entendiéndose por ello el desigual acceso al uso y disfrute de los recursos naturales, que ha sido objeto de estudio de la justicia ambiental o se ha tratado desde el análisis de los conflictos.

			Este artículo tiene dos objetivos: el primero es mostrar los hallazgos del trabajo de campo que se realizó en una región náhuatl sobre condiciones de acceso al agua y saneamiento básico y sus repercusiones en las mujeres en esta zona específica; el segundo objetivo apunta a aportar elementos para corregir la política de acceso al agua en zonas rurales, a partir de la identificación de los hallazgos encontrados, para garantizar el derecho humano al agua para todas las personas.

			A partir de la revisión de la literatura referida a las cuestiones indígenas y de género y agua en documentos internacionales sobre los ods, en la información geoestadística del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) en las localidades seleccionadas, así como en la organización de grupos focales, talleres, recorridos de campo y entrevistas a autoridades del agua en los ámbitos estatal y local, se elaboró la metodología para el desarrollo de esta investigación. En ella participó un grupo interdisciplinario y la organización social de base Fondo para la Paz, incluyendo traductores de la lengua náhuatl, pues en dos comunidades las asistentes sólo hablaban esta lengua. En algunas de ellas existía un comité de agua —siendo justamente las que tenían acceso al líquido—, pero en otras no; el saneamiento es un gran tema pendiente de la política, y las repercusiones en la salud, realmente preocupantes. El cambio en el patrón de lluvias también ha afectado la disponibilidad de agua, ya que al estar las comunidades ubicadas en la parte más alta de la montaña, los manantiales pequeños son las fuentes de agua, y ésta fluye hacia abajo; es por ello que algunas familias captan el agua de lluvia en periodos en que llueve, pero tienen mucha falta del recurso cuando no llueve.

			En cuanto a la organización social, que fue otro de los aspectos del análisis, se identificaron algunos comités de agua que habían logrado autoabastecerse y cobrar una cuota mínima de recuperación; sus miembros asistieron a las reuniones y talleres que se realizaron. La identificación de las debilidades y fortalezas de las comunidades, con la presencia o no de comités de agua, sirve de base para realizar algunas propuestas de cambios en los programas de apoyo a zonas rurales. Este análisis permitió aportar elementos para la modificación de las Reglas de Operación para el Programa de Agua Potable, Drenaje y Tratamiento (mejor conocido como Proagua) a cargo de la Comisión Nacional del Agua (Conagua), aplicables a partir de 2020 y en 2021.

			Metodología

			El proyecto se desarrolló en dos etapas. En la primera se documentó, con trabajo de gabinete, la información geoestadística de los dos municipios y sus localidades, con base en el Censo de Población y Vivienda 2010 y en la Encuesta Intercensal 2015, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), para constatar si habían sido beneficiarios de los programas federalizados de la Conagua, orientados a atender la falta de cobertura de agua, drenaje y alcantarillado (Programa para la Sostenibilidad de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento en Comunidades Rurales-prossapys, que posteriormente se integró en el Proagua, en el apartado rural). En esta primera etapa se revisaron, asimismo, trabajos más teóricos sobre género y pobreza.

			En la segunda etapa se realizó trabajo de campo en el municipio de Mixtla de Altamirano con representantes de las localidades rurales de Capultitla, Mexcala, Perzacualco, Teapa La Joya, Barrio San Antonio, Coximalco, Mexcalco, Teapa Ocotempa, Cruz Titla, Telexcalco, Noxcala y Coximac, así como en el municipio de Tequila, con habitantes de las localidades rurales de Moxala, Popocatépetl, Atlaco, Atempa, Poxcautla, Coxititla, Cozocotla, Ahuacatla, Santa Cruz, Talapan, Tepapalatla y la Cumbre parte baja. Esto, con la finalidad de elaborar un diagnóstico y, posteriormente, impartir unos talleres para proporcionar información y elementos que pudieran atender los problemas que previamente habían identificado.

			El trabajo de campo en las localidades rurales incluyó varias visitas y entrevistas, la aplicación de una encuesta, la organización de seis grupos focales, y recorridos por las comunidades; por medio de todos estos contactos con las zonas de estudio se trató de conocer directamente la forma en que se realiza el abastecimiento del agua, cómo percibe la población el problema, su relación con las autoridades, organizaciones sociales u otras instituciones y, a través de historias de vida, se tuvo una aproximación a la relación de las personas  con el agua. La encuesta incluyó cinco apartados (organización comunitaria, operación y mantenimiento, saneamiento ambiental, gestión integral de residuos, gestión integrada de recursos hídricos) y se identificaron las debilidades y fortalezas de las comunidades. También se realizaron varios talleres a partir de los temas de mayor interés para las comunidades.

			Asimismo, se realizaron entrevistas a funcionarios de Conagua-Región X Golfo-Centro y de la Comisión Estatal del Agua de Veracruz, encargados de la atención a zonas rurales, que permitieron conocer el contexto, los problemas de la zona y las acciones que ellos han emprendido desde su perspectiva, y contrastar ésta con la que viven los miembros de las comunidades de esta región náhuatl.

			La zona de estudio: localidades indígenas de la región de las altas montañas en Veracruz

			Veracruz de Ignacio de la Llave es la tercera entidad federativa con el mayor número de localidades rurales (inegi, 2010). Cuenta con 27 977 localidades y una población de 2 913 720 habitantes, lo que representa 38.12%, de la población rural nacional, la cual aumentó 0.72% según la Encuesta Intercensal 2015, a 3 150 765 habitantes rurales, 38.84% del total nacional.

			El trabajo de campo en este estudio se realizó en localidades con población indígena de los municipios de Mixtla de Altamirano y Tequila, pequeñas y muy dispersas como La Capultitla en Mixtla y Oxtotitla y Poxcautla en Tequila. Estas localidades se ubican en la parte alta de la sierra de Zongolica, donde 98.25% de la población es indígena y 30.82% no habla español, sólo náhuatl. La población total del municipio de Mixtla de Altamirano es de 11 646 habitantes, 2908 viviendas y con un Índice de Desarrollo Humano Municipal (idhm 2010, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) de 0.439. De acuerdo a la Encuesta Intercensal 2015 del inegi, 51.4% de las viviendas no tienen agua entubada dentro de la misma, 80.8% no cuenta con drenaje, sólo 5.5% con un baño (excusado o sanitario) y 92.4% tiene letrina (pozo u hoyo).

			El otro municipio en el que se trabajó fue el de Tequila, que cuenta con 15 018 habitantes en 1 725 viviendas. Es indígena 83.4% de la población, de la cual 12.6% no habla español. El idh es de 0.569. De acuerdo con la Encuesta Intercensal 2015 del inegi, 35.9% no tiene agua entubada, 49.2% cuenta con una llave en su patio o terreno, 52.1% no tiene drenaje, sólo 25.7% cuenta con taza de baño (excusado o sanitario) y 71.1% tiene letrina (pozo u hoyo). Estos datos muestran las condiciones precarias de la vivienda que afectan el derecho humano de acceso a agua potable y a saneamiento básico. Los recorridos de campo dieron cuenta de estas condiciones y de la vulnerabilidad en que se encuentran; aun cuando reciban otros apoyos federales, en materia de agua no han sido beneficiarios. El acarreo de agua, que generalmente realizan las mujeres, es un indicador de esta afectación diferenciada de la falta de agua para hombres y mujeres; en el municipio de Tequila 33% de las viviendas depende del acarreo de agua de un arroyo o río, y 39.4%, de la recolección de agua de lluvia; ello, aunado a la precariedad de las instalaciones con las que cuentan, repercute en la salud y el bienestar de los habitantes. Además, vivir en localidades muy dispersas dificulta la comunicación y la organización social para la gestión de los sistemas comunitarios.

			Sólo existe un centro de salud al que acude un médico cada 15 días y en las escuelas se ha construido una cisterna para captar agua de lluvia, pero cuando no llueve está vacía, y los baños son generalmente letrinas, sin agua y sin jabón, que representan un riesgo para la salud, como lo expresó algún participante en los talleres y el diagnóstico.

			Un problema muy referido fue la “propiedad” de los manantiales, sobre los cuales existen mucha irregularidad e ilegalidad, pues un mismo dueño, que tiene un manantial en su terreno, otorga permiso, cobra por el uso del agua o incluso vende este manantial varias veces, dando lugar a reclamos entre los dueños. El diagnóstico puede resumirse en la gráfica V.1.

			Utilizando la metodología de la Fundación avina para identificar la situación de acceso al agua y saneamiento en zonas rurales, se aplicó un cuestionario de 135 preguntas a los participantes; la información obtenida se sistematizó y se georreferenció. Fue necesario adaptar el cuestionario a la zona de estudio, que, como se describió en el apartado anterior, se encuentra en condiciones muy precarias y de pobreza extrema, por lo que muchos rubros no eran aplicables tal como la metodología estaba diseñada. De los ocho rubros de que consta el cuestionario, se profundizó en los que eran de interés para el proyecto: la organización social, la administración de los sistemas de agua, la operación y mantenimiento, el saneamiento ambiental y la educación sanitaria (a la luz del derecho humano al agua y saneamiento); otros fueron abordados, pero en menor medida, por ejemplo, en la parte de gestión integrada del recurso hídrico o en la de gestión integral de residuos sólidos. En la gráfica V.1 se muestra que, de 24 localidades en el rubro de organización comunitaria, la mayoría no presenta ningún avance, es decir, no existe organización social; en cinco existe algún tipo de gestión para dar un mínimo mantenimiento a la cisterna comunitaria escolar, y sólo en una localidad había avances, que era donde estaba conformado el comité comunitario integrado por mujeres. No existía una administración para los sistemas, de tal forma que cada vivienda tenía su propia canalización de agua, por la que pagaba una cuota inicial de 200 pesos para conectarse a la cisterna ubicada en lo alto de la montaña, desde donde corría el agua a través de mangueras por gravedad; si la cisterna sufría un daño por fuertes lluvias, por ejemplo, se realizaba una cooperación para su rehabilitación. El rubro más preocupante fue el de educación sanitaria, pues en los recorridos de campo se observó la falta de higiene y, por tanto, mayor propensión a enfermedades gastrointestinales; en el rubro de comunicación los avances eran casi nulos, es decir, no contaban con información de cuidado del agua o de gestión de los sistemas. A partir de este diagnóstico que identificó las principales debilidades se estructuraron los talleres en torno a temas que, de común acuerdo con los participantes y la organización Fondo para la Paz, se consideraron útiles para las comunidades; así se organizaron los siguientes sobre derecho humano al agua y saneamiento, marco jurídico, higiene y cultura del agua.

			En los talleres se identificaron las debilidades de los casos de estudio a partir del marco teórico elegido, del Enfoque Basado en Derechos Humanos (ebdh), tomando en cuenta los temas de acceso al agua como un derecho humano, y los vinculados con la organización y el fortalecimiento comunitario; con cuidado del agua e higiene; con género y empoderamiento de la mujer; con la comunicación y cuestiones legales, todo ello con la intención de buscar soluciones para superar los problemas analizados. En su mayoría, las asistentes a los talleres fueron mujeres y hubo necesidad de auxiliarse de traductores, debido a que sólo hablaban náhuatl. No puede decirse que a través de ellos se generaran cursos de capacitación por el escaso tiempo con que se contó, pero sí es posible afirmar que fueron recibidos con gran entusiasmo, pues en sus palabras, “nadie les lleva nunca este conocimiento y están necesitados de ello”. Para la impartición de los talleres se utilizaron varias técnicas participativas y se generó una alianza con la organización social Fondo para la Paz, la cual, con el trabajo de desarrollo sustentable comunitario que realizan desde hace varios años en temas como cultivo y venta de café orgánico, permitió contar con la confianza de los habitantes, y su asistencia y participación en esos talleres.

			
				
					Foto V.1
Conexión mediante mangueras para distribuir agua
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					Localidad de Oxtotitla. Tequila, Veracruz, 2018.

				
			

			
				
					Foto V.2
Captación de agua de lluvia
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					Localidad de Capultitla, municipio Mixtla de Altamirano.

				
			

			
				
					Gráfica V.1
Acceso al agua y saneamiento en dos municipios de la Sierra de Zongolica

				
					[image: ]
				
					fuente: elaboración propia.

				

			
			Marco analítico y normativo de la relación entre agua y género

			Varios estudios de género han mostrado que las mujeres y los hombres tienen una relación distinta con el agua (Sever, 2005), más aún en ámbitos rurales,1 y que la falta de agua afecta de forma diferenciada a hombres y mujeres. Género se entiende aquí como el “conjunto de roles, formas de comportamiento y normas que la sociedad asigna a las mujeres y a los hombres; prácticas y representaciones sociales sobre lo que es ser mujer (feminidad) y ser hombre (masculinidad)” (Semarnat, 2010: 24). Estas prácticas son muy evidentes en entornos rurales en los cuales los roles diferenciados están muy bien establecidos; género “no sólo se refiere a la diferencia entre hombres y mujeres, sino también a su estatus, responsabilidades, derechos y participación en todas las áreas y en todos los niveles de trabajo, que incluye gestión de recursos, autoridad pública y toma de decisiones” (Yan et al., 2017: 953). Existen disparidades de género en su relación con el agua y socialmente se han reproducido bajo la idea de dominación. Desde el punto de vista del poder, la mujer y la naturaleza comparten una dominación masculina (Setright, 2014: 52; Shiva, 1995; 2012), de subordinación (Batliwala, 1997: 191), impuesta no sólo por tradiciones y usos culturales sino también por el sistema económico local, que requiere, para el empoderamiento de éstas, de un cambio en las estructuras sociales (Saldaña, 2015: 71; Frades, 2013: 200), para reducir las asimetrías de género (Schmukler, 2000, 73).

			Las mujeres son las principales consumidoras de agua (Moraes y Rocha, 2013) y las más afectadas en su salud cuando no la tienen (Rivas y Rivera, 2009);  desarrollan  prácticas de conservación de agua, son más conscientes de su valor y tienen un comportamiento de mayor cuidado (Yan et al., 2016); el ecofeminismo reconoce una relación especial con la mujer, la naturaleza y el agua, y su potencial rol ante la variabilidad climática (Saldaña, 2015), particularmente para asegurar la comida y el agua para la subsistencia, siendo también  activistas ambientales (Gaard, 2015). Aunque desde el punto de vista de la ecología política se critica la relación de la mujer “cuidadora” (Svampa, 2015: 130), las mujeres soportan las mayores cargas y preocupación ante la falta de agua (Tong et al., 2017: 947-955), lo cual afecta las vivencias de pobreza femenina (López y Salles, 2004: 164). Ellas dedican más tiempo al acarreo y al almacenamiento de agua que los hombres, aproximadamente tres horas, disminuyendo en 13% el tiempo que dedicarían a trabajar (Guevara Sanginés y Lara Pulido, 2015: 463 y 466). Cabe mencionar que las mujeres desempeñan un rol fundamental en la provisión de alimentos (onu, 2017: 5-7; onu Mujeres, 2018: 3-5); paradójicamente, tienen un escaso rol en la toma de decisiones (Ruiz-Meza, 2011b: 221; Hemson, 2000), ocupan cargos de menor importancia (Villalpando et al., 2013) en comités de agua rurales (Nicolás, 2016; Minelli, 2012; Datar, 2008; Hemson, 2002; Kelly et al., 2017, Kauffer, 2003), lo que evidencia el desigual acceso a la toma de decisiones que más les afectan.

			A los talleres acudieron en su mayoría mujeres, algunas “promotoras sociales”, es decir, que ya tenían capacitación y trabajo previo por parte de Fondo para la Paz, aunque también concurrieron hombres que tenían algún cargo (agente municipal), formaban parte de un comité de agua o tenían algún interés por cuestiones legales en cuanto a los manantiales. Dos talleres sólo tuvieron presencia de mujeres indígenas que no hablaban español, pero el apoyo de traductores permitió desarrollar el trabajo planeado. Las mujeres eran las más preocupadas por no tener agua, pues tenían a su cargo el cuidado del hogar, pero su ámbito de actuación era poco por las precarias condiciones económicas y de la vivienda.

			En la revisión de la literatura se encontró un estudio que mostraba que en los programas gubernamentales de subsidios se reproducía la desigualdad (sin proponérselo) y se perpetuaban los roles diferenciados de mujeres y hombres, en parte porque el Estado no propone una mayor participación del hombre en las tareas de la reproducción (Tepichin Valle, 2011; Ayala Galí, 2016: 206 y 287); otros estudios muestran, en cambio, la falta de iniciativa y participación de las mujeres beneficiarias, que desdibuja los atributos o fines de las políticas públicas (Kusnir, et al., 1994: 314-316; Kusnir et al., 2000: 323). En pocos casos se encontró que fueran empoderadas (Saldaña, 2015: 89), pues dependía de la continuidad del programa (Alba Ruiz, 2011; Agencia Española de Cooperación Internacional [aecid], 2013).

			Desde la perspectiva de los estudios indígenas, ellos han abordado la relación con el medio ambiente, analizando los impactos de las reformas legales en los pueblos indígenas (Peña, 2005; Kauffer y García, 2004), la autogestión (Murillo Licea y Soares Moraes, 2017) y el funcionamiento de los comités de agua que existen en territorios de esos grupos (Kauffer y García, 2003; Soares 2003). En este estudio se parte de estas investigaciones y se añade al análisis de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) que, con una perspectiva integral y de derechos, abordan los problemas estructurales de la sociedad moderna, tales como la pobreza, la desigualdad social y la importancia de la inclusión de la perspectiva de género en las políticas de desarrollo de un país y concretamente en las de agua. Específicamente el ods 5 se refiere a “lograr la igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las niñas”; poner fin a todas las formas de discriminación contra todas las mujeres y las niñas en todo el mundo; emprender reformas que otorguen a las mujeres igualdad de derechos a los recursos económicos, así como acceso a la propiedad y al control de la tierra y otros tipos de bienes.

			El informe de avances de cumplimiento de los ods titulado Hacer realidad las promesas (2018) dio cuenta de una situación preocupante: no existe suficiente información ni datos desagregados que permitan monitorear los avances del ods 5, que se encuentran, bajo los estándares que tienen, en un nivel de 26% de cumplimiento, y si se ven en un periodo más largo, de 17%. Destaca la importancia de la transversalidad de la perspectiva de género en los demás objetivos, y aunque se considera que el ods 6, relativo al agua y saneamiento, es un objetivo insensible al género (p. 47), en este artículo se pone en discusión esta “neutralidad al género”, pues tratándose del acceso al agua existen numerosos estudios que demuestran que su falta afecta más a mujeres, niñas y grupos vulnerables o diversos, que a los hombres. El agua sí es sensible al género.

			El Informe de síntesis de 2018 sobre el Objetivo de Desarrollo Sostenible relativo al agua (p. 36) es bastante pesimista al decir que en el mundo no existe un camino para alcanzar las metas, ya que sólo 27% de la población tiene acceso a agua y jabón in situ para lavarse las manos en los países menos desarrollados; en el mismo sentido, el Informe sobre el cumplimiento de los ods (2018) (en ambos, 5 y 6) pone en evidencia la urgencia de generar datos más desagregados, pues, tratándose de agua, se propuso una “escalera” de cumplimiento en torno al nivel de servicios con que cuentan, que va desde la recolección de agua en la superficie, pasando por servicios no mejorados, servicios limitados, básicos, hasta servicios gestionados de forma segura (Organización Mundial de la Salud [oms] y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia [unicef], 2017: 8).

			El marco de los ods está arraigado en el enfoque de derechos humanos (ebdh), que reconoce la interdependencia, indivisibilidad y universalidad de los derechos humanos, cuestión muy importante en materia de agua, dado que la vulneración del derecho humano al agua afecta otros como la salud, la educación, la vivienda o el medio ambiente.

			Hay dos conceptos que utiliza el informe Hacer realidad las promesas y que se retoman en este estudio; el primero es el concepto de privaciones combinadas, que se refiere a la confluencia de diferentes formas de discriminación que afectan múltiples dimensiones del bienestar, y en esa situación se encuentran mujeres y niñas (p. 139). El segundo es el concepto de “interseccionalidad”, definido como “la interacción de múltiples identidades y experiencias de exclusión y subordinación”, y en esta investigación se entrecruzan las categorías de indígena, mujer y pobreza provocando mayor desigualdad. El relator especial de Naciones Unidas para este derecho utiliza el concepto de interseccionalidad en su Informe de 2016 (Asamblea General, 2016) como un concepto básico del derecho internacional de los derechos humanos para destacar que la mujer que no tiene acceso al agua y saneamiento de forma segura, soporta varias formas de exclusión y discriminación.

			Al no considerarse el ods 6, sensible al género, el informe Hacer realidad las promesas, poco desarrolla las circunstancias y condiciones en que se encuentra la mujer ante la falta de agua o de saneamiento básicos. Para referirse a la situación en el ámbito rural, se ocupa brevemente de la gestión comunitaria que puede ayudar a resolver el déficit de infraestructura de servicios de agua pero que, por sí sola, es insuficiente. Este informe también se refiere a la “universalidad progresiva o gradual” en las políticas con perspectiva de género y de derechos humanos, para señalar que una política debe establecer los pasos que se adoptarán, pues no siempre pueden realizarse inmediatamente. Lo que no es aceptable como política pública es no tener ninguna medida, estrategia o programa. 

			Finalmente, es importante también mencionar el informe Hacia una agenda regional de desarrollo social inclusivo: bases y propuesta inicial, de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal, 2018), que destaca la necesidad de una nueva generación de políticas públicas que intervengan en las desigualdades estructurales de la región, con perspectiva de derechos, de igualdad de género y un universalismo sensible a las diferencias (p. 12), lo que llama “desarrollo social inclusivo”. Lo expuesto constituye el marco internacional de acción para las políticas públicas nacionales.

			En lo que tiene que ver con el  marco normativo, varios son los documentos que abordaron la desigualdad de género: la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (cedaw, por sus siglas en inglés) de 1979 (párrafo 2 del artículo 14); el Informe sobre desarrollo humano de 1990 (p. 60); la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing de 1995, resultado de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (apartado K, mujer y medio ambiente), y el Documento de Río +20 (onu, 2012). Todos destacaron la necesidad del acceso al agua potable seguro y asequible y al saneamiento básico para todos, reconociendo que la mujer juega un papel esencial en su provisión.

			En la Observación general número 15 (que desarrolla los artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) de 2002 se reconoció que el agua es indispensable para una vida digna y condición previa para la realización de otros derechos; en 2010 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Resolución 64/292, que reconoció explícitamente el derecho humano al agua y al saneamiento, reafirmando que es indispensable su cumplimiento para la realización de los demás derechos humanos. El derecho humano al agua forma parte de los derechos básicos, indispensables para la supervivencia y para vivir dignamente. Esta resolución fue ratificada por México y se incluyó en 2012 en el artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. Pronto se destacó en los diversos informes de los dos relatores especiales sobre el derecho humano al agua y saneamiento que las mujeres y niñas formaban parte de las poblaciones más vulnerables cuando no se tenía el agua. A partir de ahí se desarrollaron los estándares internacionales sobre el contenido normativo del derecho al agua: la disponibilidad se refiere a un abastecimiento continuo y suficiente para uso personal y doméstico que permita consumo, saneamiento, lavado de ropa, preparación de alimentos e higiene personal y doméstica; la calidad se refiere a la ausencia de microorganismos o sustancias químicas o radiactivas, con color, olor y sabor aceptables, es decir, salubre; la accesibilidad se refiere a la distancia en que se encuentren las instalaciones y los servicios de agua (accesibilidad física), tanto en el hogar como en la escuela o lugar de trabajo, sin que se vea amenazada la seguridad e integridad física; así también la accesibilidad se refiere a que los servicios de agua sean posibles de pagar sin que ello represente un menoscabo para la economía familiar (accesibilidad económica), considerándose aceptable destinar 3% de los ingresos familiares; la no discriminación se refiere a que todos deben acceder a los servicios por igual, y el acceso a la información es el derecho a solicitar, recibir y difundir la información relativa al agua (Naciones Unidas, 2011: 8-11). Estos parámetros son los que marcan o deberían marcar la actividad de los gobiernos cuando ejecutan políticas para atender el déficit de falta de agua en zonas rurales, más aún del saneamiento, pues en este derecho la vulnerabilidad se acrecienta aún más (onu, 2016: 3-4; Asamblea General, 2016).

			La Resolución 70 / 169 de la Asamblea General, documento A/RES/70/169, del 17 de diciembre de 2015, avanza en la configuración del derecho al saneamiento como uno diferenciado e interdependiente. El derecho al saneamiento (Resolución A/HRC/12/24) se complementó con la higiene, para evidenciar que también es importante referirse al lavado de manos adecuado y a contar con los insumos básicos para ello (agua y jabón), así como al potencial efecto preventivo que ello tiene en términos de salud, evitando así enfermedades asociadas a la falta del líquido en cuestión.

			En 2015 se estableció un nuevo paradigma de desarrollo (los ods) orientado al bienestar social e individual basado en el ebdh; así, el ods 5 se refiere a la igualdad de género y el ods 6 al agua, concretamente el 6.1 y el 6.2 al acceso a servicios de agua y saneamiento gestionados de forma segura,2 superando el planteamiento de “fuentes de agua mejoradas”3 (oms y unicef, 2012, y oms y unicef, 2017) de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (odm), que, preocupados en mostrar el avance en la satisfacción de necesidades básicas y metas numéricas promedio, no llegaron a reflejar el problema real.

			En 2016 la Resolución de la Asamblea General evidenció la situación de desigualdad y mayor carga que soporta la mujer y propuso un enfoque transformador que “cuestione las normas sociales, los estereotipos y los modelos existentes dentro del hogar, así como promover intervenciones receptivas a las cuestiones de género que den prioridad a la satisfacción de las necesidades concretas de la mujer”, por lo que recomendó que las políticas de acceso al agua se formularan atendiendo las necesidades estratégicas de las mujeres y las niñas en todas las etapas de su ciclo vital, sin ignorar las condiciones específicas de pobreza o discapacidad. 

			La Observación General núm. 22 (2016), relativa al derecho a la salud sexual y reproductiva (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) (E/C.12/GC/22), reconoce el acceso al agua segura e instalaciones de saneamiento como un factor determinante para la efectividad de ese derecho (párrafos 7 y 51). La falta de agua de calidad está directamente vinculada con las enfermedades gastrointestinales, siendo causa de muerte sobre todo de poblaciones vulnerables (niño/as, adultos mayores, mujeres en pobreza) y pérdida de años de vida saludable, lo que afecta la asistencia a la escuela y el desempeño escolar (cepal, 2016: 54-55).

			Así también, en los diversos Foros Mundiales del Agua se ha discutido sobre la necesidad de incorporar la perspectiva de género; a partir del IV Foro Mundial celebrado en México se elaboró la Agenda Azul (2006), que expuso la situación diferenciada entre mujeres urbanas o rurales para acceder al agua, considerando que eran necesarios enfoques más integrales y holísticos. 

			Como se aprecia, existe un extenso y acabado marco conceptual y normativo que aborda los temas de agua, género, pobreza y empoderamiento; lo que hace falta es evidenciar cómo es puesto en práctica en casos específicos de estudio en poblaciones vulnerables dentro de determinados espacios geográficos. Eso es lo que haremos a continuación, al presentar los resultados de la observación y análisis de la situación en la Sierra Indígena de Zongolica.

			Resultados de la investigación

			Desigualdades exacerbadas por la interseccionalidad de pobreza y condición de mujer indígena rural

			Las condiciones en que accede la mujer al agua en el medio rural dependen mucho de su ubicación geográfica, su situación económica y educativa, sus tradiciones y cultura, y puede ser determinante de las instituciones que puedan existir. La mujer rural se encuentra con muchas limitaciones, que pueden ser “aceptadas social y culturalmente” en su entorno, e incluso por ellas mismas, lo que hace más difíciles los cambios. Las circunstancias de vulnerabilidad son más acentuadas por su condición de mujer, dependiente generalmente del hombre en la mayor parte de los aspectos de su vida. Soportan cargas diferentes al hombre, son “cuidadoras” de la familia y de la economía familiar, encargadas del acarreo del agua al hogar y frente a fenómenos hidrometeorológicos más vulnerables; pero también son “cuidadoras del agua”, ya que de ellas depende el abasto del recurso que nos ocupa en los hogares, lo que trae aparejada una merma en su salud al buscar el agua por diversos medios, tales como el acarreo desde las fuentes (cercanas o lejanas), lo cual causa molestias o dolor por el peso o pone en riesgo su integridad física en el camino. Si bien las enfermedades pueden afectar por igual a hombres y mujeres, son ellas las que se encargan comúnmente del cuidado de los enfermos, del lavado de ropa y del cuidado e higiene de los niños, siendo muy relevante su rol y su participación en la construcción de soluciones a esa escala.

			Las localidades estudiadas tienen un alto índice de marginación, y en ellas predominan las mujeres por un escaso porcentaje; las familias se integran por cinco personas en promedio. El agua que usan es la mínima para enfrentar sus necesidades más básicas, y ven satisfecha su necesidad de agua si cuentan con un tinaco o cisterna para almacenar. 

			Los habitantes de estas localidades y especialmente las mujeres reconocen que no tener agua es un problema, pero no dimensionan en qué medida afecta su bienestar. Se quejan del uso del tiempo y dolores en la espalda cuando tienen que acarrear el agua, pero en cierta forma se han acostumbrado a esta situación. La posibilidad de almacenar el agua las lleva a considerar que han resuelto el problema y contar con una cisterna en casa se considera un gran beneficio. Por ello acuden a las convocatorias de las organizaciones sociales que, a cambio de algún curso o trabajo comunitario, les pueden ofrecer una cisterna o ayudar a abastecerse a partir de tanques aljibes, con los cuales se proveen de agua a través de mangueras que canalizan el líquido por varios kilómetros, para hacerla llegar a la vivienda por medio de gravedad. Pero en ningún caso estos mecanismos para proveerse implican condiciones adecuadas ni mucho menos servicios seguros de agua. El problema pareció resolverse para las localidades de la parte alta de la montaña, con la dotación que les hicieron de tinacos, en los cuales almacenan esa agua o la que proviene de la lluvia, desde hace varios años, pero no todas las viviendas tienen estas posibilidades. En las entrevistas las mujeres manifestaron que los niños y los adultos padecen frecuentemente de “calenturas”, pero no las asocian al agua; consideran que ella es limpia (aun almacenada por meses), y no la vinculan con las enfermedades. Acceden a los servicios de salud cada 15 días cuando va un médico a la comunidad, o, de lo contrario, tienen que bajar hasta Zongolica, la ciudad más cercana (aproximadamente dos horas en transporte). Muchos hombres viajan cada semana a la Ciudad de México para trabajar y vuelven los fines de semana, por lo que las mujeres son responsables no sólo del cuidado del hogar sino también de la parcela, lo cual duplica el trabajo que desempeñan.

			Datos que no reflejan el verdadero problema y, por ende, los avances en el cumplimiento del ods 6 son optimistas

			En la revisión de los datos estadísticos del inegi que presentamos más arriba, es posible cuestionar varias cosas: la primera es que la cobertura de tubería que indica el Censo, que es minoritaria, no está reflejando la realidad en cuanto al acceso al agua, pues la presencia del líquido en esa tubería no es suficiente ni constante, mientras que los indicadores de los ods están orientados a medir la situación de acceso al agua y la calidad del acceso al saneamiento, para lo cual la escalera refleja cinco niveles, como se observa en la figura V.1.

			De acuerdo con dicha escalera, estas comunidades se encuentran con un servicio limitado. La principal fuente de abastecimiento son los manantiales y la recolección de agua de lluvia durante los meses en que llueve; para la época de estiaje guardan agua sin que se haya notado un cuidado especial para cuidar la calidad de la misma; en su mayoría las casas no tienen una infraestructura útil para potabilizar el agua. 

			
				
					Figura V.1
Escalera de ods 6: servicios de agua
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					fuente: “Informe de síntesis de 2018 sobre el Objetivo de Desarrollo Sostenible relativo al agua”.

				
			

			
				
					Foto V.3
Fuente de agua
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					Localidad de Mitepec. Tequila, Veracruz, 2018.

				
			

			Como se comentó, una forma del acceso al agua es a través de mangueras que recorren kilómetros cuesta abajo con unos palitos para sostenerla en el aire; no se cuenta con recursos para poner un sistema de distribución más seguro y con las lluvias, especialmente intensas en el estado de Veracruz, se corre el riesgo de que las mangueras caigan; además, el agua que llega al hogar por gravedad es un chorrito, que almacenan o usan. Sólo aquellos que han salido a trabajar fuera han logrado construir una cisterna de material (cemento) fuera de su hogar, donde pueden agregar cloro. Ello no cubre los requisitos o estándares internacionales para satisfacer el derecho humano al agua, ni puede considerarse agua segura, es decir, libre de contaminantes.

			En cuanto al saneamiento, estas localidades contaban con una letrina fuera de la vivienda, en condiciones insalubres y peligrosas, pues no tienen luz, más que dentro de la vivienda, y están alejadas como unos 50 metros. Algunas organizaciones sociales habían donado baños secos, pero no les daban suficiente mantenimiento. La higiene (lavado de manos con agua y jabón) no se realiza con frecuencia y las entrevistas en las casas de las personas que participaron de la localidad más alejada mostraron lo contrario, que los niños estaban sucios, mientras que las mujeres parecían conformarse con una situación inadecuada diciendo no tener problema de agua y estar agradecidas con el tinaco que les habían regalado.

			Bajo la perspectiva de los ods, no puede considerarse cobertura formal la canalización en el aire a través de una manguera de escaso diámetro como acceso a agua segura que, además, no ha sido provista por el Estado. El periodo de lluvia es de seis a ocho meses, con lo cual en los otros cuatro tienen que combinar las estrategias, entre ellas, volver al manantial para lavar la ropa. Si bien cuentan con algo de líquido, no puede considerarse agua segura, ni un servicio mejorado. El saneamiento básico no cubre los estándares de este derecho, y la falta de manejo adecuado provoca contaminación in situ, que puede filtrarse incluso a los manantiales, los cuales son su fuente principal de abastecimiento de agua.

			De acuerdo con los datos reportados para el país, nos encontramos en el nivel de cumplimiento de servicio básico, pues se cuenta con “datos existentes sobre tipo de infraestructura y accesibilidad”. Respecto al nuevo indicador 6.2.1, se puede concluir que se requieren nuevos datos sobre lavado de manos con agua y jabón (onu, 2018: 2). El ods 6.b, “Apoyar y fortalecer la participación de las comunidades locales en la mejora de la gestión del agua y el saneamiento”, requiere del fortalecimiento de la organización comunitaria, que en entornos rurales es más propicia para avanzar en el cumplimiento del derecho humano al agua. En estas comunidades es básica esta organización, y existen condiciones para el empoderamiento social que convierta a los participantes en sujetos sociales activos; lo que hace falta es capacitación, trabajo social y focalización de los programas de subsidios en materia de agua para estas localidades.

			Para el año en que se realizó esta investigación (2018) se constató que la política de acceso al agua y la cobertura universal de servicios estaban lejos de conocer lo que pasa en las localidades rurales indígenas con población menor a 1 000 habitantes. Los municipios rurales reflejan parcialmente el problema, y son las pequeñas localidades las que sufren de escasez de agua, de falta de saneamiento, lo que aumenta su vulnerabilidad y la desigualdad territorial respecto a los habitantes de la ciudad. Si bien viven en entornos con fuentes de agua, no tienen servicios mejorados y mucho menos servicios de agua seguros. En estas localidades los programas sociales asistencialistas están operando, no así los programas de agua. ¿Cómo puede, además, incorporarse a la política del subsector agua y saneamiento la perspectiva de género, a partir de la observación de estas comunidades? El próximo Censo de Población y Vivienda 2020 debería formular preguntas distintas a las de los dos instrumentos anteriores, para generar datos que se orienten a reportar avances de los ods 5 y 6. Aquí se construyen cisternas que se llenan con agua de lluvia, pero no se cuida la calidad del agua; existe un baño seco o tradicional, pero sin agua y jabón (componente de higiene del ods 6). En estas localidades debe existir un programa específico de saneamiento con tecnologías alternativas, adecuado culturalmente y que atienda las necesidades diferenciadas de las mujeres y niñas, con mejoras a lo dispuesto en el Programa de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento (Proagua). Si nos situamos en el contexto actual de la pandemia, estas localidades enfrentan una situación sin agua para el lavado de manos, aun cuando la Conagua dijo que llevaría gel, aunque el costo fuera mayor. De haber sucedido, se trató de medidas coyunturales.

			La invisibilidad del problema para la política pública de acceso al agua en zonas rurales

			El difícil acceso a estas comunidades, la alta dispersión de las viviendas, la baja escolaridad, la falta de acceso a servicios de salud y el escaso contacto con centros urbanos son condicionantes de su aislamiento; los dos municipios no han recibido en una década apoyo para la construcción de infraestructura hidráulica a pesar de tener un gran déficit de cobertura. Los municipios han apoyado cuando algún comité les ha pedido ayuda, aun cuando constitucionalmente son los obligados a prestar los servicios de agua, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de las aguas residuales en todo el ámbito territorial. El componente rural de Proagua establece la posibilidad de ampliar la cobertura con tecnologías alternativas, entre ellas, la captación de agua de lluvia, con más elementos para hacer sostenible el servicio, tales como el fortalecimiento de la organización comunitaria y el apoyo para la formalización legal del comité de agua; sin embargo, aquí no ha llegado. A esto se suma que de 2014 a la fecha el presupuesto de este programa se ha reducido considerablemente, hasta 74% hacia 2020.

			Han sido las organizaciones no gubernamentales (ong) las que mantienen un contacto más directo con esos grupos, a partir de proyectos de desarrollo comunitario. En una comunidad la ong Fondo para la Paz instaló tanques de captación de lluvia en la escuela y en algunas casas. El costo de cada tanque de captación es de aproximadamente 15 000 pesos y la limpieza se hace cada año, pero no tiene sistema de cloración. La capacidad de los tanques es de 11 000 litros de agua. El componente rural de Proagua considera una cantidad menor de apoyo, sin embargo, estas comunidades no podían acceder a ello, pues el solicitante es el municipio y el Estado, según las Reglas de Operación 2018.

			Lo descrito anteriormente muestra que estamos lejos de alcanzar las metas planteadas en los ods para 2030 por la complacencia de los propios datos oficiales. El Estado debe estar más presente, reconocer que no han sido del todo efectivas las políticas del subsector agua y saneamiento para zonas rurales, y que se requiere un debate social y técnico que ponga como prioridad el abastecimiento de agua a quienes aún no la tienen en zonas rurales, dispersas, aisladas, pues su ausencia aumenta la pobreza, reflejo además de discriminación y desigualdad social y territorial.

			Conclusiones

			La perspectiva de género: cambios culturales y de políticas públicas

			Incorporar la perspectiva de género en el ámbito rural, en las decisiones en torno al agua, pasa por un cambio cultural que puede impulsarse por la política pública de agua cuando se conocen estas circunstancias; con los talleres los hombres se hicieron conscientes del rol de la mujer en la vida cotidiana, donde se requiere el agua, y de que ellos también son actores importantes en la higiene del hogar. Abrir espacios en la toma de decisiones también es factible, pues los comités integrados por mujeres demuestran ser eficaces; sin embargo, las reglas de operación de los programas federalizados se conforman con solicitar que entre los beneficiarios se equilibre la relación entre hombres y mujeres, cuando la perspectiva de género va más allá de eso. De los comités rurales con los que se trabajó, destacó el conformado por mujeres que narraron su experiencia y el arduo camino que representó para ellas integrarse, dedicar tiempo para ir casa por casa convenciendo de que tener agua era importante, para lo cual tenían una cuota de recuperación mínima que no reflejaba los costos, pero había logrado organizarse y mantener el comité de agua. Fueron las más interesadas en los talleres. 

			En las poblaciones rurales se refleja más la desigualdad en el cumplimiento del derecho humano al agua, pues ellas no son beneficiarias ni de infraestructura ni de los subsidios de agua. El agua sí tiene género; su ausencia afecta más a mujeres y niñas que a hombres.

			El fortalecimiento de la organización social comunitaria

			En los ámbitos rurales e indígenas de la zona de estudio existen comités de agua que, si bien no cuentan con las mismas capacidades que los comités rurales de otros estados, presentan una base social (comunidad) sobre la cual trabajar para hacerlas partícipes de una política o soluciones adecuadas a sus necesidades.

			En la primera fase, en la que se realizó el diagnóstico a 20 comités de agua de las localidades de Mixtla de Altamirano y Tequila, Veracruz, se llegó a las conclusiones expuestas en el cuadro V.1.

			Los integrantes de los comités de agua no saben cómo hacer sostenible el sistema; cobran una cuota voluntaria entre 10 y 20 pesos cuando se tiene que construir o reparar una cisterna comunitaria. Sólo en un comité integrado por cinco mujeres se cobraba una cuota de 50 pesos y entonces lograban tener agua regularmente. Ellas expresaron las dificultades que tuvieron para organizarse y entablar comunicación con el alcalde, pues eran mujeres; pero la necesidad las hizo solicitar apoyo y a partir de ello se organizaron, fueron casa por casa explicando que, si cooperaban con una cuota, podían tener mejores condiciones, darle mantenimiento a la infraestructura con la que contaban, y aprendieron a hacerlo. Realizaron “jornales” para ampliar la red; superaron la barrera de género y lograron convencer incluso a los hombres, que consideraban que eran “mujeres que no tenían nada que hacer”. Las gestiones con los presidentes municipales fueron difíciles al principio; “como mujer, ¿cómo le iba a ir a pedir al presidente apoyo, quién soy yo?”; éste fue uno de los testimonios recogidos, pero, como ellas mismas dicen, “nos armamos de valor y fuimos juntas, porque necesitábamos agua para nuestros hijos”, y su sorpresa fue que lo consiguieron; así abastecen ya a cinco localidades. La ausencia del Estado ha permitido que sean las organizaciones sociales quienes cubran esos espacios. 

			Durante los talleres y específicamente en el módulo de derecho humano al agua, se observó que quien ya tenía una cisterna para almacenar agua consideraba resuelto el problema, sin importar la calidad (Beck, 1998). El problema no es contar con agua, pues una vez que la tienen lo que hace falta es mostrarles la importancia de lo que sigue: su cuidado, la higiene personal, el mantenimiento y lavado del tinaco, y su vínculo con la salud, la educación y el ambiente. 

			A través de las charlas que se impartieron en este proyecto, se dieron cuenta de que el lavado de manos y de dientes no es un tema de mujeres y niños, pues los hombres participantes manifestaron que habían aprendido y se habían dado cuenta de que ellos no sabían de esto. En resumen, no se resuelve el problema otorgando tinacos, sino que es necesario capacitar, explicar, enseñar el mantenimiento posterior, la importancia de cobrar una cuota o tarifa para hacer autosostenible el sistema, por muy pequeño que sea. Asimismo, mostrarles a los involucrados los canales de comunicación con las administraciones locales (municipio y Estado) para que ejerzan su agencia, volviéndolos interlocutores y no sólo beneficiarios de programas asistencialistas. La real incidencia está en la dimensión social de una política de cobertura de agua, es decir, en la capacitación y la organización social.

			Sus principales problemas están asociados a la tenencia de la tierra, pues los manantiales de los que se abastecen se encuentran en su mayoría en propiedad privada y tienen que negociar con el dueño de los mismos el permiso de sacar agua o la compra del terreno, lo que se les dificulta por los escasos ingresos que tienen. Algunos comités han comprado terrenos, pero sin realizar la compraventa formal escrita, por lo que se encuentran envueltos en problemas legales de diversa índole, con los cuales no saben cómo lidiar; son los hombres los que ocupan algún cargo (ante el municipio), pero ellos desconocen también cómo resolver el problema; se “atoran”, como dicen, en lo legal. La escasa educación y el desconocimiento de las autoridades ante las cuales acudir para resolver la falta de agua los envuelve en una maraña de cuestiones jurídicas que perciben pero que no saben cómo resolver. (Se encontró, por ejemplo, que un mismo terreno fue vendido tres veces, lo que hizo más complejo el problema.) Los municipios y también algunos particulares compran manantiales, que es la forma más fácil para asegurar el acceso a agua; si no, los dueños del terreno cobran una “cuota” por dejar sacar agua para el abastecimiento de la localidad, pero si éste cambia de parecer, entonces ya no les permite el paso.

			Las propuestas: Proagua 2020

			Esta investigación permitió identificar los temas en los cuales se podía incidir y que, afortunadamente, encontraron eco en las reglas de operación del Proagua, aprobadas en 2020, en las cuales se tuvo la oportunidad de participar. Las correspondientes a 2019 no eran muy adecuadas, pues trataban por igual tanto las zonas urbanas como las rurales, y esto no tenía sentido, pues dentro de ellas existen grandes diferencias. Los cambios implicaron un avance acorde con la política del nuevo gobierno de atender primero a los más desfavorecidos. Aún quedan cambios por hacer, especialmente  otorgar directamente los apoyos a los comités de agua rurales, pero entre los cambios operados están: el otorgamiento del apoyo con acompañamiento municipal, el subsidio de 90% pudiendo ser la contraparte en especie (jornales, por ejemplo), la obligatoriedad de integrar mujeres en los comités rurales y en los comités de contraloría social, y el tipo de obras de infraestructura, tratando de que predominen las no convencionales, es decir, aquellas que no son infraestructura de red, ya que la dispersión y las condiciones del terreno habían sido el argumento para no introducirla, pues resultaba muy costoso. Queda el gran desafío del saneamiento, vinculado a la higiene, que no es un tema prioritario en la política actual. A esto hay que añadir el recorte presupuestal que se ha dado en los últimos años, frente a municipios que no tienen capacidad de prestar un servicio de calidad (Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México 2019).

			Entre las propuestas que falta por incluir está la del fortalecimiento de la organización social en varias dimensiones, como en aspectos legales, administrativos, contables y del derecho humano al agua y saneamiento para hacer evidente el rol que tiene para el disfrute de otros derechos. 

			El fomento a la gestión comunitaria del agua que ya subyace en las áreas rurales puede ser una vía para ese acceso a las decisiones, si se incentiva desde el Proagua. Por ello, los cambios que deben operarse en las reglas de operación de estos programas deben dar un mayor apoyo a los rubros “sociales” y no sólo a la dotación de infraestructura. Existen experiencias exitosas en el ámbito latinoamericano que pueden servir de referencia.

			Recomendaciones

			Es necesario que desde los gobiernos se fortalezca la organización social, y eso implica destinar una parte del presupuesto a este tipo de acciones, pero en un contexto de austeridad en el uso de los recursos públicos este rubro es el que menos se atiende. Los cambios operados en el Proagua en 2020 y 2021 representan un avance que, en el contexto actual en el que la política de gobierno está abocada a las comunidades indígenas para volverlas sujetos sociales activos, favorece este reconocimiento. Lo expuesto aquí contribuye no sólo a un mayor conocimiento de las desigualdades socioterritoriales por las que atraviesan las mujeres, sino que además tiene impacto cuando éstas son recogidas en las políticas públicas, en este caso, las de agua y saneamiento que orienta la Conagua. Esta investigación tuvo influencia en los cambios que conjuntamente se realizaron en las Reglas de Operación de Proagua 2020, al reconocer e incluir por primera vez desde el surgimiento del programa (1990) a los comités comunitarios de agua en localidades rurales.

			Pero, por otro lado, subyacen los roles de género entre hombres y mujeres que culturalmente son aceptados, que deben atenderse para un acceso equitativo al agua, a los recursos y a las decisiones en la gestión del agua, específicamente, de los sistemas de agua en estas localidades.

			Los indicadores de género sensibles al agua destacan la importancia de generar información sobre las condiciones particulares que viven las mujeres en localidades rurales, las fortalezas y debilidades de organización social, así como las amenazas, a fin de que ello permita reorientar las acciones y medir más acertadamente los avances del ods 6 y superar la pobreza de agua en zonas rurales. El empoderamiento de las mujeres es fundamental para avanzar en varios indicadores directamente relacionados con el ods 6, tales como el de salud y educación, y para el cumplimiento no sólo del derecho humano al agua y saneamiento básico, sino también otros, como el de vivienda digna.



			
					Cuadro V.1

Análisis  foda  en localidades rurales de los municipios de Mixtla de Altamirano y Tequila, Veracruz
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					 Fuente: elaboración propia con base en el diagnóstico aplicado en las comunidades.
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					1	En el ámbito rural, las primeras investigaciones que analizaron la relación de la mujer con el agua en las actividades agropecuarias desde un punto de vista de género tuvieron lugar en 1970 bajo el llamado feminismo de la diferencia (Boserup, 1970, citado por Buechler y Zapata, 2000), y mostraron el acceso diferenciado por estigmas socialmente aceptados y legalmente legitimados.

				

				
					2	El agua segura es aquella que por su condición y tratamiento no contiene gérmenes ni sustancias tóxicas que puedan afectar la salud de las personas. Un servicio gestionado de forma segura es aquél en el que el agua está libre de contaminación, disponible cuando se necesita y accesible en la vivienda (oms y unicef, 2017: 8).

				

				
					3	Una fuente de agua potable mejorada es aquella que por el tipo de construcción protege apropiadamente el agua de la contaminación exterior, en particular de la materia fecal. “Las fuentes mejoradas son las que tienen el potencial de proporcionar agua para consumo por la naturaleza de su diseño y construcción. Estas fuentes incluyen suministros por tuberías (tales como hogares con agua del grifo en la vivienda, patio o parcela, o fuentes públicas) y suministros no canalizados (tales como perforaciones, pozos y manantiales protegidos, agua de lluvia y agua envasada o agua distribuida por camiones cisterna)” (oms y unicef, 2017: 12).

				

			

		

	
		
			VI. Migración, desigualdad y acción colectiva en la Mixteca Alta de Oaxaca: una aproximación desde el capital social

			Mauricio Pablo Cervantes Salas

			Introducción1

			En términos amplios, la desigualdad puede definirse como la distribución asimétrica o heterogénea de una variable entre un universo de elementos, ya sean los ingresos entre la población que desarrolla alguna actividad económica, la superficie de tierras que posee un grupo de campesinos, la distribución de bosques entre unidades agrarias, o el producto interno bruto per cápita entre países. Así, la desigualdad es un término relativo, plural y contextual.

			Algunas de las inquietudes subyacentes a los estudios sobre desigualdad son conocer qué aspectos producen la desigual distribución de un activo entre las entidades de estudio (individuos, hogares, unidades agrarias, países, etcétera), qué distancias sociales genera la distribución del activo entre las entidades, así como el conjunto de activos con los que cuentan esas entidades para reducir las distancias sociales.

			Concebido como redes, reglas, normas y arreglos institucionales que favorecen el trabajo colaborativo (Merino, 2004), el capital social ha sido considerado uno de los principales activos para hacer frente y reducir las distancias sociales, ya que permite acceder a recursos tangibles e intangibles para la satisfacción de las necesidades de los individuos, sus hogares y las comunidades de pertenencia (véase Portales, 2013; Castellanos et al., 2013; Hintze, 2004; Ostrom y Ahn, 2003; Kliksberg y Rivera, 2007). Siguiendo a Portes (1999; citado en Hintze, 2004: 9), en términos empíricos, este trabajo considera dos formas de expresión del capital social, la composición demográfica de los hogares y los arreglos institucionales de las unidades agrarias de propiedad social. En este estudio el capital social es visto como un componente de los arreglos familiares y de las estructuras institucionales comunitarias (Hintze, 2004: 10).

			Aunque puede ser un activo importante para la reducción de las desigualdades, algunos estudios han mostrado que la emigración es un factor que limita y erosiona el capital social requerido por las unidades agrarias para el trabajo colectivo en los lugares de origen (López, 2004; Robson, 2009; Merino, 2018; Gaussen, 2019). Este trabajo tiene la inquietud por estudiar en una comunidad agraria de Oaxaca, ¿cómo ha afectado la emigración la distribución del capital social entre hogares, y cómo ello ha erosionado el uso de fuerza familiar para satisfacer la demanda de trabajo colectivo a nivel de hogar y comunitario? ¿Qué tipo de beneficios obtienen los hogares de acuerdo a su capital social y la forma en que lo movilizan para participar en actividades económicas? ¿Qué papel juegan los arreglos institucionales en la reproducción o dilución del efecto de las desigualdades en los beneficios que obtienen los hogares? 

			El objetivo general es estudiar los cambios ocurridos en la distribución del capital social entre hogares como consecuencia de la emigración, y su efecto en la posibilidad de que sus miembros puedan aportar fuerza de trabajo familiar para satisfacer las demandas de trabajo tanto en el orden de lo comunitario como en el hogar. Asimismo, interesa estudiar el tipo de beneficios que obtienen los hogares de acuerdo al capital social con que cuentan y la forma en que se inserta a las actividades económicas.

			La hipótesis de este trabajo es que la emigración, al afectar la composición demográfica de las unidades domésticas, tiene un papel central en la producción de las desigualdades, condicionando la posibilidad de que sus miembros participen en la organización comunitaria y familiar del trabajo requerido para el manejo y la apropiación colectiva del territorio y los recursos naturales, lo que limita los beneficios (económicos o no económicos) que pueden obtener de ello. 

			Para dar respuesta a los objetivos y preguntas que se han planteado, se adoptó la perspectiva del capital social, y el estudio se llevó a cabo en Santiago Apoala, una comunidad agraria de la Mixteca Alta de Oaxaca con altos niveles de emigración, marginación y pobreza que se rige por usos y costumbres. El análisis del capital social se hizo operativo analizando, a nivel de hogar, la composición demográfica de los hogares, y a nivel comunitario, el sistema normativo y los arreglos institucionales. Para comprender las interconexiones existentes entre la organización comunitaria y familiar del trabajo, y los beneficios que pueden derivar de ello, se incorpora en la reflexión la dimensión territorial en la que se expresan las formas de organización del trabajo. Las unidades agrarias de propiedad social, el sistema de cargos que las conforman, las reglas de facto y de jure, así como sus estrategias de organización colectiva, representan las instituciones locales y sus arreglos que median la relación de los individuos y hogares con el territorio y sus recursos, y los beneficios que derivan de ello.

			Para estudiar el impacto de la emigración en la organización comunitaria y familiar del trabajo, se realizaron entrevistas a informantes clave y se aplicaron cuestionarios a hogares y a jóvenes; también se usó información del Censo Nacional de Población y Vivienda (1990-2010) y del Conteo de Población (2005).2

			Los resultados muestran que la emigración afecta la distribución del capital social entre los hogares, lo cual se refleja en una estructura demográfica heterogénea que dificulta el uso de la fuerza familiar en actividades colectivas, ya sea en el orden del hogar o de lo comunitario. En lo comunitario, la falta de fuerza de trabajo ha erosionado el sistema de cargos que sustenta la organización comunitaria. En el hogar, a pesar de la desigual distribución del capital social, los hogares son muy homogéneos en los ingresos, lo cual se explica por la predominancia de una economía agrícola de subsistencia, y un sistema normativo que no reditúa económicamente la participación de sus miembros en actividades en el orden de lo colectivo. Las remesas derivadas de la emigración no aportan a un número considerable de hogares. En ese sentido, si bien el sistema normativo disminuye las desigualdades económicas entre hogares, también acentúa las dificultades que presentan los hogares sin suficiente capital social, para aportar trabajo en las acciones colectivas en el orden de lo comunitario.

			Aproximación teórica

			Capital social y la movilización de recursos entre campos de acción: hogar, familia y comunidad

			Este trabajo basa su análisis en la teoría del gobierno de los bienes comunes de Elinor Ostrom para el estudio de la acción colectiva, pues lo centra en los mecanismos de movilización de recursos, y en el papel que dicha movilización juega en el proceso de formación y desarrollo de la acción colectiva. Empíricamente, esta perspectiva presta especial atención al estudio de las organizaciones, estrategias, intereses, recursos y oportunidades para lograr la integración estratégica de actores colectivos con intereses opuestos (véase Tarrés, 1992: 744). Considera que la sociedad es un mercado de recursos (económicos, ideológicos y sociales) que son movilizados o transferidos de un campo de acción a otro, para alcanzar los intereses de los grupos interactuantes (Tarrés, 1992: 744).

			Para Ostrom el capital social es uno de esos recursos, y representa el conjunto de medios disponibles que favorecen la colaboración (Merino, 2004), pues la evidencia académica muestra que la construcción de capital social facilita transitar de acciones individuales a colaborativas que facilitan el manejo y apropiación colectiva del territorio y los recursos naturales (Ostrom, 2000; Chapela, 2007; Merino, 2004; Merino y Martínez, 2014; Barton et al., 2007; Durán-Medina et al., 2007). Así, el capital social es un recurso que emerge de las relaciones sociales, y es considerado como el conjunto de medios disponibles para fortalecer las capacidades productivas (a través de la colaboración) humanas (Merino, 2004).

			El estudio de la acción colectiva reconoce tres formas del capital social: i) confianza y normas de reciprocidad; ii) redes y formas de participación civil, y iii) reglas formales o informales (instituciones) (Ostrom y Ahn, 2003: 158; Merino, 2004). Estos elementos estructuran y facilitan la coordinación entre los miembros de un grupo con objetivos comunes, porque resultan de la interacción entre sujetos. Así, los estudios sobre capital social tienen interés de captar las distintas formas en que se organizan las acciones colaborativas de los interactuantes (Cervantes et al., 2020).

			Los conceptos capital social, institución y organización están muy ligados al de manejo de recursos. Las instituciones incluyen “el conjunto de reglas en uso (de facto o de jure), que se utilizan para determinar quién tiene derecho a tomar decisiones en cierta área, qué acciones están permitidas o prohibidas, cuáles son las reglas de afiliación que se usarán, qué procedimientos deben seguirse, qué información debe o no facilitarse, y qué retribuciones se asignarán a los individuos según sus acciones” (Ostrom, 2000: 94). Las reglas de facto o de jure son una expresión del capital social y regulan las acciones de los miembros de un colectivo mediante la prescripción de derechos y obligaciones anidados en distintos niveles de gobierno (Ostrom, 2000: 94-95; Merino, 2004; Schangler y Ostrom, 1992: 256).

			Los arreglos institucionales se expresan en las organizaciones, y una “organización se define como un conjunto de individuos que trabajan de manera coordinada para obtener metas u objetivos compartidos por todos, siendo la división del trabajo una de sus expresiones […] mientras que la estructura de una organización establece las responsabilidades jerárquicas y ordena el trabajo interno” (Vergara, 2010: 19).

			Una expresión particular de una estructura organizacional es el manejo de recursos naturales. Éste se refiere al grupo de acciones destinadas al cuidado, la regulación y la distribución de los costos y beneficios de la apropiación y conservación de un bien, así como al sistema de normas que sancionan las actividades que no se ajustan a las reglas que regulan las acciones de las personas sobre el sistema natural (véase Arce-Ibarra y Armijo Canto, 2009).

			Así, la organización de las actividades es una síntesis de la configuración particular de las expresiones del capital social en sus distintos campos de acción (hogar, familia y comunidad), porque expresan el tipo de actividades que deben ser desarrolladas, la distribución de derechos y obligaciones entre sujetos, y las formas como deben desarrollarse las actividades (Vergara, 2010: 21).

			Con respecto a la movilización de recursos, se ha mostrado que el capital social puede ser trasladado de un campo de acción a otro, por la fuerza de las relaciones sociales, favoreciendo u obstaculizando las capacidades organizativas del hogar, la familia y la comunidad para la apropiación y el manejo colectivo de recursos naturales (véase Cervantes et al., 2020; Portales, 2013).

			Nuestra reflexión avanza en mostrar que las restricciones sucedidas en el hogar, la familia o la comunidad, al estar interconectados por la red de relaciones que se establecen por intermedio del capital social, pueden afectar las capacidades de organización en cualquiera de esos campos.

			Uno de los fenómenos demográficos que afectan las capacidades organizativas de esas estructuras es la emigración, ya que resta capital social que aporta a la construcción de esas redes y relaciones (Merino, 2018: 925). Los estudios de población han hecho aportaciones teóricas para estudiar la densidad del fenómeno desde múltiples dimensiones: las causas, recurrencia, redes, permanencia del fenómeno y sus efectos en los lugares de origen y destino (Durand, 2000; Herrera, 2006; Massey et al., 2000; Arango, 2003). Pero hay poca atención al entrecruzamiento de la emigración y el capital social en los lugares de origen. Si bien la emigración es un recurso del cual echan mano los hogares como estrategia de sobrevivencia (Massey et al., 2000), existen trabajos que advierten que ella forma parte de los dilemas de acción colectiva, es decir, del grupo de problemas que obstaculizan el tránsito de acciones individuales a acciones destinadas a la cooperación social (Millán, 2015: 260; Merino, 2018: 925). La tensión descansa entre la maximización de los beneficios individuales relativamente inmediatos y asegurados, frente a la participación en un esfuerzo cooperativo que genere beneficios a un grupo mayor de interactuantes (Millán, 2015: 260). En este trabajo dicha tensión toma forma en la satisfacción de las necesidades de los hogares y la posibilidad de aportar trabajo en el orden de lo colectivo, y descansa en la composición demográfica de los hogares, que junto con la emigración, es el elemento estructurante de la desigual distribución del capital social entre unidades domésticas.

			En virtud de que el capital social es concebido como un recurso social  indispensable para fortalecer las capacidades productivas de los grupos, la distribución desigual de este recurso entre hogares establece un principio productor de distancias sociales, ya que su disponibilidad limitará o potenciará las posibilidades de que las unidades domésticas puedan aportar trabajo familiar y, a través de ello, acceder a otros recursos como la maximización del trabajo, los ingresos y la obtención de recursos naturales, así como la posibilidad de poder cumplir con las obligaciones de trabajo comunitario que también les redituará en mantener sus derechos de acceso al territorio y a los recursos.

			Portales (2013: 83) define el capital social de un hogar “como el producto de las relaciones sociales que sus miembros tienen por pertenecer a una determinada red social y les da acceso a algún tipo de recurso —tangible o intangible—”. Las relaciones sociales y las redes que conforman no sólo están embebidas en el orden del hogar, sino también en el espacio comunitario en el que se desarrollan; este mismo autor señala que ello le permite al hogar y a la familia acceder a ciertos beneficios (Portales, 2013: 83). Sin embargo, el acceso a esos beneficios está mediado por las relaciones sociales y por las redes, así como por la estructura del capital social y las instituciones base de pertenencia.

			En este trabajo la estructura del capital social es aprehendida a través del análisis de la composición demográfica de los hogares y los tipos de hogar existentes (unipersonal, nuclear, ampliado), lo cual permite ordenar las redes de relaciones de parentesco y las relaciones de dependencia entre sus miembros. Por su parte, la familia como institución es un espacio social que a través de las reglas de facto produce la división del trabajo entre sus miembros, y a través de esta división gestiona las posibilidades de su incorporación a diversas ocupaciones, según la edad, el sexo, y la relación de parentesco, entre otros rasgos (véase Welti y Rodríguez, 1997, citado en Baca, 2002: 201; Camarena, 2003). De igual manera, las reglas a nivel de hogar y la comunidad ofrecen oportunidades diferenciales de acceso a recursos, contribuyendo a la construcción de desigualdades (véase Fernández-Huerga, 2010; Baca, 2002; Rau, 2006) entre hogares y sus miembros. 

			La familia y el hogar son dos espacios sociales que deben ser diferenciados. La familia se refiere a los lazos de parentesco que sustentan las relaciones de cooperación, intercambio, poder y conflicto que se insertan y superan el ámbito de lo doméstico (Torres et al., 2008: 31-33; De Oliveira y Ariza, 1999: 230). Por su parte, el hogar se refiere a un individuo o grupo de personas que comparten o no relaciones de parentesco, habitan en una misma vivienda y comparten alimentos y gastos (Lira, 1975; Tuirán, 1996; De Oliveira y Ariza, 1999). 

			En América Latina existe una larga tradición de estudios sobre estrategias vinculadas a estructura y acción (Acosta, 2003); es decir, se destaca que las acciones de los hogares surgen de la convergencia de fuerzas contradictorias que emergen desde las estructuras amplias de pertenencia y que se ponen en interacción con las potencialidades intrínsecas de la unidad doméstica; esta última, al tender a asegurar su reproducción cotidiana. Es capaz de transformar las estructuras que limitan las acciones de sus miembros y permiten redefinir nuevas posibilidades de acción implementando diversos mecanismos. Éstos son particulares de cada hogar, ya que dependerán de los recursos materiales, la intensidad de las presiones y la composición demográfica de la unidad doméstica (Bronfman et al., 1987; Acosta, 2003). Entre esos mecanismos está modificar los patrones de consumo, las actividades económicas, o bien las características demográficas de los hogares (Bronfman et al., 1987; Acosta, 2003). 

			Así, la acción de los individuos está embebida en varios órdenes institucionales interconectados (hogar, familia y comunidad) que afectan la movilización del capital social y por tanto el uso de fuerza familiar para la adquisición de satisfactores entre los hogares. La participación de la fuerza familiar en los diversos órdenes institucionales, y su importante liga con el manejo y apropiación de recursos naturales no pueden comprenderse cabalmente sin tener en cuenta la dimensión territorial en la que se expresan las formas de organización del trabajo, tema que se desarrolla a continuación.

			La dimensión territorial de la organización del trabajo

			En México poco más de la mitad del territorio nacional es de propiedad de las comunidades agrarias y los ejidos (51.4%), y en Oaxaca alcanza la tercera parte de su superficie (76.2% del territorio de esa entidad federativa; Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi], 2007).

			En este estado, 73.15% (417 de 570 municipios) de los municipios tiene como base del sistema electoral para elegir autoridades municipales los usos y costumbres, así como a los encargados del complejo tejido institucional, cultural y político a través del cual las comunidades rurales ejercen su autonomía para el dominio del territorio que habitan (Gaussen, 2019: 664; Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca [ieepco], 2018). 

			Dadas esas características, este trabajo adopta la noción de territorio desde la tradición jurídico-política, que “hace énfasis en las relaciones espacio-poder institucionalizadas, desde la cual el territorio es visto como un espacio delimitado y controlado, a través del cual se ejerce un poder normalmente asociado al Estado” (Haesbaert, 2011: 35) y permite el ejercicio del dominio y poder político mediante una autoridad instalada sobre un ámbito espacial (Moraes, 2000, citado en Haesbaert, 2011: 54; Freund, 1977, citado en Haesbaert, 2011: 54). De acuerdo con Max Weber, el poderío y dominio se torna político cuando existe un territorio que particulariza un agrupamiento, y ese agrupamiento territorial  persigue un fin (Freund, 1977, en Haesbaert, 2011: 54). Para Ratzel el territorio se define en el eslabón indisociable de la dimensión natural, física y política del espacio, y que dota de lo necesario para la reproducción del grupo (Haesbaert, 2011: 56).

			Pero ¿cómo se ejerce el dominio en municipios regidos por usos y costumbres y qué fin persigue? En los gobiernos comunitarios, el dominio sobre el territorio se estructura en un sistema de prácticas institucionales basadas en un imperativo de servicios a la colectividad, articulado en una jerarquía de cargos que cada individuo debe cubrir a lo largo de su vida de manera alternada y ascendente en términos de prestigio, ocupando cargos políticos (ayuntamiento), religiosos (mayordomías) y los relacionados con la gestión de la tierra (comisariado de bienes comunales y el consejo de vigilancia) (Gaussens, 2019: 667; Recondo, 2007, citado en Bustillo, 2016: 73).

			Una característica del sistema de cargos en las comunidades agrarias y ejidos es que no son económicamente remuneradas y suelen durar tres años. Adicionalmente, quienes no cumplen con los cargos son frecuentemente acreedores a sanciones diversas; desde una llamada de atención hasta la expulsión de la comunidad (Gaussens, 2019). De esa forma, el capital social de los hogares se convierte en un activo que limitará o favorecerá resolver las tensiones creadas por la demanda de fuerza de trabajo en el hogar y lo comunitario. 

			Dentro del complejo arreglo del sistema de cargos, se encuentran dos figuras centrales de la organización agraria de los gobiernos comunitarios: el comisariado de bienes comunales y el consejo de vigilancia. De acuerdo a la Ley Agraria, el primero es el órgano de representación y gestión administrativa de la asamblea de comuneros, y se encarga de ejecutar los acuerdos alcanzados en asambleas, representar a la comunidad y llevar a cabo las gestiones necesarias para hacer cumplir los resolutivos de las asambleas. El Consejo de Vigilancia es el órgano encargado de vigilar que los actos del comisariado se ajusten a lo dispuesto en las leyes, los reglamentos internos y la asamblea (Tribunal Superior Agrario, 2015). Finalmente, el órgano supremo para la toma de decisiones es la Asamblea de Comuneros, en la que se diseña el sistema de reglas y las formas de organización social, cultural y política, y se elige a los miembros del comisariado y consejo de vigilancia (Tribunal Superior Agrario, 2015). De acuerdo con el ieepco, dentro del sistema normativo indígena la asamblea comunitaria constituye una fuente normativa del orden jurídico mexicano, lo cual ha sido sostenido por los tribunales electorales de la entidad y el Poder Judicial de la Federación,3 de forma que la asamblea comunitaria también juega un papel relevante relacionado con la elección de las autoridades municipales. Finalmente, los estatutos comunales son las reglas de jure que han quedado suscritas por la asamblea y representan el diseño institucional que norma la vida en la comunidad agraria (artículo 109 de la Ley Agraria).

			Por su parte, prestar servicios a la comunidad es una obligación que genera derechos a través de los cuales los hogares aseguran su pertenencia a la comunidad y con ello se les permite tener dominio sobre el territorio, se les reconocen derechos de uso sobre las tierras de cultivo y las de uso común, y les es otorgado un terreno para la vivienda, así como acceso a servicios públicos (luz, agua), y derechos de participación política (Gaussens, 2019: 667), como voz y voto en las asambleas comunales y ocupar cargos en los ayuntamientos. En tal sentido, el territorio está vinculado a formas de organización comunitaria que regulan su apropiación4 y a través de ello pueden ejercer coerción para que sus miembros aporten trabajo comunitario.

			En este contexto consideramos que la emigración ha provocado que los principios que sostienen estos arreglos institucionales se estén transformando. Ello, con base en las afirmaciones de Gaussen (2019: 668) sobre lo que sucede en la Costa Chica de Guerrero, y con las apreciaciones de Merino (2018: 915 y 925), quien apunta que a partir de los años ochenta las políticas de ajuste estructural y apertura comercial afectaron la economía campesina y generaron la migración masiva, al grado que en muchas comunidades forestales prevalece la presencia de adultos mayores y mujeres, y la falta de personas ha comprometido la organización y la gobernanza comunitaria dificultando la preservación del capital social.

			Estrategia metodológica

			Esta investigación tomó como caso de estudio la comunidad agraria de Santiago Apoala, la cual se ubica en el distrito de Nochixtlán en la Mixteca Alta de Oaxaca, con un intenso fenómeno migratorio, y altos grados de pobreza y marginación.

			La aproximación analítica para estudiar el efecto de la emigración en el capital social implicó integrar el nivel comunitario, el hogar y la familia. Para aprehender el nivel comunitario, durante el segundo trimestre de 2010 se realizó trabajo de campo por un periodo de una semana, durante el cual se sostuvieron entrevistas no estructuradas y estructuradas con informantes clave vinculados al sistema de cargos correspondientes a los niveles de mayor prestigio, como personas pertenecientes al comisariado de bienes comunales y a los órganos encargados de coordinar las actividades de ecoturismo que existen en esta comunidad. Las entrevistas mencionadas indagaron sobre el diseño institucional y la organización comunitaria del manejo del territorio y sus recursos, y el impacto de la emigración en esas dimensiones.

			A nivel de hogar y familia, durante el trabajo de campo se aplicaron 10 cuestionarios estructurados en hogares y, otros 10 a jóvenes, para explorar la percepción de las personas acerca del impacto de la emigración en las formas de uso de los recursos naturales y la organización familiar del trabajo. Adicionalmente, se realizaron entrevistas informales a mujeres, jóvenes y adultos en diversos momentos del trabajo de campo.

			En un segundo momento, para estudiar el efecto de la emigración en la distribución del capital social entre hogares, mediante el uso de información censal se examinó el efecto de la emigración en la composición y la estructura de la población y los hogares. Para ello se analizó la evolución en el comportamiento de diversos indicadores (estructura por edad, tipo y clase de hogares, ciclo de vida familiar e índice de dependencia económica) en 1990, 2000, 2005 y 2010. Un aspecto por destacar es que el Censo de 2010 aplicó el cuestionario ampliado a todos los hogares del municipio, lo que permitió obtener información completa sobre las actividades económicas realizadas en ellos.

			La organización familiar del trabajo, su evolución a lo largo del tiempo y los cambios ocurridos en las características demográficas de los hogares forman parte del análisis del capital social. Al  ligar esto con  la organización familiar del trabajo, se pudo estudiar cómo se ejerce el dominio sobre el territorio, y cómo cambia según la desigual distribución del capital social entre hogares. Para aprehender la expresión territorial de los cambios ocurridos a nivel de hogar, familiar y comunitario, se examinaron los cambios decenales en la población ocupada por sector de actividad entre 1970 y 2010. Se profundizó en ello analizando la incorporación a las actividades productivas y las características laborales por tipo de hogar (unipersonal, nuclear y ampliado) para 2010.

			El trabajo privilegió la combinación de instrumentos analíticos de corte cualitativo y cuantitativo. Desde una perspectiva cualitativa, escuchar la voz de los actores sociales inmersos en los procesos permite comprender mejor las conductas y condiciones que enmarcan sus acciones. Desde la perspectiva cuantitativa, el uso de datos secundarios permite explicar las causalidades observadas en campo y evaluar la magnitud de las “trampas sociales” derivadas de la emigración.

			Aspectos generales de Santiago Apoala

			Santiago Apoala es una comunidad agraria cuyo gobierno municipal se rige por usos y costumbres, de manera que los cargos políticos y agrarios forman parte del mismo sistema y orden de gobierno. En 2010 contaba con una población de 1 053 personas (495 hombres y 558 mujeres) y una extensión territorial de 8 409.7 ha; 7 294.3 ha no parceladas y 1 100 parceladas. Dentro de la superficie no parcelada, 6 694 ha son de uso común, 600 de las cuales se destinan al asentamiento humano y 15.4 a otros usos (inegi, 2007).

			Se localiza en el distrito de Nochixtlán, al noroeste de la Mixteca Alta de la región Mixteca, a una altura promedio de 1 970 metros sobre el nivel del mar. Colinda con los municipios San Juan Bautista Coixtlahuaca, San Miguel Huautla, San Pedro Jocotipac, Santa María Texcatitla, Santa María Apazco, Asunción Nochixtlán y San Miguel Chicahua (mapa 6.1).5

			Las características geomorfológicas del lugar (relieve abrupto y desigual y ubicado en una microcuenca) han generado una diversidad de microclimas y ecosistemas con una riqueza paisajística peculiar (propio de la mixteca; Dubravka, 2003: 5); cuentan con dos ríos, pozas y cascadas, una cueva y un cañón de roca sólida.

			En la zona alta se encuentran bosques de coníferas y de encino, y en las zonas medias y bajas existe matorral xerófilo y mezquital, que dotan a las familias de combustible para cocinar y de material para la construcción y el arreglo de sus viviendas; también obtienen hongos para autoconsumo y palma para la producción de canastos, sombreros y petates, que venden en los mercados locales intermediarios. La diversidad biótica presente en la región llevó a que el 18 de septiembre de 1998 fuera decretada la Reserva de la Biosfera Tehuacán-Cuicatlán, de modo que, al mantener la comunidad en cuestión una parte de sus tierras en esta reserva, ello les resultó beneficioso en la formación de capacidades para el manejo comunitario de sus recursos naturales.

			El manejo comunitario de recursos se sucede en torno al ecoturismo y a las actividades agrícolas realizadas en las parcelas familiares, dentro de las cuales destaca el método de cultivo conocido como cajete (véase García et al., 1991). La empresa comunitaria de ecoturismo se formó en el contexto de la creación de la Reserva de la Biosfera Tehuacán-Cuicatlán, y el arreglo institucional se estructura en el marco del sistema de cargos por el cual se rige la comunidad. El cajeteo es un método ancestral de cultivo que representa una adaptación a la falta de agua para la agricultura y demanda hasta 10 veces más fuerza de trabajo que otros métodos.6 

			En los últimos 40 años han existido importantes variaciones en la participación relativa de la población ocupada por sector de actividad económica, no obstante, la sobrevivencia de sus habitantes ha tenido una importante dependencia en la apropiación de recursos naturales (cuadro VI.1).

			En cuanto a las características socioeconómicas, entre 2010 y 2015, este municipio presentaba muy alta marginación; en 2010, 94.93% de la población ocupada no recibía más de dos salarios mínimos mensuales por el trabajo desarrollado, y en 2015 alcanzó una proporción de 89% (Conapo, 2011). La medición de la pobreza muestra que en 2010, 94.1% de la población experimentaba pobreza y 46.7%, pobreza extrema; para 2015 esas proporciones habían aumentado: 98.2% de la población se encontraba en pobreza y 52% en pobreza extrema. El porcentaje de población con ingresos inferiores a la línea de bienestar mínimo en 2010 era 69.5% y en 2015, de 91.1% (Coneval, 2010).

			Santiago Apoala y el fenómeno migratorio

			Esta comunidad tardó 50 años en duplicar su población, pasando de 1 348 a 2 732 habitantes entre 1930 y 1980 (cuadro VI.2), pero de 1960 a 1970 su población se redujo en 10% (de 2 105 a 1 893 habitantes), y a partir de 1980 lo hizo aceleradamente. Así, en 2010 era aún menor a la de 1930.

			Las tasas de crecimiento poblacional (cuadro VI.2) indican que la experiencia migratoria pudo haber iniciado en la década de los cuarenta, ya que el crecimiento medio anual disminuyó en 68.2% respecto al decenio anterior. Los datos sugieren que la emigración provocó el bajo crecimiento poblacional apreciado en  los demás periodos intercensales. En la década de 1980 la comunidad experimentó la masificación del fenómeno migratorio, cuando anualmente cinco de cada cien personas la abandonaban.


			
				
					Mapa VI.1

					Localización geográfica de Santiago Apoala
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					fuente: elaboró Luis Alejandro Castellanos Fajardo, CentroGeo.

				
			


				
					Gráfica VI.1

					Evolución de la estructura por edad y sexo de la población, Santiago Apoala, 1980-2010
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					fuente: elaboración propia con base en los Censos Nacionales de Población y Vivienda; inegi.

			


			
					Cuadro VI.1

					Evolución de la población ocupada por sector de actividad económica, Santiago Apoala 1970-2010
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					fuente: elaboración propia con base en los Censos Nacionales de Población y Vivienda, inegi.
	
			


			
					Cuadro VI.2

					Evolución del volumen poblacional y tasas de crecimiento, Santiago Apoala 1930-2010
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					fuente: elaboración propia con base en los Censos Nacionales de Población y Vivienda, inegi.
	
			


			La gráfica VI.1 muestra el impacto de la emigración en la composición por edad y sexo de la población. En 1980, cuando esta comunidad alcanzó el mayor volumen poblacional, la pirámide poblacional era constrictiva, con una clara tendencia a la reducción de la fecundidad y un incipiente proceso de envejecimiento. La experiencia migratoria sucedida en décadas anteriores se expresaba en el reducido volumen poblacional en los grupos etarios subsecuentes a los 15 años de edad.

			Las pirámides poblacionales de los siguientes decenios evidencian la importante reducción de personas en todos los grupos etarios; la población de niños y jóvenes (menores de 15 años) se redujo en un 80.8% (pasó de 1 335 a 256 personas); la población en edades laborales (de 15 a 64 años de edad) decreció en 58.8% (se redujo de 1 314 a 531 personas); la de 65 años y más es el único grupo etario que aumentó su número, y lo hizo en 209% (en 1980 había 81 personas, y en 2010 había un total de 251).

			El efecto de la emigración en el manejo comunitario de recursos naturales y sus instituciones 

			La empresa comunitaria de ecoturismo

			Fue durante el gobierno de Diódoro Carrasco (1992-1998) que esta comunidad gestionó la infraestructura y el equipamiento requeridos para iniciar con la empresa mencionada, y fue el gobierno del estado el que le dio el material requerido para ello. Por su parte, la comunidad aportó el trabajo, lo que le permitió la construcción del equipamiento. Como se aprecia en los cuadros VI.1 y VI.2, esta empresa de ecoturismo nace en el contexto de una importante desaceleración de la pérdida poblacional entre los decenios 1980-2000, así como de una restructuración de la base económica de la comunidad, en la que destaca la reducción del peso relativo de la población económicamente activa dedicada a las actividades primarias, y un aumento en los porcentajes de población dedicados a las actividades terciarias y especialmente a las secundarias. 

			La empresa cuenta con un consejo de administración conformado por el presidente municipal, el presidente de bienes comunales, los agentes de cada núcleo de población (existen cuatro agentes) y los miembros del comité de administración, lo que suma un total de 10 personas. Por su parte, ese comité está conformado por un coordinador general y de finanzas, un coordinador de guías, un coordinador de hospedaje y uno de alimentación, con la participación de un total de cuatro personas. Es responsabilidad de los coordinadores organizar las actividades de los empleados de la empresa.

			Con base en una de las entrevistas realizadas en campo, se sabe que la empresa turística ocupa cerca de 15 personas dedicadas al trabajo del restaurante (cocineros y meseros), la limpieza de las cabañas (con un total de 14 recámaras), y 10 guías turísticos. Con base en datos registrados en el inegi,7 este municipio recibió un promedio de 5 000 turistas anuales. De acuerdo a las entrevistas, en 2007 la empresa recibió aproximadamente 7 000 turistas y 50 000 pesos en total durante ese año. Aunque el estatuto comunal permite la remuneración de los cargos, el consejo de administración acordó por consenso que no serían remunerados y que reinvertiría los ingresos para mejorar las instalaciones y su funcionamiento.

			De las entrevistas se destaca que la escasa fuerza de trabajo disponible por la emigración ha puesto en riesgo la continuidad de estas formas de organización social, llevando a realizar cambios en el diseño institucional de la empresa. Se redujeron la duración, el número y tipo de cargos y servicios. La alta demanda de horas de trabajo asociados a los cargos llevó a disminuir de tres a dos años el tiempo que se ocupa en la coordinación de la empresa, de manera que estas personas no descuiden tanto tiempo los trabajos que necesitan para satisfacer las necesidades de sus familias. 

			Mediante la revisión del catálogo de usos y costumbres de 2003 y su actualización en 2018, se pudo ver que los cargos también experimentaron algunos cambios (cuadro VI.3). Se redujo de seis a cinco su número referido a policía y se asignó un sistema jerárquico entre el quinto y el primer policía. En contraparte, se incrementó en un cargo el número de sacristanes, y los cargos asociados al gobierno municipal se han mantenido casi iguales; antes existía una regiduría para educación y otra para salud, las cuales fueron fusionadas en 2018. Por otra parte, los cargos correspondientes a los comités de primaria y secundaria ya no figuran en 2018. 

			Los cargos asociados a la gestión de la tierra (comisariado de bienes comunales y el consejo de vigilancia), que figuraban en 2003, ya no son captados en el catálogo en 2018. Estos últimos cambios probablemente responden a la necesidad de separar los cargos de la gestión de la tierra de aquellos políticos que surgen de la elección de autoridades municipales, y que interesa que sean captados por el Instituto Electoral del Estado de Oaxaca en estos catálogos.8

			También cambiaron las reglas en uso que definen el perfil de las personas que pueden ocupar cargos comunitarios. Las entrevistas señalan que ya no es necesario cumplir los escalafones de los servicios para llegar a las presidencias o coordinaciones, pues personas con altos niveles de escolaridad pueden ser elegidas para cubrir esos puestos (como son las presidencias y coordinaciones).

			
				
					Cuadro VI.3
Sistema de cargos de Santiago Apoala, 2003-2018
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					fuente: elaboración propia con base en el Catálogo Municipal de Usos y Costumbres, 2003, y el Catálogo Municipal de Usos y Costumbres, 2018.

				

			Otro aspecto resaltado es que cada vez existen menos personas que puedan apoyar con tequios. Las multas se han empleado para evitar esas ausencias, pero a decir de los informantes clave, cada vez hay menos incentivos para colaborar con la empresa. Así, los pobladores consideran que ella absorbe la mayor parte de su tiempo y les resta la oportunidad de realizar actividades destinadas a satisfacer las necesidades cotidianas de sus hogares.

			Emigración y distribución del capital social entre hogares 

			La emigración ha tenido un impacto importante en la erosión del capital social de los hogares. Entre 1990 y 2005 el tamaño medio del hogar se redujo 19.26% (de 4.36 a 3.52 miembros), y en 2010 su tamaño alcanzó 3.93 personas.9 

			El tipo y la clase de hogares también se transformó (cuadro VI.4). Los hogares con relaciones de parentesco (hogares familiares) redujeron su participación de 93.5 a 88.3%, y los hogares no familiares (hogares unipersonales) la aumentaron de 6.2 a 11.7%. De los hogares familiares, los nucleares son los que más redujeron su participación (de 83.8 a 64.1%), y los ampliados la aumentaron (de 9.7 a 24.2%). En 2010 el peso relativo de los hogares nucleares continuó disminuyendo, mientras que los ampliados y unipersonales siguieron aumentando.10

			Por su parte, los hogares familiares de mayor tamaño (siete y más miembros) han cedido terreno a los más pequeños (hasta tres personas), comportamiento que se puede apreciar en los hogares nucleares y ampliados, aunque estos últimos han experimentado importantes fluctuaciones (cuadro VI.5). En contraste, los hogares de cuatro a seis miembros tienen un comportamiento más estable, y en los  hogares ampliados su proporción se ha incrementado (cuadro VI.5).

			
				
					Cuadro VI.4. Evolución del tipo y clase de hogar, Santiago Apoala, 1990-2010
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					* La diferencia a 100% corresponde a los hogares donde no se especificaron el tipo y la clase de hogar.

					fuente: elaboración propia con base en información obtenida de los Censos Nacionales de Población y Vivienda; inegi.

				

			

			
				
					Cuadro VI.5. Evolución del número de miembros en el hogar según clase de hogar familiar, Santiago Apoala 1990-2005
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					fuente: elaboración propia con base en información obtenida de los Censos Nacionales de Población y Vivienda; inegi.

				
			

			Estructura del capital social y sobrevivencia de los hogares

			En este apartado se detalla, para cada tipo de hogar (unipersonal, nuclear y ampliado), la forma en que sus miembros se inscriben en las actividades primarias, secundarias y terciarias; los beneficios económicos que obtienen de ello, así como la importancia relativa de otras fuentes que complementan los ingresos de las unidades domésticas, como apoyos de gobierno y remesas. Ello permite analizar las distancias sociales que existen entre los hogares de acuerdo con el tipo de capital social con el que cuentan y la forma en que es movilizado para la obtención de beneficios. Mediante el estudio de la posición en el trabajo se analiza tanto la organización de las actividades productivas de los miembros de los hogares como la forma en que se incorporan a las actividades de orden colectivo. Esta categoría también es el referente empírico del dominio que se ejerce sobre el territorio por parte del hogar y sus miembros, ya que permite observar las relaciones de propiedad. 

			Capital social de los hogares y participación en actividades primarias

			Los datos muestran que los miembros de hogares unipersonales, nucleares y ampliados destinan las actividades agrícolas al autoconsumo, ya que ninguno recibió ingresos por el trabajo. 

			La mayor disponibilidad de capital social en los hogares se tradujo en mayor participación de la fuerza de trabajo familiar en actividades primarias; en los hogares unipersonales participaron siete personas, en los nucleares, 157, y en los ampliados, 123.

			Los hogares unipersonales no tienen la titularidad de la parcela que trabajan, ya que todos se incorporan como empleados u obreros, ayudantes y jornaleros o peones. Aunque la posición declarada en el trabajo supone un ingreso, ninguno de ellos comunicó tener ingresos económicos. Dicha contradicción puede explicarse porque en el trabajo de campo se observó que muchos desarrollan la mediería.11 Ello es congruente con la posición en el trabajo que declararon frente al inegi, ya que ninguna de esas categorías expresa la posesión de la tierra. No obstante, queda para un trabajo posterior corroborar las formas de acceso a la tierra por parte de las personas pertenecientes a los hogares unipersonales. 

			Los datos censales muestran que los hogares nucleares y ampliados tienen la posesión de la tierra, y que el capital social con el que cuentan es movilizado para desarrollar trabajo colaborativo. En los nucleares 97% de las personas trabajan por cuenta propia y como trabajador familiar sin pago (153 de 157 personas). En los hogares ampliados las actividades primarias se realizan principalmente como trabajadores por cuenta propia (65%, equivalente a 81 de 123) y en segundo término como trabajadores familiares sin pago (30.8%, equivalente a 38 de 123); les siguen los ayudantes (una persona), y en tres personas no se pudo especificar su situación en el trabajo.

			El mayor capital social en hogares también se traduce en mayor diversificación de actividades primarias. En los hogares unipersonales todos se dedican a las actividades agrícolas: siembra de maíz, frijol, árboles frutales y otro tipo de cultivos. En los hogares nucleares, de las 157 personas que reportaron dedicarse a las actividades primarias, 69.4% (109 personas) se dedica a actividades agrícolas, 10.2% a la ganadería (lo que equivale a 16 personas), mientras que 14.6% (equivalente a 23 personas) combina las actividades agrícolas con las ganaderas. Finalmente, 3.8% de las personas dedicadas a las actividades primarias declaró dedicarse a cortar leña (equivalente a seis personas). En los hogares ampliados 68.2% se dedica a las actividades agrícolas (84 de 123 personas), 13.8% combina actividades agrícolas con ganaderas (17 de 123), 10.6% (13 de 123) realiza actividades pecuarias y nueve personas cortan leña (7.3%).

			Capital social de los hogares y participación en actividades secundarias

			La mayor disponibilidad de capital social también se refleja en una mayor diversidad de actividades secundarias. En los hogares unipersonales todos se dedican a elaborar artesanía con palma (10 personas); su ingreso oscila entre 39.00 y 163.00 pesos mensuales por persona, y estas actividades se desarrollan por cuenta propia. En los nucleares las actividades secundarias las desarrollaron 50 personas con ingresos de 0.00 a 5 143.00 pesos mensuales por persona. Hace artesanía 74% de los trabajadores (37 de 50 personas), que reciben de 6.00 a 429.00 pesos mensuales por persona. Siete de 50 personas (14%) son albañiles o mamposteros y recibieron de 0.00 a 5 143.00 pesos por persona al mes. Tres de 50 personas (6%) son trabajadores de apoyo en la construcción con ingresos de 3 857.00 a 4 286.00 pesos mensuales por persona. Una persona declaró ser cerrajero, afilador y pulidor de herramientas, y otra más operador de maquinaria y equipo para la captación, bombeo y distribución de agua; en ambos casos declararon no recibir ningún ingreso a cambio. La situación laboral que prevalece es la de trabajadores por cuenta propia (80%, 40 personas). De los 10 trabajadores restantes, cuatro personas son empleados u obreros (8%), tres personas, ayudantes (6%), dos personas, jornaleros o peones (4%) y una persona, trabajador familiar sin pago (2%).

			En los hogares ampliados los ingresos por actividades secundarias oscilan entre 0.00 pesos y 4 286 pesos mensuales por persona. Dominan los artesanos de palma (73.68%; 28 de 38 personas), seguidos de albañiles  y mamposteros (21%; ocho de 38 personas), y, finalmente, trabajadores de apoyo (5.3%; dos de 38). La mayoría son trabajadores por cuenta propia (71%, 27 de 38 personas), seguidos de trabajadores familiares sin pago (10.5%; cuatro de 38 personas), empleados u obreros (5.3%; dos de 38 personas), jornalero o peón (2.6%; una persona) y ayudante (2.6%; una persona). En 7.8% (tres personas) no se pudo especificar su situación en el trabajo

			Como se mencionó, los arreglos institucionales consideran los tequios y cargos como actividades no retribuidas económicamente. Algunas actividades donde no se declararon ingresos son parte de los tequios, que deben aportar para la comunidad, así como actividades ligadas al sistema de cargos comunitarios (como estar a cargo del sistema de bombeo de agua). Debe resaltarse que el censo de población no cuenta con ninguna categoría que permita captar apropiadamente la participación en actividades comunitarias, lo cual explica que la mayoría haya declarado participar por “cuenta propia”.

			Capital social de los hogares y participación en actividades terciarias

			En hogares unipersonales, el comercio y los servicios se realizaron por dos personas como empleados (cocinero doméstico y comerciante en establecimiento), y les dejaron ingresos de 2 000.00 y 3 857.00 pesos mensuales por persona. 

			En hogares nucleares y ampliados hay mayor participación. Del primer tipo se incorporan 11 personas, ocho como empleados y obreros, uno como trabajador por cuenta propia y dos no especificados. Los ingresos oscilan entre 0.00 y 3 429.00 pesos mensuales por persona. Destaca que cuatro personas desarrollan un cargo público sin remuneración (autoridades municipales, policía y agente de tránsito), lo que confirma que en esta comunidad los cargos no son remunerados.12

			En los hogares ampliados, 11 personas se dedican a las actividades terciarias; nueve desarrollan esas actividades como empleados y obreros y dos por cuenta propia. Los ingresos oscilan de 0.00 a 5 000.00 pesos mensuales por persona. Las actividades que desarrollan sus miembros son: coordinadores y jefes de área en servicios legales, jueces calificadores y fiscales (una persona); médicos generales y familiares (una persona); auxiliares en ciencias sociales y humanistas (una persona); secretarias, capturistas, cajeros y trabajadores que brindan información no clasificados anteriormente (una persona); comerciantes en establecimientos (una persona); empleados de ventas, despachadores y dependientes en comercios (una persona); cuidadores de niños, discapacitados y ancianos en casas particulares (una persona); policías y agentes de tránsito (dos personas), y vigilantes y guardias en establecimientos (una persona). Nuevamente, muchas de esas actividades están relacionadas con el sistema de cargos desarrollados por usos y costumbres, lo cual explica que no existan ingresos por su desempeño.

			Se aprecia que, a pesar de las diferencias de capital social entre hogares, la organización del trabajo a nivel de hogar, familiar y comunitaria se sustenta en un sistema normativo que privilegia las actividades no remuneradas, y en caso de existir remuneración, los rangos de ingresos no son amplios. Cabe preguntarse, entonces, ¿cuál es el efecto de las actividades productivas en los ingresos económicos de los hogares? ¿Cómo cambian los beneficios económicos según los tipos de hogares? ¿Qué posibilidad tienen los hogares de aportar trabajo al orden de lo comunitario y a la satisfacción de las necesidades en el orden del hogar? A estas preguntas se les da respuesta en el siguiente apartado.

			Ingresos y horas de trabajo

			El apartado anterior captó que los rangos de ganancias de las personas que pertenecen a hogares nucleares y ampliados se ubican en el límite más alto, mientras que el límite superior de los ingresos de las personas que pertenecen a hogares unipersonales es más bajo. Asimismo, la disponibilidad de capital social en los hogares facilita el trabajo colaborativo en las actividades que requieren acción colectiva en el orden del hogar y lo comunitario.

			
				
				

			

			A pesar de las importantes diferencias en la movilización del capital social de hogares unipersonales, nucleares y ampliados, ello no se traduce en diferencias significativas en el ingreso medio mensual que reciben por las actividades económicas que desarrollan (cuadro VI.6). Los hogares unipersonales tienen un ingreso medio de 387.26 pesos mensuales, los nucleares de 293.01 pesos y los ampliados de 300.59 pesos. Tal homogeneidad se debe a que el principal destino de las actividades agrícolas es el autoconsumo y por ello no reciben ingresos, y a que buena parte de los servicios aportados al sistema de cargos y la empresa de turismo no son remunerados.

			En los tres tipos de hogar se aprecia que las actividades terciarias demandaron más horas de trabajo, seguidas de las actividades primarias y, finalmente, las secundarias (cuadro VI.7). Ello concuerda con que los cargos comunitarios demandan largas jornadas laborales. 

			El hogar unipersonal dedica un promedio de 49 horas de trabajo a la semana a las actividades terciarias, mientras que los hogares nucleares y ampliados le dedican 57.27 y 57 horas (respectivamente). Así, la mayor disponibilidad de capital social en los hogares nucleares y ampliados permite que éstos aporten ocho horas más de trabajo familiar al orden de lo comunitario que los unipersonales. En contraparte, en las actividades primarias la escasa disponibilidad de capital social en el hogar unipersonal provoca que dediquen más horas de trabajo que los nucleares y ampliados; los hogares unipersonales dedican un promedio de 4.22 horas más a la semana que los hogares nucleares, y 3.45 horas más que los hogares ampliados.

			Pero los bajos ingresos percibidos por los hogares ¿convergen con una alta dependencia de ayuda económica proveniente de remesas y programas de gobierno?

			
				
					Cuadro VI.6
Ingreso medio mensual* según tipo de hogar, Santiago Apoala 2010
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					fuente: cálculos propios con base en el Censo de Población y Vivienda, 2010.

				

	
			
			
				Cuadro VI.7 
Horas promedio de trabajo a la semana de los miembros de hogares unipersonales, nucleares y ampliados por sector de actividad económica, Santiago Apoala 2010
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					fuente: cálculos propios con base en el Censo de Población y Vivienda, 2010.

				

	
			Otras fuentes de ingresos

			En 2010 los hogares recibían apoyos económicos de Oportunidades, Procampo y el Programa 70 y Más, además de las remesas. Del total de hogares unipersonales, 38 de 46 hogares (82.6%) reciben apoyo económico de programas de gobierno, y un hogar recibe ayuda por jubilación o pensión. De los hogares unipersonales, 19.6% (nueve de 46 hogares) recibe remesas, ocho de los cuales  las obtuvieron del interior y sólo uno de otro país. 

			De 178 hogares nucleares, 84% (151 hogares) recibieron ingresos de programas de gobierno y 1.1% (dos unidades domésticas) por jubilación o pensión.13 Recibieron remesas del interior del país 25 hogares (14.0%) y 3.4% (seis hogares) del extranjero.

			Del total de hogares ampliados (84 hogares), 81 hogares (96.4%) recibieron ingresos por programas de gobierno y 1.19% (un hogar), por jubilación o pensión. Recibieron remesas del interior del país 11 hogares (13.1%) y 2.38% (dos hogares), del extranjero.

			Considerando que el promedio de los ingresos entre hogares es muy parecido, podría pensarse que la ayuda económica que proviene de los programas de gobierno y las remesas sería un factor importante para aumentar las distancias sociales, sin embargo, los ingresos por apoyo del gobierno dependen y varían según el ciclo de vida familiar, así como las remesas, ya que este apoyo económico depende de las necesidades propias del migrante y su familia en el lugar de destino. 

			Estos datos muestran que los hogares tienen una alta dependencia por los ingresos que derivan de los programas de gobierno, ya que más de 80% de los hogares lo reciben. Por otra parte, la importante cantidad de personas que han salido de esa comunidad no se ha traducido en una generalizada recepción de remesas, lo que indica que la emigración no actúa en este caso como estrategia familiar.

			Discusión y conclusiones

			Los resultados muestran que la emigración ha generado una desigual distribución del capital social entre los hogares, al limitar la participación de la fuerza de trabajo familiar en actividades de uso y manejo colectivo de recursos, tanto en el orden del hogar como en lo comunitario. A nivel comunitario, la emigración ha provocado cambios en el diseño y la estructura institucional comunitaria, reduciendo el número, el tipo de cargos y el tiempo de su duración (específicamente en las coordinaciones de la empresa), lo cual ha sido reportado en otras investigaciones hechas en comunidades forestales en Oaxaca (Merino y Martínez, 2014: 97; Robson, 2009; López, 2004). A nivel de hogar, uno de los efectos es que las horas de trabajo demandadas por los cargos comunitarios, que no son remunerados no sólo les resta tiempo a las actividades requeridas para la supervivencia familiar, sino que además no se traduce en un beneficio económico que en el corto plazo contribuya a ella. Dos efectos son claros: i) que no se generan suficientes incentivos para que quienes ocupan un cargo quieran volver a ocuparlo, y ii) que la movilización de capital social del hogar a lo colectivo genera un dilema en cuanto a las posibilidades de contar con fuerza de trabajo familiar para satisfacer necesidades de la unidad doméstica.

			A pesar de lo anterior, las personas siguen ocupando cargos comunitarios y ello refleja un alto compromiso por el beneficio del colectivo, poniendo en primer plano las necesidades comunitarias sobre las familiares. Otro elemento que ayuda a sostener este argumento es que hayan acordado no recibir remuneración económica del trabajo aportado a la empresa de ecoturismo, para reinvertir los ingresos. De esa forma, el posible incremento en el capital financiero derivado del turismo podría contribuir al fortalecimiento de la empresa, y tal vez con ello aumentar los incentivos para que otras personas participen de esas actividades. 

			Por su parte, la erosión del capital social se ha reflejado en la reducción del tamaño medio del hogar, el menor peso relativo de los hogares con mayor número de miembros y el incremento porcentual de los hogares más pequeños (con hasta tres miembros). Esa erosión del capital social se asocia a una desigual distribución de este activo entre los hogares, y se refleja  en los cambios ocurridos entre 1990 y 2010 en el tipo y la clase de unidades domésticas. Los hogares nucleares redujeron su importancia porcentual, mientras que los unipersonales y los ampliados la incrementaron. 

			La recomposición demográfica de los hogares ha permitido reconfigurar el capital social de los hogares para hacer frente a los dilemas antes revisados. Si bien las actividades primarias y terciarias son las que mayor número de horas de trabajo demandan, la acción colaborativa en el seno de los hogares con mayor disponibilidad de capital social permite reducir las horas dedicadas a las actividades primarias y ampliar el tiempo de trabajo dedicado a las actividades terciarias. En efecto, la recomposición demográfica de los hogares juega un papel central en la reconfiguración del capital social erosionado por la emigración, y con ello resuelve el dilema asociado a satisfacer las necesidades de la unidad doméstica frente a las de orden comunitario. Para los hogares unipersonales, la falta de capital social dificulta la resolución de los dilemas, mientras que en los hogares nucleares y ampliados, la disponibilidad de capital social permite resolverlos mejor.

			En cuanto a la importancia de la emigración para la supervivencia familiar, las entrevistas en campo señalaron que la recepción de remesas depende del ciclo de vida familiar del migrante, pues una vez que éste conforma una familia, se reducen el monto y la frecuencia de las remesas. Los datos censales confirman que pocos hogares son beneficiados por remesas,14 provocando que la erosión del capital social del hogar por la emigración no se traduzca en mayores beneficios económicos; por el contrario, reduce la capacidad productiva del hogar, y con ello aumenta la dependencia económica de los hogares a los programas de gobierno, tal como señalan algunos autores sobre los hogares de otras regiones rurales del país (Gordillo, 2011, y enoe, 2011, citados en Merino y Martínez, 2014: 122).

			Aunque la mayor participación en actividades económicas de los miembros de hogares nucleares y ampliados podría traducirse en mayores ingresos, la organización comunitaria sustentada en un sistema normativo que no reditúa económicamente las actividades económicas ligadas a los tequios y al sistema de cargos diluye la producción de desigualdades económicas entre hogares, favoreciendo la presencia de hogares económicamente muy parecidos en cuanto a sus ingresos, pero con importantes niveles de pobreza.

			Aunque existen diversos factores sociales, económicos y políticos que afectan las capacidades de organización y de aporte de trabajo colectivo (véase Cárdenas y Ortiz-Riomalo, 2018; Merino, 2014; Merino, 2004; Ostrom, 2000), este capítulo centró su atención en estudiar el resultado de la emigración en la distribución del capital social entre unidades domésticas y su efecto en el trabajo colaborativo a nivel de hogar y comunitario. 

			En conclusión, los resultados muestran cómo la organización territorial del trabajo diluye los mecanismos de diferenciación propiciados por la desigual distribución del capital social entre unidades domésticas, dando como resultado hogares heterogéneos en cuanto a sus características demográficas, y muy homogéneos en cuanto a sus características económicas, lo cual se explica por la predominancia de una economía de subsistencia y de un sistema normativo que no reditúa económicamente las actividades en el orden de lo colectivo.

			Los resultados también muestran cómo la reconstitución demográfica de los hogares amortigua la erosión del capital social requerido para la acción colectiva referida al manejo y la apropiación del territorio y los recursos naturales en el orden del hogar y lo comunitario.
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			VII. Desigualdad y pobreza eléctrica por entidad federativa e implicaciones en la planeación del sistema eléctrico en México

			Mónica Santillán Vera

			Introducción

			La pobreza energética es una cuestión que ha ganado mayor visibilidad en años recientes a nivel mundial. No obstante, su análisis e inclusión explícita en las agendas nacionales o locales es poco frecuente —principalmente en países de ingreso medio—, pese a que se relaciona de manera transversal con diversos aspectos del desarrollo y con la planeación de diversos sectores. 

			Para el análisis de la pobreza energética, una de las principales dificultades es la extensa variedad de definiciones y maneras de mediarla, lo cual limita el establecimiento de una visión única y sencilla para entender y medir el problema. De manera muy general, la pobreza energética es un término utilizado para enmarcar carencias energéticas en el sector residencial y se mide con indicadores que van desde binarios hasta multidimensionales complejos. Una alternativa para acotar el análisis de la pobreza energética es estudiar de forma individual los energéticos de uso final en el sector residencial y situar el análisis espacial y temporalmente. 

			En este contexto, el presente capítulo analiza la pobreza eléctrica en México en 2016, y su pertinencia radica en los pocos análisis de pobreza energética para el país y la falta de conexión de este tema con la planeación del sistema eléctrico nacional. Así, el objetivo de esta investigación es realizar un análisis cuantitativo para determinar la incidencia y la amplitud de la pobreza eléctrica de los hogares por entidad federativa en México en 2016, y sus posibles implicaciones en la planeación del sistema eléctrico nacional. Para ello, el documento se organiza de la siguiente manera. En la sección que sigue a esta introducción, se discuten diversas definiciones y posibles aproximaciones de la pobreza energética y la pobreza eléctrica con base en una revisión de la literatura. En la tercera sección se estudia el caso de la pobreza eléctrica en México en 2016 mediante la adaptación de las aproximaciones tecnológica y física de la pobreza energética sugeridas por González Eguino (2015) y la propuesta de equipamiento básico de García Ochoa (2014). En la cuarta sección se identifican las necesidades de suministro eléctrico para un escenario hipotético sin pobreza eléctrica en México y sus implicaciones en la planeación del sistema eléctrico nacional. Por último, se apuntan algunas conclusiones.

			Pobreza energética y pobreza eléctrica

			Antes de entrar en la discusión de la pobreza energética y la pobreza eléctrica, conviene un acercamiento a las definiciones de energía y energía eléctrica. La energía se define comúnmente como la capacidad de un sistema físico para realizar trabajo. Ella se manifiesta en muchas formas (calor, luz, fuerza motriz, transformación química, etcétera) y proviene de diversas fuentes que se encuentran en varios estados físicos (sol, biomasa, carbón, petróleo, gas, etcétera). La energía eléctrica es una forma de energía secundaria, es decir, que se obtiene mediante la transformación o conversión de una fuente primaria (Bhattacharyya, 2019). La energía eléctrica tiene una gama muy amplia de aplicaciones y se utiliza en casi todos los tipos de actividad humana: producción industrial, uso doméstico, agricultura, comercio, etcétera. En el ámbito de los hogares, se utiliza para iluminación, calefacción, enfriamiento y funcionamiento de electrodomésticos y tecnologías de información y comunicaciones (Agencia Internacional de Energía [iea, por sus siglas en inglés], 2007).

			Pobreza energética es un término utilizado para enmarcar carencias en el sector residencial,1 para el cual existen diversas visiones. De forma sencilla, la pobreza energética se relaciona con un nivel de consumo energético insuficiente para satisfacer las necesidades de los hogares o los individuos. De forma más compleja, ella va más allá del nivel de consumo energético y se asocia también con las características del suministro energético (seguridad, confiabilidad, asequibilidad, etcétera) y con aspectos particulares de cada sociedad. Así, para analizar la pobreza energética nos encontramos desde indicadores binarios de acceso energético (sí o no se tiene acceso a la energía) hasta indicadores multidimensionales complejos, como el Multi-Tier Framework for Measuring Energy Access (Bhatia y Angelou, 2015).

			Pero ¿qué es la pobreza energética y en qué radica su importancia? De acuerdo con Reddy et al. (2000), es la ausencia de opciones suficientes para acceder a servicios de energía adecuados, asequibles, confiables, de alta calidad, seguros y ambientalmente benignos a fin de apoyar el desarrollo económico y humano. Esta definición permite concebirla en un sentido amplio que no se limita al suministro de energía o sus características, sino que se enfoca en las posibilidades que los servicios energéticos ofrecen a los individuos para desarrollarse. Tal concepción está en línea con la aproximación de Amartya Sen de la pobreza como privación de capacidades. De acuerdo con Sen (1999), la condición de pobreza de una persona corresponde a un grado de privación que obstaculiza el desarrollo pleno de sus capacidades y su libertad de tener y ser lo que cada uno considera racionalmente que vale la pena tener y ser. Para ejercer esta libertad, un individuo requiere un mínimo de bienestar social que le dote de la capacidad de elegir esos funcionamientos. 

			Para analizar la pobreza energética, entonces, es necesario definir cuáles son los servicios energéticos que constituyen el mínimo de bienestar social y que posibilitan el desarrollo pleno de las capacidades de los individuos. Ya que el análisis de la pobreza energética está centrado en el sector residencial, su unidad de análisis es, generalmente, el hogar. Así, los servicios energéticos son los usos finales de la energía en el sector residencial, como iluminación, calentamiento de agua, cocción, conservación de alimentos, confort térmico, entretenimiento, información, fuerza motriz para tareas domésticas, entre otros, los cuales satisfacen las necesidades de todos los miembros del hogar. Estas necesidades varían en función de condiciones climatológicas, tipo de urbanización, nivel de desarrollo, cultura, tradiciones, de modo que, como enfatizan Calvo y colegas (2019), la pobreza energética se entiende como un fenómeno situado espacial y temporalmente, que requiere de indicadores y umbrales pertinentes a nivel territorial. 

			Para tal diferenciación, Calvo y colaboradores (2019) clasifican las necesidades energéticas en fundamentales y básicas. Las necesidades fundamentales implican impactos directos en la salud humana, por lo cual su satisfacción se considera crítica con independencia del contexto territorial: cocción y conservación de alimentos, acceso al agua, temperatura mínima y máxima saludable y disponibilidad de suministro eléctrico continuo para personas electrodependientes en salud.2 Las necesidades energéticas básicas dependen de características socioecológicas (biofísicas, geográficas y climáticas), sociotécnicas (tecnológicas e infraestructurales) y socioculturales (normas y expectativas relacionadas con calidad de vida y desarrollo humano) propias de un determinado territorio: confort térmico, agua caliente sanitaria, iluminación, electrodomésticos y dispositivos tecnológicos de educación.

			García Ochoa y Graizbord (2016a), por su parte, sugieren que la pobreza energética puede aproximarse mediante dos enfoques: 1) enfoque de subsistencia o biológico: considera los satisfactores energéticos básicos que permiten mantener la eficiencia física de las personas y se basa primordialmente en indicadores objetivos; 2) enfoque consensual: analiza las condiciones de privación tomando en cuenta lo que piensan o sienten las personas en función de la estructura social e institucional en un momento y tiempo determinados, y se basa tanto en indicadores objetivos como subjetivos. El enfoque consensual es una adaptación del enfoque de privación relativa en el estudio de la pobreza desarrollado por Peter Townsend, en el que se enfatiza que, además de las necesidades físicas, hay necesidades sociales cambiantes de acuerdo con la cultura y las costumbres de la sociedad.

			Una distinción importante en el análisis de la pobreza energética deriva del nivel de desarrollo de la sociedad en cuestión. En países de ingresos bajos y en áreas rurales, la pobreza energética se asocia principalmente con la falta de acceso a la energía eléctrica y el uso de leña u otro tipo de biomasa para cocinar; este enfoque ha cobrado mayor visibilidad en el presente siglo con la inserción de la pobreza energética en la agenda internacional a partir de iniciativas de las Naciones Unidas3 (De la Vega y Santillán, 2020; ibrd, 2017; iea, 2017; onu, 2015). Por otro lado, en países de ingresos altos la pobreza energética se ha estudiado desde la década de 1980 para analizar la falta de confort térmico en las viviendas, por ello denominada “pobreza de combustible” (fuel poverty),4 lo cual ha permeado en la política pública de dichos países (Boardman, 1991; Lewis, 1982; Rademaekers et al., 2016). Mientras tanto, el análisis de la pobreza energética para países de ingresos medios o países en desarrollo es menos frecuente (Birol, 2007) y en términos de política pública la pobreza energética no es un eje prioritario en estos países, pese a que se relaciona de manera transversal con diversos aspectos del desarrollo y con la planeación de diversos sectores.

			Además, la aproximación a la pobreza energética puede abordarse desde diferentes ángulos. González Eguino (2015), por ejemplo, sugiere tres aproximaciones para definir los umbrales de pobreza energética: tecnológico, físico y económico. El umbral tecnológico se basa en la idea de que ella implica un problema de acceso a servicios energéticos “modernos”; el umbral físico sugiere la estimación de un mínimo de consumo energético asociado a la satisfacción de necesidades básicas, mientras que el umbral económico pretende establecer un porcentaje del ingreso del hogar razonable para que se destine al gasto energético.

			Ahora bien, retomando la aproximación tecnológica de la pobreza energética propuesta por González Eguino (2015), resulta útil considerar que la provisión de los servicios energéticos depende de dos aspectos: 1) la disponibilidad de los energéticos de uso final en los hogares y 2) la disponibilidad de los aparatos y equipos que se utilizan en el hogar.5 Los energéticos de uso final en el sector residencial son fundamentalmente cuatro: energía eléctrica, gas, biomasa (leña u otros) y energía solar. Así, es posible considerar el acceso a los energéticos de uso final como un acercamiento inicial a la pobreza energética, principalmente el acceso a energéticos modernos. 

			Sobre los aparatos y equipos que se usan en el sector residencial para proveer servicios energéticos a los hogares, existe una gran variedad que incluye lámparas, electrodomésticos grandes y pequeños, aparatos electrónicos, etcétera. Al respecto, García Ochoa (2014) desarrolló el Índice de Pobreza Energética en el Hogar (peh) para América Latina con la intención de definir si un hogar se encuentra o no en situación de pobreza energética con base en el equipamiento con el que cuenta. El índice peh considera la posesión de los siguientes bienes económicos: refrigerador, computadora con acceso a internet, calentador de agua de gas o eléctrico, ventilador o aire acondicionado, calefactor, foco o lámpara fluorescente, televisión y estufa de gas o eléctrica. La carencia de cualquiera de estos bienes conduce a clasificar al hogar en pobreza energética (calentador de agua, calefactor y ventilador o aire acondicionado se consideran esenciales sólo en algunas localidades), por lo tanto, todos los bienes tienen la misma ponderación. Este tipo de análisis es de utilidad para tener un mayor acercamiento a la pobreza energética. Una vez que se tiene acceso a los energéticos de uso final, es conveniente conocer el equipamiento de los hogares para determinar a qué servicios energéticos realmente tienen acceso los integrantes del hogar. 

			En cuanto a la pobreza eléctrica, en primer lugar, es útil considerar el acceso eléctrico de los hogares, como una adaptación de la aproximación tecnológica de la pobreza energética sugerida por González Eguino (2015). Los usos finales de la energía eléctrica tienen un amplio alcance e incluyen servicios de iluminación, conservación de alimentos, entretenimiento, información, fuerza motriz para diversas tareas domésticas, calefacción o enfriamiento de la vivienda, calentamiento de agua y cocción de alimentos; empero, cocción de alimentos, calentamiento de agua, calefacción de la vivienda e iluminación6 pueden también ser provistos mediante el gas, la biomasa y la energía solar. De hecho, cocción de alimentos y calentamiento de agua son con mayor frecuencia provistos por energéticos distintos a la energía eléctrica. Por ello, siguiendo la idea de García Ochoa (2014), los bienes económicos a considerar para complementar el análisis de la pobreza eléctrica con una aproximación tecnológica son: refrigerador, computadora con acceso a internet, ventilador o aire acondicionado, calefactor, foco o lámpara fluorescente y televisión.

			Adaptando el concepto del umbral físico de pobreza energética de González Eguino (2015) al umbral físico de pobreza eléctrica, toca ahora definir un mínimo de consumo eléctrico asociado a la satisfacción de necesidades básicas. En 2009 la iea sugirió un consumo mínimo básico de energía eléctrica por persona al año de 50 kilowatts-hora (kWh) en zonas rurales y 100 kWh en zonas urbanas (iea, 2009). Este umbral de consumo eléctrico fue retomado por diversos estudios de pobreza energética, como los realizados por el Advisory Group on Energy And Climate Change (agecc, 2010) y Chakravarty y Tavoni (2013). Sin embargo, como la misma iea señaló, estos niveles de consumo suponen los casos de personas que comienzan a utilizar energía eléctrica sólo como un sustituto de los combustibles tradicionales empleados para cubrir las necesidades básicas (por ejemplo, velas, gas licuado de petróleo y queroseno), y se supone que con el tiempo el consumo eléctrico incrementa hasta alcanzar el promedio regional después de 10 años. 

			Recientemente, en 2017, la iea publicó un reporte especial sobre acceso energético en el que redefinió los mínimos de consumo eléctrico para los hogares que comienzan a utilizar energía eléctrica. En este documento, la Agencia incluyó el escenario Energy for All Case, en el cual los umbrales de consumo eléctrico por hogar por año ascienden a 250 kWh en localidades rurales y 500 kWh en localidades urbanas, con incrementos en el tiempo hasta alcanzar el consumo promedio por hogar nacional (iea, 2017). A decir verdad, estos nuevos umbrales de consumo eléctrico podrían no diferir significativamente de los anteriores si se considera el número de integrantes del hogar (por ejemplo, un promedio de cinco integrantes por hogar, los umbrales propuestos en 2009 y 2017 son idénticos). 

			Así, los umbrales de consumo eléctrico propuestos por la iea deben considerarse con cautela, pues están enfocados en consumos energéticos muy básicos que podrían ser insuficientes para sociedades con un desarrollo medio o alto o para condiciones climatológicas extremas que demandan confort térmico dentro de la vivienda. Al igual que el análisis de la pobreza energética en general, el análisis de la pobreza eléctrica requiere ser situado espacial y temporalmente. Una posible salida al establecimiento de un umbral físico para la pobreza eléctrica es que, a partir de la aproximación tecnológica de la pobreza eléctrica —acceso eléctrico y disponibilidad de bienes económicos que proveen servicios a partir de energía eléctrica—, se obtenga un umbral físico basado en la potencia de los aparatos y equipos y en el tiempo promedio de uso de éstos.

			Pobreza eléctrica en México

			Dentro de esta investigación sobre el análisis de la pobreza energética para el caso de México se han ubicado pocos antecedentes (García Ochoa, 2014; García Ochoa y Graizbord, 2016a; García Ochoa y Graizbord, 2016b), y sobre la pobreza eléctrica de forma singular, ninguno, lo cual sugiere la necesidad de ampliar y profundizar los conocimientos sobre la pobreza energética y eléctrica en el país. 

			En términos de política pública en México, la pobreza energética se ubicó de forma poco precisa en algunos documentos, como el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 en el objetivo 4.6: “abastecer de energía al país con precios competitivos, calidad y eficiencia a lo largo de la cadena productiva”.7 Posteriormente, con la reforma energética de 2013 y la adhesión del país a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), los temas de pobreza energética y pobreza eléctrica se abordaron de manera más específica. Con esa reforma se estableció una meta de electrificación de 99.8% de la población para 2021 y se creó el Fondo de Servicio Universal Eléctrico (fsue). El fsue se constituye con contribuciones de los participantes del Mercado Eléctrico Mayorista, así como de donativos de terceros y otras fuentes, y su objetivo es electrificar las comunidades que aún no disponen del servicio mediante una inversión estimada de 12 000 millones de pesos (Sener, 2016). La operación del fondo incluye seis etapas entre 2017 y 2021, con un alcance de más de 450 000 servicios aislados y cerca de 65 000 servicios como extensión de red en comunidades rurales y zonas urbanas marginadas (Sener, 2019b). Con la adhesión de México a los ods, el ods 7 estableció en una de sus metas garantizar el acceso universal a servicios de energía asequibles, fiables y modernos para 2030. Sin embargo, en el caso de la pobreza eléctrica, tanto la reforma energética como el ods 7 sólo toman en cuenta el acceso eléctrico y no hay consideraciones más profundas o detalladas sobre dimensiones adicionales de la pobreza eléctrica.

			Metodología y datos

			El análisis de pobreza eléctrica en México que se propone en este trabajo sigue las aproximaciones tecnológica y física sugeridas por González Eguino (2015) y la propuesta de equipamiento básico de García Ochoa (2014), con el fin de determinar la incidencia de la pobreza eléctrica en México por entidad federativa y sus implicaciones en la planeación del sistema eléctrico nacional; para ello se divide en dos partes. En la primera se realiza una aproximación inicial a la pobreza eléctrica mediante el análisis del acceso eléctrico en el país (aproximación tecnológica); en la segunda se estudia el consumo eléctrico, para lo cual, en primer lugar, se estiman los umbrales físicos de consumo eléctrico para regiones templadas y cálidas (aproximación física), así como el consumo eléctrico real de los hogares; posteriormente, a partir de ambas estimaciones, se determina la incidencia de la pobreza eléctrica por entidad federativa. El estudio se realiza para 2016, el año más reciente para el cual se cuenta con información completa para aplicar el análisis propuesto.

			Los principales datos utilizados en esta investigación son:



			1) Las tarifas eléctricas del sector residencial de 2016 publicadas en el Sistema de Información Energética (sie, 2021). El sie es la base de datos energéticos más amplia de México; se alimenta de diversos reportes oficiales y concentra información histórica energética del país.

			2) La información del gasto eléctrico de los hogares obtenida de los microdatos de la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares (enigh) de 20168 (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi], 2017). La enigh es realizada por el inegi de forma bienal desde 1992.9 La enigh reporta datos de los ingresos y los gastos de los hogares mexicanos; adicionalmente, ofrece información sobre las características ocupacionales y sociodemográficas de los integrantes del hogar, así como las características de la infraestructura de la vivienda y el equipamiento del hogar. El esquema de muestreo de la enigh es probabilístico; a su vez, el diseño es estratificado, bietápico y por conglomerados, donde la unidad última de selección es la vivienda y la unidad de observación es el hogar; en consecuencia, los resultados obtenidos de la encuesta se generalizan a toda la población. La enigh 2016 es representativa a nivel nacional y estatal para localidades urbanas y rurales. El tamaño de la muestra es de 70 311 hogares y la muestra expandida asciende a 33 462 598 hogares (inegi, 2017).

			3) Los datos de potencia del equipamiento de los hogares y su tiempo promedio de uso publicados por la Comisión Federal de Electricidad (cfe) (citados en Conermex, 2016).

			Acceso eléctrico

			Si bien México registra una tasa de electrificación bastante aceptable —muy superior al promedio mundial y a la región de América Latina y el Caribe y muy cercana al promedio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) (Banco Mundial, 2020)— territorialmente es heterogénea. De acuerdo con la enigh 2016 (inegi, 2017), sólo 0.5% de los hogares (161 000 hogares) no contaba con energía eléctrica. Más de 25% de los hogares sin acceso eléctrico en el país se concentró en dos entidades federativas (Veracruz y Oaxaca), y sólo en una entidad (Nayarit) más de 2% de su población carecía de servicio eléctrico. En general, la falta de acceso eléctrico en México es un problema más agudo en localidades rurales que en urbanas, aunque en algunas entidades como el Estado de México, Jalisco y Baja California, la falta de acceso eléctrico es más frecuente en localidades urbanas que en rurales (véase la gráfica VII.1).

			Consumo eléctrico desigual e incidencia de pobreza eléctrica

			Para definir un umbral de consumo eléctrico, como se mencionó anteriormente, es posible retomar el enfoque tecnológico, el cual considera el acceso eléctrico y la posesión de los siguientes bienes económicos: refrigerador, computadora con acceso a internet, ventilador o aire acondicionado, calefactor, foco o lámpara fluorescente y televisión. Para el caso de México, se consideró que la posesión de ventilador o aire acondicionado sólo es indispensable en los hogares que se ubican en regiones con climas cálidos, mientras que la posesión de calefactor no se consideró debido a que la mayor parte del territorio del país presenta climas templados o cálidos,10 como puede apreciarse en el mapa de unidades climáticas del inegi (2014).


			Gráfica VII.1

			Proporciones de hogares sin energía eléctrica en México, 2016
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				fuente: elaboración propia con base en datos de inegi (2017).

			Cuadro VII.1

			Tarifas eléctricas en el sector residencial en México 2016
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			* Precio promedio mayo-agosto 2016. Se supuso que los gastos en energía eléctrica reportados en la enigh correspondían al bimestre anterior al levantamiento de la encuesta (la enigh 2016 se levantó entre el 21 de agosto y el 28 de noviembre), por tal motivo se consideraron los precios promedio mayo-agosto 2016.

			fuente: elaboración propia con base en datos de cfe (2020) y el sie (2021).

			De tal modo, el país se clasificó en dos regiones climáticas: templada y cálida. Los hogares ubicados en la primera tienen la tarifa eléctrica doméstica 1 (temperatura media mínima en verano menor a 25 °C). Los hogares ubicados en la segunda tienen las tarifas domésticas 1A, 1B, 1C, 1D, 1E y 1F, con temperaturas medias mínimas en verano de 25, 28, 30, 31, 32 y 33 °C, respectivamente. En ambas regiones la cfe cambia las tarifas de los hogares en caso de que estos registren un consumo mensual promedio superior al límite de alto consumo definido por localidad y les asigna la tarifa denominada Doméstica de Alto Consumo (dac),11 la cual, a diferencia de las otras tarifas domésticas, no es subsidiada (véase el cuadro VII.1).

			Cuadro VII.2

			Umbrales de consumo eléctrico anual por hogar según regiones climáticas en México
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			* El uso del ventilador sólo se consideró para las zonas cálidas o tropicales por un periodo de seis meses al año; no se consideró el uso de aire acondicionado, porque el costo de los aparatos y el consumo eléctrico es considerablemente más alto que los ventiladores. Así que, como mínimo, se espera que un hogar cuente con ventilador para las necesidades de enfriamiento en el interior de la vivienda. Se consideraron los datos de potencia del ventilador de pedestal por ser el más común en los hogares mexicanos (inegi, 2018).

			fuente: se tomaron los datos de potencia promedio de los bienes económicos de más bajo consumo referidos en la Tabla de consumo de cfe (citada en Conermex, 2016).

			Si bien existen clasificaciones más detalladas sobre los tipos de clima en el país, por ejemplo, las unidades climáticas definidas por el inegi: cálido, templado, seco y frío12 (inegi, 2014) o la clasificación utilizada en la Encuesta Nacional sobre Consumo de Energéticos en Viviendas Particulares (encevi), que considera tres regiones climáticas: cálida extrema, templada y tropical13 (inegi, 2018), en este estudio se usan sólo dos regiones climáticas por las dificultades de establecer un umbral de consumo eléctrico diferenciado para cada unidad o región climática.

			Así, se definieron únicamente dos umbrales físicos de pobreza energética en México: uno para regiones templadas y otro para regiones cálidas. El cuadro VII.2 muestra los bienes económicos considerados para cada caso, la potencia eléctrica, el tiempo promedio diario de uso, el consumo eléctrico anual de cada uno y el umbral de consumo eléctrico total anual expresado en kWh, el cual fue estimado mediante:
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			donde, UE es el umbral de consumo eléctrico total anual y Ei es el consumo eléctrico anual de cada bien económico i.

			El umbral de consumo eléctrico para regiones con clima templado estimado es de 1 500 kWh anuales y de 1 600 kWh para climas cálidos. Estas estimaciones son cercanas a las realizadas por la iea (2017), en las que ejemplifica el caso de un hogar que obtiene acceso a electricidad y utiliza electrodomésticos de eficiencia estándar, en la cual la demanda eléctrica asciende a 1 250 kWh por año para cuatro focos que operan cinco horas diarias, una televisión que opera cuatro horas al día, un ventilador que opera seis horas al día, un cargador para teléfono celular y un refrigerador. Si bien los umbrales de consumo eléctrico estimados y el nivel de consumo eléctrico referido por la iea (2017) parecen aun limitados, éstos sólo representan el consumo eléctrico mínimo para satisfacer necesidades básicas.

			Ahora bien, para determinar qué hogares se encuentran por debajo del umbral de consumo eléctrico ya definido, es necesario conocer la región climática en la que se ubica cada hogar, así como su consumo eléctrico en términos físicos (kWh). Para estimar el consumo eléctrico 2016 de cada hogar, siguiendo a Santillán (2019), se consideraron los precios de la energía eléctrica de las ocho tarifas del sector residencial: 1, 1A, 1B, 1C, 1D, 1E, 1F y dac (véase el cuadro VII.1) y se descartó el uso de un precio promedio nacional debido a la alta dispersión de los precios.14 Ya que la enigh no incluye información sobre la tarifa eléctrica de cada hogar, las tarifas eléctricas se asignaron con base en el reporte de la cfe (2018) del número de usuarios y consumo eléctrico por municipio.15 La tarifa para cada hogar de la enigh se definió en función de su ubicación municipal16 y se supuso que cualquier hogar que rebasara el límite de alto consumo habría pagado la tarifa dac.

			La gráfica VII.2 muestra las estimaciones de consumo eléctrico promedio por hogar según entidad federativa y localidad (urbana o rural). La línea central muestra el umbral de consumo eléctrico anual definido para regiones templadas (1500 kWh / año) y permite notar que, en buena parte de las entidades federativas y en las localidades rurales a nivel nacional, el consumo eléctrico promedio fue inferior al umbral señalado. Las entidades cuyo consumo eléctrico promedio se ubicó por arriba del umbral de consumo eléctrico, en su mayoría, son entidades que presentan climas cálidos. Respecto al tipo de localidad, el consumo promedio en las localidades urbanas superó en todas las entidades al consumo promedio rural.

			Por otra parte, la gráfica VII.3 muestra que el consumo promedio por hogar en la región climática templada fue inferior al umbral definido para dicha región (excepto en Baja California), mientras que el consumo eléctrico promedio por hogar en las regiones cálidas fue mayor y en entidades como Sonora y Sinaloa, significativamente más alto.

			Las gráficas VII.4 y VII.5 muestran la incidencia de la pobreza eléctrica por entidad federativa y por tipo de localidad y región climática, respectivamente. La incidencia de la pobreza eléctrica es la proporción de hogares que no tienen acceso eléctrico o pagan por el servicio eléctrico público, pero consumen menos energía eléctrica que el umbral físico previamente definido (1 500 y 1 600 kWh / año para regiones templadas y cálidas, respectivamente) y no cuentan con acceso eléctrico mediante plantas particulares, paneles solares u otras fuentes. A nivel nacional, se estima que 62% de los hogares mexicanos se ubicaron debajo del umbral de consumo eléctrico correspondiente según su región climática en el año 2016. Chiapas, Hidalgo, Tlaxcala y Puebla fueron los estados en los cuales se observó una mayor incidencia de pobreza eléctrica (superior a 80% en los cuatro casos). Sonora y Sinaloa fueron las entidades donde se observó una menor incidencia de pobreza eléctrica (inferior a 20% en ambos casos).

			Por tipo de localidad (véase la gráfica VII.4), a nivel nacional el problema fue mayor en localidades rurales (77%), pero también preocupante en localidades urbanas (58%). De hecho, algunos estudios han destacado que la pobreza eléctrica en localidades urbanas es un problema con un peso cada vez más importante en países en desarrollo como México y los de América Latina (García Ochoa, 2014; Kozulj, 2009).

			Por región climática (véase la gráfica VII.5), a nivel nacional la incidencia de la pobreza eléctrica fue mayor en regiones templadas (75%) que en regiones cálidas (46%), y tendencias similares se observaron en gran parte de las entidades federativas que presentan ambos climas. Esta afirmación debe ser interpretada con cautela, ya que el umbral de consumo eléctrico definido para regiones con climas cálidos podría estar subestimado y, por lo tanto, la incidencia de la pobreza eléctrica en dichas regiones podría ser mayor. En las regiones con clima cálido, principalmente en el norte del país, el aire acondicionado —con potencia promedio mayor a 1 000 watts (Conermex, 2016)— ha penetrado de manera importante en el equipamiento de los hogares y, desde un enfoque consensual, podría considerarse como un bien económico básico. 

			De hecho, se espera que la demanda de enfriamiento en los hogares en México continúe al alza debido a cambios en los estilos de vida y posibles aumentos de temperatura derivados del cambio climático (iea, 2018). En México se ha avanzado muy poco en lo que corresponde al envolvente térmico de las edificaciones en regiones de clima cálido (De Buen, Hernández y Navarrete, 2016), y se requiere reforzar la eficiencia energética de los aires acondicionados (Sierra, Moreno, Chacón y Fernández, 2019).

			Gráfica VII.2

			Consumo eléctrico promedio por hogar en México 2016 por entidad federativa y tipo de localidad (urbana o rural)

			[image: ]

			fuente: elaboración propia con base en datos de inegi (2017).

			Gráfica VII.3

			Consumo eléctrico promedio por hogar en México 2016 por entidad federativa y región climática (templada o cálida)

			[image: ]

			fuente: elaboración propia con base en datos de INEGI (2017).

			Gráfica VII.4

			Incidencia de la pobreza eléctrica en México 2016 por entidad federativa y tipo de localidad (urbana o rural)

			[image: ]

			fuente: estimaciones propias.

			Gráfica VII.5

			Incidencia de la pobreza eléctrica en México 2016 por entidad federativa y región climática (templada o cálida)

			[image: ]

			fuente: estimaciones propias.

			Pobreza eléctrica y planeación del sector eléctrico en México

			En la planeación del sistema eléctrico en México, el Programa de Desarrollo del Sistema Eléctrico Nacional (Prodesen) elabora pronósticos de consumo energético con base en escenarios tendenciales que no consideran de manera explícita la atención de la pobreza eléctrica. En relación con los hogares, el Prodesen toma en cuenta el crecimiento económico y poblacional, la estacionalidad de la demanda, los precios de la electricidad y la eficiencia energética (Sener, 2019a), pero no considera la heterogeneidad en el consumo eléctrico ni las condiciones de pobreza energética que caracterizan a muchos hogares y que limitan su desarrollo económico y social. Para atender esta preocupación, en esta sección se enlazan las estimaciones de la pobreza eléctrica con posibles implicaciones en la planeación de un sector estratégico en México, el sector eléctrico.

			De acuerdo con las estimaciones realizadas en la sección anterior, el consumo eléctrico del sector residencial en México en 2016 ascendió a 59 684 giga watts-hora (GWh)17 y aproximadamente 62% de los hogares mexicanos estuvieron en condiciones de pobreza eléctrica. En el hipotético caso de que los hogares en condiciones de pobreza eléctrica hubieran consumido 1 500 kWh / año en regiones templadas y 1 600 kWh / año en regiones cálidas en 2016 (umbrales de consumo eléctrico estimados), el consumo eléctrico del sector residencial se habría incrementado aproximadamente 28% en el país y habría ascendido a 76 232 GWh. En términos territoriales, por entidad federativa y tipo de localidad el contraste entre el consumo eléctrico observado en 2016 y el consumo hipotético sin pobreza eléctrica en el mismo año es muy variable (véase el cuadro VII.3).

			En algunas entidades los requerimientos de suministro eléctrico adicional estimados para subsanar los problemas de pobreza eléctrica en 2016 son muy altos (Chiapas: 137%, Hidalgo: 81%, Estado de México y Puebla: 64%). En cuanto al tipo de localidades, los mayores desafíos se ubican en localidades rurales (63%), mientras que en las urbanas los desafíos son menores (22%).

			Estas necesidades heterogéneas de suministro eléctrico adicional en el sector residencial no se reflejan en la planeación del sistema eléctrico mexicano. Si bien el Sistema Eléctrico Nacional (sen) está organizado territorialmente para las actividades de generación, transmisión y distribución de energía eléctrica,18 en las proyecciones de los escenarios de largo plazo no se presentan muchos detalles sobre los pronósticos de consumo por tipo de usuario y tampoco consideraciones de tipo territorial. En el escenario de planeación 2019-2033 del Prodesen (Sener, 2019a), se consideró una tasa media de crecimiento anual de 3.3% para el sector residencial y se espera que al final del periodo el consumo final de ese sector represente aproximadamente 23% (una proporción ligeramente menor a la observada en 2016, 26%). 

			Sin mayores consideraciones sobre el pronóstico del consumo eléctrico residencial, las posibilidades de que las nuevas centrales eléctricas y las adiciones o mejoras en los sistemas de transmisión y distribución tengan un efecto amplio en términos de pobreza eléctrica podrían ser limitadas. Si bien algunas otras opciones —como la incorporación de sistemas aislados, microrredes u otras tecnologías en comunidades rurales y con baja densidad poblacional que se encuentran alejadas de la Red Nacional de Transmisión y las Redes Generales de Distribución— podrían también jugar un papel importante para reducir la pobreza eléctrica, la ampliación y mejora de la red principal para atender el problema no puede excluirse. A la fecha, el suministro eléctrico mediante la red principal continúa siendo la opción más eficiente en términos de costos en múltiples regiones y es también la opción que tiene mayores alcances en términos de los servicios energéticos que es capaz de brindar (iea, 2017).

			Conclusiones

			La pobreza eléctrica en México es un fenómeno poco estudiado y escasamente incorporado en la política y planeación pública. Su estudio en México en 2016, realizado en esta investigación —siguiendo las aproximaciones tecnológica y física de la pobreza energética sugeridas por González Eguino (2015) y la propuesta de equipamiento básico de García Ochoa (2014)— sugiere que la incidencia de la pobreza eléctrica en el país fue muy alta para el año analizado (62% de los hogares) y que las localidades rurales estuvieron más afectadas que las urbanas. A nivel entidad federativa, la cuestión fue muy heterogénea y los estados de Chiapas, Hidalgo, Tlaxcala y Puebla presentaron los índices más altos (mayores a 80%). Con base en un escenario hipotético sin pobreza eléctrica en 2016, se estimó que sería necesario 28% adicional en el suministro eléctrico nacional para erradicar el problema, el cual representaría mayores desafíos en localidades rurales e incrementos muy altos en algunas entidades (en Chiapas, por ejemplo, casi 140%). Estas estimaciones sugieren implicaciones importantes para la planeación del Sistema Eléctrico Nacional.

			Los resultados de este trabajo evidencian condiciones eléctricas desiguales a nivel territorial. Por localidad, por región climática o por entidad federativa, los problemas en el suministro eléctrico y los requerimientos para solucionar la pobreza eléctrica son muy variados, por lo que es necesario realizar análisis más detallados que permitan ofrecer opciones acordes a cada territorio. Hasta ahora, la planeación del Sistema Eléctrico Nacional no incorpora consideraciones territoriales en sus pronósticos de consumo eléctrico, por lo que sus planes de mejora y ampliación podrían ser limitados para atender la pobreza eléctrica. 

			Es necesario que en los ejercicios de planeación del sistema eléctrico se incluya el análisis de la pobreza eléctrica situado espacial y temporalmente, de lo contrario, el riesgo de que la pobreza eléctrica y la desigualdad persistan o se agudicen en el largo plazo es alto, lo cual limitaría aún más las posibilidades de desarrollo de los hogares actualmente desfavorecidos. 

			El análisis aquí presentado representa una aportación para el estudio de la pobreza eléctrica en México y podría sentar las bases para incorporar el tema en la planeación del sistema eléctrico con enfoque territorial, empero es necesario incorporar consideraciones dinámicas que permitan hacer proyecciones de largo plazo, así como análisis geoespaciales más sofisticados que mejoren las estimaciones de este estudio. 

			Cuadro VII.3

			Tasas de crecimiento del consumo eléctrico en el escenario hipotético sin pobreza eléctrica vs el consumo eléctrico observado, México 2016

			[image: ]

			fuente: estimaciones propias.
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					1	Si bien la gran mayoría de los análisis de pobreza energética y las estrategias para enfrentarla están enfocados en el sector residencial, su estudio en torno al transporte es una línea de investigación emergente que ha avanzado en Europa, principalmente en Reino Unido y Francia (Mattioli, Lucas y Marsden, 2017). El análisis del transporte escapa al alcance de este trabajo, por lo que se analiza únicamente la pobreza energética en el contexto residencial.

				

				
					2	Personas con necesidad de estar conectadas a un elemento de uso médico que requiere un suministro eléctrico continuo y en niveles de tensión adecuados, pues sin él se encontrarían en riesgo vital o de secuelas graves. El reconocimiento de pacientes electrodependientes y su vulnerabilidad por falta de suministro eléctrico adecuado ha cobrado fuerza en países como Chile, Argentina y España. Véase, por ejemplo, H. Congreso de la Nación Argentina (2017), Carreras y Feely (2017) y Ministerio de Salud (2018).

				

				
					3	En 2012 la Organización de las Naciones Unidas (onu) lanzó la iniciativa Energía Sostenible para Todos (Sustainable Energy for All) (ibrd, 2017). En 2015 la misma organización aprobó la Agenda 2030 y los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), uno de los cuales aborda de manera específica la pobreza energética, el ods 7: “garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible y moderna para todos” (onu, 2015).

				

				
					4	De acuerdo con el buscador Web of Science, del total de investigaciones publicadas entre 1980 y 2020 que en su título contienen energy poverty o fuel poverty (452 investigaciones), aproximadamente 85% corresponde a países de ingresos altos, 13% a países de ingresos medios y 2% a países de ingresos bajos (consulta realizada en mayo 2020).

				

				
					5	Si bien en la definición del umbral tecnológico González Eguino (2015) sólo discute la disponibilidad de energéticos modernos, la disponibilidad de aparatos y equipos para obtener el servicio energético deseado es determinante. 

				

				
					6	La iluminación puede también ser provista por velas; sin embargo, ya que su uso es mínimo, no se considera en este análisis. 

				

				
					7	El objetivo 4.6 se compone de dos estrategias: 1) abastecimiento de petróleo crudo, gas natural y petrolíferos en las industrias relacionadas con estos energéticos; 2) abastecimiento de energía eléctrica tanto en el sector industrial como en los hogares.

				

				
					8	A pesar de que la enigh de 2018 y la de 2020 ya están disponibles, se utiliza la enigh 2016 por falta de datos completos recientes de las tarifas eléctricas (hacia septiembre de 2021, los últimos datos completos de tarifas disponibles en el sie corresponden a noviembre de 2017).

				

				
					9	Adicionalmente, el inegi realizó una enigh extraordinaria en 2005.

				

				
					10	En línea con García Ochoa y Graizbord (2016a), se reconoce la importancia de estudiar la provisión del servicio de calefacción en las pocas localidades en las que tal servicio se calificaría como indispensable, sin embargo, dado que sólo un reducido porcentaje de hogares cuenta con calefactor (2.7% en 2016), esta proporción no es estadísticamente significativa, al considerar que la enigh no es representativa por localidades o zonas climáticas.

				

				
					11	El consumo mensual promedio registrado por el usuario se determinará con el promedio móvil del consumo durante los últimos 12 meses (cfe, 2020).

				

				
					12	Que a su vez se subdividen de la siguiente manera. Grupo cálido: cálido húmedo, cálido subhúmedo, semicálido húmedo y semicálido subhúmedo. Grupo templado: semicálido húmedo, semicálido subhúmedo, templado húmedo, templado subhúmedo, semifrío húmedo y semifrío subhúmedo. Grupo seco: cálido semiseco, templados y semifríos semisecos, cálido seco, templado seco, templado seco lluvias de invierno, cálidos muy secos y templados y semifrío muy seco.

				

				
					13	Región cálida extrema: Baja California, Baja California Sur, Sonora, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas, Sinaloa y Durango. Región templada: Nayarit, Jalisco, Colima, Michoacán, Zacatecas, Aguascalientes, San Luis Potosí, Guanajuato, Querétaro, Hidalgo, Estado de México, CDMX, Morelos, Tlaxcala y Puebla. Región tropical: Guerrero, Oaxaca, Veracruz, Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo.

				

				
					14	Precios de la electricidad 2016: media=1.3; desviación estándar=0.8; coeficiente de variación=65%.

				

				
					15	Aunque los datos tomados del reporte de la cfe (2018) corresponden a enero de 2018, por la disponibilidad de información se supone que son válidos para 2016.

				

				
					16	En la base de datos de la cfe (2018) se observa que algunos municipios cuentan con más de una tarifa en el interior de ellos, pero no se sabe exactamente a qué localidad corresponden. Por lo anterior, se tomó la tarifa predominante en el número de usuarios como tarifa única por municipio.

				

				
					17	Esta estimación es cercana a las ventas de energía eléctrica para el sector residencial en 2016 (58 368 GWh) reportadas en el sie (2021).

				

				
					18	El Sistema Eléctrico Nacional se integra por nueve regiones de control (Central, Oriental, Occidental, Noroeste, Norte, Noreste, Baja California, Peninsular, Baja California Sur) y un pequeño sistema eléctrico (Sistema Mulegé). Las siete regiones del macizo continental se encuentran interconectadas y forman el Sistema Interconectado Nacional (sin). En ellas se comparten los recursos y reservas de capacidad, lo cual posibilita el intercambio de energía. El sistema de Baja California opera interconectado a la red eléctrica de la región Oeste de los Estados Unidos —Western Electricity Coordinating Council (wecc)— por medio de dos líneas de transmisión en corriente alterna. Los sistemas eléctricos Baja California Sur y Mulegé están eléctricamente aislados entre sí, y del resto de la red eléctrica nacional (Sener, 2019a).

				

			

		

		
	
		
			VIII. El impacto de los mercados de carbono en la desigualdad territorial de américa central

			Cintya Berenice Molina Rodríguez

			Introducción

			La adscripción de los países centroamericanos al Protocolo de Kioto promovió durante el primer periodo de compromiso asumido en el Acuerdo,1 el desarrollo de 17 proyectos hidroeléctricos de gran escala. El propósito de esos proyectos fue ofrecer a través del Mecanismo para un Desarrollo Limpio (mdl), reducciones certificadas de emisiones (cer) en el mercado internacional de Derechos de Emisión, comúnmente llamado mercado de carbono. El desarrollo de esos proyectos tuvo el objetivo de ayudar al logro del desarrollo sostenible de los países en desarrollo, en este caso cinco países centroamericanos, y apoyar el cumplimiento de las metas de reducción de emisiones que los países desarrollados habían asumido.

			A excepción de El Salvador, en el resto de los países en la región las centrales hidroeléctricas inscritas en el mdl iniciaron operaciones y generaron diferentes tipos de impactos ambientales, económicos, institucionales y sociales, que luego de haber sido sometidos a un análisis multicriterio, no pueden ser catalogados en su totalidad como beneficiosos. A nivel regional, los proyectos por estar adscritos al mdl y éste por ser un instrumento económico de mitigación de gases de efecto invernadero, subrogaron las acciones de política ambiental, complementarias para su funcionamiento, a una visión económica, que logró traducirse en un incremento en la inversión privada, aumento de la capacidad instalada para la generación de electricidad y financiamiento, pero no en el fomento o logro del desarrollo sostenible que se había planeado. 

			A nivel nacional los impactos de los proyectos mdl son heterogéneos y responden a las características de cada territorio. La mayor parte de las centrales iniciaron operación en localidades con bajo índice de desarrollo local y territorial, y que carecían de una política integral de desarrollo. La mejora en las condiciones de la población debió ser un requisito fundamental para que los proyectos se ejecutaran; sin embargo, en contra de esta suposición, en algunos casos el entorno se afectó sin recibir a cambio compensación alguna. En estas circunstancias, las carencias en el territorio afectado se agudizaron. Actualmente, no existe cuantificación ni georreferenciación de los impactos generados a nivel subnacional de los proyectos hidroeléctricos operados en el marco del mdl. En este sentido, este capítulo tiene como objetivo cuantificar los impactos económicos, sociales, ambientales e institucionales a nivel subnacional de siete centrales hidroeléctricas ubicadas en el denominado Triángulo Norte, que integran Guatemala, Honduras y El Salvador.

			Las negociaciones climáticas internacionales y su manifestación en el territorio

			Las ciudades evolucionan, la población aumenta, los medios y necesidades de transporte se diversifican y la actividad económica se dinamiza. A nivel mundial estos cambios se llevan a cabo con grandes desigualdades. Una primera explicación para la desigualdad puede darse por la distribución y dotación de los recursos naturales (Duranton y Puga, 2000) y la ubicación geográfica de cada país (Cuesta, 2002); explicaciones complementarias consideran la diferencia en las instituciones,2 incluyendo el grado de democracia, derechos de propiedad, cultura y religión (Engerman y Sokoloff, 1997); en resumen, podría explicarse por la diferencias en los conjuntos de reglas formales e informales que limitan la acción humana en una sociedad (North, 1993).

			La desigualdad desde la perspectiva de la dotación de recursos naturales o de las instituciones ha provocado una brecha entre los países en desarrollo y los países desarrollados, donde los últimos, además de haber utilizado en el pasado gran parte del capital ecológico del planeta, también han tenido mayor influencia en la adopción de decisiones de ciertos órganos internacionales clave (onu, 1987). Este proceso desigual de apropiación y de toma de decisiones es el principal problema que las negociaciones climáticas y los acuerdos logrados en éstas como el Protocolo de Kioto, deben afrontar y superar.

			La amenaza que el cambio climático representa para la humanidad impulsó a que los gobiernos a nivel mundial adoptaran paulatinamente una Política Internacional sobre el Cambio Climático. La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (en adelante la Convención) de 1992, el Protocolo de Kioto en 1997 y el Acuerdo de París en 2015 son el resultado de un extenso periodo de negociación y de una expresa manifestación de voluntades y consenso político a nivel global para afrontar este fenómeno, siendo el Protocolo de Kioto el primer instrumento jurídico conexo a la Convención que estableció compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero de acuerdo con el nivel de desarrollo que mostraban los países; así, los incluidos en el Anexo I o países desarrollados aceptaban el compromiso de reducir su volumen de emisiones, mientras que los países no incluidos en ese Anexo, países en desarrollo, no asumían compromisos, pero sí apoyarían a los incluidos en el Anexo I a cumplir con sus metas cuantificables de reducción.

			El objetivo definido en el Protocolo de Kioto necesitó de tres mecanismos flexibles para ser operativo: el mecanismo de implementación conjunta, el Mecanismo para un Desarrollo Limpio (mdl) y el comercio de derechos de emisión. Los tres constituyen la base y el éxito en la aprobación de este acuerdo por dos razones: mitigación a bajo costo y deslocalización. La primera permitiría cumplir con los compromisos adquiridos por los países incluidos en el Anexo I a través de proyectos menos onerosos y la segunda, porque los proyectos para generar las reducciones podrían deslocalizarse de la fuente generadora, es decir, tendrían la opción de reducirse en un país distinto al que las producía (Sanz, 2007). 

			Los lineamientos, directrices y guías de los tres mecanismos instaurados consideraron el grado de desarrollo de los países suscritos al acuerdo, el volumen histórico de las emisiones y un componente geográfico (Molina-Rodríguez, 2019). Así, el mdl agrupó a los proyectos que tendrían lugar entre países incluidos en el Anexo I y países no incluidos en el mismo, mientras que el mecanismo de implementación conjunta y el comercio de derechos de emisión, funcionarían entre países desarrollados. Los países en desarrollo, motivados por las bondades planteadas por el mdl respecto de la transferencia tecnológica y el financiamiento, cargaron con las exigencias y costos de inserción en el mercado de carbono. Esos requerimientos superaron su capacidad de respuesta en aspectos económicos, sociales, ambientales e institucionales, que se tradujeron, con la operación de los proyectos, en una precarización de las condiciones del territorio.

			El objetivo del mdl fue ayudar a las partes no incluidas en el Anexo I a lograr un desarrollo sostenible, es decir, un desarrollo duradero que satisficiera las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer sus necesidades (onu, 1987). Por otro lado, también ayudaría a las partes incluidas en el Anexo I a dar cumplimiento a sus compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones (cmnucc, 1997).

			El proceso internacional llevado a cabo para implementar cada uno de los tres mecanismos definidos en el Protocolo de Kioto, pero específicamente para el mdl, fue desigual, principalmente en la toma de decisiones. Las reglas instituidas para la operación de los proyectos bajo este mecanismo fueron dictadas desde un nivel internacional, y no consideraron las condiciones de vida, geográficas, sociales, económicas y ambientales de los países en desarrollo, por lo tanto, no pudieron aplicarse uniformemente bajo los supuestos en los cuales el mecanismo había sido definido, debido a la heterogeneidad de los contextos nacionales (Perman, 1999). Esta desigualdad en la toma de decisiones se tradujo en un aumento de la desigualdad en espacios concretos; los proyectos que operaron en América Central, como se verá en los siguientes apartados, no generaron beneficios netos. Esta situación, aunada a las condiciones de los territorios, en los que fueron construidos, con bajos niveles de desarrollo, elevadas tasas de pobreza, vulnerables ambientalmente, donde existía la discriminación étnica, carentes de una gestión sostenible de los recursos naturales y con brecha entre lo urbano y rural, provocaron un aumento de su desigualdad.

			El triángulo norte y el mercado de carbono

			Un ámbito de desarrollo relevante en Centroamérica es el sector energético. Los países en la región han buscado en la última década la diversificación de su matriz energética a través de una mayor incorporación de fuentes de energía renovable. En 2012, año en el cual finalizó el primer periodo de compromiso establecido en el Protocolo de Kioto, la producción de electricidad del mercado eléctrico centroamericano fue de 44 282 GWh, de los cuales 50% se generó en centrales hidráulicas; 31% en centrales térmicas; 8% en centrales geotérmicas; 3.9% en ingenios azucareros; 4.4% en centrales de carbón; 2.7% en centrales eólicas, y 0.05% se generó en biodigestores y parques solares (Comisión Económica para América Latina y el Caribe [cepal], 2013). Las cifras descritas sugieren una mayor participación de las fuentes renovables de energía. Cuando se analiza la importancia de dichas fuentes dentro de los países centroamericanos Costa Rica produjo 91.8% de electricidad a través de fuentes renovables, Guatemala tuvo un porcentaje de 65.4%, Panamá 64%, El Salvador 59.5%, Honduras 44.1%, y Nicaragua 40.2% (cepal, 2013). Principal razón para seleccionar los proyectos de energía y en especial los hidroeléctricos.

			A finales de 2012, cinco países centroamericanos registraron 103 proyectos en el mdl que se distribuyeron en: 49 proyectos hidroeléctricos, 18 de captura de gas, 15 eólicos, cuatro geotérmicos, seis de cogeneración y otros 11 pequeños de diferente tipo. Las centrales hidroeléctricas, además de tener la mayor participación en la generación de electricidad, también tenían el mayor número de reducciones certificadas de emisiones (rce) comprometidas con 2 946 905 toneladas de dióxido de carbono equivalente (tCO2e) negociadas, y los mayores efectos económicos, sociales y ambientales sobre el entorno en el que se ejecutaron (unfccc, 2017).

			Los países centroamericanos son países en desarrollo e históricamente han registrado un menor volumen de emisión de gases de efecto invernadero; esta característica les valió para ser excluidos de los compromisos de mitigación; no obstante, fueron alentados de participar en el mercado de carbono a través de los proyectos mdl, de acuerdo con sus prioridades y capacidades, pero  la heterogeneidad económica en el interior de éstos se tradujo en desigualdad en el acceso a los beneficios que los proyectos ofrecían.

			Del total de 49 centrales hidroeléctricas, 17 son de gran escala3 y generaron 2 262 844 tCO2e en rce, es decir, un equivalente a 77% del total de rce negociadas en la región (cmnucc, 2017). Los países anfitriones de estos proyectos fueron: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Panamá. Nicaragua y Belice no registraron proyectos mdl de gran escala en el periodo 2008-2012.

			Los casos de Guatemala, Honduras y El Salvador son de especial atención. Por su posición geográfica, se enfrentan continuamente a eventos climáticos extremos, pérdida de cobertura vegetal y biodiversidad; estas condiciones, sumadas a sus problemas internos de violencia, pobreza y exclusión, los catalogan como una región de rezago en varios aspectos y de mucha desigualdad (United Nations Office for Disaster Risk Reduction [unisdr], 2013). Los tres países desde el punto de vista de la integración económica se han definido como el Triángulo Norte de Centroamérica, y en el primer periodo de compromiso del Protocolo de Kioto registraron siete (7) centrales hidroeléctricas que comprometieron la reducción de 1 062 077 toneladas de dióxido de carbono equivalente CO2e. El cuadro VIII.1 ofrece un resumen de las características generales de estos proyectos por país.

			Los siete proyectos registrados, se instalaron en las riberas de ríos en localidades con bajo índice de desarrollo. La capacidad instalada de cada proyecto fluctuó entre 25 y 95 MW. La antigüedad de las instalaciones también fue diversa, desde 2004 hasta 2012 (periodo que considera este capítulo). Los años de concesión otorgados comprendieron de 25 a 50 años.

			Cuadro VIII.1

			Proyectos mdl en el Triángulo Norte

			[image: ]

			fuente: elaboración propia con base en unfccc (2017) http://cdm.UNFCCC.int/Projects/index.html

			Hay notables diferencias entre los proyectos registrados en el mdl por estos tres países. El cuadro VIII.1, muestra que Guatemala es el país que tiene mayor participación con cinco proyectos (El Canadá, Palo Viejo, Santa Rita, Las Vacas y Xacbal), mientras que El Salvador (El Chaparral) y Honduras (La Vegona) únicamente registraron un proyecto. La tasa de reducción de emisiones gei que se asocia a los proyectos, por cada MW de su capacidad, se encuentra entre 2 217 y 2 873 tCO2e al año. También se aprecia que la ejecución de los proyectos se adjudicó a una empresa privada, con excepción de El Salvador, donde la entidad ejecutora fue estatal.

			Una vez identificados los proyectos, para efectos de su evaluación, se organizó la información obtenida de los Documentos de Diseño del Proyecto4 (pdd, por sus iniciales en inglés), que es el componente principal de los proyectos mdl; la información de este documento fue la base para el cálculo de los beneficios netos de cada central hidroeléctrica. El pdd incluye una descripción del proyecto, la metodología de evaluación para la adicionalidad del proyecto, el periodo de crédito, el plan de monitoreo, la evaluación de impacto ambiental y los comentarios de los actores. Dado que la información contenida en este documento incluye múltiples alternativas y criterios, se optó por ocupar algoritmos matemáticos para procesar la información y que ésta se cuantificara a través de un Análisis Multicriterio (amc). A diferencia del análisis costo-beneficio, que mide la eficiencia en función de que los beneficios sean mayores que los costos en un proyecto (Martínez y Roca, 2016) o los estudios de impacto ambiental que incluirían una evaluación de los impactos no relacionados con los gases de efecto invernadero, así como la prevención, mitigación y restauración de los daños al ambiente, el amc elabora índices cuantitativos de valoración respecto a cada criterio, para decidir entre diferentes alternativas (centrales hidroeléctricas), buscando maximizar o minimizar diversos criterios contradictorios entre sí, que permitan ordenar el mejor proyecto.


			El procedimiento siguió los lineamientos en forma paralela de dos métodos del análisis multicriterio: el Proceso de Análisis Jerárquico (Analytic Hierarchy Process) y una variante de la Ponderación Aditiva Simple (Simple Additive Weighting). Con base en ellos, se establecieron criterios en dos niveles y se normalizó la información para, luego de asignar ponderaciones, poder calcular el beneficio neto de cada proyecto. Es necesario señalar que la aplicación de un Análisis Multicriterio permite evaluar, en este caso, las acciones conjuntas de política económica de los gobiernos considerando diferentes criterios: económico, social y ambiental; no obstante, esta metodología no permite profundizar en las necesidades y las preferencias políticas de cada gobierno frente a las medidas de mitigación de gases de efecto invernadero. Tal situación se agrava con la falta de transparencia y de disponibilidad de información en los países bajo estudio.


			Figura VIII.1

			Árbol multicriterio
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			Fuente: Molina-Rodríguez (2019).


			Cuadro VIII.2. Variables de entrada para el análisis multicriterio

			[image: ]

			Fuente: UNFCCC, 2005; UNFCCC, 2015; UNFCCC, 2006e; UNFCCC, 2006a; DUNFCCC, 2006b; UNFCCC, 2006c; UNFCCC, 2006d.


			Cuadro VIII.3

			Resultado de la normalización de los criterios y subcriterios
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			Fuente: elaboración propia.

			Cuadro VIII.4

			Reducción de emisiones respecto de la línea base
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			Fuente: elaboración propia con base en UNFCCC (2005); UNFCCC (2015); UNFCCC (2006e); UNFCCC (2006a); UNFCCC (2006b); UNFCCC (2006c); UNFCCC (2006d)

			
			
			
			Adicionalmente, para la presentación de resultados de este capítulo, se utilizaron dos técnicas de investigación cualitativa. La revisión exegética de textos legales, presentados ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, y la legislación aprobada a nivel nacional de El Salvador, Guatemala y Honduras. Esta revisión se complementó con una revisión hemerográfica con el propósito de verificar los impactos locales de las centrales hidroeléctricas en Guatemala, Honduras y El Salvador.

			El Análisis Multicriterio (amc) evaluó el desempeño y los impactos de los siete proyectos hidroeléctricos de gran escala localizados en el Triángulo Norte de América Central. La selección de estos proyectos, como ya se refirió, tomó en cuenta principalmente el tamaño de las centrales, dado que guarda una relación directa con los impactos que generaron. Debido a que los proyectos difieren según el país en el que se implementaron, fue necesario normalizar los datos. El primer método consistió en clasificar la información de cada proyecto en subcriterios según se presenta en la figura VIII.1, para posteriormente ser evaluados considerando el efecto menos y más beneficioso.

			El cuadro VIII.2 presenta el resumen de los criterios y subcriterios seleccionados para la evaluación de los proyectos.

			Una vez clasificados los impactos según los tres criterios que muestra el cuadro VIII.2, se procedió a normalizarlos. En algunos casos, el efecto menos beneficioso registró el valor de (0) y el efecto más beneficioso registró el valor de (1), mientras que, en otros, el efecto menos beneficioso fue (-1) y el más beneficioso (1). Estos casos implicaron impactos negativos o costos crecientes, por ejemplo, daños al ecosistema e impacto en el entorno social. Por otro lado, los subcriterios se valoraron con (0.5) cuando no generaron ningún cambio en el medio ambiente o sólo establecieron algunos impactos sin especificarlos. El cuadro VIII.3 presenta el resultado de la normalización. 

			Criterio ambiental

			El criterio ambiental de segundo nivel incluyó la reducción de emisiones de gases efecto invernadero (gei) en toneladas de dióxido de carbono (CO2). Estos datos se presentan como porcentaje de la línea base de emisiones; es decir, el volumen de emisiones que se emitirían en ausencia de acciones de mitigación, en este caso específico, sería en ausencia de la central hidroeléctrica. De acuerdo con el cuadro VIII.3, se otorgó 1 punto al máximo porcentaje de reducción posible, 0 al mínimo porcentaje y una interpolación lineal a los porcentajes intermedios. Los puntos positivos (+) implican beneficios. 

			El cuadro VIII.4 muestra los cálculos para expresar la reducción de emisiones de CO2 como porcentaje de la línea base. La columna (1) del cuadro presenta la línea base de emisiones considerada en los Documentos de Diseño de Proyecto. La columna (2) corresponde a la reducción total de emisiones estimada durante un primer periodo de crédito de siete años. La (3) incluye las reducciones anuales en promedio de cada proyecto, y finalmente, la (4) es el resultado de la relación entre la reducción promedio anual de emisiones y la línea base de las emisiones considerada en el proyecto.

			El criterio ambiental de segundo nivel respecto de la sobreexplotación de recursos naturales se refirió a casos en los que el proyecto provocó una explotación del medio natural local por encima de las tasas de renovación en los ciclos naturales correspondientes. Esta información se clasificó en cuatro categorías: sobreexplotación nula (cuando el proyecto considera que no la hay), baja, mediana y alta (la sobreexplotación es de gran magnitud). Estos efectos en el medio ambiente se consideran como costos, por lo cual se les da un signo negativo, a excepción del impacto nulo, de manera que la normalización es de una sobreexplotación alta (-1), mediana (-0.67), baja (-0.333) y nula (0) (véase el cuadro VIII.3).

			El tercer criterio ambiental de segundo nivel es la degradación y cambios en el uso del suelo, cuerpos de agua, etcétera, cuando las actividades del proyecto generan contaminación ambiental (desde su instalación hasta su operación). La información fue también clasificada en cuatro categorías: nula (no se observan daños a la naturaleza), baja, media y alta degradación. La normalización es similar a la de la sobreexplotación (con valores de -1, - 0.67, -0.333 y 0) (cuadro VIII.3).

			Criterio económico

			El criterio económico de segundo nivel incorporó el monto de la inversión inicial (en dólares de los Estados Unidos) e incluyó el desembolso hecho en la etapa de construcción del proyecto. Al normalizarlos, se les dio a estos datos un signo positivo, por ser beneficios, asignando el valor de 1 a la mayor inversión, 0 a la menor y valores interpolados entre los dos valores (véase el cuadro VIII.3).

			Otro criterio económico de segundo nivel fue la generación de empleos, con datos de la cantidad de empleos directos generados durante la fase de construcción de las centrales hidroeléctricas. Considerando este efecto un beneficio, se le dio un signo positivo (+) y se siguió el mismo tratamiento de normalización con interpolaciones lineales entre 0 y 1 (cuadro VIII.3).

			Criterio social

			El criterio de segundo nivel sobre cambios en el entorno social se refiere a las mejoras en el entorno generadas por el proyecto como destrucción de red de caminos, programas de reforestación, construcción de iglesias y escuelas o la instalación de estufas eficientes. La información se clasificó en tres categorías: puede tratarse de un beneficio (mejora), o un costo (daño), o ningún efecto (igual, o sin cambio). En la primera situación se asigna un valor positivo de 1, en la segunda, uno negativo (-1) y en la tercera, nulo (0) (cuadro VIII.3).

			El otro criterio social de segundo nivel corresponde a las compensaciones a la comunidad, mediante pagos por daños que el proyecto concede a la población del lugar; entre éstos se prometieron: la reubicación de las familias desplazadas, programas ambientales, acuerdos de cooperación con la municipalidad o la construcción de un centro de salud local. En el caso de una compensación (beneficio) se otorgó un valor de 1 y en el que no se dio compensación se puso un valor de 0 (cuadro VIII.3).

			Multicriterio

			Debido a que ese primer método de evaluación no admite una distinción entre los impactos, se aplica un segundo método para analizar los valores estimados en el primer método. Los resultados reflejan las preferencias de los formuladores de políticas para los criterios y subcriterios. El segundo método utiliza una función de maximización para asignar un valor de acuerdo con las preferencias de los formuladores de políticas.

			El procedimiento continuó con un sencillo cálculo para cada subcriterio: el promedio de la suma de puntos de sus componentes de segundo nivel, produjo entonces tres promedios (uno por cada criterio). Al aplicar el procedimiento a los siete proyectos, se obtienen los resultados que se muestran en el cuadro VIII.5.

			
			El primer método de normalización de la información permitió expresar sin problemas de medida las características de las siete centrales hidroeléctricas con el propósito de contribuir a la identificación de las prioridades que tenían los gobiernos de los tres países anfitriones con la operación de éstas en el corto plazo. El segundo método, de ponderación, fue para conocer si la operación de estas centrales contribuyó al desarrollo sostenible, es decir, para satisfacer las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de satisfacción para las futuras generaciones, y considerando el equilibrio entre crecimiento económico, el cuidado del medio ambiente y el bienestar social. Este segundo método ayudó a determinar el impacto que cada proyecto tuvo, ya sea de tipo ambiental, económico y social en el país anfitrión, en forma equilibrada y con perspectiva de largo plazo. Entonces, considerando que el concepto de desarrollo sostenible incluye un desarrollo económico, social y ambiental, los criterios se ponderaron por igual (33.3% cada criterio).


			Cuadro VIII.5

			Balance general de las centrales hidroeléctricas

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia con base en Documento de Diseño de Proyecto.


			Cuadro VIII.6

			Balance ponderado de las centrales hidroeléctricas
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			Fuente: elaboración propia.


			El cuadro VIII.6 presenta los resultados con respecto a los valores posibles de la evaluación utilizando para cada criterio una ponderación de 33.3%. En este escenario el valor máximo (0.69) queda relativamente lejos del máximo posible (1.00). Ello indica que los proyectos no fueron tan buenas alternativas como las que eran posibles, lo cual queda claro con la evaluación usando los criterios de desarrollo sustentable.

			
			De los resultados que muestra el cuadro VIII.6, resaltan tres proyectos localizados en Guatemala: Las Vacas (0.08), El Canadá (0.32) y Santa Rita (0.39), cuyos beneficios netos son muy bajos. El resto de los proyectos arrojan beneficios netos moderados y ninguno logra altos beneficios netos. Las evaluaciones de las siete centrales hidroeléctricas no muestran relación alguna con las diferencias entre los países, en términos del tamaño de su economía, su grado de desarrollo económico y su importancia relativa en la generación de gei; sin embargo, los impactos que generaron afectaron mucho más el territorio de las localidades en las que operaron. Por ejemplo, El Chaparral, en El Salvador, fue un proyecto que no entró en operación, pero en su etapa inicial provocó el desplazamiento de 27 familias, la destrucción de una red de caminos, y la pérdida de la cobertura vegetal. Dado que no entró en operación debido a una serie de problemas técnicos y políticos, las compensaciones sociales que había comprometido como la construcción de unidades habitacionales, iglesia, puentes y escuelas, no se llevaron a cabo, por lo tanto, el país no logró un equilibrio entre los componentes económicos, ambientales y sociales del proyecto. Hubo pérdida social por la afectación a las familias asentadas en la zona en que fueron reubicadas; hubo pérdida ambiental debido a la remoción de vegetación, y hubo pérdida económica como consecuencia de las demandas de incumplimiento de contrato que cayeron sobre el proyecto.

			Los mercados de carbono en territorios desiguales

			Los proyectos mdl que registró el Triángulo Norte se ejecutaron en un contexto institucional en el que destacan tres rasgos característicos: 1) La motivación de los gobiernos de los cinco países anfitriones fue económica. 2) Las acciones de reformas legislativas, para regular este mecanismo, sólo fueron llevadas a cabo por el gobierno de Guatemala, que recientemente acababa de incorporar los temas sobre desarrollo sustentable y cambio climático. Los gobiernos de El Salvador y Honduras únicamente incorporaron reformas legislativas sobre la generación de energía a partir de fuentes renovables y para atraer inversión extranjera en esas actividades. 3) Todos los países anfitriones observaron fallas de implementación y enfrentaron conflictos sociales y demandas legales por daños a las comunidades aledañas y al medio natural en las etapas de construcción e inicio de operaciones de los proyectos (véase Molina-Rodríguez, 2019: cap. III).

			El Salvador

			La central hidroeléctrica El Chaparral consistió en una planta con capacidad de 65.4 MW, ubicada en la ribera del río Torola, en los municipios San Luis de la Reina, Carolina y San Antonio del Mosco, en el departamento de San Miguel. De acuerdo con el mapa de pobreza de El Salvador (2005), en estos tres municipios más de 60% de los hogares se encontraba en condiciones de pobreza (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales [Flacso] y Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local [fisdl], 2005).  Este proyecto fue ejecutado por la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa (cel), institución autónoma propiedad del Estado y financiada parcialmente por el Banco Centroamericano de Integración Económica (bcie). El resumen del Estudio de Impacto Ambiental (eia) incluido en el pdd del proyecto señaló que la reubicación de 27 familias y la compensación económica para otras 57 sería necesaria; asimismo, estimó el daño a 8.6 km2 de terreno debido a inundaciones causadas por la central y la interrupción del tránsito de la fauna acuática. Las actividades de remediación para estos daños incluyeron la reparación de la red de caminos dañada, la construcción de 40 km de caminos públicos, reforestación de 119 ha, un criadero de peces y la construcción de un complejo habitacional, incluidas una escuela, iglesia y puente. La generación de empleo local en la etapa de construcción se estimó en 500 puestos de trabajo directos (cmnucc, 2006e).

			Guatemala

			Guatemala registró cinco centrales hidroeléctricas. La primera, El Canadá, de 48.11 MW en el río Somalá, 12 millas al sur de Quezaltenango, el segundo municipio más grande Guatemala. El pdd consideró que los daños al entorno en el que se construía la central no eran significativos, al contrario, se crearían 250 empleos directos (cmnucc, 2015). La segunda, Las Vacas, fue un proyecto con una capacidad instalada de 45 MW cuyo nombre se debe al río en el que fue construida, ubicada a 18 km al noreste de la ciudad de Guatemala, en los municipios de San Antonio, Las Flores y Chinautla. De acuerdo con el eia, el proyecto no implicó impactos significativos en el ambiente. El proyecto fomentó tres iniciativas ambientales: planta de reciclaje para plásticos, planta de almacenamiento de lodos y programa de reforestación para 25.69 ha (cmnucc, 2005). La tercera, Palo Viejo, se construyó con el propósito de utilizar agua del río Cotzal y tres de sus efluentes: Chipal, Regadío y Escondido. Esta planta fue concebida para que aportara toda la energía generada en horas pico. El eia consideró que durante la etapa de construcción se generarían 1 000 empleos directos para el trabajo no especializado y la firma de un acuerdo con la municipalidad de Cotzal para llevar a cabo proyectos sociales e incorporar un plan de gestión ambiental y social, así como otro de desarrollo comunitario. Estas medidas tenían el propósito de mitigar algunos de los impactos ambientales que el proyecto generaba en su etapa de construcción, como el ruido, deslaves, erosión, sedimentación y degradación del agua (cmnucc, 2006a). La cuarta hidroeléctrica, Santa Rita, es una central construida en la región de Alta Verapaz en la ciudad de Cobán en el río Icbolay. La participación de esta central en el mdl fue considerada en las etapas tempranas de formulación del proyecto, dado que era la única forma para obtener financiamiento. El proyecto consideró la creación de algunos puestos de empleo durante la etapa de construcción e incluyó un programa de reforestación, programa de estufas sustentables y la creación de un fondo financiero de 250 000 dólares anuales durante los 20 años de funcionamiento del proyecto que se destinaría para desarrollo social. Los principales impactos ambientales que se consideraron consistieron en la degradación del suelo (cmnucc, 2006c). La quinta, Xacbal, fue construida al noreste de Guatemala, en el municipio de San Gaspar Chajul, cerca de la frontera con México. La planta con capacidad instalada de 94 MW consideró como compromisos con la localidad la implementación de una iniciativa local y un programa de apoyo a la municipalidad de Chajul. El proyecto enfrentó barreras financieras y legales, las primeras asociadas a la falta de fuentes de financiamiento, situación que fue corregida por la incorporación de los ingresos provenientes de la venta de rce a la estructura financiera del proyecto; las barreras legales principalmente consistieron en la inexistencia de una política de desarrollo del gobierno local que permitiera contar con las infraestructura y condiciones sociales para el adecuado desarrollo del proyecto (cmnucc, 2006d).

			Honduras

			El proyecto hidroeléctrico La Vegona, de 37.9 MW, fue construida en las comunidades de Victoria y Santa Cruz de Yojoa, en los departamentos de Yoro y Cortés. La falta de procedimientos claros y el rechazo político hacia la modernización del marco regulatorio para las energías renovables obstaculizaron en un primer momento la entrada en operación de la planta; sin embargo, después de tres años de negociación se obtuvo el permiso de operación con la condición sine qua non de mejora de las condiciones sociales y ambientales de las comunidades. La Vegona utiliza agua del río Humuya, también conocido como río Comayagua. El eia estimó la generación de empleos directos e indirectos durante la etapa de construcción, así como la construcción de un centro de salud para la comunidad La Bolsita y apoyo para la municipalidad de Santa Cruz de Yojoa a través de grupos de trabajo con actores locales y la mejora en la red de caminos. El proyecto no estimó impactos ambientales negativos para la población aledaña y tampoco consideró la reubicación de familias (cmnucc, 2006b).

			El funcionamiento del mdl se convirtió en una oportunidad para la obtención de financiamiento y la transferencia tecnológica, y también significó la aplicación de un conjunto de medidas, adecuaciones institucionales y fortalecimiento de las capacidades de los gobiernos. Los proyectos registrados en este mecanismo reportaron un volumen de inversión de 10 000 millones de dólares e ingresos por ventas de reducciones certificadas de emisiones por valor de 97 millones de dólares (cmnucc, 2012). Sin embargo, estos beneficios no se equipararon con las derramas económicas y de otro tipo observadas en los países compradores, principalmente países europeos, que fueron beneficiados no sólo por la deslocalización de las actividades de mitigación de gei, sino también por los menores costos de construcción, operación y mantenimiento de estas plantas.

			Los proyectos construidos en los tres países centroamericanos dejaron al descubierto la desigualdad que históricamente han tenido que enfrentar respecto de la capacidad de negociación y toma de decisiones a nivel internacional y local dentro de sus territorios. El hecho de que las directrices, líneas y guías de acción sobre el mdl hayan sido diseñadas a nivel internacional generó un desfase, mejor dicho, una falta de correspondencia entre los objetivos que habían sido trazados por la Organización de las Naciones Unidas y los objetivos o realidades de los países que voluntariamente aceptaron adoptarlos y aplicarlos.

			Anteriormente, se refirió que Guatemala fue el único país de la región del Triángulo Norte que llevó a cabo adecuaciones en la legislación nacional para afrontar el cambio climático; estas medidas parecen adecuadas si se analizan desde un enfoque descendente o internacional, porque armonizan las acciones nacionales a los requerimientos establecidos en el Protocolo de Kioto respecto de los proyectos mdl. Sin embargo, desde un enfoque ascendente y de igualdad, los actores que serían afectados por estos proyectos no fueron incluidos, caso específico de las comunidades indígenas aledañas a la central Xacbal, lo que generó conflictos internos debido a la ausencia de consultas comunitarias sobre la afectación de este tipo de proyectos en la vida de la población local (Prensa Libre, 2009); la falta de cumplimiento de la remediación de daños ofrecida en los proyectos produjo demandas y manifestaciones por parte de la comunidad sotzil del municipio de Chajul, por generar retroceso en el acceso al agua y servicios públicos de calidad (La Prensa Libre, 2015). En el caso de la central Palo Viejo, luego de un periodo de negociación, la municipalidad de San Juan Cotzal, Quiché, permitió su operación a cambio de un aporte anual mínimo de 2.3 millones de quetzales durante 20 años. En Guatemala 41% de la población es indígena y los proyectos hidroeléctricos afectaron principalmente sus territorios; esta situación hace necesario que se incluya en las decisiones para la aprobación de estos proyectos lo establecido en el acuerdo 169 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) sobre pueblos indígenas y tribales. Los conflictos con las comunidades indígenas se suscitaron principalmente porque las leyes nacionales no consideran un mecanismo preciso de consulta pública para esta población, que fue la afectada por el desarrollo de estos proyectos.

			La Vegona, en Honduras, fue construida con el objetivo de paliar la crisis energética que afectaba a la región occidental del país (La Prensa, 2013); a través de este proyecto se esperaba reducir significativamente la tarifa eléctrica (El Heraldo, 2014). Sin embargo, en contra de los beneficios ofrecidos, la entrada en operación de la central afectó negativamente la productividad de otras centrales hidroeléctricas, debido al aumento producido en los niveles del río Comayagua (La Prensa, 2017), lo que abrió paso también a la inconformidad de las comunidades indígenas, porque el proyecto inundaba aldeas y caseríos (La Tribuna, 2014). Los conflictos que el proyecto generó en las comunidades indígenas afectaron los intentos del Estado por garantizar la seguridad energética; no obstante, su entrada en operación dejó claro que sólo se buscó un mayor volumen de inversión, sin importar los beneficios ofrecidos a la población.

			El Salvador, al igual que Honduras, únicamente inscribió una central hidroeléctrica como proyecto mdl, El Chaparral, que finalmente, por motivos técnicos y políticos, no pudo iniciar operaciones. Este proyecto fue aprobado incluso cuando su eia sostenía que afectaría negativamente el entorno ambiental, porque la construcción de la planta implicaría la deforestación de 8.6 km2. El hecho de que el proyecto no iniciara operaciones según lo establecido en el documento de diseño generó problemas legales y de rediseño por condiciones geológicas desfavorables, así como casos de corrupción por el mal manejo de contrato (El Mundo, 2015). Estos incidentes abrieron paso al abandono de la obra y litigios internacionales que han durado años y en los que el gobierno de El Salvador desembolsó 108.5 millones de dólares, en concepto de compensación a la empresa constructora, es decir, el equivalente a 50% del costo total del proyecto. El pago por la obra inconclusa fue el inicio para una serie de demandas legales e investigación por parte de la Fiscalía General de la República (fgr) (cel, 2018). La investigación señaló mal manejo de fondos, falta de transparencia en la adjudicación de contratos y manipulación de informes de auditoría, y como principales responsables, se señaló al presidente de la república en ese periodo, al cel y a la Corte de Cuentas de la República (ccr). El caso El Chaparral sigue bajo investigación de la fgr; no obstante, se reanudaron las obras de construcción en 2015, estimando un costo de la obra por 290 millones de dólares. Debido a la contratación de diversas empresas, los impactos ambientales no considerados en el eia aumentaron, pero la entidad ejecutora ha resuelto la instalación de mesas de diálogo, mecanismos de atención de denuncia ciudadana, encuestas de atención ciudadana y planificación participativa. Se espera que finalmente la central inicie operación en 2019 (cel, 2018).

			Conclusiones

			La participación de los países centroamericanos en el mercado de carbono implicó un proceso único de adecuación, si se analiza desde una perspectiva local, debido a que involucró factores propios del territorio, como la dotación de recursos naturales. 

			La búsqueda del desarrollo económico y la diversificación de la matriz energética constituyeron el principal impulsor de los proyectos registrados en el mdl para participar en el mercado de carbono por el Triángulo Norte. Los efectos de estos proyectos son dispares y responden a las características de cada territorio. El Salvador también enfrentó demandas legales, suspensión de obras y sobrecostos debido al inadecuado diseño de El Chaparral; Guatemala afrontó conflictos sociales con las comunidades indígenas debido a que las centrales hidroeléctricas invadían su territorio; Honduras, al igual que Guatemala, también lidió con conflictos con las comunidades indígenas, pero debido a la falta de información relativa a los proyectos y el grado de afectación de las centrales.

			Los impactos que los proyectos mdl han generado en los países en desarrollo están cerca de un objetivo económico para la empresa privada; estos actores fueron los que desarrollaron y ejecutaron los proyectos y fueron beneficiados por la venta de rce, pero lejos de beneficios sociales o ambientales, este resultado sumado a las condiciones de rezago y desigualdad, en lugar de reducir la brecha dentro de los territorios, la aumentó, dado que excluyó a los actores relevantes alrededor de los proyectos. De igual forma generó mayores erogaciones que las proyectadas, situación que acrecentó los problemas económicos que los países de esta región ya enfrentan. 

			Sesgar el desarrollo a una óptica económica explica a lo largo de la historia la intensificación de las condiciones de desigualdad entre países y en el interior de éstos. Se esperaría que la inclusión de un enfoque sostenible al desarrollo corrigiera tales desigualdades; no obstante, la evidencia de los proyectos mdl, que consideraban esta última visión, señala que las premisas económicas continúan subrogando las decisiones y acciones de los gobiernos en la lucha contra la desigualdad, lo que genera mayores conflictos por la exclusión de actores claves en la toma de decisión. 

			El caso particular de Guatemala evidenció la importancia de la articulación entre los acuerdos internacionales y la legislación nacionales, así como la interdependencia entre acuerdos que abordan diferentes cuestiones, en este caso, el Protocolo de Kioto y el Convenio 169 de la oit sobre pueblos indígenas y tribales.
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					1	El primer periodo de compromiso cuantificado de limitación y reducción de las emisiones, de 2008 a 2012 (Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático [cmnucc], 1997).

				

				
					2 Las reglas del juego en una sociedad (North, 1993); hábitos de pensamiento y de acción dominantes en una sociedad (Chavance, 2018); conjunto de reglas, instituciones y procedimientos (Young, 1989).

				

				
					3	Actividades de proyectos de energía renovable con una capacidad de producción superior a 15 megavatios, actividades de proyectos de mejoramiento de la eficiencia energética que reduzcan el consumo de energía, por el lado de la oferta y de la demanda, superior a 15 gigavatios-hora por año; otras actividades de proyectos que reduzcan las emisiones antropógenas por las fuentes y emitan directamente más de 15 kilotoneladas de dióxido de carbono equivalentes por año (cmnucc, 2001).

				

				
					4	Una descripción del proyecto que comprende su propósito incluye una descripción técnica que explica de qué manera se ha de transferir la tecnología, y una descripción y justificación del ámbito del proyecto. También debe incluir una metodología propuesta para la base de referencia sobre las modalidades y procedimientos de un mdl (cmnucc, 2001)

				

			

		

	
		
			Parte III
Aspectos relevantes de las desigualdades
en el interior de las ciudades

		

		
		

	
		
			IX. Cambios en la estructura urbana y desplazamiento de la población original: aumento de las desigualdades en Beijing, China

			Marisela Connelly

			Introducción: las transformaciones generales de China

			El Partido Comunista Chino tomó el poder en 1949 y estableció la República Popular China. Desde entonces, el país ha incrementado su participación en la economía de 4.2% del producto interno bruto (pib) mundial en 1949, al 19% en 2018. Durante este periodo se transformó de un país muy pobre a otro de alto ingreso medio, donde el ingreso per cápita llegó a 10 000 dólares en 2018, como producto de las reformas económicas iniciadas a fines de la década de 1970 por el líder Deng Xiaoping. Ellas tenían como propósito la modernización económica, la agilización del proceso de industrialización, la mecanización de la agricultura y la urbanización y mejora en los medios de transporte. La industria ligera adquirió relevancia, pues contribuyó a la producción de bienes necesarios para la población y el comercio exterior, que había jugado un papel secundario en el pasado; así, fue importante para la exportación de productos chinos a diferentes mercados internacionales y la obtención de maquinaria. Con la puesta en práctica de la combinación de plan y mercado, el gobierno autorizó el establecimiento de las Zonas Económicas Especiales (zee) en las áreas costeras: el 15 de julio de 1979 el Comité Central del Partido Comunista y el Consejo de Estado decidieron crearlas: Shenzhen, Zhuhai y Shantou en la provincia de Guangdong, y Xiamen en la provincia de Fujian. Se crearon así  los  incentivos para invertir en estas zonas con una  mano de obra barata, bajos impuestos y la disponibilidad de tierra y demás insumos para la producción. Se impulsaron, además, la exportación de productos manufacturados y la introducción de nueva tecnología mediante la inversión extranjera directa. Por otra parte, las empresas estatales empezaron a disfrutar de una mayor autonomía y colocaron su producción excedente en el mercado.

			Jiang Zeming, líder tecnócrata que se encargó de continuar la reforma en la década de 1990, se amparó en las instituciones para legitimarse y, junto con el primer ministro Zhu Rongji, llevó a cabo la transformación de las empresas estatales, sobre todo de las más grandes, para convertirlas en sociedades por acciones, sin perder el Estado su papel dentro de ellas. También Jiang se percató de la necesidad de incluir a todos los grupos sociales que habían participado en el proceso de modernización económica dentro del Partido Comunista, y así continuar con su apoyo. Hu Jintao fue el heredero del liderazgo y quien se dio cuenta de que las reformas económicas habían creado una gran desigualdad entre la población china. Un segmento de ricos que se beneficiaron de los cambios y de su participación en diferentes sectores, entre ellos, el de bienes raíces; una clase media que crecía y se desarrollaba cada vez más, demandante y necesitada de obtener una vivienda adecuada, y la mayoría de la población, que no podía acceder a los bienes deseados, al depender de su exiguo ingreso salarial. Se encontraban además los migrantes, que abandonaban sus lugares de origen para buscar un mejor empleo en las ciudades importantes, aunque sin tener acceso al sistema de bienestar.

			Hu Jintao desarrolla  su discurso dentro de la doctrina tradicional china, que pone énfasis en el bienestar del pueblo y lo usa como forma de legitimar al Partido Comunista ante la población. Ese discurso incluye la construcción de una sociedad de bienestar moderada, con el andamiaje del mercado socialista, y adherirse al principio de primero el pueblo, con un desarrollo sustentable, extenso y coordinado. Con el fin de evitar la migración campo-ciudad, Hu realiza una reforma rural en 2008 que incluye la abolición de impuestos agrícolas y cambio en el derecho de uso de la tierra. El actual líder Xi Jinping se percató de que el modelo que habían seguido y enfatizaba las exportaciones y el sector externo ya no era viable ante la maduración de la economía y favoreció un cambio de modelo que se basaría en el consumo interno y el desarrollo del sector servicios. En esta etapa, los líderes chinos intentan evitar la trampa del ingreso medio en la que han caído países que han pasado por la misma situación. Eran necesarios cambios estructurales, como el incremento de la productividad agrícola por medio de la mecanización, la urbanización, la introducción de tecnología en la producción manufacturera, así como la liberalización de los mercados financieros y el sistema bancario.

			El país también ha experimentado una importante transición demográfica a través de la cual se observa cómo ha cambiado la estructura de la población; la de más de 65 años se ha incrementado y la económicamente activa se ha reducido. Es en este contexto en el que se desarrolla el proceso de cambio en la cuestión habitacional y en la transformación de los barrios tradicionales de la ciudad de Beijing, con la consecuente repercusión en las vidas de sus habitantes, para los cuales la modernización se dio muy rápido, sin darles tiempo para asimilar los cambios.

			La vivienda en el sistema socialista y en el periodo de reforma económica

			A partir del establecimiento de la República Popular China, la vida de los ciudadanos en las grandes urbes empezó a cambiar de manera radical. Después de tres años de ajuste económico que permitió un crecimiento y una estabilización, empezaron a tomarse medidas para la puesta en práctica del Primer Plan Quinquenal (1953-1957) al estilo de la Unión Soviética, a fin de planificar la economía. Junto con esto, en 1958 el sistema de hukou o sistema de registro familiar fue establecido, y la Asamblea Nacional Popular, órgano legislativo, aprobó un decreto prohibiendo a cualquiera sin un hukou válido que pudiera vivir en una ciudad comprar alimentos o grano. Después, el sistema de cupones de racionamiento entró en vigencia y, si no se tenía un hukou urbano, no se podía comprar ningún producto. Tampoco se era elegible para que el Estado le pudiera proveer un empleo, y de esta forma quedó controlada la migración rural urbana, priorizando a las ciudades sobre el campo. Esta política tenía como fin evitar que la población rural emigrara a las ciudades, y, por tanto, una persona que tenía un hukou rural se veía impedida a tener una residencia urbana. El Estado chino tomó esta medida para aligerar su carga, pues era el responsable de proporcionar a la población urbana los servicios esenciales como educación, vivienda, servicios médicos y pensión.

			A fines de la década de 1950 el gobierno nacionalizó la propiedad de la tierra y expropió las propiedades privadas. La vivienda se convirtió en pública y era el Estado el encargado de asignar viviendas a las unidades de trabajo o danwei, las que, a su vez, se encargaban de distribuirlas entre sus empleados, de tal forma que el danwei se convirtió en la unidad espacial de trabajo, residencia y vida social en las ciudades. Se formaban las comunidades danwei, pues al vivir y trabajar en el mismo lugar, se desarrollaba un sentido de pertenencia y apego al lugar. Además, con el área rodeada de altas bardas, se creaba un sentido de seguridad e identidad de grupo (Bjorklund, 1986). Así, la vivienda fue considerada un beneficio provisto por las unidades de trabajo y por los gobiernos locales, y, por lo tanto, su adjudicación no estaba basada en factores monetarios, sino que tomaba en cuenta el rango de la población en la empresa o el gobierno, la antigüedad y el estatus marital (Yang y Chen, 2014a). La desigualdad se daba precisamente dentro de esos parámetros y la vivienda era un indicador del nivel de vida y considerada como el más importante beneficio social. (Yang y Chen, 2014a; Wang, 2003). El gobierno central chino proveía 90% de la inversión en vivienda y la veía como un gasto social improductivo, por ello la desincentivaba; así, de 1949 a 1978 la inversión en vivienda fue de sólo 1.5% del pib anual (Wang, 2003). Las rentas que pagaban los trabajadores eran muy bajas, simbólicas, y con los años el deterioro habitacional por falta de mantenimiento fue evidente. En la década de 1970 la escasez de vivienda fue aguda y en 1978, 41.5% de las familias urbanas vivía en unidades deterioradas (Chen y Jing, 2014).

			La transición de una economía cerrada a una abierta empezó en la década de 1970, cuando las relaciones sino-estadunidenses mejoraron y se dio paso a un periodo de transición que culminó en enero de 1979, con el establecimiento de relaciones diplomáticas entre China y los Estados Unidos. Deng Xiaoping, líder del Partido Comunista y promotor del cambio, se percató de la necesidad de abrir a China al mundo, de experimentar con los métodos capitalistas de producción para lograr el desarrollo y abandonar la pobreza, aceptando la inversión extranjera y un papel mayor del comercio exterior en la economía. En el Tercer Pleno del Decimoprimer Comité Central del Partido Comunista Chino, que tuvo lugar del 18 al 22 de diciembre de 1978, se tomó la decisión de llevar a cabo una reforma económica que impulsara el crecimiento, pero también que elevara el nivel de vida de la población. En el campo se desmanteló la comuna popular para establecer un sistema basado en el núcleo familiar e incentivos materiales para impulsar la producción. Al mismo tiempo, el gobierno chino siguió los pasos para ir introduciendo los elementos del mercado en la economía e ir abandonando, de una manera gradual, el sistema centralizado de planificación. Los negocios privados fueron permitidos y legalizados, y se crearon así fuentes de trabajo que hicieron que la necesidad de mano de obra llevara el excedente en el campo a las ciudades, no obstante las restricciones de movimiento vigentes. El Estado lo permitió, porque deseaba que la economía urbana floreciera y porque había trabajos que los habitantes de las ciudades no deseaban hacer. El hukou no desapareció, simplemente se flexibilizó, pero los individuos provenientes del campo no tenían acceso a ningún tipo de servicio en las ciudades, ni a vivienda subsidiada. En este sentido, el hukou fue una fuente de injusticia y desigualdad (Weng, 2014).

			Precisamente porque Deng Xiaoping deseaba que la población china tuviera un mejor nivel de vida, desde el inicio de la reforma puso atención en la cuestión habitacional. Alegaba que se debía poner en práctica una serie de políticas tendientes a la construcción y la distribución de vivienda urbana, para permitir el desarrollo de compañías dedicadas a los bienes raíces. En 1986 el gobierno organizó al Grupo Dirigente para la Reforma del Sistema de Vivienda dentro del Consejo de Estado, órgano máximo del Poder Ejecutivo, y también se estableció el Departamento de Administración de Tierra, para organizar lo que ocurriría con los terrenos tanto urbanos como rurales (Ni, Zou y Gao, 2020).

			En 1988 se introdujo la reforma que creó cambios fundamentales en la provisión de vivienda en el país. En el documento número 11 del Consejo de Estado, llamado Implementación para el cambio gradual en el sistema de vivienda en ciudades y pueblos, se identificó la naturaleza de la vivienda como commodity, con lo cual se sentaron las bases para la reforma de la situación habitacional, que apuntaba hacia su comercialización. Al mismo tiempo, seguiría la provisión de vivienda accesible para familias de ingreso medio y bajo, y se incentivaba su compra por los grupos económicamente más favorecidos, que realizaban sus actividades en el sector privado (Yang y Chen, 2014b).

			Sin embargo, siguió predominando el danwei, o unidad de trabajo en la compra y construcción de vivienda para los trabajadores; se les dio la opción de comprar la que habitaban a precio subsidiado, aunque algunos no mostraron mucho interés en este esquema, por el deterioro en el que se encontraba su vivienda. En la ciudad de Shanghai se estableció un Fondo de Previsión de Vivienda, que requería que los empleadores del sector público y los empleados hicieran una contribución mensual para la cuenta de ahorro para vivienda del empleado, y esa cuenta sólo podría usarse para ese objetivo antes de que el empleado se jubilara.

			En 1994 el Consejo de Estado publicó una directiva que proveía de un marco básico para la reforma de la vivienda: por un lado, la comercialización y por el otro la socialización de la vivienda. Esto significaba la abolición del sistema basado en la unidad de trabajo y la privatización de la vivienda, así como la reforma en la de renta (Sato, 2006). Para 1995, 46% de las familias urbanas habitaba viviendas construidas en la década de 1980, en tanto que 20% lo hacía en unidades construidas a partir de 1990 (Lee y Zhu, 2006), y en aquel año el Consejo de Estado anunció medidas para regularizar los Fondos de Previsión para la Compra de Casas, para lo cual se llevaron a cabo las reformas que permitieron que el sistema bancario otorgara préstamos hipotecarios a las familias (Lee y Zhu, 2006; Renmin Ribao, 2000).

			Cuadro IX.1

			Censo del año 2000

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.

			Con la reforma al Sistema de Vivienda de 1998 se dio un paso importante, porque con ella terminó su provisión por parte del Estado y se constituyeron los esquemas de vivienda económica con la meta de incrementar la propiedad de la misma, estableciéndose precios hasta 40% más bajos que los de la vivienda comercial. Como los danwei y los gobiernos locales ya no podían proporcionarla siguiendo el esquema antiguo, buscaron establecerse como desarrolladores construyendo vivienda pública. El desarrollo del sector privado habitacional empezó a verse como motor de crecimiento económico y del proceso de urbanización, y como un elemento para un mejoramiento en la calidad de vida de la población urbana. La vivienda privada fue legalmente reconocida y protegida con la enmienda constitucional de 2004 y la promulgación de la Ley de Propiedad de 2007.

			De acuerdo con el Censo del año 2000, 30% de las familias urbanas tenía una vivienda pública, en tanto que 16% seguía rentando. Nuevas viviendas privadas construidas por desarrolladores y también por las mismas familias se constituyeron como opciones viables desde mediados de la década de 1990. Asimismo, según este censo, 6% de las familias urbanas compró sus viviendas en el mercado; 7% rentaba y 27% habitaba unidades que ellas mismas habían construido. Todos estos cambios dieron como resultado una desigualdad en el acceso a la vivienda y una segregación residencial.

			Tanto las instituciones socialistas como los mecanismos de mercado han contribuido a esa desigualdad en la vivienda. La reforma no eliminó por completo el papel de las instituciones socialistas y en el año 2000 más de un tercio de la vivienda fue construida por empresas estatales y agencias de gobierno para sus empleados; se introdujeron nuevos tipos de desigualdades, al promover vivienda privada mediante la venta de vivienda tanto pública como privada. La vivienda comercial es aquélla comprada o rentada en el mercado inmobiliario; la institucional es la obtenida de la unidad de trabajo; la de reubicación es la que se recibe como compensación por el desplazamiento debido a la reconstrucción del área; la vivienda accesible es la que se obtiene del gobierno como una forma de bienestar público. En el año 2000 casi 70% de las viviendas urbanas eran de propietarios, en contraste con 20% en la década de 1980. Con esta nueva clase de propietarios de vivienda se produjo la estratificación entre los que poseen su casa y los que la rentan. En 2003 el Consejo de Estado promovió la industria de bienes raíces como una forma de incentivar el crecimiento económico y desde entonces el mercado de esos bienes ha proporcionado ingresos importantes a los gobiernos locales; como resultado, la vivienda pública, incluida la económica, se dejó a un lado (Liu y Wong, 2015).

			Ante los problemas generados por la desigualdad habitacional, el gobierno chino, siguiendo su política de “primero el pueblo”, favoreció la construcción de vivienda popular para familias de bajos ingresos. El ministro de la construcción Wang Guangtao señaló la necesidad de construir vivienda para los menos favorecidos, pues la vivienda, dijo, es un derecho humano básico y una seguridad social básica (China Daily, 2007). El Plan de Seguridad para Vivienda de Renta Baja 2009-2011 tenía como meta resolver el problema para un mayor número de familias. Asimismo, el primer ministro Li Keqiang, encargado de la política económica y social en China, declaró que el programa de vivienda pública implicaba más que el reforzamiento del bienestar social, era un vehículo para ajustar la desigualdad en el ingreso y un canal crucial para mejorar la estabilidad social. La provisión de vivienda popular recae entonces en los gobiernos locales, lo mismo que el financiamiento, y están bajo la supervisión del gobierno central que planea completar la renovación de la vivienda subsidiada en todo el país para 2025. El 27 de julio de 2020 el Consejo de Estado dio a conocer la guía en la que especifica que la vivienda pública construida antes del año 2000 tendrá prioridad.

			Beijing: urbanización y transformación de la ciudad

			Beijing es una ciudad muy antigua; en 1272 el emperador Kublai Khan de la dinastía Yuan (1271-1368) la construyó y la llamó Dadu. Sus calles se encontraban en bloques rectangulares, con edificios simétricos a lo largo de los ejes centrales y, en el centro, el Gran Palacio, rodeado de sus grandes murallas que lo protegían. Es precisamente en ese tiempo que se construyeron los siheyuan y los hutongs. Los siheyuan (véase la figura IX.1a en el anexo), que pueden traducirse literalmente como “patios con cuatro paredes”, son casas con habitaciones que rodean un patio central útil para realizar actividades al aire libre, y tienen acceso por un atrio en la parte sur. En cuanto a los hutongs, pueden definirse como un conjunto de siheyuan a lo largo de un eje, de manera rectilínea, generalmente con una orientación de este a oeste (González, 2016; Mao, 2006). Históricamente, esos hutongs han llenado la vida de sus habitantes, pues en ellos se desarrollaba la cotidianidad. Constituyen un emblema de la ciudad de Beijing. Durante la dinastía Ming (1368-1644) el emperador Yongle derribó el palacio mongol y el resto de edificios de la capital, para construir la Ciudad Prohibida, que estaba rodeada de los círculos concéntricos de la Ciudad Interior. También erigió la ciudad exterior en la parte sur de la vieja ciudad. Los residentes de las dos ciudades se diferenciaban por su clase social y la riqueza que poseían. Los de la ciudad interior eran los ricos, y los hutongs fueron desarrollados con espaciosos siheyuan y jardines amurallados. La dinastía Qing (1644-1911), de origen manchú, siguió una política de segregación que separó a los manchúes de los chinos. Los chinos han fueron desalojados de la Ciudad Interior para establecer en ella solamente a manchúes, de tal forma que a la Ciudad Interior se le conoció como ciudad tártara y a la Exterior como ciudad china, que se convirtió en el centro del comercio. Para el siglo xix, con la decadencia de la dinastía, varios funcionarios manchúes se vieron obligados a vender sus casas, lo que ocasionó la llegada de gente de la Ciudad Exterior.  Todavía durante el Gobierno Republicano (1911-1949) se preservaron los siheyuan y hutongs, pues, por generaciones, las familias propietarias vivían y desarrollaban sus actividades dentro de ellos.

			Cuando el gobierno comunista fue establecido, esta ciudad quedó como capital y se remodeló de acuerdo con los cánones estalinistas de la arquitectura socialista. En 1958-1959 la Plaza Tiananmen fue ampliada y se realizaron 10 proyectos de construcción, además de derribarse las antiguas murallas de la ciudad. Los siheyuan fueron considerados reliquias del pasado y en el Plan Maestro de 1957 se recomendaba demoler los que estorbaban para la construcción y ampliación de avenidas y calles. El panorama se fue llenando de instalaciones industriales y de edificios grises que albergaban a sus trabajadores. Las comunidades de los danwei se convirtieron en la célula estructural básica de la ciudad y unidad clave de la vida urbana. Dentro de las comunidades danwei había edificios de entre tres y cinco pisos y también tiendas, escuelas elementales, lugares de recreación, comedores e instalaciones médicas. Los siheyuan que estaban en manos privadas fueron arrebatados a sus propietarios y subdivididos para que albergaran a varias familias; los patios centrales fueron desapareciendo a medida que se extendían las construcciones irregulares (Goldman, 2003; Gaubatz, 1995; Broudehoux, 1994), y debido a la falta de mantenimiento muchos de ellos empezaron a convertirse en dazayuan, lugares en ruinas y llenos de basura.

			Actualmente, la municipalidad de Beijing incluye 16 distritos y dos condados. Cuatro distritos pertenecen al centro de la ciudad conocida como la Ciudad Interior: Doncheng, Xicheng, Congwen y Xuanwu; cuatro distritos son suburbanos interiores: Chaoyan, Haidian, Shijingshan y Fengtai, y ocho distritos son suburbanos exteriores: Shunyi, Changping, Mentougo, Tongzhou, Fangshan, Daxing, Huairou y Pinggu.  Los dos condados son Yanqing y Miyun.  Los distritos interiores constituyen el corazón de la ciudad (véase mapa).

			Desde 1981 el gobierno municipal de la ciudad realizó un plan para la ciudad llamado Plan para la Construcción Urbana de Beijing, que finalmente fue aprobado por el Consejo de Estado en 1983 (Wang, 2016). En la capital se encontraban establecidas empresas estatales, institutos y departamentos del gobierno nacional, y sus empleados recibían mejor vivienda y subsidios que los de nivel municipal. De 1949 a 1998 más de la mitad del total de inversión fija fue para empresas estatales y más de 63% de la vivienda estaba en poder de los danwei. Con el inicio de la venta de vivienda pública, el sistema habitacional cambió radicalmente, y, cada vez más, se incrementó el número de compradores de sus viviendas; el porcentaje de propietarios pasó de 30% en 1992 a 55% en 2000 (Yang y Shen, 2008).

			El Plan Maestro de 1991 a 2010, aprobado por el Consejo de Estado en 1993, pretendía llevar a cabo un proceso de urbanización descentralizando para la población, con el fin de transformar a la capital en una ciudad moderna que siguiera los estándares internacionales de modernización. Desde 1992 se abrió el mercado urbano de tierras, estableciéndose las regulaciones del uso de las mismas. Se separaba el uso de la tierra de la propiedad de la misma y se permitía la transferencia de derechos de uso por medio del pago de una compensación por dicha transferencia; de esta manera los precios de la tierra empezaron a tener un papel relevante en el desarrollo urbano (Wang, 2016). En 1998 el sector privado de bienes raíces fue impulsado por el mismo gobierno para que remplazara a sectores públicos, como a autoridades locales y a los danwei, en la construcción de unidades. La meta era impulsar la comercialización de la vivienda y promover las empresas de bienes raíces, con el fin de que contribuyeran al crecimiento económico. Esto dio como resultado un boom en la construcción de vivienda, encaminada a satisfacer a los sectores con más poder adquisitivo de la población de Beijing (Weng, 2014). En 2002 el Departamento Municipal de Tierra y Recursos dio a conocer un mapa de las zonas residenciales y precios por uso del suelo, con el fin de mostrar cuáles eran las zonas que consideraba clave para el desarrollo y, por lo tanto, más caras (Fang, Logan y Pal, 2006). Después, con el Plan Maestro de 2004 a 2020, el gobierno continuó con polos de desarrollo en subcentros proponiendo una estructura policéntrica para la ciudad. Beijing crece y se transforma, las industrias se mueven a la periferia llevando con ellas a sus empleados, que empiezan a alojarse en grandes edificios cercanos a su lugar de trabajo.

			Ciudad Interior o centro de Beijing: hogar de los hutongs y Siheyuan

			El centro de la ciudad o Ciudad Interior (véase el mapa IX.2a) se vio seriamente afectado en 1976, con el gran terremoto de Tangshan; la ciudad y una cantidad importante de siheyuans sufrieron daños estructurales. El gobierno local permitió la construcción de estructuras temporales dentro de los patios y llegaron habitantes nuevos a ocuparlos. En 1983, en el Plan Maestro se ubicaron 29 áreas en ruinas que necesitaban renovación, 95% de ellas estaba en la Ciudad Interior, y en 1990 el gobierno municipal dio a conocer el plan de renovación urbana para la Ciudad Interior, que tenía como prioridad el uso eficiente de la tierra. Justamente en abril de 1990 el alcalde dio un discurso en el que enfatizaba la oportunidad que se presentaba para desarrollar los distritos de la Ciudad Interior: los viejos hutongs debían ceder su espacio para la construcción de edificios de oficinas a fin de acomodar empresas e instituciones, lo mismo que negocios y departamentos para la naciente clase media. El argumento para destruir los hutongs y siheyuans era su deterioro, con servicios inadecuados de agua y sanitarios y con una población mucho mayor de la que podían albergar. Además, los hutongs eran demasiado estrechos para el uso de transporte moderno (Zacharias et al., 2015).

			En 1991 el gobierno municipal estableció el Programa para la Renovación de Vivienda Vieja y en Ruinas (prvvr), en el que las empresas desarrolladoras de bienes raíces tenían el papel protagónico, pues el gobierno municipal les otorgó el permiso para que lo pusieran en práctica y lo financiaran, dándoles apoyo administrativo. Implicaba la eliminación de casas deterioradas, la reducción de la densidad poblacional en el centro, la ampliación de calles y nuevos parques, y para 1999 ya existían 279 proyectos dentro del prvvr (Hyun, 2008; Wang, 2016). Éste se convirtió en un programa especulativo que llevó a la demolición masiva y al desplazamiento de los habitantes, y dio como resultado la pérdida de valores sociales y culturales de la ciudad. La relación entre gobierno municipal y desarrolladores inmobiliarios tenía como objetivo fomentar el desarrollo y maximizar las ganancias (Lü, 1997). Los viejos vecindarios fueron demolidos para dar paso a grandes centros comerciales y edificios de departamentos, al mismo tiempo que la mayoría de los residentes fueron enviados a los suburbios. Esta situación llevó a que se escogieran los lugares de demolición de acuerdo con su ubicación y precio de la tierra, más que por el grado de deterioro de las viviendas, por lo cual tanto los antiguos habitantes como los defensores de la herencia histórica y cultural mostraron su descontento, viendo cómo la palabra chai 拆, que significa demolición, aparecía en las fachadas de las viviendas. La residencia de Cao Xueqin, autor de la obra del siglo xix, Sueño de la Cámara Roja, fue demolida en 1999, pues se necesitaba ampliar la calle, y en 2012 la casa de Liang Sicheng, considerado el fundador de la arquitectura moderna china, también fue demolida: de 1990 a 2005 el número de hutongs pasó de 2 242 a 1 353 (China Daily, 2016).

			Algunas áreas de hutongs fueron remodeladas para convertirlas en atracción turística estableciendo restaurantes, tiendas, bares y centros de entretenimiento; se llevaron a cabo proyectos como el del hutong Ju’er, ubicado al noreste de la Ciudad Prohibida y parte de Nanluoguxiang, uno de los 25 distritos de preservación de la vivienda tradicional. El lema fue “reparar lo viejo para que luzca viejo” y crear un nuevo siheyuan. Las calles fueron remodeladas con edificios de tres y cuatro pisos con sus patios en el centro para servir como espacio público (Zhang y Lu, 2016), en tanto que los hutong de Qianmen fueron demolidos para dar paso a edificios de centros comerciales diseñados al estilo tradicional.

			En la década de 1990, en Wangfujing, al este de la Ciudad Prohibida, los hutongs fueron demolidos y en su lugar fue construida una plaza comercial llamada Oriental. Tradicionalmente fue un lugar con gran actividad comercial y durante las dinastías Yuan, Ming y Qing fue un sitio muy importante de la ciudad, pues las casas de los príncipes allí se ubicaban. Nanchizi, por su parte, se encuentra al este de la Ciudad Prohibida; antes de 1800 era un lugar para los talleres y almacenes de la corte imperial, y cuando su tamaño fue reducido por órdenes del gobierno, se fue convirtiendo en un área residencial con siheyuans y hutongs. Después de la Revolución de 1911 fue abierta al público, pero fue preservada, y guardaba la atmósfera del viejo Beijing. En 1990 se convirtió en una de las 25 áreas designadas por el gobierno municipal para su conservación, sin embargo, no se hicieron las demarcaciones correspondientes y poco a poco varios de los siheyuans fueron demolidos para construir complejos residenciales de edificios altos. En mayo de 2002 la palabra chai apareció en 231 de 239 casas y a los residentes se les dieron tres opciones: regresar una vez hecha la renovación, ser reubicados o recibir una compensación. Hubo descontento entre los habitantes, no obstante, para fines de agosto, todos los residentes habían sido desalojados y a fines de año iniciaron la construcción de nuevos edificios (Goldman, 2003).

			El caso del barrio de Zhonglou y Gulou es emblemático. Está localizado cerca de las torres de la Campana y del Tambor, a una distancia de 2.1 km de la puerta norte de la Ciudad Prohibida, y fue construido en 1420. Este barrio gradualmente se convirtió en un sitio central del espacio público dentro de la ciudad. Alrededor de las torres fluía la vida comercial y en 2002 fueron designadas como zonas de protección histórica y cultural. En 2012 el gobierno municipal propuso la restauración del área a su estado original, basándose en un mapa antiguo que databa de los tiempos del emperador Qianlong (reino: 1735-1796); para ello debían demolerse las estructuras inconsistentes con el mapa y así restaurar el paisaje original. Como resultado, se expropiaron 66 hutongs considerados sin valor histórico, con un total de 4 700 metros cuadrados, y a sus habitantes se les dio una compensación para que pudieran reubicarse. El proyecto encontró una gran oposición por parte de los residentes, existieron protestas, pero para 2013 todos los residentes habían sido desalojados y reubicados en los suburbios de la ciudad. Fue un gran negocio para el gobierno municipal, porque pudo generar grandes ingresos al vender los terrenos a desarrolladores (Graezer y Yan, 2018). Nanluogu, otro barrio tradicional dentro del distrito Dongcheng, con hutongs y 140 siheyuan, en el que vivían 700 familias, tuvo otro tipo de solución. Desde el año 2000 la comunidad local buscó la forma de preservar su carácter original, pero al mismo tiempo revitalizando el barrio, ya que las familias permanecían allí desde tres generaciones atrás: era un lugar histórico con vida cultural; había teatros, cafés y bares. Los representantes de la comunidad local señalaron que no deseaban ser desplazadas a otro lugar; crearon un grupo de representantes que incluía a funcionarios locales y universitarios, y en el proceso de planeación defendieron las metas de desarrollo a largo plazo. Las redes locales jugaron un papel importante; llegaron a la conclusión de que los siheyuan debían protegerse y restaurarse. Fijaron las metas: proteger los lugares históricos y culturales; buscar los medios para combinar el desarrollo económico y la cultura, lo mismo que la vida comunitaria. En este caso, se comprobó que podía seguirse un plan que tomara en cuenta la opinión de los habitantes del barrio; el papel de los participantes y sus responsabilidades fueron definidos con claridad. Cada grupo de interés seleccionó a un representante para formar un panel que trabajara con el grupo de planeación. Los dueños de negocios locales combinaron sus acciones con las de los residentes; se siguió un proceso colaborativo en el que cada parte cumplía con sus tareas específicas en el proyecto, y tomaban en cuenta las sugerencias de los residentes. Una vez remodelado, el barrio atrajo a compañías teatrales, a estudios de grabación de música que colaboraron con el esfuerzo de revitalización. El turismo se incrementó, porque el barrio era un ejemplo de hutongs remodelados que mantenían a la población original. Los residentes, al ser incluidos en la toma de decisiones, sintieron el plan como suyo mostrando su habilidad para que se implementara, pues iba de acuerdo a sus intereses y valores, en lugar de aceptar las decisiones unilaterales del gobierno municipal (Chun, Lu y Song, 2012).

			 Las familias desplazadas

			Ujang y Zakariya (2015) señalan la importancia de los lazos afectivos entre las personas y los lugares donde residen. Los cambios constantes en las ciudades por la reurbanización y el desarrollo del transporte han llevado a la destrucción de lugares con un significado histórico y cultural. Las personas que por años vivieron en esos lugares desarrollaron un sentido de pertenencia al lugar que daba sentido a su vida. Hidalgo y Hernández (2001) también destacan el apego a un lugar definido como un lazo afectivo o vínculo entre las personas y lugares específicos. Raymond, Brown y Weber (2010) señalan la importancia del apego a la comunidad, sentido de pertenencia, raíces y familiaridad. Ello implica la conexión de los individuos a las redes sociales locales y la interacción entre ellos, que produce un apego emocional que llena las necesidades psicológicas de las personas. Estas explicaciones nos permiten entender la situación de las familias desplazadas de sus viviendas en la ciudad de Beijing. Las familias que han vivido por años en los viejos siheyuan se han enfrentado al cambio radical de sus vidas. Una de las características de estos barrios es el intercambio cotidiano, las actividades en grupo y la preservación de tradiciones de generación en generación, pero con la reurbanización la mayoría de los habitantes de la Ciudad Interior se ha visto obligada a cambiar su residencia e irse a vivir en los suburbios. Cuando se hizo la remodelación de las áreas de hutong, se les dio la opción de comprar un departamento, pero los precios no estaban a su alcance (Hyun, 2008; Zhang y Fang, 2003). A pesar de que les daba un precio preferencial por la superficie que ocupaban en su antigua vivienda, los metros cuadrados extra los tenían que pagar a precio de mercado, lo que resultaba imposible para ellos. El desplazamiento de estas familias a las afueras de la ciudad ha roto con la convivencia que tenían en su vecindario, con la red social que les servía para tener apoyo en tiempos difíciles, y  además les daba sentido de pertenencia. Los residentes de la vieja ciudad tenían sus actividades de trabajo en el mismo lugar, en pequeños comercios, talleres y servicios básicos creando redes socioeconómicas que les permitían obtener su sustento. Estas redes socioeconómicas fueron creadas a través de los años, y cuando necesitaban ayuda económica podían recurrir a sus vecinos y amigos. Al irse a los suburbios todo su mundo se colapsa, la distancia entre su casa y su trabajo los obliga a gastar más tiempo y dinero en transporte; se quejan de carecer de los servicios como escuelas y hospitales. Algunos han llevado a juicio a las agencias del gobierno municipal y a las desarrolladoras, pero no han tenido éxito (Abramson, 2001; Acharya, 2005). Los barrios que se construyen con vivienda más cara son ocupados por familias que se han visto favorecidas por su participación en negocios privados, profesionistas que trabajan para grandes empresas y grandes comerciantes. Son, como dice Tomba (2005), miembros de una comunidad de consumidores que viven en zonas  amuralladas, tanto por seguridad como por la necesidad de diferenciarse del resto de la población. De 1990 a 2000 las familias desplazadas de sus casas y barrios de origen llegaron a 184 000 (Gu y Shen, 2003; Mao, 2018; Wang, 2016). A las familias desplazadas les dan varias opciones: pago en especie, es decir, que reciben una vivienda alternativa en los suburbios; compensación monetaria para que busquen una vivienda y la compren. Los gobiernos locales y los desarrolladores son los que determinan el valor de la vivienda que será demolida, dependiendo de sus condiciones físicas, tamaño y ubicación. (Li, Van Ham y Kleinhans, 2019). Los habitantes originales, una vez remodelada la vivienda, se topaban con la dificultad de no poder pagar el precio marcado por los desarrolladores y su opción era irse a vivir a los suburbios. La reubicación tuvo un impacto negativo en ellos, sobre todo, en los que tienen menos ingresos; sus oportunidades de conseguir trabajo disminuyeron por el colapso de las redes de apoyo social que tenían en sus comunidades originales. Estas personas dependían de los trabajos que realizaban en su espacio público, como ventas al menudeo y servicios básicos. La red socioeconómica que fueron desarrollando en su barrio era el fundamento de su supervivencia. Cuando el escenario cambia y se mudan a edificios, desaparece el ambiente en que podían obtener un ingreso. Un ejemplo de familias desplazadas es el grupo que se mudó al distrito Yongtaiyuan, al norte de la ciudad; se vieron obligados a viajar más de una hora diaria para llegar a sus lugares de trabajo, y asumieron el gasto que implicaba. El incremento de precio del pasaje de autobús se convierte en una carga adicional (Wang, 2016). Las personas mayores de 60 años que han tenido que abandonar su antigua vivienda para vivir en los suburbios carecen de los servicios médicos adecuados y la solidaridad social que tenían en sus antiguas residencias. Beijing ha experimentado un rápido envejecimiento de su población y la reubicación de este grupo a áreas suburbanas ha implicado un problema para su atención y acceso a cuidados de salud (Gao y Cheng, 2020). Harriet Evans ha hecho un seguimiento de algunos de las habitantes de los viejos hutongs: una es la señora Gao, mujer de 89 años que había vivido 70 años en la calle de Dashanlan situada en un eje este oeste, cerca de la Plaza Tiananmen. La mayoría de los residentes han sido reubicados fuera de la ciudad, la señora Gao se había resistido a moverse y vivía prácticamente entre escombros (Evans, 2012). Otras personas como el señor Zhang, que también vivía en un barrio que se demolería, se rehusaban a abandonar su vivienda, no obstante que su barrio había entrado en proceso de demolición. Estas personas tienen muy arraigadas sus creencias sobre la influencia que tiene el medio ambiente en sus vidas; hablan del concepto de jie diqi, es decir, estar conectado a la energía de la tierra. Al irse a edificios altos, pierden este contacto (Meyer, 2009). Las condiciones económicas son un factor importante a considerar, pues pierden los apoyos que tenían en su comunidad original.

			En la ciudad de Beijing se ha desarrollado un proceso de gentrificación a través del cual las viviendas desmanteladas han ido cediendo lugar a edificios de departamentos modernos, que las personas de altos ingresos económicos pueden comprar o rentar. De esta forma, los territorios correspondientes a los viejos hutongs y sus moradores se han transformado en barrios de clase media-alta, con muy distintas maneras de vivir y consumir. En ellos proliferan los centros comerciales y boutiques donde se ofrecen los productos que los nuevos habitantes desean poseer, tanto para sus viviendas como para su uso personal. La nueva cara de los barrios antiguos.

			Conclusión

			El avance de la reforma económica en China trajo grandes cambios en la vida de las familias urbanas. Algunas lograron obtener grandes beneficios al dedicarse a negocios privados o al obtener puestos de alta jerarquía en el gobierno. La desigualdad en el ingreso, medida por el índice de Gini subió de 0.33 en 1995 a 0.42 en 2010 (Yang y Chen, 2014). Las brechas en el ingreso se ven reflejadas en la situación de la vivienda. La distribución desigual de la vivienda producida por la privatización se exacerbó con la mercantilización. En todas las ciudades chinas, no solo en Beijing, los precios de la vivienda se incrementaron debido tanto a la creciente demanda como a la especulación de inversionistas internos y del exterior. Ello transformó un beneficio social en la propiedad privada más apreciada. La desigualdad en la vivienda, de acuerdo con el coeficiente Gini, alcanzó 0.57 en 2003 (Zhao y Ge, 2014). En este sentido, la vivienda se ha convertido en un factor crucial que afecta la identificación de clase, las interacciones sociales y la satisfacción de vida. Como hemos visto, las familias de altos ingresos podían comprar su vivienda en el mercado; los empleados, su vivienda en el danwei a precio más bajo que el del mercado. De tal forma que el tipo de vivienda determina el ambiente residencial y el acceso a recursos públicos que afectan la calidad de vida y la desigualdad socioespacial en las ciudades.

			El problema de la vivienda en China se agudizó desde 1998, cuando desmantelaron completamente el antiguo sistema de asignación por medio de las unidades de trabajo y gobiernos municipales. El gobierno central abandona su papel como garante del derecho a tener un techo seguro y la mayoría de los trabajadores se vieron obligados a comprar sus viejas casas o a mudarse a suburbios de la ciudad; una parte no tuvo más remedio que rentar. Los desarrolladores de bienes raíces aprovecharon la oportunidad para hacerse de terrenos muy valiosos en el centro de Beijing, lo que acabó con los viejos siheyuan, destruyó los hutongs y permitió construir en su lugar grandes edificios de oficinas, departamentos para los grupos que lograron obtener grandes beneficios a partir de los cambios económicos. Poco quedó de la antigua ciudad; las remodelaciones que se hicieron sirvieron para atraer turistas y para que los funcionarios de alto nivel, empresarios y profesionistas adquirieran siheyuan remodelados con un alto valor. El año de 2008 fue clave para todo este proceso de cambio, ya que el gobierno chino quería mostrarle al mundo, con la celebración de los Juegos Olímpicos, que las ciudades chinas eran modernas, con hospedaje adecuado y transporte eficiente.

			Los precios de la vivienda en China han crecido de manera rápida; la clase media es la que por medio de préstamos bancarios y ahorro puede comprar una vivienda comercial. Cuando los hijos contraen matrimonio, generalmente la familia de cada uno los ayuda económicamente para que adquieran una casa. En los últimos años, debido al alza de los precios, cada vez se hace más difícil que las parejas puedan tener su vivienda al casarse. Los milenials prefieren rentar, pues por este medio pueden conseguir vivienda adecuada y en lugares cercanos a sus trabajos. Sin embargo, a pesar de las tendencias apuntadas, el gobierno central chino, preocupado por la estabilidad social, está tratando de compensarlas implementando algunas medidas de vivienda pública, que no sólo incluye la construcción de nuevas unidades, sino también la restauración de la vivienda que se encuentra deteriorada por el paso del tiempo. Así, para evitar que se produzcan levantamientos que puedan salirse de su control, en los últimos años se ha puesto atención en la construcción de vivienda accesible, a bajo costo, y con esquemas que permitan que un trabajador pueda ahorrar para adquirirla. Además, en su afán de liberar a las ciudades de la presión demográfica, especialmente en Beijing, se están construyendo nuevos centros urbanos en el área periférica suburbana. Un ejemplo es Xiongan, en las afueras de la ciudad, que tendrá un parque tecnológico que dará empleo a la población establecida.  Se espera la transferencia de 300 000 a 500 000 personas desde la ciudad; la red de comunicación estará constituida por ferrocarril de alta velocidad (South China Morning Post, 2019).
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			Mapa IX.2a
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			Figura IX.1a

			Casa con patio central (Siheyuan)
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			X. Quédate en Casa: Los hogares, la vivienda y Covid-19

			Clara Salazar y Lucy Nelly Maya 

			Introducción

			En las últimas décadas la “desigualdad” en la investigación urbana se ha asociado a diversas dinámicas de la ciudad y abordado desde varias perspectivas. Un amplio grupo de investigadores ha vinculado la desigualdad a la estructuración socioterritorial excluyente a través de conceptos como la división social del espacio, la segregación residencial, la ciudad dual y la gentrificación (Rubalcava y Schteingart, 2012; Sabatini et al., 2017). En términos empíricos, estos fenómenos han sido representados mediante el uso de datos estadísticos, sobre las características sociodemográficas de la población, la vivienda y su entorno, que reflejan disparidades en las condiciones de vida de la población y su distribución en el territorio. Otros investigadores han reflexionado más bien sobre cómo se reproducen esas condiciones de desigualdad (De Mattos, 2006) o, cómo los grupos de población que viven en las situaciones más precarias se distancian de aquellos que viven en la opulencia, e incluso de los sectores medios, quedando aislados paulatinamente de la estructura de oportunidades sociales y territoriales (Katzman, 2001). En esta última línea, otros académicos han enfatizado en cómo las prácticas, formas de intervención y toma de decisiones de agentes económicos y actores gubernamentales contribuyen a reproducir las condiciones de desigualdad urbana (Di Virgilio y Rodríguez, 2014).

			En lo que respecta particularmente a la literatura contemporánea que vincula la vivienda y la salud, Dunn y Hayes (2000) señalan, con base en una amplia revisión, que se ha desarrollado en torno a cuatro cuestiones: 1) las personas enfermas que habitan en viviendas deficientes; 2) el acceso a servicios de salud para personas sin vivienda; 3) aspectos patológicos de las viviendas como causa de problemas físicos y mentales, y 4) el estrés asociado a la imposibilidad de costear una vivienda y, sus consecuentes impactos en la salud. Nosotros añadiríamos, además, los estudios relativos a la disponibilidad selectiva de vivienda de acuerdo al estatus de salud de la población (Smith, 1990).

			A raíz de la pandemia que azota al mundo entero, giramos nuestra reflexión hacia cómo la desigualdad de acceso a ciertos recursos dificulta el confinamiento voluntario en la vivienda, y pone en duda que sea un espacio de bajo riesgo al contagio para un amplio sector de la población. Queremos llamar la atención sobre la existencia de la estructura inequitativa de oportunidades que actúa como barrera para una eficiente aplicación de la estrategia Quédate en Casa.

			En México algunas disposiciones gubernamentales implementadas para evitar el contagio se topan con una estructura de oportunidades inequitativa que impide a los miembros de los hogares adaptarse a las nuevas circunstancias. Ello vulnera no sólo la posibilidad de que mantengan sus condiciones habituales de vida, sino que además la ponen en riesgo de transitar a condiciones más precarias, tal como lo han señalado organismos como el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) y la Comisión Económica para América Latina (cepal).

			Debemos advertir que nuestro esfuerzo analítico no incluye relacionar la ocurrencia de infecciones y decesos de Covid-19 con las desigualdades observadas en el territorio. Esto por dos razones. Primero, porque la evolución de los contagios sugiere que su presencia en el territorio no es constante; circunscripciones territoriales que en un periodo indefinido concentran más casos activos pueden disminuir sus niveles de contagio en un tiempo incierto y volver a posiciones iniciales de alta transmisión.1 Segundo, investigaciones recientes dirigidas a establecer la relación territorio-infección han mostrado que la mayor vulnerabilidad a Covid-19 a escala de los municipios para México se concentra en aquéllos más marginados, pero que el mayor número de contagios se presenta en los de marginación media, por tratarse de grandes centros urbanos (Suárez Lastra et al., 2020). Ello significa que existe correlación entre la densidad y el contagio, pero no necesariamente entre este último y las zonas más precarias.

			Por las razones expuestas decidimos dirigir este análisis a observar cuáles son las barreras para que la población pueda efectivamente quedarse en casa en condiciones adecuadas para un encierro voluntario. Tal como ha sucedido en otros países, el gobierno mexicano y sus ciudadanos han hecho esfuerzos para prevenir el contagio de Covid-19. Pero más allá de esas voluntades, sostenemos que la estructura de oportunidades inequitativa, tanto en las instituciones laborales y educativas como en las viviendas, impide a la población quedarse en casa y seguir las recomendaciones gubernamentales.

			La estructura de oportunidades en el contexto de Covid-19

			La estructura de oportunidades deriva del trabajo de Eisenger (1973, citado en Rodríguez, 2010: 190), quien la concibe como la posibilidad de vincular el contexto y los patrones de conducta. De modo que aquí se asume que los elementos del contexto donde se ha puesto en marcha el confinamiento constituyen en sí mismos una limitante que explica en parte la presencia de población fuera de la vivienda. Esto, como señala la cepal (1999: 8), por razones muy concretas. La primera es que los recursos de que disponen los hogares no se pueden valorar con independencia de las estructuras de oportunidades a las que tienen acceso; la segunda es que esas estructuras no son una constante sino una variable. Ello significa que la igualdad de oportunidades está vinculada a la trayectoria de cada país.

			Siguiendo la lógica de la cepal, podemos inferir que la capacidad de los miembros de los hogares mexicanos para quedarse en casa depende de los recursos que requieren para hacerlo, y que la modificación de los patrones de conducta que les son solicitados para evitar el contagio tendría que sostenerse en una estructura de oportunidades institucionales equitativa.

			En particular nos interesa debatir la estructura de oportunidades que tienen los miembros del hogar para seguir la recomendación de Quédate en Casa. Por un lado, están las restricciones institucionales en el mercado laboral y el sector educativo y, por otro, los componentes de la vivienda; ambos interactúan sobre las decisiones que pueden tomar los miembros del hogar para hacer frente a la pandemia y realizar un confinamiento voluntario, cumplir una cuarentena o efectuar un aislamiento efectivo.

			Postulamos que el vínculo entre el nivel macro (la arquitectura laboral y educativa) y el nivel micro (la vivienda) exhibe grandes limitaciones para el cumplimiento efectivo del Quédate en Casa, y que las afectaciones para los miembros del hogar son de diferente magnitud. Por un lado, el gobierno federal ha tomado como opción y bandera el uso de la conectividad y de los recursos tecnológicos para hacer posible que los trabajadores, manteniendo el empleo, realicen una parte del proceso de producción económico y continúen con sus labores desde casa, al menos parcialmente. Bajo el mismo supuesto, ha asumido que los estudiantes lograrían terminar el ciclo escolar y tener un aprovechamiento equivalente al que experimentaban en aulas. Una premisa similar lo ha llevado a considerar que en las viviendas están disponibles recursos de habitabilidad mínima, para poder cumplir “lavarse las manos” con frecuencia y aislar en casa a los infectados por el sars-CoV2 que no muestran signos de gravedad.

			Aquí mostramos que la estructura de oportunidades laborales y educativas, así como su acoplamiento con las viviendas impiden a una parte importante de la población quedarse en casa. Presentamos evidencia de que un considerable porcentaje de hogares enfrenta dificultades para acatar las indicaciones gubernamentales destinadas a proteger su salud, considerando las condiciones en el mercado de trabajo y en el sector educativo, así como las circunstancias de habitabilidad que tienen. Evidenciamos que la ausencia de equipamiento adecuado en las viviendas incide en la continuidad de actividades a distancia desde el encierro voluntario, tanto para los trabajadores como para los estudiantes.

			Estrategia metodológica y analítica

			Para darle sentido a la política pública y al comportamiento social ante la pandemia, observamos cómo los requerimientos de la Organización Mundial de la Salud (oms) para lograr la eficacia de las medidas básicas de protección han sido retomados por las autoridades de salud pública a nivel federal y local en México. Con el fin de relacionar el fenómeno aludido  a la situación de los hogares y las condiciones de la vivienda, tomamos como caso de estudio la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (zmcm).2
Analizamos para esta urbe las bases de datos de personas y de viviendas de la Encuesta Intercensal de 2015 (eic2015) del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), a nivel de las alcaldías de la Ciudad de México y de los municipios conurbados. Para observar cómo la estructura de oportunidades puede estar constriñendo la efectividad de las medidas recomendadas a los miembros de los hogares, se construyeron, a partir de una serie de variables, indicadores sobre características de las personas y las viviendas que habitan.

			Del análisis de las variables sobre personas contenidas en la eic2015 acerca de la edad, actividad principal, actividad económica, ocupación y prestaciones fue posible identificar: (i) a las personas que podrían quedarse, o no, en casa; (ii) la población ocupada que labora en actividades económicas consideradas como esenciales y, no esenciales; (iii) la población ocupada en actividades no esenciales que tendría más posibilidad de quedarse en casa por contar con prestaciones, y (iv) la población que por su ocupación podría teletrabajar. Además, del cruce con variables referentes a la disponibilidad de computadora e internet en la vivienda, se identifican: (v) la población que podría teletrabajar según disponga o no de computadora en internet en su vivienda, y, de manera similar, (vi) los estudiantes según tengan acceso a una computadora e internet en casa.

			Del análisis de las variables sobre vivienda contenidas en la eic2015 en relación con el número de personas que la habitan, número total de cuartos, número de cuartos utilizados para dormir, características del baño, disponibilidad de computadora e internet, así como con el análisis previo sobre personas (número de personas que se quedarían en casa durante el día, número de personas que podrían teletrabajar o estudiar a distancia), se identificaron: (vii) las viviendas con espacio suficiente durante el día y la noche; (viii) la posibilidad de aislar a un posible miembro del hogar que se haya contagiado; (ix) el tipo de baño como una forma de saber en qué viviendas  hay agua suficiente, y, al cruzar las variables de personas y viviendas, (x) las viviendas según posesión de computadora e internet disponible para personas que teletrabajarían o estudiarían a distancia. Para desarrollar este rubro, se complementó la información con datos provenientes de la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en Hogares (endutih, 2019) y del Censo Económico 2019. 

			Debido a la complejidad de la cuestión referida y del procesamiento estadístico requerido en este ejercicio, hemos preferido presentar primero la caracterización y el análisis de cómo se implementó la política pública del Quédate en Casa y lo que ello implicó para los trabajadores y estudiantes de los hogares de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (zmcm), para luego ofrecer una reflexión, a nivel desagregado, sobre la distribución territorial de trabajadores y estudiantes que presentan mayor o menor dificultad para realizar sus actividades en alcaldías y municipios con distinto grado de rezago social (grs) tomado como base la clasificación del Coneval.3

			Antes de la pandemia, ¿quiénes se quedaban en casa?

			Construimos una variable de reclasificación de la población total (20 892 724 personas) de la zmcm, a partir de una serie de preguntas contenidas en la Encuesta Intercensal 2015. Con la información de la actividad principal se creó una nueva variable con cinco categorías que denotan si esas actividades se realizan preferentemente dentro o fuera de la vivienda (cuadro X.1).

			Esta reclasificación permite sugerir, en primera instancia, que en la zmcm hay al menos 6.8 millones de personas (32.6% de su población total) que, por no tener una actividad remunerada o asistir a un centro educativo, realizan preferentemente sus actividades en casa, incluso antes de la pandemia. En contrapartida, hay otros 14 millones de personas que en condiciones de “normalidad” realizan frecuentemente sus actividades fuera de la vivienda: 42% de ellas por motivos laborales y 25% por razones educativas (cuadro X.1). Pero, como sabemos, no sería sensato considerar que las personas que  a menudo realizan sus actividades fuera de la vivienda han podido continuar haciéndolo. Ante el riesgo de que sean infectados, el Estado mexicano los ha instigado a hacer modificaciones en la dinámica cotidiana bajo la recomendación del Quédate en Casa. Analicemos cómo se implementa esa posibilidad.

			Los trabajadores del hogar

			Entre las actividades esenciales y no esenciales

			Desde que en México se tomaron medidas frente a la pandemia, la primera recomendación a la población fue mantener “distancia social” con el objetivo de conseguir que el número de contagios se retrasase y fuese manejable. A partir de la experiencia de otros países afectados previamente por el coronavirus sars-CoV2, causante del síndrome respiratorio agudo severo, se llevaron a cabo acciones generales para reducir el contagio. Entre ellas, el cierre del sector educativo y centros comerciales, teatros, cines, etcétera; la restricción a la realización de actividades económicas; la reducción en el transporte público, y las limitaciones al uso del transporte privado. Todas esas acciones tuvieron la intención de reducir la movilidad de la población en el espacio público y enviar a la población a casa. Ello se acompañó de la generación de estrategias para que, en lo posible, los miembros del hogar, de diferentes grupos de edad, pudiesen realizar sus actividades desde su vivienda.

			El confinamiento se concretó en el Acuerdo publicado por la Secretaría de Salud el 24 de marzo de 2020, en el que se establecieron las medidas preventivas a implementar para la mitigación y el control de los riesgos para la salud, que implica la enfermedad por el virus sars-CoV2 (Covid-19). En ese acuerdo se establecieron las actividades económicas que por considerarse esenciales no podían frenarse a pesar de la pandemia.4 En correspondencia con ese ordenamiento oficial, ajustamos para este análisis la clasificación de actividades económicas de la población ocupada a esenciales y no esenciales. En principio, las personas dedicadas a actividades esenciales tendrían que salir de casa para continuar con sus labores, mientras la población en actividades no esenciales podría quedarse a trabajar desde casa.

			Posteriormente, con el fin de determinar a qué parte de la población ocupada en actividades no esenciales le sería más difícil quedarse en casa, se analizaron las preguntas de la eic2015 relativas a las prestaciones (cuadro X.2). Partimos del supuesto que los trabajadores con prestaciones laborales tendrían mayor probabilidad de seguir recibiendo su salario durante el tiempo que se esperaba que durara el confinamiento voluntario.

			En el cuadro X.2 puede observarse que prácticamente la mitad del personal ocupado (4.4 millones) podría quedarse en casa porque realiza actividades no esenciales, y que la otra mitad (4.3 millones) tendría que salir de casa porque realiza actividades esenciales. En segundo lugar, sugiere que existe la posibilidad de que la mitad (2.2 millones) de los trabajadores no esenciales se vea forzada a salir de casa en busca de un ingreso, por no contar con prestaciones laborales, ya sea porque no recibe un salario o porque sus condiciones contractuales son precarias.

			Cuadro X.1

			Reclasificación de la actividad principal según pueda o no llevarse a cabo en la vivienda. zmcm 2015

			[image: ]

			* Al carecer de información precisa sobre la localización habitual de estos trabajadores y observar su baja representatividad respecto de otras categorías, las actividades con un asterisco se  mantuvieron dentro de la población ocupada.

			** Incluye población de 12 años y más, y de 11 años y menos que declaró asistir a un centro educativo.
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			*** Población sin información en las variables actividad principal, edad o asistencia a la escuela.

			fuente: elaboración propia a partir de bases de datos a nivel personas. eic2015, inegi.

			Cuadro X.2

			Población ocupada según actividad esencial y prestaciones: zmcm 2015

			[image: ]

			* Se incluye a las personas en trabajos esenciales que deberían quedarse en casa por tener 65 años o más.

			** De las 8 801 967 personas que trabajan (véase cuadro X.1), 3 506 no pudieron incluirse en el cuadro X.2 porque carecen de información en alguna de las variables utilizadas para construir la reclasificación de población ocupada.

			fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de la eic 2015, inegi.

			Lo expuesto no impide que los trabajadores que, en actividades esenciales o no, declararon tener prestaciones estuvieran exentos de un despido. De hecho, el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) informó que uno de los efectos derivados de la emergencia sanitaria ha sido la pérdida de 1 030 366 empleos a nivel nacional, entre los meses de marzo, abril y mayo (Martínez, 2020), y que 73% de las bajas que se registraron correspondieron a contratos permanentes o por tiempo indefinido (Martínez, 2020).

			Como puede derivarse de las consideraciones anteriores, sólo 24.7% (2 173 627 trabajadores) del personal ocupado podría quedarse en casa. En términos reales, sin embargo, quienes pueden realizar su trabajo desde casa, siendo productivos para sus empresas y sin arriesgar el empleo, son aquellos que tienen a su disposición conectividad y tecnologías de la información y la comunicación.5 Esto incluye tanto la implementación de tecnología en los lugares de trabajo como la disponibilidad de equipo en la vivienda del trabajador.

			Entonces, ¿quiénes pueden trabajar desde casa?

			El 20 de junio de 2019 se modificó el artículo 111 de la Ley Federal de Trabajo en México6 y se definió como trabajo a domicilio, o teletrabajo, “el que se ejecuta habitualmente para un patrón, en el domicilio del trabajador o en un local libremente elegido por él, sin vigilancia ni dirección inmediata de quien proporciona el trabajo. Será considerado como trabajo a domicilio el que se realiza a distancia utilizando tecnologías de la información y la comunicación”.

			Si bien la Ley no restringe los señalamientos de trabajo a domicilio a la existencia de un contrato laboral, señala en el artículo 324 que quienes lo han adquirido tendrán las mismas garantías laborales y de seguridad social que quienes trabajan en los establecimientos de las empresas. Por ejemplo, sus salarios no podrán ser menores de los que se paguen por trabajos semejantes en la empresa o establecimiento para el que se realice el trabajo, y los patrones deben proporcionar los materiales y útiles de trabajo en las fechas y horas convenidas, así como recibir oportunamente el trabajo y pagar los salarios en la forma y las fechas estipuladas.

			A pesar de lo expuesto, en México los ordenamientos referentes al teletrabajo no han sido aplicados por las empresas en la proporción esperada ni con el rigor señalado en la ley. Basado en datos de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y Avast, Camargo (2020) destaca que sólo 2 de cada 10 unidades económicas cuentan con requerimientos para implementar el teletrabajo, y que 81% de los empleados no recibe apoyo tecnológico para realizarlo. Con base en el Censo Económico 2019, el citado autor señala, además, que sólo 20.4% (de un total de 4 750 000) de las unidades económicas del sector privado y paraestatal han usado la conectividad en sus procesos productivos. Esto significa que cerca de 80% de las unidades económicas registradas en el censo carecía de los requerimientos necesarios para habilitar la operación del teletrabajo durante la pandemia, y que esta circunstancia de por sí excluye a una importante fuerza laboral de la posibilidad de trabajar desde casa. Adicionalmente, se indica que las empresas que tienen mayor conectividad son las pequeñas, medianas y grandes, y que sólo 17.1% de las microempresas (0 a 10 empleados) cuenta con conexión a internet.

			A la debilidad de la estructura de oportunidades en los lugares de trabajo, se suma la carencia de recursos tecnológicos de los hogares. De acuerdo a la endutih 2019, sólo 44.3% del total de hogares a nivel nacional dispone de computadora y únicamente 56% tiene conexión a internet. Nótese que la proporción de hogares con conexión a internet en la vivienda es superior a la de hogares con computadora. Esta diferencia se debe en parte a la masificación que en el presente siglo han experimentado otras tecnologías para conectarse a internet, tales como los teléfonos celulares inteligentes o las tabletas electrónicas. En consecuencia, las computadoras han dejado de ser indispensables para conectarse a internet desde las viviendas. 

			Para el año 2000, primer año en el que el Censo de Población y Vivienda registró la  disponibilidad de computadora en la vivienda, la proporción de viviendas con tecnología de comunicación venía creciendo: en 29.4% de ellas se contaba con computadora y en 21.3% con conexión a internet. En las mediciones más recientes, sin embargo, se nota un estancamiento porcentual en la cantidad de viviendas con computadora y un incremento de viviendas con internet. Al revisar, en la endutih 2019 los medios disponibles a nivel nacional en los hogares con conexión fija a internet en la vivienda, se encontró que 6 de cada 10 cuentan con una computadora y que el resto, que no cuenta con computadora, cuenta con tableta electrónica (1 de cada 10) o con celular (3 de cada 10). De los hogares con computadora, 1 de cada 10 no cuenta con conexión a internet.

			Si se hace referencia únicamente a los hogares de estrato socioeconómico bajo a nivel nacional, se encuentra que, en 2019, sólo 16.4% disponía de computadora y 19.1% de conexión a internet (cuadro X.3). Ello marca una tremenda desigualdad de las condiciones requeridas para mantener el empleo, o como se verá más adelante, seguir clases a través de plataformas virtuales. Para el total de los estratos de la zmcm, según los datos de la EIC2015, las proporciones alcanzan 45.5% de viviendas con computadora y 47.5% con conexión fija a internet.

			Ahora bien, ¿qué situación particular se presenta para la zmcm? Indagamos sobre la proporción de población trabajadora que podría utilizar para sus actividades laborales equipo de cómputo y trabajar a distancia desde casa, independientemente de su actividad económica. Esta información se sintetiza en dos categorías construidas a partir de la pregunta sobre ocupación de la eic2015, siguiendo dos cuestionamientos:¿es un trabajo que requiera equipo de cómputo?, y si es así, ¿es un trabajo que puede hacerse desde la vivienda a través de internet?, es decir, mediante teletrabajo.7 Luego, se verificó si en sus respectivas viviendas cuentan con equipo de cómputo e internet.

			En función de la reclasificación de la población ocupada en trabajos esenciales y no esenciales, se tienen los siguientes hallazgos (cuadro X.4):


			i) Sólo a uno de cada cinco trabajadores (20%) de la zmcm le sería posible teletrabajar, si únicamente se tomara en cuenta que pueden realizar su actividad laboral a través de los medios electrónicos, pero sin considerar si realizan actividades esenciales o no esenciales, o tienen equipo en casa. Éste es el caso de casi 1.8 millones de personal ocupado.

			ii) Estos 1.8 millones de trabajadores que podrían teletrabajar se reduce en una tercera parte; es decir a 1.2 millones que son los que laboran en actividades consideradas como no esenciales. Más aún, podría disminuir hasta 789 580 trabajadores, que son los que de este grupo tienen prestaciones laborales.

			iii) La proporción de trabajadores en actividades no esenciales que puede realizar teletrabajo es más del doble de la que se ubica en actividades esenciales: 27.1% y 12.8% respectivamente. La diferencia porcentual entre estos dos grupos puede relacionarse con el hecho de que las ocupaciones en el tipo de actividades calificadas como esenciales son principalmente operativas: enfermeros y técnicos en medicina, comerciantes, conductores de transporte, trabajadores en la extracción, ayudantes en la preparación de alimentos o recolectores de desechos.

			iv) Respecto al subconjunto de población ocupada en actividades no esenciales con prestaciones (789 580), que son quienes en principio podrían quedarse en casa, sólo 567 175 disponen de computadora e internet en su vivienda; éstos son sólo 6.5% de los 8 798 461 de personas que componen la población ocupada de la zmcm.

			Cuadro X.3

			Vivienda y hogares con equipamiento de tecnología de información y comunicaciones. zmcm, 2015, Nacional total y estrato bajo, 2019

			[image: ]
			Fuente: a partir del análisis del inegi. * eic 2015. ** endutih 2019.


			Cuadro X.4

			Población ocupada según reclasificación de actividad, posibilidad de teletrabajar y disponibilidad de computadora e internet en la vivienda. zmcm 2015

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de la Encuesta Intercensal 2015, inegi.


			
			El reto de la educación en casa

			Otro de los retos apremiantes para la política pública en tiempos de la pandemia ha sido lograr que el sector educativo consiguiera la terminación del ciclo escolar 2019-2020 y programara el comienzo del ciclo 2020-2021. El 23 de marzo de 2020 se informó que para contener el virus sars-CoV2 (Covid-19) comenzaba un receso escolar, en principio, hasta el 17 de abril. Bajo este esquema, la sep estableció un sistema de educación a distancia electrónica y digital, para la recuperación de contenidos de aprendizaje.8 Con el objetivo de cumplir “satisfactoriamente los aprendizajes esperados para cada niña, niño, adolescente y joven del país del Sistema Educativo Nacional”, el secretario de Educación Pública implementó el programa Aprende en Casa, y un trabajo de reforzamiento por parte de los maestros. En aquella ocasión el secretario puntualizó que “el uso de internet es un auxiliar, al igual que otras plataformas, por lo que no sustituiría a los Libros de Texto Gratuitos entregados a los alumnos al inicio del ciclo escolar”.

			En este contexto se creó un sitio web en apoyo al programa Aprende en Casa, dirigido a estudiantes de educación básica con acceso a internet. El sitio https://educacionbasica.sep.gob.mx/ podía consultarse por teléfono móvil inteligente. Adicionalmente se incluyó la cobertura de transmisión abierta que ofrece Televisión Educativa y Canal Once. Con esta estrategia múltiple, la sep esperaba una cobertura de 90% de los hogares con alumnos inscritos en el Sistema Educativo Nacional. Hacia el 14 de abril de 2020 la estrategia incluía además la transmisión radiofónica del programa Aprende, dirigida a comunidades aisladas, en un intento de que la educación a distancia no se entendiese como “sinónimo de conectividad e internet”.9

			El Grupo Televisa comenzó a transmitir el programa de aprendizaje a distancia en 16 de sus estaciones el 8 de mayo,10 pero el 27 de abril se había puesto en línea la plataforma Jóvenes en Casa, dirigida a estudiantes de educación media superior que contaran con acceso a internet, para que trabajaran en una plataforma en línea y una comunidad en Facebook. Para quienes no lo tuvieran, se distribuyó en los planteles educativos un cuadernillo.

			Como puede observarse en el cuadro X.5, la implementación del proceso de aprendizaje a distancia no ofreció la simplicidad que pretendió transmitirse para los 5.2 millones de estudiantes de la zmcm, de los cuales 67.2% estaba inscrito en educación básica (preescolar, primaria y secundaria), 14.4% en educación media superior (bachillerato), y 18.4% en licenciatura o posgrado. Se trata de una población que requiere conectividad para terminar el ciclo escolar, pues, aunque la escuela en línea se complementó con transmisiones televisivas o radiofónicas, los propios alumnos o los padres o tutores de aquéllos de menor edad han debido recurrir al internet a consultar sus dudas, y han tenido que utilizar las redes sociales o el correo electrónico para reportar los avances de las tareas o preparar y enviar las “carpetas de experiencia” para las evaluaciones. La pregunta que surge es: ¿cuántos estudiantes, con la exigencia de quedarse en casa, dispusieron de computadora para hacer sus tareas, y de internet para conectarse?

			En el cuadro X.5 puede vislumbrarse además que sólo la mitad de los estudiantes de la zmcm tenía computadora en casa o acceso a internet, pero no todos disponían de ambas tecnologías. Esta situación era aún peor entre los estudiantes de primaria, entre quienes sólo uno de cada tres disponía de ambos equipamientos.

			Cuadro X.5

			Estudiantes según nivel de escolaridad y disponibilidad de conectividad en la vivienda. zmcm 2015
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			* No se incluye a 3 003 estudiantes de los que no se tiene información sobre disposición de equipo en la vivienda.

			fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de la eic 2015, inegi.

			A la falta de conexión a internet se suman la carencia de contenidos educativos multimedia, la falta de capacitación de los docentes para el uso de las herramientas digitales y la insuficiente infraestructura pública en materia de conectividad. Al consultar la página de Sitios Públicos con Conexión Gratuita de wifi en la cdmx, se observa que 47 sitios tienen internet a velocidad de 200 Mbps y que otros 22 ya están en funcionamiento, pero las autoridades reconocen la necesidad de incrementar la velocidad de conexión. Además, destaca que la conectividad gratuita está concentrada en las alcaldías Cuauhtémoc y Miguel Hidalgo, con 17 y 11 sitios respectivamente.

			Las exigencias de la pandemia: entre la distancia social, la cuarentena, el aislamiento y el confinamiento

			La generación de estrategias para que, en lo posible, los miembros del hogar de diferentes grupos de edad pudiesen realizar sus actividades desde casa no implicaron un confinamiento estricto, como se impuso en otros países, pero poco a poco el aislamiento social recomendado condujo al confinamiento voluntario de las personas en sus viviendas. Existen diferencias conceptuales que es necesario aclarar. De acuerdo a Cetron y Landwirth (2005: 325), el confinamiento se entiende usualmente como la permanencia en la vivienda o en un lugar habilitado para ello. La cuarentena, en cambio, es la restricción de salida por un tiempo definido, que para el caso de Covid-19 ha sido de 14 días, a las personas que, se presume, han sido expuestas al contagio de una enfermedad, pero no han mostrado síntomas de ello. A diferencia de la cuarentena, el aislamiento es la separación de las personas que han sido contagiadas y muestran síntomas de la enfermedad de aquellas que están sanas. Esta última circunstancia, además del confinamiento, implica la reclusión de la persona enferma en un espacio individual, la ausencia de contacto con otras personas, la observancia en la evolución de la enfermedad y el cuidado del paciente hasta verificar la ausencia de infección. Si no es posible salvaguardar estas condiciones, las medidas del confinamiento en el interior de las viviendas pueden ser ineficaces e incrementar el riesgo de que otros miembros del grupo familiar sean infectados.

			En la estrategia Quédate en Casa como medida de prevención el componente de las condiciones del hábitat no ha sido recogido por las políticas públicas. Para que el Quédate en Casa sea efectivo, debe estar acompañado de la implementación de diferentes medidas y el cumplimiento de varios requerimientos en la vivienda. Las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud se centran básicamente en incrementar medidas elementales de higiene: lavarse las manos con jabón y agua limpia o utilizar un gel antibacterial con un contenido de al menos 60% de alcohol, en particular cuando se regresa a casa, antes y después de preparar los alimentos, alimentarse y tocar a otras personas. Además, existen otras encomiendas de higiene, como limpiar los paquetes cuando se realizan las compras y disponer de botes de basura con tapa para los residuos.

			Así visto, las recomendaciones relacionadas con el “distanciamiento social” al parecer son elementales y entendibles para cualquier ser humano. Sin embargo, cuando el “confinamiento voluntario” o “repliegue familiar en casa” empiezan a ponerse en práctica, la vivienda requiere presentar condiciones básicas para que se lleven a cabo: tener acceso a agua suficiente para lavarse las manos con frecuencia; contar con espacios adecuados para que los individuos puedan estudiar, trabajar y hacer otras actividades, y estar a la distancia recomendada uno del otro para prevenir el contagio cuando se convive con personas que salen cotidianamente de la vivienda por diferentes motivos; además, destinar un espacio para que los miembros infectados del hogar puedan aislarse del resto.

			Los componentes estructurales de la vivienda ante la pandemia

			Los trabajos clásicos sobre las condiciones de la vivienda hacen referencia a la precariedad de espacios en que habita la población. Gran parte de ellos ha analizado las formas en que se produce la vivienda y cómo evolucionan sus condiciones materiales en el tiempo. Su medición tiene que ver fundamentalmente con dos tipos de variables: la dotación y disponibilidad de servicios básicos, y la disponibilidad de espacios para dormir, alimentarse, realizar necesidades biológicas y resguardarse de la intemperie. Todas estas circunstancias definen niveles de satisfacción de necesidades esenciales del ser humano dentro de la vivienda, aunque en ésta se presentan además comportamientos que no se vinculan necesariamente con sus condiciones materiales, pero sí con el confinamiento. Por ejemplo, se ha señalado que en tiempo de pandemia el confinamiento potencia la violencia de género al crear condiciones idóneas para que ésta se dinamice: “aísla más a las mujeres, aumenta el control por medio de la clausura formal en el hogar, facilita la impunidad al aumentar las barreras para que las mujeres puedan salir de la violencia” (Lorente-Acosta, 2020:1). En esta situación, el proceder del agresor deriva de su salud psíquica y emocional, pero no necesariamente responde a las características físicas de la vivienda.

			Las implicaciones que tienen las características de las viviendas en circunstancias usuales sobre la salud de la población han sido señaladas en diversos trabajos de investigación (Moser, 1998; Schteingart, 1997; Di Virgilio, 2003). En el contexto de la pandemia nos preguntamos: ¿en cuántas viviendas hay restricciones para que los miembros del hogar cumplan las recomendaciones a fin de disminuir el riesgo de ser contagiado de Covid-19? ¿Qué implicaciones tiene que alguien se enferme y deba ser aislado? 

			La suficiencia de espacio durante el confinamiento voluntario

			En los estudios sobre la vivienda una de las variables más utilizadas para calificar la precariedad de las condiciones de habitabilidad es el hacinamiento, el cual hace referencia a la relación entre el número de habitantes y el espacio disponible en la vivienda. Sobre esa relación existen varios indicadores: número de personas por cuarto, número de personas por dormitorio, número de personas por cama, número de hogares por vivienda, metros disponibles por habitante, etcétera (Lentini y Palero, 1997).

			Considerando que el confinamiento voluntario en casa no es equivalente a realizar una cuarentena o a aislar a un paciente en casa, diferenciamos la suficiencia de espacio de esas dinámicas en el hogar en dos momentos: durante el día y durante la noche. Para ello creamos nuevas variables a partir de los datos de la eic 2015.

			Para estimar la suficiencia de espacio durante el día, se calculó el número promedio de habitantes que permanecería en casa durante la contingencia sanitaria respecto al número total de cuartos en la vivienda,11 excluyendo del total de residentes a los trabajadores en actividades esenciales y a los que laboran en actividades no esenciales, pero no cuentan con prestaciones. Resultó que en 69.5% de las viviendas de la zmcm (3 999 088 viviendas) habría espacio suficiente para que las personas que se queden en casa durante el confinamiento puedan permanecer distanciadas dentro de la vivienda, independientemente del metraje de cada cuarto o de la vivienda en su conjunto. En otras palabras, son viviendas cuyos habitantes pueden utilizar en promedio un cuarto por persona o menos.12 En el otro 23.6% de las viviendas de la metrópolis durante el día se tendría que compartir cada cuarto por más de una y hasta dos personas en promedio (1 361 112 viviendas), mientras que en 6.5% de las viviendas sería mucho más difícil realizar cuarentenas efectivas para quienes han estado expuestos al virus, pero no han mostrado síntomas de haber sido infectados, pues existen todavía 376 979 viviendas13 en las cuales, en promedio, más de dos personas tendrían que compartir un cuarto durante el día. ¿Y qué sucede durante la noche?, cuando todos los miembros del hogar están en casa, aun los que tuvieron que salir a trabajar.

			Para responder la pregunta, se midió la suficiencia de espacio durante la noche mediante el hacinamiento, definido como las viviendas en donde pernoctan en promedio más de dos personas por cuarto para dormir.14 Los resultados indican que aproximadamente una de cada cuatro viviendas particulares habitadas de la zmcm (26.2% del total) presenta hacinamiento y que en éstas habitan 7 633 494 personas. De este subconjunto de viviendas hacinadas, se encontró que en dos de cada tres viviendas duermen en promedio tres personas o más por dormitorio (equivalentes a 18.8% del total de viviendas de la metrópolis), en las que 5 174 189 personas viven en una situación de mayor riesgo de contagio. Pero, independientemente del espacio disponible en casa durante el confinamiento, ¿qué sucede si se requiere aislar a un paciente Covid-19 en casa?

			Cuando las personas ya presentan síntomas, pero no requieren hospitalización, la Secretaría de Salud ha recomendado quedarse en casa cumpliendo el siguiente protocolo: permanecer aislado en un cuarto y con la puerta cerrada y utilizar un baño independiente, y, asimismo, en caso de tener apoyo, alimentarse en el mismo cuarto y recibir los alimentos a través de platos desechables. Después de ello, ponerlos en una bolsa para basura. Además, se ha recomendado que se lave la ropa del enfermo por separado y que los demás miembros del hogar no estén en contacto con el/la enfermo/a.

			Para clasificar a las viviendas según la posibilidad de disponer de un cuarto para dormir en donde se pudiera aislar un miembro del hogar contagiado de Covid-19, aquellas en donde habita una sola persona fueron consideradas como “con posibilidad”, independientemente del número de cuartos para dormir totales. A las viviendas en donde habita más de una persona se les clasificó como “sin posibilidad” si cuentan con una sola habitación y al resto como “con posibilidad”. Se estimó que en 22.7% de las viviendas de la zmcm no se tiene posibilidad de aislar a un miembro contagiado en un cuarto para dormir, dejando en una situación en riesgo de contagio a 4.3 millones de personas. Por supuesto, es posible que la persona contagiada se mantenga en la única habitación y que el resto de los miembros duerma en algún otro cuarto, como la sala,15 pero la clasificación desarrollada busca distinguir de forma simplificada, y con los datos disponibles en la eic 2015, condiciones relativamente idóneas para el aislamiento.

			Lavarse las manos frecuentemente y aislar a un paciente Covid-19 en casa

			Durante la Jornada Nacional de Sana Distancia se ha requerido el lavado constante de manos con agua y jabón. Dado que esta medida de prevención sólo se cumple cuando hay suficiente agua, y no es posible inferir directamente esta característica de la eic 2015,16 fue necesario construir una variable (“tipo de baño”) para identificar la suficiencia de agua en la vivienda con base en una combinación de las variables relativas al equipamiento del baño. Pero también se aprovechó el tipo de baño para identificar a los hogares en mayor riesgo de contagio, porque comparten su baño con otros hogares. Los dos supuestos que guían la clasificación son, por un lado, que las viviendas con (i) baño funcional —definidas para este ejercicio como con regadera y taza de baño con agua corriente— podrían estar relacionadas con un mejor abasto de agua,17 independiente de la fuente de abastecimiento o su equipamiento,18 respecto a las viviendas con baños deficientes, caracterizados por no tener agua corriente en la taza de baño o no tener regadera. Por otro lado, (ii) que los baños compartidos,19 independientemente de su funcionalidad, se relacionan con mayores riesgos de contagio, respecto a los baños exclusivos para el uso de la vivienda. Como resultado del ejercicio de construcción de la nueva variable, se reclasificaron las viviendas en tres grupos: con baño funcional exclusivo, con baño deficiente exclusivo o con baño compartido o sin baño.20

			Cuadro X.6

			Viviendas según disponibilidad de agua y clasificación del tipo de baño. zmcm, 2015

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de la eic 2015, inegi.

			En el cuadro X.6, se presenta a manera de referencia la variable original de “existencia de agua entubada”. Puede observarse que la gran mayoría de las viviendas cuenta con toma de agua dentro de la vivienda (82.7% del total de viviendas particulares) o dentro del patio o terreno (otro 15.1%), que en conjunto equivalen a 97.8% de las viviendas y a 5.5 millones de personas de la zmcm. Sin embargo, como ya se había adelantado, la existencia de toma de agua entubada en la vivienda o en el terreno no garantiza un suministro suficiente.

			Ahora bien, se concluye que dos terceras partes (66.8%) de las viviendas de la zmcm con al menos un baño funcional de uso exclusivo para la vivienda cuentan con agua suficiente para lavarse constantemente las manos. En ellas habitan poco más de 13 millones de personas (cuadro X.6).

			Como puede derivarse del cuadro X.6, en 19.8% de las viviendas sus habitantes no cuentan con agua suficiente. Se trata de las viviendas con baño deficiente exclusivo, en las que habitan 4.6 millones de personas. Este tipo de baños cuenta con taza o wc que no se comparte con otras viviendas, pero no tiene descarga directa de agua en la taza o no tiene regadera. Estas condiciones podrían deberse, por ejemplo, a la falta de infraestructura hidráulica dentro de la vivienda o al abasto insuficiente del líquido, lo que obliga a los hogares a almacenar la poca agua que consiguen en botes o piletas, desde donde la acarrean hacia el baño. Dado que no en pocas ocasiones el agua que llega a la vivienda no alcanza a llenar los tinacos, las personas se ven en la necesidad de reutilizar las aguas grises para el inodoro, en vez de agua limpia.

			Finalmente, se encontró que en 10.9% de las viviendas el baño se comparte con los residentes de al menos otra vivienda, o bien no tienen baño. Aquí se incluye tanto a baños funcionales como a deficientes. Este último grupo de viviendas, en el que habitan 2.2 millones de personas, son aquéllas en las que sus habitantes están más expuestos al riesgo de contagio. En resumen, podemos concluir que alrededor de 6.8 millones de habitantes de la zmcm no disponen en sus viviendas de condiciones adecuadas para seguir las recomendaciones básicas de higiene personal. Al entrevistar informalmente a algunas personas que han tenido que aislar a sus enfermos en su vivienda, manifestaron, por ejemplo, que tuvieron que movilizar a todos los miembros de la familia a una sala, para evitar el contagio, y en otras ocasiones mencionaron que por contar con un solo baño en su vivienda tuvieron que pedir a un vecino que les permitiera entrar en su baño.

			Cuadro X.7

			Viviendas según condiciones para evitar el contagio por el sars-CoV2. zmcm, 2015
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			Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos de la eic 2015, inegi.

			Las condiciones de las viviendas para enfrentar la pandemia, en resumen

			Para sintetizar, clasificamos a las viviendas de la zmcm en dos categorías: las viviendas “adecuadas” y las “deficientes” (cuadro X.7). Las primeras son aquellas que cuentan con espacio suficiente para que durante el día sus miembros lleven a cabo sus actividades en espacios separados, no estén hacinados durante la noche, tienen la posibilidad de aislar en un cuarto separado a un posible contagiado, tienen agua suficiente y tienen computadora e internet para aquellas personas que pudiesen necesitar ese equipo para trabajar o acceder a educación a distancia.21 Las viviendas deficientes son las que carecen de una o más de estas condiciones.

			Los resultados revelan que sólo 37.5% de las viviendas de la zmcm son apropiadas para tener un confinamiento adecuado y que en ellas habitan poco más de seis millones de personas, es decir, 30.5% de su población. En contraste, 69.5% de los habitantes de la metrópoli (14 345 244) habita en viviendas donde esas condiciones no se cumplen.

			¿Se localizan trabajadores y estudiantes, según la dificultad para realizar sus actividades desde casa, desigualmente en el territorio?

			En los acápites anteriores, hemos argumentado que la capacidad de la población de enfrentar la pandemia se relaciona con la estructura de oportunidades a las que tiene acceso. Hemos encontrado que la conectividad constituyó, en la política pública, un recurso estratégico para enfrentar la pandemia, y que su presencia será permanente. En esta última parte del trabajo mostramos que la disponibilidad de ese recurso se manifiesta también en el territorio de la zmcm, de modo tal que la población con condiciones de conectividad más o menos favorables se concentra proporcionalmente en unidades territoriales con grado de rezago social (grs)22 equivalente a esas circunstancias.

			En los mapas X.1 y X.2 puede observarse que las alcaldías y municipios que presentan una mayor proporción de trabajadores en actividades no esenciales que podrían teletrabajar —porque su actividad se lo permite, tienen prestaciones y además disponen de computadora e internet en casa—, así como los estudiantes que disponen de ambas condiciones habitan en alcaldías y municipios que registran el menor grs. Por ejemplo, 14 de las 16 alcaldías de la Ciudad de México, a excepción de Xochimilco y Milpa Alta, registran grs muy bajo y bajo. A diferencia de los 60 municipios que forman parte de la zmcm, sólo cuatro presentan grs muy bajo y 13 grado bajo, de modo tal que más de dos terceras partes de los municipios registran grs superior al medio: 20 se hallan en grado medio, 18 en grado alto y cinco en grado muy alto. El que esta gran mayoría de los municipios metropolitanos se encuentre en estos grs converge con que en ellos no estén dadas las condiciones para que estudiantes y trabajadores realicen sus actividades desde casa, y ello refleja la gran desigualdad territorial entre las alcaldías y municipios que conforman la zmcm.

			Mapa X.1

			Proporción de trabajadores en actividades no esenciales que podrían teletrabajar por unidades territoriales según grado de rezago social (grs). zmcm 2015
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			Fuente: elaboración propia. El grs para la zmcm se calculó utilizando como referente el Índice de Rezago Social del Coneval (2015).

			Mapa X.2

			Proporción de estudiantes que habita en una vivienda con computadora e internet, por unidades territoriales según grs. zmcm, 2015
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			Fuente: elaboración propia. El grs para la zmcm se calculó utilizando como referente el Índice de Rezago Social del Coneval (2015).

			En esta primera caracterización hay varios aspectos a destacar: i) las unidades territoriales con grs muy bajo son las más urbanizadas, y presentan los porcentajes más altos de trabajadores con posibilidad de teletrabajar (varía entre 20 y 27.8%); ii) se observa un patrón centro-periferia en aquellos 23 municipios en grs alto y muy alto, donde sólo hasta 20.9% de sus trabajadores dispone de computadora e internet en su vivienda, y en consecuencia dos de cada tres trabajadores que habitan en estos muncipios y podrían teletrabajar (mapa X.1) están en condiciones más desventajosas que quienes habitan en territorios con mejores equipamientos urbanos, entre ellos el de salud (Ruiz-Rivera, 2016, citado en Suárez Lastra et al., 2020: 214).

			En lo que respecta a los estudiantes, la situación de desigualdad de oportunidades es similar. Todas las alcaldías con grs muy bajo y bajo, se caracterizan porque 66% de sus estudiantes habitan en viviendas con computadora e internet. En contraste, apenas 20.9% de sus estudiantes que habitan en los 23 municipios con grs muy alto y alto dispone de computadora e internet en la vivienda; esto implica que en estos municipios 79% de sus estudiantes no cuenta con esas condiciones (mapa X.2).

			Igualmente, el que la proporción de estudiantes que habitan en viviendas con computadora e internet en los municipios con grs medio ascienda a rangos de entre 36 y 50.9% confirma la relación directamente proporcional entre rezago social, disponibilidad de equipo de conectividad en la vivienda y la posibilidad de quedarse en casa.

			Vale la pena retener que los datos revelen que las unidades territoriales con grs muy bajo concentran mayor proporción de estudiantes en viviendas con computadora e internet que trabajadores con esas condiciones (66% y entre 20 y 27%, respectivamente). Ello sugiere que la estructura de oportunidades institucionales requerida para los trabajadores en actividades no esenciales es más compleja que la de los estudiantes. Para estos últimos, disponer de equipo adecuado de conectividad en su vivienda, mejoraría sustancialmente su oportunidad de acceder a recursos educativos. Para los primeros, es más que insuficiente una mejora en las condiciones de conectividad. A la falta de prestaciones laborales, se suma el hecho de que su entorno inmediato carezca de oportunidades laborales estables.

			Consideraciones finales

			En este trabajo hemos analizado las estructuras de oportunidades que permiten en México implementar las estrategias diseñadas por el gobierno para disminuir los contagios desde el inicio de la pandemia de Covid-19. A grandes rasgos, las disposiciones fueron, por un lado, el confinamiento voluntario y la implementación de reglas básicas de higiene, como el lavado continuo de manos. Por otro, el cierre de las actividades laborales que se consideraron no esenciales, como de todas las instituciones educativas.

			Aquí vinculamos algunas situaciones del mercado laboral y el sistema educativo que dificultan cambios en los patrones de conducta de la población para cumplir con el confinamiento voluntario en condiciones de bajo riesgo de contagio. Cuestiones generales para la zmcm, como que 8 de 10 unidades económicas registradas en el censo carezcan de los requerimientos necesarios para habilitar operaciones de teletrabajo o, la premura que acompaña el acoplamiento entre alumnos y maestros, e incluso el involucramiento de padres y tutores no experimentados en las dinámicas de la educación a distancia, se suman a varias características de la vivienda, lo que denota una limitada estructura de oportunidades en varias direcciones.

			Como resultado del análisis amplio llevado a cabo, se estimó que más de 60% de la población de la zmcm habita en viviendas que no tienen las condiciones idóneas para cumplir cabalmente las recomendaciones oficiales, ya sea por no contar con agua suficiente para lavarse las manos de forma frecuente, por carecer de espacio adecuado para aislar a un enfermo o no disponer de computadora e internet para teletrabajar o estudiar a distancia.

			La situación es preocupante tanto para los trabajadores como para los estudiantes. Dentro del primer grupo, en términos globales destacó la dificultad de llevar a cabo un confinamiento voluntario incluso para aquella población ocupada en actividades no esenciales con prestaciones; sólo uno de cada 20 trabajadores tuvo todas las condiciones para realizar sus labores desde casa sin el riesgo de perder sus ingresos. En lo que toca a los estudiantes, y suponiendo que los miembros del hogar podían compartir un mismo equipo, sólo 40.8% del total tuvo la posibilidad de estudiar en línea desde casa, pero esta proporción fue menor entre los estudiantes de educación básica, mismos que representan la mayor parte de la población estudiantil.

			Vale la pena mencionar que resultó interesante el ajuste que realizamos de las actividades económicas de la población ocupada a actividades esenciales y no esenciales, y luego, la sujeción de éstas a la disponibilidad o no de prestaciones laborales. El acomodo de las variables permitió analizar con mayor precisión la subordinación de los trabajadores al contexto laboral. El mismo sometimiento puede observarse respecto de la población estudiantil y de ambas poblaciones, en relación con la conectividad y las condiciones de la vivienda. Es innegable que los cambios en los patrones de conducta, como el Quédate en Casa, demandados a los miembros del hogar frente a la pandemia están supeditados a la estructura de oportunidades institucionales en México. Igualmente, tuvo sentido realizar un análisis desagregado para las unidades territoriales de la zmcm, porque se confirmó la correspondencia entre un patrón de acceso restrictivo a la estructura de oportunidades y su distribución en el territorio.
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			Anexo

			Tabla X.1a. Índice y grs en alcaldías y municipios de la zmcm
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					1	En la Ciudad de México varias colonias dejaron el semáforo rojo durante un periodo del mes de julio, pero volvieron a él como respuesta a los rebrotes. Igualmente, se añadieron nuevas colonias. Para más datos véase: https://www.jornada.com.mx/2020/07/27/capital/031n1cap

				

				
					2	La zmcm incluye las 16 alcaldías de la Ciudad de México; 59 municipios conurbados del Estado de México y un municipio del estado de Hidalgo.

				

				
					3	El grado de rezago social es una herramienta de gran utilidad para este ejercicio, porque permite observar en un solo indicador cuatro dimensiones asociadas al fenómeno de la pobreza en México: educación, acceso a servicios de salud y servicios y calidad en la vivienda. Para ampliación de la metodología, véase Coneval (2015).

				

				
					4	Las actividades económicas clasificadas como esenciales fueron: actividades agropecuarias; generación, transmisión y distribución de energía eléctrica; suministro de agua y gas; industria alimentaria; comercio de artículos de abarrotes, alimentos, bebidas y productos farmacéuticos; transportes, correos y almacenamiento; información en medios masivos; servicios financieros y de seguros; servicios de manejo de desechos; servicios de salud; actividades legislativas, y administración pública. El resto de actividades económicas fueron clasificadas como no esenciales.

				

				
					5	Ello sin considerar las implicaciones del teletrabajo para los involucrados. Especialistas en transformación del trabajo señalan que para el empleador no tener a la vista a sus trabajadores significa pérdida de las relaciones de poder y autoridad, así como disminución en la productividad. Para los empleados, en cambio, simboliza dificultades en los procesos de ascenso, en el aumento del salario o para ser tenidos en cuenta en actividades de la empresa o entidad (Medellín, 2020, 29 de marzo). 

				

				
					6	El proyecto del decreto especificaba que la intención de la reforma era “regular y promover el teletrabajo, como un instrumento de generación de empleo y autoempleo mediante la utilización de tecnologías de la información y las telecomunicaciones, contribuyendo a que las sociedades puedan ser más incluyentes, participativas y con mejor calidad de vida, donde es posible conciliar la vida personal y el trabajo de la persona trabajadora” (Juárez, 2019).

				

				
					7	La cantidad de ocupaciones registradas en la eic 2015, nos impide mencionarlas todas. Pero para la reclasificación se consideró, por ejemplo, que quienes requieren de equipo de cómputo para hacer su trabajo y podrían seguir trabajando desde su casa vía internet son los trabajadores que realizan actividades como contador, investigador, técnico en informática, locutor, diseñador gráfico o director en servicios de enseñanza. En tanto que personas como un controlador de tráfico aéreo, cajero de sucursal bancaria o capturista de datos, si bien utilizan equipo de cómputo para realizar su actividad, no podrían teletrabajar desde casa porque su labor requiere de su presencia en el lugar de trabajo. Igualmente se consideró que hay trabajadores que no utilizan habitualmente en el desarrollo de sus actividades una computadora, y que por ello no  podrían llevarlas a cabo a distancia. En este grupo se incluyeron, entre otros, trabajadores de la salud, azafatas, trabajadores en servicios de protección y vigilancia, trabajadores en actividades agrícolas, albañiles, conductores de transporte o cargadores o auxiliares en la preparación de alimentos.

				

				
					8	De acuerdo con el comunicado conjunto núm. 3 de la Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación Pública sobre medidas de prevención para el sector educativo nacional por Covid-19. https://www.gob.mx/sep/es/articulos/comunicado-conjunto-no-3-presentan-salud-y-sep-medidas-de-prevencion-para-el-sector-educativo-nacional-por-covid-19?idiom=es (consultado el 7 de julio de 2020).

				

				
					9	Boletín 97 de la sep, https://www.gob.mx/sep/es/articulos/boletin-no-97-plantea-emergencia-sanitaria-oportunidades-para-fortalecer-al-sistema-educativo-nacional-sep?idiom=es (consultado el 8 de julio de 2020).

				

				
					10	Boletín 119. https://www.gob.mx/sep/es/articulos/boletin-no-119-acuerdan-sep-y-grupo-televisa-ampliar-cobertura-del-programa-aprende-en-casa?idiom=es  (consultado el 8 de julio de 2020).

				

				
					11	Se utilizó la pregunta “¿Cuántos cuartos tiene en total esta vivienda contando la cocina? (No cuente pasillos ni baños)” del cuestionario de la eic 2015.

				

				
					12	El lector debe retener que uno de los cuartos considerados para este cálculo podría ser la cocina, que no se está incluyendo, y la posible existencia de un jardín o espacio exterior, así como que las dimensiones de los cuartos pueden diferir según el tipo de vivienda, ya sea un departamento, una vivienda de interés social o una casa independiente.

				

				
					13	No fue posible hacer este cálculo en 0.5% de las viviendas totales debido a falta de información en la variable del número de cuartos totales en la vivienda, equivalente a 27 108 viviendas.

				

				
					14	Se utilizó la pregunta “¿Cuántos cuartos se usan para dormir sin contar pasillos?” del cuestionario de la eic 2015 y se comparó con la totalidad de habitantes por vivienda.

				

				
					15	Tal como se conoció al entrevistar a algunas personas que han tenido que aislar a sus enfermos en su vivienda, quienes manifestaron, por ejemplo, que tuvieron que movilizar a todos los miembros de la familia a la sala, para evitar el contagio. 

				

				
					16	Ninguna de las variables incluidas en la encuesta permite por sí sola inferir la suficiencia en el abastecimiento de agua. Ellas permiten sólo conocer (i) la existencia de conexión a la red (entubada dentro de la vivienda o en el terreno o patio); (ii) la fuente de abastecimiento del agua independientemente de la existencia de agua entubada; (iii) las maneras en que se consigue el agua cuando no se tiene agua entubada en la vivienda ni en el terreno, y (iv) el equipamiento de la vivienda para almacenar agua y distribuirla por la vivienda. Sin embargo, hay viviendas sin conexión de agua entubada que son abastecidas por pipa y cuentan con agua suficiente, aunque es extremadamente costoso, mientras que otras viviendas “abastecidas” por el servicio público reciben tan poca agua que apenas les alcanza para sus actividades cotidianas o hasta tienen que reciclar las aguas grises.  

				

				
					17	En la eic 2015 no se captó la frecuencia con que llega el agua a la vivienda, por lo cual no se utilizó para construir la nueva variable. Sin embargo, en el Censo de Población y Vivienda 2010 sí se capta, a partir de la pregunta “¿Cuántos días a la semana les llega el agua?”. Al hacer el ejercicio de construcción del tipo de baño para 2010, se encontró que, 81.4% de las viviendas clasificadas con baño funcional exclusivo recibe agua diariamente, pero que esa proporción sólo alcanza 57.1% en las viviendas con baño deficiente exclusivo.  

				

				
					18	Se refiere a la cisterna o tinaco para el almacenamiento y distribución del agua, por ejemplo.

				

				
					19	A partir de la pregunta en la eic 2015 “¿La taza de baño es compartida con otra vivienda?”.

				

				
					20	El baño funcional exclusivo es aquel que cuenta con taza, sanitario o wc, tiene descarga directa de agua, regadera y su taza no es compartida con otras viviendas. El baño deficiente exclusivo cuenta con taza o wc que no se comparte con otras viviendas, pero no tiene descarga directa de agua en la taza o no tiene regadera. La última categoría se refiere a que el baño es compartido por varias viviendas.

				

				
					21	Se incluyen viviendas en las que no hay estudiantes o personas ocupadas en actividades no esenciales que puedan teletrabajar, independientemente de si cuentan o no con computadora o internet. 

				

				
					22	El grs para la zmcm se calculó con base en el Índice Nacional de Rezago Social del Coneval. El ajuste se hizo a escala metropolitana a modo de ilustrar la correspondencia entre el grs y la proporción de trabajadores y estudiantes afectados por las condiciones de conectividad.

				

			

		

	
		
			XI. Desigualdades en el viaje al trabajo en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México

			David López-García

			Introducción

			Los problemas relacionados con las desigualdades territoriales en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (zmcm) son por demás evidentes. Por un lado, ella cuenta con territorios ampliamente productivos y que ofrecen una generosa cantidad de amenidades urbanas a sus habitantes; por otro lado, también incluye territorios lacerantemente desconectados de las principales actividades económicas y con profundas carencias de servicios. Las personas con los mayores ingresos pueden pagar el suelo más caro, que normalmente se localiza dentro de las principales concentraciones económicas y con mejores servicios urbanos. Las de menores ingresos se ven forzadas a localizarse donde el suelo es más barato, usualmente desconectados de las principales aglomeraciones económicas y sin equipamientos adecuados. Si los trabajadores de menores ingresos desean realizar sus actividades laborales en las principales concentraciones económicas, tienen que dedicar una gran cantidad de tiempo en sus traslados, lo que provoca marcadas desigualdades en su viaje al trabajo.

			La separación entre los trabajadores y sus fuentes de empleo en las regiones urbanas ha atraído la atención de investigadores desde hace décadas. La literatura sobre el desajuste espacial (spatial mismatch) ha investigado la separación física entre empleos y trabajadores y las consecuencias negativas de este fenómeno para las poblaciones de bajos ingresos y las minorías raciales (Gobillon et al., 2007; Ihlanfeldt y Sjoquist, 1998; Kain; 1968, 1992). La hipótesis del desajuste espacial sostiene que la falta de oportunidades de trabajo dentro de las zonas de traslado y las esferas de búsqueda de las poblaciones de bajos ingresos contribuye a perpetuar su desempleo (Gobillon et al., 2007; Hernandez et al., 2020).

			Aunada a la separación física, la literatura ha incorporado el concepto de desajuste por competencias (skill mismatch) para explicar las situaciones en que los trabajadores pueden potencialmente alcanzar zonas con un considerable número de empleos, pero carecen de las credenciales y competencias para acceder a ellos (Fan et al., 2016). Tradicionalmente, la literatura sobre el desajuste espacial ha ofrecido tres opciones de política para resolver los problemas de accesibilidad a los empleos en las ciudades: acercar los lugares de residencia de las personas a las fuentes de empleo, mover las fuentes de empleo más cerca a los lugares de residencia de las personas, o invertir en infraestructura de transporte para conectar a los trabajadores con sus empleos de forma más eficiente (Ihlanfeldt y Sjoquist, 1998).

			La literatura sobre accesibilidad también se ha preocupado por entender los factores que pueden incrementar el acceso potencial a fuentes de empleo en las regiones urbanas (Duranton y Guerra, 2016; Geurs y Van Wee, 2004; Levine et al., 2019; Van Wee y Geurs, 2011). Los marcos analíticos más recientes sostienen que la accesibilidad al empleo es el resulado de la interacción entre tres elementos: movilidad, proximidad y conectividad (Levine et al., 2019). La movilidad recae en el campo de la planeación del transporte, y sus mejoras son aquellas que incrementan el territorio que puede ser alcanzado dada una inversión de tiempo y dinero. La proximidad pertenece al campo de la planeación del uso del suelo y se refiere a la distribución en el territorio de los orígenes y los destinos. Las políticas de uso del suelo que incrementan los destinos potenciales y los acercan a los orígenes de los viajes contribuyen a incrementar la accesibilidad. La conectividad se refiere a la entrega de bienes o servicios en el lugar de residencia de las personas, ya sea de forma física o virtual. Las políticas urbanas que generan incrementos en cualquiera de estos tres elementos —movilidad, proximidad o conectividad— pueden, potencialmente, incrementar la accesibilidad a los empleos (Levine et al., 2019).

			En tal contexto, el objetivo de este estudio es acercarse a las desigualdades de accesibilidad al empleo en la zmcm por medio del estudio del viaje al trabajo.1 En esta presentación primero se ofrece una revisión de la literatura para explorar los factores detrás de la configuración actual de los viajes al trabajo en la zmcm; enseguida se explica la metodología utilizada en el estudio, para luego discutir los principales resultados de la investigación. En particular, se identifican los territorios con los menores y los mayores tiempos promedio en el viaje al trabajo. En la sección de conclusiones se discuten las implicaciones de política de los resultados.

			Configuración del viaje al trabajo en la zmcm: análisis de estudios realizados

			Estudiar el viaje al trabajo permite observar la interacción entre la triada conformada por las personas, los patrones de uso del suelo y la infraestructura de transporte. El origen del viaje muestra la distribución en el territorio de los patrones residenciales; el destino del traslado, la localización de la actividad económica en la que las personas participan, y el tiempo del viaje, por su parte, se relaciona con la forma en que la disponibilidad de infraestructura de transporte público facilita u obstaculiza la accesibilidad de las personas a sus actividades económicas.

			Mapa XI.1

			Expansión Urbana en la zmcm, 1970-2010
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			Fuente: Schteingart e Ibarra, 2016.

			La conformación de los patrones actuales del viaje al trabajo en una región  metropolitana, sin embargo, no es producto de la casualidad. Por el contrario, esa  configuración es el resultado de la interacción a lo largo del tiempo entre tres tendencias: la producción de vivienda, la distribución territorial de la demanda de empleo y la política de transporte público. Observar la interacción entre estos tres elementos es clave para comprender la configuración actual de los patrones del viaje al trabajo en una ciudad. Se ofrece aquí un breve recuento de la interacción entre estos elementos en la zmcm.

			Mapa XI.2

			La gran aglomeración económica central de la zmcm
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			Fuente: Suárez y Delgado, 2009.

			Producción de vivienda y expansión urbana

			Durante las últimas cinco décadas la zmcm ha sufrido una intensa expansión urbana impulsada por los procesos de producción de vivienda formal e informal. Los estudios empíricos al respecto coinciden en señalar que la expansión urbana aún ocurre a una tasa muy acelerada. Las delegaciones centrales han perdido población consistentemente y sus habitantes están migrando a las nuevas urbanizaciones en las periferias de la región metropolitana (Garrocho, 1996; Negrete y Paquette, 2011). Se estima que 88% del crecimiento de la zmcm, entre 2005 y 2010, aproximadamente unas 18 000 hectáreas, es resultado de la expansión en las periferias (Ziccardi, 2014). El mapa XI.1 permite observar que el norte y el este de la región metropolitana continúan atrayendo la mayor parte de la expansión en la región (Negrete y Paquette, 2011; Schteingart y Ibarra, 2016).

			Concentración de la demanda de empleo

			A pesar del intenso proceso de expansión urbana en la zmcm, la mayor parte de la actividad económica y los empleos disponibles continúan relativamente concentrados en el territorio. Existe un debate entre aquellos que sostienen que la metrópolis está transitando hacia patrones de actividad económica policéntricos (Aguilar y Alvarado, 2004; Graizbord y Acuña, 2004) y aquellos que sostienen que continúa mostrando características monocéntricas (Aguilar y Hernández, 2012; Suárez y Delgado, 2009). Una ciudad policéntrica se caracteriza por tener varios polos de desarrollo que ofrecen empleos a sus habitantes, mientras que las ciudades monocéntricas se conforman de un solo polo de desarrollo (Graizbord, 2008: 36). El consenso entre los especialistas es que, si bien en la zmcm se ha logrado que aparezcan nuevos polos de desarrollo económico, éstos se agrupan en el espacio para conformar una gran aglomeración económica central (Aguilar y Hernández, 2012; López-García, 2021; Suárez y Delgado, 2009).

			El mapa XI.2 presenta los resultados del estudio realizado por Suárez y Delgado (2009) sobre la estructura urbana de la zmcm. El mapa permite observar que los territorios que concentran empleos se agrupan en el espacio para conformar lo que los autores llaman la gran aglomeración central de la zmcm. Ésta se compone de las delegaciones centrales de la Ciudad de México, en torno a la cruz formada por las avenidas Insurgentes y Paseo de la Reforma, hacia el oeste por la zona de Chapultepec y Santa Fe, y hacia el norponiente, en el Estado de México, por el corredor industrial localizado hacia la salida a Querétaro. Esto implica que, si las personas que residen a lo largo y lo ancho de la zmcm desean participar en la actividad económica de los polos de desarrollo de la ciudad, tienen entonces que desplazarse físicamente desde sus lugares de residencia hacia la gran aglomeración económica central de la zmcm.

			Mapa XI.3

			Índice de proximidad a medios de transporte público
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			Fuente: Contreras e Hidalgo, 2012.

			Desigualdades de acceso al transporte público

			En lo que respecta a la infraestructura de transporte público, la zmcm sufre de graves escenarios de desigualdad en la provisión del servicio (Contreras e Hidalgo, 2012; Graizbord, 2008; Islas, 2000; Schteingart e Ibarra, 2016). Contreras e Hidalgo (2012) desarrollaron el índice de proximidad a medios de transporte público que se muestra en el mapa XI.3, el cual permite observar que las áreas centrales de la Ciudad de México cuentan con un alto acceso a infraestructuras de transporte. Sin embargo, a medida que el territorio se aleja del centro de la ciudad, el índice de accesiblidad se desploma. Además de estar mejor conectadas, las áreas centrales cuentan con empresas de transporte de propiedad gubernamental y paraestatales que proporcionan el servicio de metro y autobuses. En contraste, el servicio de transporte público en los territorios de las periferias es proporcionado casi exclusivamente por empresas de propiedad privada, que operan a través del sistema de concesiones (Contreras e Hidalgo, 2012; Negrete y Paquette, 2011).

			Las desigualdades en el viaje al trabajo

			La interacción entre la expansión urbana acelerada, la concentración de la actividad económica en la gran aglomeración central de la ciudad y los graves escenarios de desigualdad en el acceso a la infraestructura de transporte está afectando de forma negativa a los residentes de las periferias en la zmcm. Los efectos negativos de esta interacción han sido ampliamente documentados por los especialistas. A partir de analizar los datos de la encuesta origen-destino de 2007, Ibarra, Negrete y Graizbord (2016) encontraron que el costo promedio del pasaje del transporte público aumentaba a medida que crecía la distancia con el centro de la ciudad. En una comparación del gasto en transporte público entre los habitantes de la Ciudad de México y los del Estado de México, Connolly (2018: 389) encontró una diferencia significativa entre los dos territorios. Mientras que en la Ciudad de México el costo del boleto de transporte público oscilaba entre 0.23 y 0.47 dólares, el costo en el Estado de México estaba en el rango entre 0.54 y 3.84 dólares. Esto tiene como consecuencia que en la Ciudad de México 77% de la población gasta menos de 20% de su ingreso mensual en pasajes de transporte público, mientras que en el Estado de México sólo 63% de la población gasta menos de 20% de su ingreso mensual en transporte.

			Diversos estudios han evaluado las desigualdades en los tiempos de traslado en la zmcm. Ibarra, Negrete y Graizbord (2016) encontraron que 73.4% de los residentes de la Ciudad de México gastaban en promedio menos de una hora en su viaje de regreso a casa, mientras sólo 57.6% de los residentes del Estado de México empleaban menos de una hora en el mismo viaje. Connolly (2018) examinó la proporción de personas que gastaban más de tres horas al día en sus viajes totales, y sus resultados mostraron que sólo 7% de los residentes de la Ciudad de México utilizaban más de tres horas al día en sus viajes totales. En cambio, esta proporción subía a 20% en el caso de los residentes del Estado de México.

			Desigualdades en el viaje al trabajo en la zmcm: resultados de este estudio

			En este estudio se analizan los datos proporcionados por la Encuesta de Origen Destino de los Hogares de la Zona Metropolitana del Valle de México (eod) 2017, levantada por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi). La encuesta es representativa para 194 distritos de viaje a través de la zmcm, de los cuales 85 se encuentran ubicados en la Ciudad de México, 108 en el Estado de México y uno en Tizayuca, Hidalgo.

			La encuesta ofrece información para una muestra de 531 594 viajes. Para este estudio se seleccionó una submuestra de los viajes al trabajo realizados en transporte público y a pie, representativa a nivel de distritos de viaje.2 La decisión de trabajar con una submuestra de viajes sin incluir aquellos realizados en automóvil particular tiene que ver con la disponibilidad de datos. Si bien contrastar diferencias en el viaje al trabajo entre modos de transporte hubiese sido ideal, al intentar extraer una submuestra de los viajes realizados en automóvil particular se pierde representatividad a nivel de distrito de viaje. Ante estas limitaciones, la submuestra para este estudio incluyó los viajes con las siguientes características: a) viajes cuyo origen es la vivienda, y su destino, el lugar de trabajo; b) que se realizaron entre semana, y c) que no utilizaron un automóvil particular en ningún tramo del viaje. Estos filtros permitieron diseñar una submuestra de 51 672 viajes, representativa de las personas que tienen que llegar a sus lugares de trabajo, ya sea caminando o a través de los sistemas de transporte público. Una vez seleccionada la submuestra para el estudio, se procedió a analizarla estadísticamente.

			El análisis se basó en replicar la metodología propuesta por Niedzielski y Boschmann (2014) para el estudio de la desigualdad relativa en el viaje al trabajo. El método consiste en los siguientes pasos: 1) se identifican todas las posibles combinaciones entre los orígenes y los destinos en el viaje al trabajo; 2) se calcula la mediana del tiempo al trabajo para cada una de las combinaciones entre los orígenes y los destinos (utilizar la mediana pone énfasis en identificar los valores en el centro de la distribución en cada una de las combinaciones entre origen y destino); 3) se calcula el tiempo promedio en el viaje al trabajo para cada distrito a través de promediar todas las medianas en las que el distrito es origen, pero ponderando cada mediana por el número de viajes realizados en cada combinación origen-destino. Este método permite reducir el sesgo producido por los valores atípicos al otorgarle más peso a los tiempos que se repiten más veces en la distribución. Finalmente, con ayuda de Sistemas de Información Geográfica (gis) el tiempo promedio en el viaje al trabajo se ubica en el mapa de la zmcm y se conforman cinco categorías con base en los quiebres naturales de la distribución: bajo (32.2 a 40.5 minutos), medio-bajo (40.6 a 48.4 minutos), medio (48.5 a 57.4 minutos), medio-alto (57.5 a 68.1 minutos) y alto (68.2 a 91.4 minutos).

			En esta sección se presenta un panorama de los resultados más importantes al explorar las desigualdades en el viaje al trabajo en la zmcm. El mapa XI.4 muestra el tiempo promedio del viaje al trabajo, y un primer hallazgo a resaltar es el rango entre el tiempo promedio del viaje, que va desde 30.2 minutos en el caso de los viajes de menor duración, hasta 91.4 minutos en los que toman más tiempo. Esto implica que las personas que viven en el distrito de viaje con el mayor tiempo promedio hacen 2.8 veces más tiempo en su viaje al trabajo que aquellas que viven en el distrito con el menor tiempo promedio.

			Distritos con menores tiempos de viaje

			El citado mapa XI.4 permite observar más específicamente que la categoría bajo, que comprende entre 30.2 y 40.5 minutos en promedio, se encuentra distribuida en tres territorios de la región metropolitana. El primero de ellos, que concentra distritos de viaje en la categoría bajo, se encuentra en las áreas periféricas del norte, nororiente y suroriente de la zmcm (distritos 134, 166, 171, 172, 174 y 207). Se trata de los territorios más alejados y desconectados de las principales concentraciones económicas de la zmcm. La figura brinda evidencia para poner en duda la creencia generalizada de que la mayoría de las personas en la periferia de la región metropolitana se ven obligadas a desplazarse a las principales zonas económicas de la ciudad. Los resultados indican que la mayoría de las personas que habitan estas periferias en realidad no se desplazan hacia el centro de la zmcm.

			El mapa XI.5 muestra el porcentaje de los viajes al trabajo cuyo origen y destino se encuentran en el mismo distrito. En los distritos de viaje en la periferia del norte, nororiente y suroriente de la zmcm, entre 53.5 y 72.5% de los viajes al trabajo se realizan dentro del mismo distrito de viaje. Este hallazgo coincide con los resultados de investigaciones en ciudades como Santiago de Chile (Lazo y Calderón, 2014) o Guadalajara, en México (Calonge, 2018). Esos estudios muestran cómo poblaciones de bajos ingresos que viven en las periferias urbanas tienen una movilidad limitada y, por lo tanto también limitan la búsqueda de oportunidades económicas a sus entornos más próximos.

			Mapa XI.4

			Tiempo promedio del viaje al trabajo en la zmcm, viajes caminando y en transporte público, 2017 (minutos)
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			fuente: elaboración propia con base en datos de la Encuesta Origen Destino en Hogares de la Zona Metropolitana del Valle de México (eod) 2017, inegi.

			Mapa XI.5

			Porcentaje de los viajes al trabajo que se realizan en el interior del mismo distrito de viaje en la zmcm, 2017

			[image: ]fuente: elaboración propia con base en datos de la Encuesta Origen Destino en Hogares de la Zona Metropolitana del Valle de México (eod) 2017, inegi.

			Un segundo territorio que concentra distritos de viaje en la categoría 1 es el corredor industrial ubicado en el norponiente del Estado de México (distritos 113, 122, 128 y 130). En los últimos años este territorio de la zmcm ha mostrado una tendencia hacia la conservación de empresas de gran magnitud que atraen una importante cantidad de personal ocupado en el sector industrial (Cruz, 2015: 266). El mapa XI.5 permite observar que entre 25 y 53.4% de los viajes al trabajo en el corredor industrial del norponiente del Estado de México se realizan dentro del mismo distrito de viaje. Esto sugiere que, además de producir una gran cantidad de empleos, el corredor industrial también podría ser un promotor importante de vivienda para su fuerza de trabajo.

			Un tercer territorio que agrupa varios de los distritos de viaje en la categoría 1 se encuentra en el centro de la Ciudad de México, en el corazón de la gran concentración económica central de la ciudad (distritos 1, 2, 3, 4, 7, 8, 9, 15, 16, 17, 26, 57 y 58). Ellos se ubican en torno a la cruz formada por avenida Insurgentes y Paseo de la Reforma, las avenidas con la mayor actividad económica de la ciudad, y hacia la zona de la Colonia Roma, La Condesa, Polanco y Lomas de Chapultepec. Se trata de la zona con el más alto nivel socioeconómico de la región metropolitana y con una amplia oferta de actividad económica. El mapa XI.5 muestra que entre 25 y 53.4% de los viajes al trabajo en este territorio se realizan dentro de mismo distrito de viaje. Es decir, que entre una cuarta parte y la mitad de las personas que residen en esta zona de la ciudad viven y trabajan en el mismo distrito. Dos de los casos más reveladores de este fenómeno son los distritos de Chapultepec-Polanco (distrito 16) y Las Lomas (distrito 58), ya que 53.4 y 52.1% de los viajes al trabajo, respectivamente, se realizan dentro del mismo distrito de viaje.

			Los resultados del estudio sugieren que en la zmcm existen tres mecanismos para reducir al mínimo el tiempo promedio en el viaje al trabajo. El primer mecanismo consiste en vivir en las zonas periféricas de la ciudad, con una desconexión de las zonas económicas importantes y del sistema de transporte unificado, y una limitación a las oportunidades económicas del entorno más próximo. El segundo mecanismo consiste en vivir en las zonas aledañas al corredor industrial del norponiente del Estado de México y participar en la actividad económica relacionada con el sector industrial. El tercer mecanismo consiste en vivir en el corazón de la principal aglomeración económica de la ciudad, en una zona que ofrece amplias oportunidades económicas, conectada al sistema de transporte articulado y rodeada de adecuados servicios y equipamientos urbanos.

			Distritos con mayores tiempos de viaje

			En lo que respecta a las categorías medio-alta (57.5 a 68.1 minutos) y alta (68.2 a 91.4 minutos), el mapa XI.4 permite observar la concentración de estos distritos en cinco territorios de la zmcm. Una primera concentración se localiza al surponiente de la Ciudad de México, en las zonas periféricas de los municipios Álvaro Obregón, Magdalena Contreras y el surponiente de Tlalpan (distritos 52, 53, 54, 56, 61, 62, 63, 65, 66 y 67). El mapa XI.5 permite confirmar que este territorio carece de oportunidades económicas para sus habitantes, ya que sólo entre 6.1 y 24.9% de los viajes al trabajo se realizan dentro de su mismo distrito.

			Un segundo territorio de categorías media-alta y alta se localiza al norte del municipio de Gustavo A. Madero, en la Ciudad de México (distritos 22, 23 y 24). Una vez más, la explicación del prolongado viaje al trabajo se puede encontrar en la falta de oportunidades económicas en la zona, ya que sólo entre 12 y 14% de los viajes al trabajo se quedan dentro de sus distritos de viaje (mapa XI.5). Como resultado, los residentes de esta zona tienen que desplazarse a grandes distancias para acceder a sus fuentes de empleo.

			El tercer territorio de categorías media-alta y alta se encuentra en el Estado de México, en torno al cinturón este y norte de la Sierra de Guadalupe (distritos 141, 143, 147, 148, 149 y 164). Esta subregión de la zmcm se caracteriza por la presencia de importantes conjuntos habitacionales impulsados por la política nacional de vivienda. Se trata de un territorio con una vocación eminentemente residencial que ofrece pocas oportunidades económicas a sus habitantes (López-García, 2021). Esto se comprueba al observar que solamente entre 7.3 y 15.5% de los viajes al trabajo se realizan dentro del mismo distrito (mapa XI.5). El cuarto territorio que concentra distritos en categorías media-alta y alta se localiza en el norponiente del Estado de México, contiguo al corredor industrial sobre la salida a Querétaro (distritos 117, 118, 119, 120, 121 y 123). Nuevamente, la falta de oportunidades económicas en este territorio puede explicar los altos tiempos de traslado. Sólo entre 11.8 y 27.5% de los viajes al trabajo se realizan dentro del mismo distrito de viaje (mapa XI.5).

			El quinto territorio que concentra distritos en categorías media-alta y alta es una gran subregión ubicada al oriente de la zmcm. Se trata de una gran área que comprende la parte este del municipio de Iztapalapa en la Ciudad de México, así como los municipios de Nezahualcóyotl, Chimalhuacán, Chicoloapan, La Paz, Ixtapaluca, Chalco y Valle de Chalco Solidaridad en el Estado de México (distritos 80, 81, 83, 85, 182, 184 185, 186, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 201, 202 y 204). Las personas en esta subregión metropolitana pueden utilizar, en promedio, entre 57.5 y 91.4 minutos en el viaje de ida al trabajo (mapa XI.4). Como el mapa XI.5 permite comprobar, se trata de una subregión que ofrece muy pocas oportunidades económicas a sus habitantes y, además, se encuentra considerablemente desconectada de la red de transporte articulado (mapa XI.4). Con excepción de la Línea A del metro, que llega al municipio de La Paz, y la Línea 3 del Mexibús, que se dirige a Chimalhuacán, el transporte público de la población en este territorio depende casi exclusivamente de las empresas de propiedad privada que operan a través del sistema de concesiones (Negrete y Paquette, 2011).

			Viajes hacia las concentraciones económicas

			En la literatura sobre el viaje al trabajo existe una discusión sobre el grado en que las concentraciones de empleo atraen viajes desde los diferentes rincones de las regiones urbanas y sus implicaciones para la movilidad (Bertaud, 2004; 2018; Cervero, 2013; Suárez y Delgado, 2010). Un lado del debate sostiene que la aparición de más subcentros de empleo contribuye a una movilidad más eficiente, pues los trabajadores pueden encontrar empleos en concentraciones más cerca de su lugar de residencia (Levinson y Kumar, 1994; Suárez y Delgado, 2010). El otro lado del debate pone en duda la eficiencia del policentrismo argumentando que los nuevos subcentros de empleo atraerán viajes desde todos los rincones de las ciudades, lo que producirá fricción al aumentar las distancias entre los orígenes y los destinos (Bertaud, 2004; 2018; Giuliano y Small, 1993). Los datos del presente estudio permiten participar en este debate al explorar el grado en que los trabajadores de distintos territorios de la zmcm realizan viajes hacia las principales concentraciones económicas de la región urbana. Además, el análisis permitirá observar las desigualdades territoriales en el acceso a los empleos localizados en las principales concentraciones económicas.

			Para identificar los territorios en los que la población tiene acceso a las principales concentraciones económicas de la ciudad, el análisis permitió identificar el porcentaje de los viajes al trabajo en cada distrito que tiene como destino dos de las principales concentraciones económicas en la zmcm identificadas por Suárez y Delgado (2009): la gran aglomeración central de la Ciudad de México (mapa XI.6) y el corredor industrial en el Estado de México (mapa XI.7). Los resultados muestran que algunas subregiones metropolitanas tienen buen acceso a las principales concentraciones de empleo, mientras que otras subregiones no.

			Acceso a la gran aglomeración central de la Ciudad de México

			El mapa XI.6 muestra que la gran mayoría del territorio de la Ciudad de México tiene buen acceso a la gran aglomeración central de la región metropolitana. Si acaso, las únicas zonas que se encuentran en desventaja son los territorios al sureste de la Ciudad de México, y, más específicamente, la parte más oriental de Iztapalapa, Tláhuac, Xochimilco y Milpa Alta. En menor medida, la parte más al norte de la Ciudad de México y aledaña a la Sierra de Guadalupe, en el municipio de Gustavo A. Madero, también se encuentra en desventaja.

			El panorama para el Estado de México, sin embargo, no es tan satisfactorio. Mientras que algunos territorios mexiquenses tienen acceso a la gran aglomeración central de la Ciudad de México, otros parecen no tenerlo. El mapa XI.6 permite observar en los territorios hacia Ecatepec y alrededores del Cerro de Guadalupe, que entre 18.8 y 57.9% de las personas se desplazan hacia la gran aglomeración central de la Ciudad de México. Lo mismo sucede con la zona oriente hacia Nezahualcóyotl, Chimalhuacán, Ixtapaluca, Chicoloapan y Chalco.

			Es importante señalar que el cinturón periférico en el Estado de México en realidad no tiene buen acceso a la gran aglomeración central de la Ciudad de México. El mapa XI.6 muestra cómo en este cinturón periférico sólo entre 1.2 y 18.7% de los viajes al trabajo tienen como destino algún distrito dentro de la gran aglomeración central. Como se mostró en la sección anterior, las personas que viven en las periferias de la zmcm tienen unos de los tiempos promedio más cortos en el viaje al trabajo (categoría 1). Este hallazgo brinda evidencia para sostener la hipótesis de la movilidad limitada (Calonge, 2016; 2018; Faiz, 2011; Lazo y Calderón, 2014) en la periferia de la zmcm.

			Mapa XI.6. Porcentaje de los viajes al trabajo por distrito de viaje cuyo destino es la aglomeración económica de la Ciudad de México 2017

			[image: ]fuente: elaboración propia con base en datos de la Encuesta Origen Destino en Hogares de la Zona Metropolitana del Valle de México (eod) 2017, inegi.

			Mapa XI.7

			Porcentaje de los viajes al trabajo por distrito de viaje cuyo destino es la aglomeración económica del Estado de México, 2017

			[image: ]

			fuente: elaboración propia con base en datos de la Encuesta Origen Destino en Hogares de la Zona Metropolitana del Valle de México (eod) 2017, inegi.

			Acceso a la aglomeración económica en el Estado de México

			En lo que respecta al acceso a los empleos industriales disponibles en el Estado de México, lo que debe destacarse es su alto nivel de segregación. Los territorios que cuentan con el mejor acceso al corredor industrial se concentran en el norponiente de la zmcm, y casi exclusivamente en el Estado de México (mapa XI.7). Esto sugiere que los empleos en el corredor industrial del Estado de México están siendo ocupados casi de forma exclusiva por las personas que residen en las inmediaciones de esta aglomeración económica. Ello representa una gran válvula de escape para las presiones de movilidad del norponiente de la zmcm. En lugar de tener que trasladarse a la gran aglomeración central de la Ciudad de México, con las dificultades y tiempos de traslado implícitos en tales desplazamientos, los habitantes de este territorio tienen un acceso relativamente bueno a las fuentes de empleo en el corredor industrial. Dichos empleos son presumiblemente formales, proporcionan una red de seguridad social a la población y son mejor pagados que las actividades económicas informales.

			En contraste, el mapa XI.7 también muestra que el centro y el sur de la Ciudad de México, así como el oriente de la zmcm en realidad no tienen buen acceso a los empleos industriales disponibles en el corredor industrial del Estado de México. El oriente de la zmcm vive una situación complicada. Por un lado, la región ofrece muy pocas oportunidades económicas para sus habitantes (mapa XI.5) y, por otro lado,  los empleos industriales en el Estado de México les son inaccesibles (mapa XI.7). Ante ello, la única alternativa para los habitantes de esta región es trasladarse para participar en la actividad económica de la gran aglomeración central de la Ciudad de México (mapa XI.6). El costo para los habitantes de este territorio son los insufribles tiempos promedio de traslado del viaje al trabajo ilustrados en el mapa XI.4.

			Conclusiones: implicaciones para las políticas urbanas

			Los resultados de este estudio permiten identificar los territorios de la zmcm donde habría que priorizar los esfuerzos de política para reducir las desigualdades en el viaje al trabajo: los distritos con los mayores tiempos promedio en el viaje al trabajo. Se trata de distritos de viaje periféricos, que comúnmente están ubicados al sur de la Ciudad de México y en las zonas conurbadas del Estado de México. No obstante, encontrar políticas de movilidad que reduzcan el tiempo en el viaje al trabajo en estos distritos no es un reto menor. La división política entre la Ciudad de México y el Estado de México dificulta los procesos de gobernanza del transporte público e impide la construcción de sistemas de alcance metropolitano (Connolly, 2018; Negrete, 2018). Como resultado, las personas de los distritos con los tiempos más altos en el viaje al trabajo se ven obligadas a transitar por una serie de sistemas de transporte público fragmentados y desarticulados, que en su conjunto son ineficientes. La existencia de este sistema fragmentado no resulta casual. Mi trabajo de investigación doctoral me ha permitido describir las complejas relaciones entre intereses económicos y políticos que han configurado la política actual de transporte público en la zmcm. Explicar estas complejas relaciones entre intereses políticos y económicos está fuera del alcance de este capítulo, sin embargo, avanzar hacia la implementación de un sistema de transporte de alcance metropolitano implicará, ineludiblemente, enfrentar los intereses económicos y políticos que se benefician de mantener el actual sistema de transporte público fragmentado y desarticulado.

			Reducir las desigualdades en el viaje al trabajo con políticas basadas en proximidad implica romper con patrones históricos en el uso del suelo en la zmcm. Como se discutió al inicio de este capítulo, tales patrones históricos han aumentado las distancias entre los lugares de residencia de las personas y sus sitios de empleo. Por un lado, la inversión en infraestructura productiva (Cruz, 2015) y la aparición de aglomeraciones económicas (Suárez y Delgado, 2009) se están concentrando hacia las zonas centrales y el norponiente de la zmcm. Por otro lado, la producción de vivienda para los trabajadores y para los sectores populares se está orientando hacia las periferias urbanas, con énfasis en la región norte y oriente de la zmcm (Schteingart, 1989; Schteingart e Ibarra, 2016; Ziccardi, 2014). Resulta urgente iniciar una discusión sobre las barreras para llevar los empleos más cerca de los lugares de residencia de los trabajadores, o sobre los retos para acercar las viviendas de los trabajadores hacia los subcentros de empleo —por ejemplo, por el elevado valor del suelo en los territorios céntricos—. El objetivo de tal discusión debe ser diseñar políticas que permitan aumentar la proximidad entre personas y empleos en los distritos con los mayores tiempos en el viaje al trabajo.

			Las políticas para reducir las desigualdades en el viaje al trabajo a través de aumentar la conectividad están menos exploradas en la literatura. Las medidas de aislamiento obligatorio que se implementaron ante la pandemia por Covid-19 han iniciado una intensa discusión sobre el teletrabajo (Giglia, 2020; Mattioli y Schneider, 2020). Sin embargo, una gran cantidad de empleos se tienen que realizar, indefectiblemente, cara a cara. Éste es el caso, sobre todo, de los empleos ocupados por las poblaciones más pobres, como el personal operativo del sector servicios y una gran mayoría del trabajo informal. Además, la capacidad de acceder al empleo desde el lugar de residencia también está determinada por la disponibilidad de infraestructura telemática para conectarse al trabajo.

			Otro aspecto importante de la conectividad con el empleo tiene que ver con las políticas educativas para la formación de capital humano. La obtención de mayores niveles educativos permite a las personas acceder a mercados laborales a los que antes no tenían acceso. Sin embargo, bajo las condiciones actuales en los patrones de uso del suelo en la zmcm parece darse una tensión entre las dimensiones de proximidad y conectividad. Por ejemplo, las políticas educativas que incrementan el capital humano potencialmente aumentan la conectividad de las personas a más y mejores mercados laborales. No obstante, si los nuevos mercados laborales a los que las personas podrán acceder aumentan la distancia entre las personas y sus empleos, se produce una diminución en la dimensión de proximidad. El desafío es encontrar opciones de política urbana que aumenten la conectividad y la proximidad al mismo tiempo.

			En resumen, reducir las desigualdades en el viaje al trabajo es fundamental para reducir otros tipos de desigualdades en la calidad de vida de las personas. Encontrar formas de limitar las desigualdades en el viaje al trabajo implica una manera de transitar hacia ciudades más justas y equitativas. El reto ahora es encontrar opciones de política enfocadas en la interacción entre la vivienda, el empleo y el transporte con potencial para limitar  las desigualdades en la experiencia de movilidad de los trabajadores.
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					1	Este capítulo se desprende de un proyecto de investigación más amplio titulado Interactions Between Economic Development, Housing, and Transport  Policy and the Mobility Experience of Workers in Greater Mexico City, a través del cual el autor obtuvo el grado de doctor en políticas públicas urbanas por The New School, en Nueva York.

				

				
					2	La submuestra del viaje al trabajo es representativa al nivel de distritos de viaje, ya que la muestra promedio para cada uno de los 194 distritos es de 268 viajes, con un rango entre 73 y 387 casos. Segmentar una encuesta para analizar casos con características específicas puede tener el riesgo de reducir el nivel de representatividad de la muestra. Sin embargo, los especialistas en muestreo recomiendan un umbral de por lo menos 50 casos en cada subgrupo de la segmentación para asegurar la representatividad del subgrupo (Díaz de Rada, 2009; Escobar, 1998).

				

			

		

	
		
			XII. Geografías de (in)seguridad y desigualdades en la ciudad

			Arturo Díaz Cruz y Vicente Moctezuma Mendoza

			Introducción

			Históricamente, la noción de territorio ha estado ligada a ciertas capacidades administrativas destinadas a ejercer un control jurisdiccional sobre dichas delimitaciones. Así, Foucault (2004: 333-339) rastrea un vínculo originario entre las actividades policiales y la “urbanización del territorio” durante los siglos xvii y xviii. Dichas labores policiales, como muestra el autor, eran bastante extensas y se hallaban orientadas a ordenar la vida social, para darle una forma urbana: se trataba de regular los caminos, las plazas, los mercados, supervisar la producción manufacturera, vigilar la salubridad pública, etcétera. A partir de entonces, es visible la íntima conexión entre la idea de territorio y otros conceptos como población y soberanía, cuya conjunción ha quedado plasmada en la configuración de los Estados nacionales modernos.

			Algo a destacar en la noción de territorio es la intervención social que hay detrás, es decir, que la creación y el establecimiento de fronteras supone no sólo una especie de domesticación del espacio, sino además la institucionalización de una autoridad que fija los límites y asienta ciertas reglas (Sassen, 2006). Si bien ello hoy en día se asume implícitamente cuando pensamos las escalas nacionales, es importante destacar que estos mismos procesos de territorialización están presentes en las escalas urbanas. Al tomar esto en cuenta, conviene cuestionarnos, siguiendo a Sassen, cómo ciertas dinámicas propias del capitalismo global se asientan en contextos históricamente situados, como las ciudades. ¿Cuál es la relevancia del territorio en las ciudades contemporáneas?, ¿qué aporta esta noción para pensar sobre procesos globales y la manera en que se asientan en las ciudades?, ¿cómo se (re)estructuran las fronteras y las territorializaciones urbanas en el capitalismo neoliberal?, ¿qué actores y discursos participan en la configuración de territorios urbanos, y qué consecuencias sociales se desprenden de ello?

			En relación con el objetivo del libro, el capítulo que presentamos se interroga sobre cómo la inseguridad participa en procesos de territorialización en las ciudades, y cómo estas geografías de inseguridad contemporáneas interactúan con la desigualdad. Nuestras reflexiones parten de dos ideas fundamentales. Por un lado, consideramos que la experiencia urbana (especialmente en las grandes metrópolis) constituye una diversidad de formas según las condiciones socioespaciales específicas en las cuales se localizan las personas (Duhau y Giglia, 2008). Por otro lado, las ciudades contienen procesos de lucha por la apropiación y la diferenciación de los espacios, a través de los cuales se imponen fronteras de clase que regulan no sólo los accesos, sino también los comportamientos que deben acatarse (Bourdieu, 1999). Aunque algunas veces estas fronteras resulten frágiles y porosas, las ciudades están marcadas de segregaciones y desigualdades a diferentes escalas (Rubalcava y Schteingart, 2012).

			Así, nuestra aproximación a la inseguridad toma como punto de partida las experiencias y significados de los habitantes de la ciudad. Pero subrayamos que, lejos de constituir un fenómeno homogéneo, la inseguridad es una categoría heterogénea que implica una pluralidad de experiencias, las cuales difieren de acuerdo con las condiciones socioespaciales de los espacios locales o hábitats (Goldstein, 2010; Díaz Cruz, 2017; Moctezuma y Zamorano, en prensa). De manera particular, el capítulo examina cómo en las geografías de la (in)seguridad se marcan tensiones de clase y se refuerzan procesos de desigualdad urbana. Para ello retomamos nuestras investigaciones en el Centro Histórico de la Ciudad de México, específicamente en el llamado “primer cuadro” (incluida su extensión al sur, a la zona de Regina) y Tepito. Las observaciones y los materiales empíricos de ambas zonas nos permiten analizar de manera más amplia cómo la inseguridad se experimenta y cómo interviene en la significación del lugar, en la configuración del paisaje de clase y en las socializaciones del Centro Histórico.

			A lo largo del capítulo mostramos los conflictos, tensiones y ambivalencias que surgen alrededor de la idea de producir espacios seguros. Esto, por un lado, supone la necesidad de definir las amenazas: quiénes son los agentes que inquietan o preocupan. Como veremos, en esto juegan un papel importante los estereotipos y estigmas que recaen sobre los sectores populares. Los procesos de estigmatización sirven de apoyo para legitimar ciertas intervenciones policiales y gubernamentales, como el proceso de renovación urbana (y gentrificación) dentro del Centro. Pero advertimos que los procesos de estigmatización y la construcción de fronteras simbólicas a través de la categorización, el prejuicio y la discriminación de “otros” no se producen exclusivamente entre quienes ocupan posiciones desiguales en las jerarquías de poder social, es decir, entre actores dominantes y subalternos; por el contrario, si las visiones punitivas que dominan el imaginario de la contención o “eliminación” del crimen en nuestras sociedades es tan amplia (Wacquant, 2009), se debe a que, incluso entre sectores relativamente homogéneos en términos sociales, que comparten la experiencia de precariedad y marginalidad urbana, sin fronteras sociales que los distingan, suelen erigirse fronteras simbólicas a través de procedimientos “laterales” de discriminación y categorización (Wacquant, 2009; Prêvot-Schapira, 2001; Bayón, 2015).

			Geografías de inseguridad y desigualdad en la ciudad

			En las últimas décadas, la inseguridad se ha consolidado como uno de los elementos más relevantes para comprender la vida urbana contemporánea. En ello, el complejo entramado de la criminalidad ha sido un factor importante (Alvarado, 2012). Sin embargo, algunos trabajos han mostrado cómo el sentimiento de inseguridad y el miedo, que transcurren con cierta autonomía frente al delito, moldean y transforman las experiencias y sociabilidades urbanas (Kessler, 2009; Rotker, 2002; Reguillo, 2002), así como las formas espaciales (Giglia, 2001; Caldeira, 2000; Svampa, 2008). En estos procesos se entretejen dimensiones simbólicas y materiales que intensifican el aislamiento y la desigualdad social, y consolidan condiciones de exclusión y fragmentación socioespacial como rasgo dominante de la división social del espacio urbano contemporáneo. Por una parte, encontramos procesos de categorización y construcción de “otredades” consideradas peligrosas que reproducen y profundizan órdenes de jerarquías materiales y simbólicas. Pues el “otro”, al que se le teme, no sólo es el diferente, sino también el desigual, por su condición subalterna en las posiciones de clase (aunque también es significativo su género, edad y rasgos físicos) (Lemanski, 2004; Segura, 2009). Por otra parte, observamos distintos procesos a partir de los cuales se crean divisiones y distancias para mantener alejados a esos “otros” estigmatizados: vemos transformaciones en las prácticas espaciales, se construyen cartografías imaginarias del miedo, cambian las formas de movilidad, se proscriben y prescriben lugares y recorridos (Gandolfo, 2009). Y, prolifera la producción de espacios con mecanismos y dispositivos visibles de vigilancia y protección, así como con controles de acceso y regulaciones de las formas de uso del espacio (Caldeira, 2000; Caprón y Sánchez-Mejorada, 2015; Caprón, 2016 y 2019; Prévôt-Schapira, 2001).

			Aunque muchas de estas dimensiones, entre ellas los procesos de categorización de “otros” como peligrosos, además de las estrategias de elusión y lógicas de confinamiento, puedan cruzar transversalmente el espectro de clases de la sociedad urbana, el poder sobre el espacio a través del cual los grupos sociales se territorializan no se encuentra distribuido homogéneamente (Haesbaert, 2011). El control del espacio respecto a las condiciones de dominio (político y económico), así como de apropiación (cultural), es sumamente desigual. A partir del miedo y los sentimientos vinculados a la inseguridad, los sectores privilegiados han producido geografías de exclusión y fragmentación urbana, conforme a lo que Duhau y Giglia (2008) han llamado el urbanismo insular.

			En cambio, los sectores populares tienen múltiples limitaciones y carencias sobre su territorialización, si bien también los invaden el miedo y otros sentimientos de inseguridad, y desearían poner freno a las diferentes agresiones que los amenazan y enfrentan diariamente.

			A diferencia de los sectores privilegiados, los populares carecen del capital económico que les permitiría acceder, por vías privadas, a condiciones de protección frente a la criminalidad en el espacio público. Por un lado, carecen de medios para producir y acceder a los espacios exclusivos y excluyentes, como aquéllos en los que se despliega la sociabilidad de clases medias y altas. Tampoco cuentan con las posibilidades económicas y sociales de habitar la ciudad transitando, principalmente, entre espacios privados, en el aislamiento posibilitado por el automóvil particular. Pero, además, las condiciones de reproducción social de estos grupos se encuentran estrechamente ligadas al uso y la apropiación de espacios y bienes públicos, y, en muchas ocasiones, a la permanencia de estos espacios como “espacios abiertos”, sin férreos controles sobre su acceso, orden y uso. Por otro lado, estos sectores carecen de la solvencia económica para participar plenamente del mercado de seguridad privada mercantilizada, profundamente estratificado.  En este contexto, las respuestas sociales que pueden desplegar resultan, también, muy limitadas en sus alcances, por diversos motivos. La mayoría de ellas supone estrategias parciales de elusión en un espacio que, como dijimos, es público; en él se procura pasar inadvertido, o evitar zonas, rutas y horarios, así como la falta de compañía de miembros de las redes sociales de apoyo. Por otra parte, estrategias más confrontativas, como encarar a agresores a través de la amenaza o el despliegue de respuestas violentas defensivas resultan, en muchos casos, impotentes, frente al potencial de violencia de distintos actores criminales actuales (Moctezuma, 2019b). Además, cuando estas respuestas tienen mayor organización, como en la conformación de grupos “vigilantes”, en muchas ocasiones su operación en espacios locales se parece menos a la de protectores que a la de extorsionadores, y a menudo, para la población local, pueden llegar a ser más temidos y generar más inseguridades que los criminales que combaten (Smith, 2004; Díaz Cruz, 2019b).

			Finalmente, en los lugares donde habitan los sectores populares, junto a privaciones en términos de infraestructuras físicas y sociales, tampoco se despliegan medidas de seguridad pública como las que encontramos en los lugares privilegiados de la ciudad, eficientes en la contención de la delincuencia local (Alvarado, 2012). Más bien, lo que se observa en muchos de estos espacios y, en particular, precisamente, en los que son estigmatizados como “peligrosos” es que los cuerpos de seguridad pública intervienen recurrentemente ejerciendo una violencia estatal que reprime y criminaliza a sus poblaciones (Wacquant, 2008; Auyero, Bourgois y Scheper-Hugues, 2015; Fassin, 2013). La estigmatización territorial de los barrios catalogados como “peligrosos” supone, de este modo, un pilar fundamental sobre el cual se asientan las intervenciones policiales. Por medio de procesos de estigmatización, ciertas zonas y sujetos son proyectados públicamente de una manera negativa, lo cual justifica la intervención estatal dirigida a reprimir prácticas populares, a menudo criminalizadas. En este sentido, no sorprende que, para los sectores populares, la identidad de la policía, como protector o amenaza, sea, a menudo, difícilmente legible. 

			En síntesis, como podemos ver, las geografías de la inseguridad y las de la desigualdad se entrelazan y se anudan de forma compleja. Los sectores medios y altos cuentan con recursos que les permiten diversificar mecanismos de protección, así como la creación de espacios excluyentes y controlados. Así, buscan recluirse y resguardarse de esa supuesta “otredad” que surge en la categorización de otros habitantes urbanos y sus espacios como “peligrosos” de forma amplia: los sectores populares y, de manera más singular, los residentes de espacios de marginación. En el caso de estos habitantes, es posible observar cierta paradoja; por un lado, se les señala y estigmatiza como figuras representativas de la criminalidad en la ciudad (aunque muchas veces, a su vez, ellos trasladan los estigmas a otros “otros”, habitantes de otras zonas de la ciudad, o a ciertas categorías sociales), mientras que es justamente en estos vecindarios donde se padece un contexto de inseguridad más agudo, tanto por la concentración en delitos comunes, como porque allí se registra el desarrollo de actividades que conforman el sector inferior dentro de ciertas economías violentas y predatorias.1 Pese a que las representaciones dominantes los estigmatizan como victimarios, en realidad se trata de la población más victimizada y, al mismo tiempo, la más desprotegida, ya que cuenta con menos recursos a su alcance para enfrentar la inseguridad (Rodgers, 2006; McIlwaine y Moser, 2007; Wacquant, 2008; Auyero, Bourgois y Scheper-Hugues, 2015). De hecho, durante las últimas décadas distintos autores coinciden en señalar que estas poblaciones experimentan un nuevo sentido de “marginación”, precisamente por su exposición a violencias persistentes y multifacéticas en sus espacios, y por la concentración de ellas (González de la Rocha et al., 2004; Perlman, 2004; Auyero Bourgois y Scheper-Hugues, 2015).

			Para este trabajo consideramos importante profundizar en algunas de las dimensiones que en las líneas precedentes hemos esbozado. En particular, analizar la compleja tensión, las contradicciones y ambivalencias que los sectores populares viven en relación con la policía como agente de (in)seguridad. Por medio del análisis de los diversos rostros y sentidos que se les asignan a las policías localmente, podemos ahondar en la forma desigual en que las distintas clases experimentan y significan su presencia y sus acciones. 

			Como han señalado algunos autores (Comaroff y Comaroff, 2016; Fassin, 2013; 2017), la policía, como institución, es una figura controversial cuya relevancia aparece por igual en casi todas las ciudades del mundo. Su protagonismo se encuentra caracterizado por una permanente contradicción, ya que, por una parte, son recurrentes las denuncias y testimonios que reprueban los abusos y violencias principalmente dirigidos hacia los estratos sociales más bajos. Por otro lado, esta peculiar institución no deja de ejercer una enorme fascinación2 entre diversos públicos, y su presencia (y el crecimiento de sus capacidades) es exigida constantemente por la población. Como veremos, y como también han mostrado otros trabajos en diferentes contextos (Piccato, 2001; Yeh, 2018; Fassin, 2013), estos distintos acercamientos con la policía y los discursos de la ley y el orden expresan conflictos en los que las desigualdades de clase están presentes.

			Para ello recurrimos a las investigaciones etnográficas que hemos realizado en áreas distintas del Centro Histórico de la Ciudad de México. Este espacio está cruzado por una frontera urbana en expansión. En las últimas décadas allí se ha impulsado un proyecto de renovación urbana que ha ido ampliando la territorialización de sectores medios y altos de la ciudad. Paulatinamente, a partir del proceso de renovación, las condiciones del poniente y surponiente se hacen más aptas para albergar la residencia, el trabajo, el consumo y el ocio de sectores privilegiados, tanto habitantes de la ciudad como turistas. La frontera ha ido avanzando, transformando y desplazando muchas de las condiciones socioespaciales previas, vinculadas al hábitat popular. Entre éstas, como analizaremos, se ha emprendido una multiplicidad de acciones para conformar condiciones de “seguridad” para los inversionistas y los nuevos usuarios más acaudalados (Davis, 2007; Crossa, 2009 y 2012; Leal, 2007, 2015 y 2016; Zamorano, 2015). Pese a ello, más allá de la frontera que empuja el proceso de gentrificación hacia el oriente y nororiente, el Centro Histórico no ha dejado de ser un espacio densamente popular y, en muchas zonas, de ser atravesado por fuertes conflictos vinculados con acciones delincuenciales cotidianas (robos, asaltos, extorsión, cobro de piso), pero también, por fuertes estigmas territoriales (Díaz, 2019b). 

			En este sentido, el Centro Histórico es un espacio propicio para las investigaciones sobre las desigualdades urbanas. Por una parte, porque en los espacios que viven procesos de gentrificación encontramos situaciones tensas que implican encuentros y conflictos entre distintos actores de clase, situaciones que entrañan relaciones asimétricas de poder y en diversos grados conllevan el desvanecimiento de condiciones de territorialización de sectores populares (Moctezuma, 2017 y 2021). Por otro lado, porque el carácter fragmentario (Giglia, 2013) del proceso de gentrificación ha acentuado las desigualdades territoriales en el Centro, aumentando los contrastes entre sus zonas: por ejemplo, el oriente y nororiente está marcado por una fuerte presencia popular mientras el poniente y surponiente, pertenece a zonas que siempre fueron más privilegiadas (Monnet, 1995), y es donde se ha concentrado el proceso de gentrificación.3

			A continuación, analizaremos, a través de dos narrativas etnográficas, los significados y experiencias sobre la policía en dos zonas del Centro Histórico. En el primer caso, en el poniente y surponiente del Centro, donde el proceso de gentrificación es marcado, veremos cómo, para los nuevos residentes, de clases medias y altas, la transformación del lugar ha supuesto procesos para disminuir los estigmas territoriales que pesaban sobre el Centro y producir ciertas condiciones de “seguridad”. Sin embargo, estas condiciones suponen definiciones de clase sobre lo inseguro y amenazante, que estigmatiza la precariedad urbana. En el otro caso, centrado en el nororiente del Centro, de forma más precisa en la zona de Tepito, veremos cómo, a diferencia de lo que suele plantearse en espacios de marginalidad, la presencia de la policía en el lugar no es extraña. Sin embargo, su definición como agente de “seguridad” y no de su opuesto resulta difícilmente discernible, al mismo tiempo que, dentro de esta ambivalencia, tanto se le solicita como se le rechaza. Además, veremos cómo en torno a categorías asociadas con la ley y el orden los propios vecinos se autodefinen y diferencian de “otros”, sus vecinos o habitantes de otras zonas marginales del centro, con quienes no existen fronteras sociales significativas.

			El “primer cuadro” y la zona de Regina: la producción de un paisaje urbano de clase

			En 2015, como parte de una investigación etnográfica, se asistió a una serie de conferencias mensuales que organizó un grupo de residentes y empresarios del Centro Histórico, quienes suelen autonombrarse como “ciudadanos” y “vecinos del Centro”, y que han sido particularmente activos en el proceso de renovación del lugar. A decir de quien aparecía como su principal organizador, un “nuevo vecino”, empresario, productor de cine y presidente de una asociación particularmente activa en el proceso de gentrificación del Centro, estas conferencias tenían como objetivo “reconectar los esfuerzos que se están dando en el Centro Histórico, desde todos los ámbitos: la academia, el gobierno, la sociedad civil, los artistas, los empresarios, el restaurante, el hotel, etc., etc.”. Este esfuerzo por restablecer, reforzar o consolidar lazos no tenía un objetivo organizativo y de concertación entre todos los residentes y habitantes del Centro Histórico, sino que se dirigía a determinados actores vinculados activamente con el proceso de gentrificación, por lo que otros actores centrales en la vida cotidiana del Centro no estaban presentes ni fueron convocados; por ejemplo, antiguos vecinos y comerciantes ambulantes. Los organizadores estaban muy interesados, también, en restablecer relaciones con las autoridades de gobierno de las instituciones del Centro, que recientemente habían cambiado. 

			Las conferencias tenían un formato moderno, duraban alrededor de 10 minutos, con el conferencista de pie sobre el escenario, y detrás de él se proyectaba una presentación con materiales visuales, principalmente fotografías. Tenían lugar en un antro (foro-bar) donde suele haber eventos de moda, arte y música que se vinculan con cierta élite de la farándula mexicana y fundado en los inicios del proceso de renovación. La conferencia inaugural la dio precisamente el “nuevo vecino” y en ella destacó algunas aspiraciones sobre las metas de la renovación, transformaciones que ya habían tenido lugar y ciertas dificultades que limitaban el proceso. Su conferencia reproducía una serie de tópicos, fórmulas y problemas comunes en los discursos dominantes sobre el Centro y la renovación, destacando la producción de condiciones de seguridad como una de las dimensiones primordiales que han permitido la territorialización de sectores de clase media y alta. ¿Qué era la seguridad para él?, ¿cómo se ha construido?, ¿cuáles han sido los lugares y agentes del peligro?  Vale la pena comentar que el “nuevo vecino” inició planteando la idea de una profunda despoblación del Centro para finales del siglo xx, que en ese momento el Centro se encontraba con 90% de población que definió como “de interés social” y subrayó que “los pocos vecinos de clase media… pues somos contados”. En cambio, afirmó: “en un escenario ideal habría que tener de un 10 a 30% de ‘interés social’ ”. Es decir, su aspiración, como la de muchos de los involucrados en la renovación del Centro, es transformar radicalmente el carácter social del lugar, y conformar un territorio de “clases medias” (en realidad, dentro de su uso de “clases medias” se engloban también “clases altas”, de las que él forma parte), en una sociedad donde ni la mitad de sus miembros evade condiciones de vulnerabilidad y pobreza. 

			Junto a la representación de un lugar que estaba abandonado, vacío, también se le consideró amenazante, y así se describió: “literalmente, cuando llegamos ¡no había ni tiendita!, ¡o sea, nuestra tiendita era el Sanborn’s de los Azulejos!, ¡y teníamos una escolta para acompañarnos hasta allá!”. Pero esta situación habría sido transformada y se destacó que un buen ejemplo sería la calle de Regina, que, antes de la rehabilitación, era “muy, muy peligrosa”, “inhóspita y solitaria”, y en cambio luego se transformó en un espacio de residencia para muchos de los nuevos vecinos, y un lugar con cafés, restaurantes, bares, hostales y galerías.

			En efecto, durante los años noventa el Centro Histórico de la Ciudad se encontraba profundamente estigmatizado como un lugar de fuerte delincuencia, y es verdad que la delincuencia no era un problema menor (Davis, 2007). A partir de ello, muchas voces de actores dominantes han construido la noción de un espacio que “no se podía visitar”, por constituirse, en parte, como un territorio del miedo urbano. Sin embargo, esta imagen del Centro como un lugar “abandonado” por la población, intransitable, inhabitable, “inhóspito y solitario”, es insostenible (Moctezuma, 2016). Como se señala en el Programa Parcial de Desarrollo Urbano del Centro Histórico (ppduch), publicado en septiembre del 2000:

			No obstante, su despoblamiento sostenido, su grave deterioro urbano y social, el ser receptor de población pobre y de grupos vulnerables, de los altos índices de contaminación y de su inseguridad pública, el Centro Histórico es un espacio metropolitano importante gracias a su localización, tradición y patrimonio histórico, base económica, vialidades y transporte; sus equipamientos y niveles de servicios. Diariamente acuden a esta zona más de 1.2 millones de personas para realizar diferentes actividades: trabajo, gestión de trámites, consumo, recreación, esparcimiento, turismo, protestas, etc. (ppduch, 2000: 11).

			De modo que, lejos de constituir una experiencia generalizada, el “abandono” del Centro Histórico fue vivido por ciertos grupos de clases medias y altas, las que, sin embargo, han sido exitosas en proyectar su experiencia singular como una universal. Como señala Young (1990: 90), “los grupos dominantes proyectan su propia experiencia como la de la humanidad en cuanto tal”.

			De este modo, si el proyecto de renovación buscaba atraer a las clases medias y altas, como usuarios e inversionistas del lugar, se tenían que desvanecer los estigmas y la delincuencia que frenaba la territorialización de estos grupos en el lugar, por lo menos en “el primer cuadro” y el surponiente, espacios donde se enfocarían las inversiones públicas y privadas. Y así fue: “el mejoramiento de la seguridad fue desde un principio un tema central del proyecto de renovación urbana y presentado tanto por las autoridades gubernamentales como por los inversionistas privados como un requisito fundamental para fomentar la inversión y el repoblamiento” (Leal Martínez, 2015: 112).

			 Las medidas tomadas en este sentido han sido diversas; en primer lugar, sobresale la notoria presencia de vigilancia policial y agentes de seguridad privada en las zonas privilegiadas por la renovación. En los primeros años del proceso de renovación se conformó la primera Unidad de Protección Ciudadana (upc), que inicialmente funcionó como una policía cuasiprivada. “A esta policía se le dio una organización aparte de los demás servicios policiales de la ciudad, y un uniforme diferente, un salario más elevado y una específica responsabilidad de vigilar el crimen y la vida callejera con nueva tecnología (similar a CompStat)4 en las áreas céntricas” (Davis, 2007: 662). Y, hasta la fecha, la presencia de policías (y agentes de seguridad privada) en las zonas renovadas del Centro es bastante densa (Zamorano, 2015; Moctezuma, 2017). En su investigación etnográfica realizada en los primeros años de la renovación, Alejandra Leal (2015) registró que la upc y el uso de tecnología de punta fueron elementos fundamentales en la disolución de los estigmas territoriales del lugar (primer cuadro) y en la sensación de seguridad de los “nuevos vecinos” de las clases medias que llegaban. La autora relata que, durante su investigación, desarrollada entre 2006 y 2007, continuamente estos “nuevos vecinos” le comentaban que “la inseguridad ya no es una preocupación” o que “el centro es una de las zonas más seguras de la ciudad”, al tiempo que solían destacar la fuerte presencia policial: “en cada esquina hay dos policías” (Leal, 2015: 114-115). Además, para estos “nuevos vecinos”, la seguridad asociada con la presencia policial se construyó por la convicción de que la policía estaba para protegerlos a “ellos” y no a todos los habitantes y visitantes del Centro (Leal, 2015: 115-116). Esta relación con los agentes de seguridad la reflejó el mencionado “nuevo vecino” en su conferencia, cuando señaló que, para ir en la noche a comprar, los “nuevos vecinos” eran “escoltados”. 

			 Sin embargo, para los nuevos vecinos e impulsores del proyecto de renovación, la ansiedad en torno a las condiciones de inseguridad del lugar, respecto a amenazas de violencias criminales, es parte de una más amplia sobre cierto “desorden” urbano asociado con el deterioro edilicio y del mobiliario urbano, la contaminación de las calles y la apropiación espacial de sectores populares, en particular, pero no exclusivamente, respecto al comercio callejero. De ello se dio cuenta en la citada conferencia cuando se destacó otro par de medidas que habrían conformado condiciones de seguridad, para atraer nuevos visitantes y habitantes al Centro. Así, se señaló:


			1) Parte de los programas que se instalaron fueron “políticas públicas que funcionaron en Nueva York, como por ejemplo Not Broken Windows”, “por el simple hecho de arreglar la fachada y cambiar la apariencia física de los inmuebles eso da un sentido de seguridad. Ya se podía transitar seguramente el Centro porque estaba limpio e iluminado”. 


			Y, también se destacó: 


			2) Se reordenaron “las plazas públicas para hacer estos espacios más abiertos, más iluminados, más seguros”. Al mismo tiempo, en la proyección de diapositivas con la que se apoyaba la exposición se mostró una imagen titulada “liberación de comercio popular”, en la que se mostraban dos fotos de la misma plaza pública: la primera con comerciantes que trabajaban en ella, la segunda, sin ellos. Para los “nuevos vecinos”, existía un nexo directo entre el control y desplazamiento de las actividades callejeras, principalmente el ambulantaje y su territorialización en el lugar. La presencia física o espectral de los comerciantes en la calle es motivo de fuertes ansiedades y es vivida como una amenaza (Leal, 2016).


			Las medidas destacadas por el aludido empresario dan cuenta de transformaciones en el paisaje físico y social urbano, en aspectos que no tienen vínculos demostrados con la criminalidad, si por criminalidad entendemos agresiones, asaltos, robos, etcétera, y sí, en cambio, se encuentran directamente relacionados con procesos de criminalización de espacios y poblaciones:


			•	Por una parte, se criminalizan los espacios de precariedad urbana, al asumir como cierta la asociación del deterioro físico urbano con el crimen, como si existiera un nexo causal entre ellos, y como si expresiones materiales de las carencias, por ejemplo, las ventanas rotas, los dinteles fracturados, las fachadas deslavadas o las puertas oxidadas, fueran signos de riesgo en su calidad de condiciones propicias para el delito.

			•	Por otra parte, se criminaliza a determinados usuarios de sectores populares, en particular a los comerciantes ambulantes en dos niveles; primero, por la circulación de discursos que vinculan de diversas formas al comercio callejero con la delincuencia, es decir, con representaciones estigmatizadoras del comercio callejero y los comerciantes; segundo, por la producción de distintas leyes que criminalizaron jurídicamente a los líderes del comercio callejero,5 por una parte y, por la otra, a la propia actividad (como sucedió con la Ley de Cultura Cívica) (Meneses Reyes 2011).


			Estas medidas que criminalizan el hábitat y estrategias económicas de los pobres urbanos responden a planteamientos realizados por la consultoría del exalcalde de Nueva York, Rudolph Giuliani, que fue invitado para asesorar al gobierno de la Ciudad de México en materia de seguridad en 2002 y que ha delineado en gran parte la estrategia de “seguridad” en el Centro Histórico (Davis, 2007). El supuesto que se encuentra detrás de las políticas de “tolerancia cero” y “ventanas rotas” que Giuliani se ha encargado de diseminar mundialmente es que “luchando centímetro a centímetro contra los pequeños desórdenes visibles del día a día es que se vencerán las principales patologías del crimen urbano” (Wacquant, 2009: 15). Sin embargo, como lo han mostrado diversos investigadores en diferentes países, tras este supuesto se ha impulsado una serie de medidas para regular y controlar la vida urbana callejera que, más allá de combatir la delincuencia, participan en la producción de una estética urbana atractiva (que inspire confianza, oportunidades y competitividad) para las inversiones inmobiliarias y, de forma más general, para los negocios orientados a consumidores de clases medias y altas, nacionales e internacionales (Mountz y Curran, 2009; Swanson; 2009; Becker y Müller, 2012; Smith, 2012; Crossa, 2018). 

			A partir de lo anterior, no resulta sorprendente que en las conversaciones que tuvieron lugar durante nuestra investigación los habitantes del Centro Histórico pertenecientes a sectores populares no veían a los policías como agentes encargados de protegerlos a “ellos”, sino como actores corresponsables en la producción de un espacio con características de clase, orientado hacia “otros”: los sectores privilegiados de la Ciudad, y donde “ellos” se encontraban “fuera de lugar”. De forma destacada, la acción policial en el Centro se ha encargado de perseguir al comercio callejero, actividad que representa el sustento de una importante mayoría de sus habitantes populares. Esta persecución ha ocasionado la pérdida de las fuentes de ingresos de muchos habitantes, a veces de forma parcial, muchas otras de forma permanente; pero, además, en el caso de que las posibilidades laborales permanezcan, éstas lo han hecho en condiciones precarias y vulnerables. La persecución policial del comercio callejero ha logrado, de forma exitosa, expulsar a los ambulantes del “primer cuadro”, y éstos se han visto desplazados hacia el oriente y nororiente del Centro. Es decir, la producción de condiciones socioespaciales, en las que los nuevos vecinos de clases medias y altas se sienten seguros, ha significado una creciente inseguridad para las condiciones laborales de los viejos habitantes del Centro vinculados al comercio callejero. Por otra parte, los habitantes de las zonas gentrificadas de Regina y San Jerónimo, pertenecientes a los sectores populares, sienten que la protección que brinda la policía pública no es para “ellos”, aunque no estén vinculados con el comercio callejero. Esto es así, aun si estos viejos vecinos reconocen en las nuevas condiciones de vigilancia policial el acceso a un recurso estatal que ha creado, también para ellos, nuevas condiciones de seguridad en el espacio público que son valoradas. Sin embargo, el contexto en el que se producen estas condiciones de seguridad, en torno a la llegada de “otros” al vecindario (residentes, usuarios e inversionistas), les hace ver claramente que estas condiciones no responden a sus demandas y necesidades, sino a las de esos “otros” que tienen poder económico y político. Es decir, se reafirma la desigualdad de reconocimiento entre las clases, en virtud de que los sectores populares son testigos, en su propio vecindario, de la atención privilegiada que los sectores medios y altos reciben por parte del Estado (Moctezuma, 2021).

			El nororiente, Tepito: tensiones y ambivalencias en torno a la inseguridad y la producción de diferencias

			Las controversias en torno a la inseguridad no se reducen a dos posiciones de clase, homogéneas y simples: incluso dentro de los viejos residentes, pertenecientes a los sectores populares, la relación entre ellos y las fuerzas de seguridad pública es tensa, pero también ambivalente. Dicha ambivalencia se manifiesta en una paradójica imagen que las fuerzas policiales suelen tener en zonas de marginación: por un lado, representan una autoridad hostil constantemente polemizada y confrontada, mientras que, por otro, se trata de una institución que permanece dentro del horizonte de expectativas, lo cual apunta a que no se abandona cierto anhelo de contar con su protección. 

			Para comprender mejor esta tensión, es preciso desmitificar aquella imagen recurrente que sugiere una ausencia de los agentes de seguridad pública en los espacios “marginados”. En Tepito, donde el proceso de gentrificación aún se encuentra lejos (pero acecha a la distancia), esto se pone de manifiesto. Sorprende la persistencia con la que se reproduce una imagen de Tepito como un lugar sin ley, al margen del Estado, dominado por el crimen y donde “no entra la policía”. Porque, más bien, lo que se observa es que la presencia de las corporaciones de seguridad ha sido constante a través de una diversidad de operativos y de acciones cotidianas de vigilancia. En el trabajo de campo que hemos realizado y a través de las múltiples conversaciones sostenidas con comerciantes, dirigentes y residentes, la violencia perpetrada por agentes policiales aparece como una de las preocupaciones centrales. Entre amplios sectores de Tepito existe una imagen generalizada según la cual la policía aparece como una corporación corrupta y extorsionadora, la cual ejerce de forma sistemática una violencia ilegal, por lo que los habitantes del barrio suelen verla como otra fuente de inseguridad, al lado de los “criminales” (Díaz Cruz, 2019b).

			Sin embargo, como mencionábamos arriba, las expectativas y los significados sobre la policía son más complejos que un simple antagonismo. Para mostrar esas ambivalencias, recurrimos a lo observado durante una de las múltiples reuniones con dirigentes de comerciantes de Tepito, en las cuales hemos participado. Dichas reuniones convocaban, además de a los dirigentes, a funcionarios de los gobiernos locales, a representantes de partidos políticos y a miembros de asociaciones civiles que buscaban promover algún proyecto cultural en el barrio, entre otros. En las reuniones se presentaban y discutían problemas locales y acciones orientadas a su solución. Uno de los días en que participamos había acudido el representante de un diputado local, con el objetivo de tomar nota sobre demandas y temas puntuales elaborados por los dirigentes congregados. Después de varias intervenciones y asuntos tratados, fue el turno de un arquitecto joven, activista del barrio, quien presentó un Plan de Desarrollo Urbano diseñado por la delegación Cuauhtémoc en colaboración con la asociación civil que él mismo dirige. Una de las labores vinculadas con dicho plan consistía en el levantamiento de un censo sobre el estado y las características de los edificios, actividad que se hallaba ligada al catálogo de monumentos históricos, del cual se encarga el Instituto Nacional de Antropología e Historia (inah). Para ello se habían organizado algunas brigadas bajo la coordinación del gobierno delegacional. Sin embargo, según relató el arquitecto, aquella mañana los brigadistas del inah no se mostraron dispuestos a realizar el censo en Tepito, debido a que tenían miedo de que les pudiera pasar algo. De hecho, se narró que uno de los jóvenes había sido asaltado, lo cual, sumado al estigma del barrio, era suficiente razón para que se negaran a continuar realizando el registro censal. Así, se le solicitó al representante del diputado local presente en la reunión que mediara con la Secretaría de Seguridad Pública para que agentes policiacos apoyaran a los brigadistas en sus labores.

			Esta petición causó distintos sobresaltos. Primero, un par de dirigentes, un tanto sorprendidos, preguntaron para qué se necesitaba policías, si el arquitecto era conocido en el barrio (como si su reconocimiento local fuera garante de seguridad), a lo que aquél explicó que los grupos de brigadistas se dividen por zonas, de modo que él no podía estar acompañando a todos. Después, el representante del diputado preguntó: “Oiga, arquitecto, ¿sí conviene que agentes de la policía vayan con los brigadistas?, por aquello de que a los policías no se les quiere en el barrio y más bien esto pueda producir más problemas”, a lo cual el arquitecto respondió, un tanto exaltado: “Oye, por supuesto que conviene. Para que te vayas ubicando, la gente de aquí le tiene pavor al jefe de la policía. Tú no sabes la cantidad de abusos que ese tipo lleva a cabo, ahora los chavos [del barrio] ven policías y sienten miedo, porque no saben qué les puede pasar”.

			En este caso, vemos plasmada una clara tensión respecto de los posibles significados y funciones que las policías tienen en Tepito. Por un lado, el arquitecto y los dirigentes de comerciantes reunidos aprovecharon la ocasión ante el representante del diputado para expresar una serie de quejas acerca de los abusos perpetrados por el comandante de la policía en la zona: constantes detenciones arbitrarias, uso excesivo de la fuerza (golpizas a jóvenes), persecución del comercio. Acompañando las denuncias que allí enunciaban, los dirigentes solicitaban al representante que llevara al diputado el encargo de mediar para que fuera depuesto el comandante de la zona. Sin embargo, llama la atención que esto surgió a partir de que el mismo arquitecto solicitaba la intervención y el acompañamiento de la policía, para proteger a los brigadistas y que éstos pudieran realizar sus actividades de manera segura. En ese sentido el miedo instaurado por la policía le parecía útil. A través de este caso, podemos apreciar algo que es muy común en las representaciones de los sectores populares sobre la policía. Nos referimos a cómo la presencia policial entraña una doble cara (Auyero y Berti, 2013); por un lado, es percibida como una fuerza abusiva que ejerce violencia sobre la población, y al mismo tiempo como una figura necesaria para poner freno a la acción intimidatoria y criminal que se vive diariamente, en el caso de Tepito, las constantes quejas, que escuchamos durante el trabajo de campo, acerca del robo y de la extorsión en la zona. Es importante destacar que esta ambivalencia, como lo muestra la posición del arquitecto, no necesariamente se da entre diferentes actores.

			Las controversias locales sobre cómo se percibe la labor de las policías aparece en las conversaciones con los informantes de Tepito, pero también son notorias en las interacciones que la gente del barrio sostiene en espacios virtuales, como en un grupo de Facebook en el cual diariamente se publica acerca de operativos y otras intervenciones policiacas en el lugar, para alertar a la gente sobre los puntos específicos donde las policías se encuentran “levantando” jóvenes o llevando a cabo operativos (Díaz Cruz, 2019a). En la plataforma digital llamada Alerta Tepito Morelos se expresan esos diferentes posicionamientos entre los participantes.6 Los mensajes publicados sobre el “crimen” y la actividad policial reflejan las opiniones que las personas tienen de sí mismas y de los “otros”, especialmente acerca de cómo se visualizan frente a la “legalidad”, la seguridad y la justicia. Algo sobresaliente en esas expresiones es el rasgo extremo con el que se enunciaban los posicionamientos, ya que, de un lado y de otro, son constantes los llamados por “eliminar”, “acabar” o “matar” a las policías o a las “ratas”. Por ejemplo, en una de las publicaciones que mayor participación suscitó, en la cual se advertía de la presencia del jefe de la policía y se mostraba una fotografía del auto en el que circulaba por Tepito (un jeep con los distintivos de la policía preventiva), podíamos leer comentarios como: “Lo odio al maldito, ya se deberían de unir y romperle su puta madre, cuánto puede costar”; “Ya mátenlo al perro” o “No tardamos en darle cuello al perro”. Sin embargo, también aparecían comentarios en otro sentido, para reivindicar su labor y la del resto de los agentes: “Pues, si va sobre la rata, adelante”; “Eso es todo, a tirar a esos miserables delincuentes”; “Ojalá acabe con todos los viciosos y rateros”.

			En suma, para los sectores populares coexisten diferentes visiones sobre la (in)seguridad en los barrios del Centro Histórico, lo que inevitablemente apunta hacia cierta heterogeneidad del mundo popular. Es importante destacar que entre los sectores populares es posible advertir cómo la lógica punitivista es incorporada, al grado de que llegan a aceptarse criterios y prácticas discriminatorias como legítimos, incluso escalando a asumir que existen otros “castigables” e incluso “eliminables”, como vimos recién arriba (Moctezuma, 2019a).

			Encontramos, así, cómo criterios de categorización, jerarquización o exclusión hegemónicos son reproducidos por los sectores populares, lo que crea dicotomías entre grupos de personas, “los merecedores” y “los no-merecedores”, en este caso, los “obedientes de la ley” y los “transgresores” o “criminales” (Crossa, 2016; Han, 2017). Estos procesos de diferenciación social se encuentran extendidos. Es recurrente ver en los debates sobre la inseguridad a nivel global cómo se dibujan dos figuras íntimamente relacionadas y claramente opuestas: los criminales y las víctimas. Al respecto, varios trabajos han señalado las implicaciones raciales y clasistas detrás de estos marcos binarios, los cuales se alimentan de viejos estigmas sociales que, a la vez, refuerzan (Siegel, 1998; Garland, 2001; Wacquant, 2009; Yeh, 2018).

			Profundizando más sobre esta lógica dicotómica en Tepito, vale la pena detenernos a mirar otro aspecto cotidiano ligado a las elaboraciones de la figura del “criminal”. Durante décadas, los mercados de Tepito han sido proyectados como íconos de lo criminal y lo informal (Piccato, 2001; Aréchiga, 2003; Konove, 2018). Estos estigmas se hallan vinculados a imágenes popularizadas por la crónica urbana: prominencia de la piratería, de productos “robados”, así como del tráfico de drogas y armas. La persistencia de esa reputación trae empeños llevados a cabo por la gente de Tepito para deslindarse de ello. Por una parte, muchos de los informantes con los que se trabajó, de un modo parecido a lo que enfatizan algunos cronistas locales, destacaban que Tepito no es un lugar de criminales, sino un barrio histórico, con un legado cultural importante. En ese sentido, solían invocar valores ligados al trabajo, al esfuerzo, a la práctica del deporte (principalmente, el box) y a la tradición. Al mismo tiempo, las personas con quienes se conversaba tampoco negaban que hubiera acciones criminales, pero sí solían apuntar hacia “otros”. ¿Quiénes eran estos otros? En primer lugar, estaban aquellos que eran originarios del mismo barrio, pero acusados de alejarse de las virtudes y tradiciones locales, y de optar por el vicio y por el “dinero fácil”. En segundo lugar, muchos señalaban hacia el oriente de la ciudad como punto de origen de los “malandros” o “rateros”. Así, a menudo las personas mencionaban que los ladrones provenían de otros espacios de marginación, en la periferia de la ciudad. Algo llamativo es que, en ambos casos, aquellos personajes que describían como delincuentes tenían rostros jóvenes. Por otro lado, ya fueran los “viciosos” del barrio o los “rateros” del oriente, las posturas respecto a ellos reflejaban un claro respaldo al uso de la fuerza para reprimir sus acciones.

			En contextos de este tipo, la policía aparece en el horizonte, desplegándose contradictoriamente, como idea y como algo muy concreto, como un actor del cual se espera que intervenga para poner orden, a la vez que se le considera un agente transgresor del orden (Caldeira, 2002). En medio de esas visiones contrastantes, se aprecian esos deslindes y posicionamientos: las personas se colocan a sí mismas, y son también colocadas por los agentes policiales, de un lado u otro. Algo que llama la atención en los relatos registrados en Tepito es que la violencia policial puede llegar a ser considerada no sólo como legítima, sino como necesaria, incluso anhelada. Esto último trasciende a lo realizado exclusivamente por los agentes policiales, e incluye las tareas de algunos grupos de vigilantes, quienes ejercen la violencia con cierto respaldo entre comerciantes, por ejemplo. Estas aprobaciones locales del uso de la fuerza pueden verse en otros contextos parecidos, donde algunas agrupaciones comunitarias de seguridad cuyos miembros son civiles recurren a la violencia constantemente con un amplio consentimiento, debido a la función moral que se le asigna para castigar, disciplinar y eliminar a los criminales (Smith, 2004; Kyed, 2017).

			Finalmente, es importante mencionar que en todo ese contexto de inseguridad en donde comerciantes y residentes denunciaban recurrentemente su estado de indefensión no todas las personas que solicitaban la presencia policial hacían hincapié en la necesidad de usar la fuerza para enfrentar a los criminales. En muchas ocasiones los deseos de que hubiera más vigilancia y policías en la zona reflejan una aspiración más general frente a la situación de vulnerabilidad vivida. De un modo parecido a lo que encuentra Goldstein (2017) entre algunos comerciantes de Bolivia, las aspiraciones en Tepito respecto a una seguridad pública eficiente dan cuenta de un anhelo por trascender la marginalidad y relacionarse con el “Estado”, como “ciudadanos”, es decir, bajo un orden imaginado en el que priman la igualdad y el derecho. Así, a pesar de las contradicciones que implican estas aspiraciones e invocaciones por la policía (como esperar orden de una institución que se valora como corrupta), dan cuenta de una profunda desigualdad, no sólo la de estar excluidos de la protección de la “seguridad pública”, además la de no ser reconocidos como agentes de ese “derecho”. Vemos, pues, cómo en un barrio cuyo estigma territorial ha perdurado por años prevalece una carencia de lo que podría considerarse una seguridad pública, tal como sí ocurre en otras zonas de la ciudad, de hecho, como vimos, en lugares no muy lejanos geográficamente, aunque socialmente lo sean cada vez más, en la zona gentrificada del Centro. 

			Reflexiones finales

			En este capítulo hemos examinado cómo la (in)seguridad es una noción en disputa: ¿qué es la (in)seguridad?, ¿cómo se produce?, ¿para quién? Es decir, en torno a la (in)seguridad encontramos distintas tensiones y conflictos relativos a la producción de su definición, los campos y asociaciones que le son propios; en torno a los procesos, lugares, dispositivos y agentes que la producen o la vulneran. 

			Después de subrayar las diferentes formas en que las poblaciones de los barrios populares del Centro Histórico se relacionan con las policías, así como las distintas imágenes que tienen de éstas, resulta problemático concebir la supuesta universalidad de la noción de seguridad pública. Esta última, al menos idealmente, supondría que los agentes policiales brindaran una protección general y homogénea para “todos” los “ciudadanos”. Sin embargo, hemos mostrado que ello no es así. 

			En “el primer cuadro” las acciones de la seguridad pública se reconocen como orientadas a producir una espacialidad que es para “otros”, los nuevos actores de clase que han llegado con la renovación. Por una parte, porque la producción de condiciones de seguridad acorde con la visión de los sectores dominantes antagoniza con prácticas populares como el comercio callejero. Gran número de las acciones realizadas por la policía están dirigidas a contener y perseguir a los comerciantes, a desplazarlos, de modo que éstos no encuentran en la policía un agente de protección, sino uno de inseguridad. Por otra parte, incluso para los viejos habitantes que no tienen vínculo con el comercio callejero, y que reconocen que existen algunas mejoras en las condiciones de seguridad en el espacio público, el que estas mejoras vinculadas a la vigilancia policial se den en el contexto de la inserción de nuevos actores de clase en el espacio pone en evidencia su posición de subalternidad.

			La desigualdad de experiencias alrededor de la inseguridad, como vimos, no sólo se observa entre grupos de distintas clases sociales, como ocurre en las tensiones entre los nuevos y viejos residentes. En Tepito la supuesta universalidad del ideal de seguridad pública también resulta problemática. Por una parte, porque entre las personas pertenecientes a los sectores populares se observa una incorporación del mecanismo punitivo, que separa a las personas y las cataloga no sólo como diferentes, sino que además asigna unos rasgos de discriminación entre “ciudadanos” legítimos, seguidores de la ley, frente a otros estigmatizados, contra quienes es válido emplear acciones represivas (al grado de buscar su eliminación del entorno). Por otro lado, y en relación con esto último, la presencia policiaca puede llegar a significar justamente lo opuesto a una protección: los agentes son vistos como fuentes amenazantes, corruptas y violentas. Vemos, entonces, que la (in)seguridad interviene reforzando geografías de desigualdad de distintas formas. No sólo los habitantes de la ciudad se encuentran desigualmente expuestos a la criminalidad, además, en torno a la (in)seguridad, los habitantes urbanos no se reconocen mutuamente como “ciudadanos” iguales abstractos, sino como agentes de clase que ocupan un lugar en el espacio y están adscritos a determinados grupos, con atributos singulares asociados a “lo amenazante” y “el peligro”. La noción de (in)seguridad opera en un contexto de desigualdades e interactúa marcando fronteras y dividiendo y clasificando a unos y otros. 
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					1	Por ejemplo, si bien existen trabajos que destacan la presencia de pandillas y bandas criminales dedicadas a delitos como el robo, la venta de droga o la extorsión en esos barrios “marginales” (Perlman, 2004; Rodgers, 2006; McIlwaine y Moser, 2007), es importante destacar que las economías que allí se observan forman parte de los escalones más bajos de unas cadenas predatorias o de mercado (como en el narcomenudeo) que abarcan sectores altos de la política y de los ámbitos empresariales transnacionales (Arias, 2006; Nordstrom, 2004; Fontes, 2016).

				

				
					2	Basta con mirar la proliferación de programas y series de televisión, reportajes y notas en la prensa, documentales y otros materiales audiovisuales y escritos que describen y recrean las labores de policiamiento: patrullajes, detenciones, investigaciones de crímenes, operativos llevados a cabo por cuerpos especiales, lo que, en conjunto, produce esa imagen del Estado en plena guerra contra los criminales.

				

				
					3	Aréchiga (2012) traza un análisis histórico de los contrastes y diferencias entre la ciudad española y los barrios de indios, situados en la periferia. Desde la época colonial hasta el siglo xix, lo que hoy es Tepito y La Merced se veía como una zona de degradación social y moral, debido a sus condiciones materiales.

				

				
					4	Los sistemas tecnológicos de información geográfica conocidos como CompStat, desarrollados hace años para la policía de Nueva York, son implementados cada vez más para patrullar las ciudades y en otras tareas de prevención del crimen. Estos sistemas buscan que los policías, al acceder instantáneamente a bases de datos extensas, tengan más información para la toma de decisiones.

				

				
					5	 En 1999 se hicieron algunas reformas al Código Penal en las que se tipificó al ambulantaje. Dichas reformas estaban dirigidas a atacar a los líderes de las organizaciones de ambulantes al penarse la “utilización indebida de la vía pública determinada por una serie incierta de personas que obtenían un beneficio a cambio de asignarles un lugar en el espacio público a los comerciantes callejeros” (Meneses, 2011: 191). 

				

				
					6	En aquel tiempo (2018), la plataforma Alerta Tepito Morelos tenía 131 376 seguidores, es decir, el equivalente de una ciudad. 

				

			

		

		
	
		
			XIII. La alimentación como práctica socioespacial: relevancia para las desigualdades urbanas

			Tiana Bakić Hayden y Paloma Villagómez Ornelas

			Introducción

			Este artículo propone dialogar sobre las discusiones en torno a desigualdad y alimentación, por un lado, y desigualdades socioespaciales, por otro, para indagar en la relación entre dónde comemos, cómo comemos y cómo habitamos las ciudades contemporáneas. Las dimensiones territoriales de la desigualdad alimentaria urbana han sido poco estudiadas en términos generales, y los estudios que existen han tratado al espacio urbano principalmente como un contenedor dentro del cual la alimentación ocurre.

			Nuestro artículo, en cambio, propone una relación mutuamente constitutiva y dinámica entre las desigualdades alimentarias y las desigualdades socioespaciales. Argumentamos que la alimentación es una práctica social que ocurre en el espacio, que está afectada por procesos territoriales (de segregación, exclusión, movilidad, convivencia, negociación o resistencia) y que construye territorialidades. Los espacios alimentarios, constituidos por centros de abastecimiento, puntos de venta de comida preparada o espacios públicos para el consumo, son sitios de producción económica, interacción y reproducción de divisiones sociales que, unidos por la actividad humana y sus desplazamientos, configuran intersubjetivamente experiencias desiguales de la ciudad. 

			El artículo está estructurado de la siguiente manera. Primero, explicamos nuestra aproximación a la desigualdad, entendida como un fenómeno multidimensional, procesual y relacional, irreducible a cuestiones de ingreso. Después, mostramos cómo esta idea de la desigualdad ha sido utilizada tanto en los estudios urbanos como en los estudios sobre la alimentación para mostrar las relaciones complejas espacio-desigualdad por un lado, y alimentación-desigualdad por otro. Sin embargo, argumentamos que es necesario buscar maneras de articular la relación triádica espacio-desigualdad-alimentación para llegar a una comprensión más compleja de cómo la desigualdad urbana se reproduce en múltiples espacios de la organización social de la vida cotidiana. Desarrollamos este argumento a través de dos estudios de caso de investigaciones realizadas en la Ciudad de México. El primero, de la prevalencia de la comida callejera y las cocinas económicas en los patrones alimentarios de las clases trabajadoras, muestra que estos espacios pueden construir experiencias de pertenencia en el espacio urbano para poblaciones móviles. Por eso mismo, políticas de gobernanza territorial que se dan en el marco de procesos de gentrificación y cambian la configuración de comercio en ciertas zonas pueden perjudicar las prácticas alimentarias y el sentido de lugar de los sectores populares. El segundo ejemplo surge del estudio de prácticas alimentarias familiares de hogares que residen en colonias populares de la Ciudad y que, a pesar de aparentemente compartir un mismo territorio, muestran capacidades económicas y materiales distintas para aprovechar su oferta alimentaria o, incluso, trascender las delimitaciones del espacio para acceder a circuitos alimentarios de mejor calidad en otros territorios. El análisis muestra que esta capacidad diferenciada de hacer uso de espacios y mercados alimentarios de suyo desigualmente distribuidos produce distinciones en las prácticas que aumentan o disminuyen las posibilidades de las familias de apegarse a modelos alimentarios normativos, lo que genera discursos valorativos de las prácticas propias y las de “los otros”.

			Los espacios de la desigualdad y la desigualdad de los espacios 

			En los años recientes la desigualdad ha adquirido relevancia como una dimensión analítica  fundamental que corta transversalmente el estudio de las sociedades contemporáneas. En muchos de estos análisis la desigualdad aparece lo mismo como causa y como síntoma de la distribución inequitativa de los recursos y las oportunidades que teóricamente aporta la vida en sociedad. 

			Buena parte del auge renovado de los estudios sobre la desigualdad proviene de disciplinas económicas que han sido fundamentales para evidenciar la magnitud de la concentración de la riqueza en unas cuantas manos, a pesar de ser producida por vastas mayorías entre las que se socializa la precariedad y la pobreza (Atkinson, 2015; Milanovic, 2017; Piketty, 2014). Sin embargo, los aportes de la tradición sociológica en el análisis de la estratificación y la desigualdad social han dejado claro que ésta no es sólo una manera de distribuir la riqueza económica, sino también una forma de organización socialmente construida que estructura todas las dimensiones de la vida y se expresa en prácticas e interacciones cotidianas, cultural e históricamente situadas, ancladas a materialidades y espacios específicos (Dubet, 2001; Harris 2006; Kessler, 2019; Tilly, 2000).

			Vista así, la desigualdad no es sólo una diferencia, una distancia o una medida de concentración, sino asimismo una estructura social que organiza las relaciones con los otros y jerarquiza el reparto de la riqueza y otras recompensas sociales, como el prestigio, el poder, el reconocimiento o el respeto (Bottero, 2005; Bayón y Saraví, 2013, 2019; Dubet, 2015). De acuerdo con la literatura, uno de los mecanismos mediante los cuales opera la reproducción de la desigualdad social es la construcción de fronteras morales entre “nosotros” y “los otros”, a partir de las cuales sus prácticas son clasificadas y calificadas en términos de su apego a normas dominantes. Estas distinciones permiten justificar y reforzar disparidades injustas en la asignación del valor a las diferentes posiciones sociales y sus modos de hacer (Lamont et al., 2014; Sayer, 2005; Southerton, 2002; Cosacov y Perelman, 2015).

			Así, el estudio de las desigualdades sociales exige preguntarse cómo se expresan en la vida cotidiana, cuáles son las consecuencias de estar en uno u otro polo de la desigualdad y qué procesos subjetivos detona su experiencia, es decir, qué significados adquiere, cómo la interpretan los actores y cómo afecta su capacidad para interactuar con otros y acceder a los recursos de la sociedad (Anderson y Snow, 2011, Harris, 2006).

			En lo que sigue profundizamos en las discusiones conceptuales que se han desarrollado en torno a las expresiones de la desigualdad en los dos procesos que aquí nos interesa analizar: la construcción social del espacio y su intersección con las prácticas alimentarias individuales y familiares.

			Desigualdad y espacio

			En los estudios urbanos, particularmente desde la antropología y la sociología, las investigaciones que abordan la desigualdad han intentado romper con análisis enfocados en indicadores que se basan en ingreso o clase social, para explorar las dimensiones territoriales de las desigualdades. Esto implica que no simplemente se han situado desigualdades preexistentes en territorios o buscado correlaciones entre procesos autónomos (de urbanización o ingresos, por ejemplo), sino que se ha buscado entender los procesos territoriales y las desigualdades como mutuamente constructivos (Perelman y Di Virgilio, 2014; Segura, 2014). Es decir, las desigualdades no sólo se sitúan en los territorios, sino que además producen ciertos tipos de paisajes y a la vez son producidos por diferentes tipos de procesos y dinámicas territoriales.

			Acá resulta importante especificar que no se trata simplemente de entender la desigualdad urbana en términos de segregación o exclusión socioespacial, aunque la segregación es un elemento claro y clave en el desarrollo desigual de las ciudades latinoamericanas (Schteingart, 2001; 2015; Giglia, 2001). Implica, también, indagar las diversas formas de habitar y experimentar el encuentro con el otro en el espacio, de analizar las interacciones en el territorio (Boy, Perelman y Perelman, 2017; Segura, 2015). Esta aproximación nos permite observar cómo el espacio compartido por grupos heterogéneos puede experimentarse de formas radicalmente diferentes, donde las experiencias en el espacio —de conflicto, convivencia o exclusión— construyen tanto las identidades como las fronteras sociales. Las interacciones entre residentes de barrios de clase media y los recolectores de basura, o entre vendedores informales y comerciantes establecidos, o entre “nuevos” y viejos habitantes de barrios en proceso de gentrificación son ejemplos de relaciones que producen sujetos, sentidos e identidades en el marco de procesos territoriales (Moctezuma Mendoza, 2017; Crossa, 2009; Leal Martínez, 2007; Cosacov y Perelman, 2015).

			Tomando una mirada constructivista (Harris, 2006), podemos entender que el vínculo entre la desigualdad y el espacio urbano puede observarse en la experiencia cotidiana de sentirse vigilado, estigmatizado o criminalizado en ciertos barrios o espacios públicos, o de caminar por la calle sintiéndose insegura, o “fuera de lugar”en un contexto de gentrificación. Estas percepciones y experiencias son indicadores de desigualdades que no necesariamente se vinculan de forma lineal con los ingresos, pero que generalmente guardan una relación con desigualdades sociales de clase, género, raza, juventud o sexualidad (Kessler, 2019; Boy, 2018; Jirón, 2010). Aunque no emergen de forma unidireccional o sencilla de los procesos de producción del espacio a través de la planificación o la gobernanza, las desigualdades se ponen en relieve y se viven en el espacio socialmente producido. 

			Para entender la relación entre la producción del espacio y la producción de desigualdades sociales, entonces, es necesario observarla desde la experiencia cotidiana de habitar las ciudades. En ese sentido, mientras muchos estudios sobre la desigualdad urbana se enfocan en procesos de vivienda y de uso-apropiación del espacio, especialmente el espacio público, es importante recordar que todas las actividades vinculadas a la reproducción social —desde el consumo hasta la educación— ocurren en el espacio y construyen el espacio. En este artículo nos interesa indagar en las dimensiones espaciales de una de las actividades más importantes en términos de la reproducción biológica y social de los seres humanos: la alimentación.

			Desigualdad y alimentación

			En el contexto latinoamericano el estudio de las formas que adopta la desigualdad en el campo alimentario ha sido abordado con mayor frecuencia a través de indicadores para medir el acceso económico a estándares alimentarios que cubren mínimos nutricionales, indicadores de salud-enfermedad o, más recientemente, estimaciones de seguridad alimentaria que clasifican en categorías progresivas la intensidad con la que las personas experimentan situaciones de pérdida de variedad en las dietas, disminución de la cantidad o calidad de los alimentos, o incluso hambre (Comité Científico de la elcsa, 2012).

			Cualquiera de estos indicadores puede analizarse a la luz de categorías demográficas, geográficas o socioeconómicas que permiten visibilizar las brechas existentes entre distintos grupos con capacidades diferentes para acceder a alimentos y mantenerse saludables. Así, tenemos que en el caso de México la población en pobreza, la que pertenece a grupos indígenas, la que reside en localidades rurales, los hogares dirigidos por mujeres o las niñas, niños y adolescentes tienen menores recursos para cubrir el costo de una canasta alimentaria, presentan mayores niveles de inseguridad alimentaria1 y suelen concentrar problemas de desnutrición, malnutrición, exceso de peso y malestares crónico degenerativos (Mundo et al., 2019; Shamah et al., 2019).

			Sin embargo, aunque las aproximaciones que cuantifican la inseguridad y la pobreza alimentarias permiten identificar a las poblaciones y los territorios donde se concentran los problemas de acceso a los alimentos, así como medir sus efectos físicos y biológicos, también es cierto que resultan insuficientes para comprender los mecanismos sociales mediante los cuales la desigualdad opera y se reproduce, en el marco de los procesos alimentarios. 

			En la medida en la que la desigualdad estructura las relaciones con los otros, ya sea a través de normas sociales, interacciones y formas de habitar los espacios, las desventajas alimentarias que concentran algunos grupos de población no sólo reflejan una distancia entre quienes tienen ciertas características sociodemográficas y quienes no, sino también un orden social que asigna menos poder y recursos a ciertas categorías sociales que ha construido históricamente como inferiores. Así, el estudio de la desigualdad en el campo de la alimentación debe indagar en los procesos de construcción de normas y hábitos alimentarios socialmente valorados, así como en la producción y la reproducción de prácticas que habilitan a ciertos sujetos para participar en esas normas, mientras otros quedan excluidos de ellas y buscan espacios para resignificar las propias.

			Como han señalado generaciones de estudios antropológicos, la alimentación involucra elementos objetivos y subjetivos, recursos materiales y económicos, pero también sociales y simbólicos. De la mano de la sociología de la alimentación, estos estudios han aportado conocimiento sobre los procesos de construcción, difusión y normalización de los valores y criterios que definen lo que se considera apropiado, deseable, desagradable o prohibido en cada época y espacio (Fischler, 1995; Poulain, 2002; Harris, 1989). Un acervo notable de investigaciones ha profundizado en los procesos de construcción de dichos estándares normativos, e identificado ideologías dominantes que definen el valor de las prácticas, de los espacios de consumo o de los propios alimentos, lo cual produce distinciones y jerarquías que derivan en la exclusión o estigmatización de las prácticas de grupos en posiciones sociales y económicas inferiores (Bourdieu, 2012; Douglas, 1972; Warde, 2016). Es decir, se trata de diferencias que no son sólo variantes en las maneras de alimentarse, sino inequidades en la distribución del valor o el prestigio de ciertas prácticas, o bien, de los recursos para acceder a modelos de alimentación reconocidos y aceptados, lo que afecta el sentido de competencia o adecuación que desarrollan los sujetos al participar en la sociedad (Dubet, 2001; Desai, 2003; Townsend, 1979).

			Es decir, estar por debajo de la línea de pobreza o en inseguridad alimentaria refleja la falta de recursos económicos o una situación potencial de déficit nutricional, al mismo tiempo que muestra la construcción cotidiana de experiencias de inclusión y exclusión, de cercanía o distanciamiento, respecto a las prácticas alimentarias socialmente valoradas. Estas experiencias retoman elementos objetivos y subjetivos que interactúan con la estructura circundante. La oferta de alimentos disponible, sus costos, su distribución espacial, la dotación de servicios básicos en las viviendas, la infraestructura de transporte, entre otros, son elementos que dan forma a la compleja materialidad que soporta a las prácticas alimentarias y cuya organización muestra un claro correlato con la desigualdad económica y social, y crea fronteras no sólo simbólicas, sino también físicas y espaciales. 

			Así, la manera de obtener ingresos, de consumir en el mercado y de utilizar los espacios públicos y privados de la alimentación cambia conforme lo hace la posición social de las personas y los recursos que se asocian a la misma. La organización de las prácticas alimentarias varía entre quienes tienen personas a su cuidado y quienes no, entre quienes se desplazan por las ciudades o permanecen en sus casas, entre quienes tienen suficiente dinero para planear sus compras y quienes apenas pueden organizar la próxima comida.

			En lo que sigue presentamos dos estudios de caso que permiten pensar en la alimentación y sus prácticas cotidianas como maneras de habitar el espacio a través de relaciones sociales que no sólo ocupan los territorios, sino que además los construyen. Nos interesa, en particular, discutir cómo se expresan las desigualdades en este recorrido cotidiano entre la práctica privada y el espacio público donde se desarrolla.

			Caso 1) El consumo de alimentos en contextos de gentrificación

			En la Ciudad de México, como en otras metrópolis, la mayoría de la población pasa gran parte del día fuera de la casa,2 por lo cual comer afuera, lejos de ser simplemente una actividad de ocio, se puede entender como una necesidad de la vida urbana contemporánea. Si bien todas las clases sociales comen fuera del hogar, la forma en que lo hacen y los lugares donde lo hacen revelan una relación recíprocamente constitutiva entre la alimentación, la desigualdad y la producción del espacio urbano. Los espacios de consumo, ya sean los restaurantes de cinco estrellas, los comedores populares o los puestos en la calle, son producidos, gobernados y valorados de forma diferencial. La comida callejera, por ejemplo, se prepara y consume en el marco de procesos de regulación del espacio público que mantienen a los vendedores en condiciones de legalidad ambigua o incluso criminalizados, y que estigmatizan a los consumidores, a diferencia de los restaurantes que frecuentan las clases medias y altas (Hayden, 2014). De forma parecida, las cocinas económicas que ofrecen comidas completas por un bajo costo a los sectores populares y medios dependen de alquileres bajos, por lo cual se ven perjudicadas por transformaciones en la estructura urbana y demográfica en contextos de gentrificación (Vázquez-Medina et al., 2020). En otras palabras, los cambios en la gestión del espacio y la estructura urbana están estrechamente vinculados con la producción y la significación de los espacios de consumo. Esto, a su vez, tiene implicancias importantes para las formas de habitar la ciudad, ya que comer fuera del hogar no es simplemente una cuestión de satisfacer necesidades biológicas, sino que representa un acto de territorialización y de “construir lugar” (placemaking).

			Partiendo de esta observación, en este apartado nos interesa indagar sobre cómo las transformaciones en el paisaje alimentario que se pueden observar en zonas de gentrificación en la Ciudad de México afectan las opciones alimentarias y el sentido de arraigo de los consumidores de bajos y medianos ingresos. Se propone, por ende, hacer hincapié en la dimensión subjetiva y experiencial de la producción de la desigualdad urbana. El argumento que se plantea es que comer fuera de casa es una parte constitutiva de la experiencia urbana contemporánea, por lo cual transformaciones a nivel material o simbólico de los espacios de consumo cambian la experiencia de habitar la ciudad. La reducción o transformación de la oferta alimentaria puede hacer, entonces, que la gente sienta que está “perdiendo su lugar” en espacios donde lleva viviendo, trabajando o transitando mucho tiempo (Atkinson, 2005). En lo que sigue se presenta un breve análisis etnográfico del papel de las cocinas económicas y la comida callejera en tres colonias de la Ciudad de México que han experimentado procesos de gentrificación o “rescate” urbano: la Roma, la Condesa y el Centro Histórico.3

			En la Ciudad de México existen innumerables puestos en las calles y locales pequeños donde se pueden comprar y consumir alimentos. La comida callejera, tradicionalmente estigmatizada por razones sanitarias y nutricionales, representa un espacio de consumo cotidiano para millones de residentes urbanos. La oferta varía dependiendo del horario, pero típicamente incluye tamales, sopas, guisados de diferentes tipos y antojitos tradicionales como quesadillas, flautas o gorditas y tacos. En los últimos años han surgido estudios académicos y técnicos que reconocen la importancia de la comida callejera para la seguridad alimentaria de las clases populares urbanas en distintos lugares del mundo (Wipper y Dittrich, 2007; fao, 2007; Patel et al., 2016; Long-Solis, 2007; Hayden, 2021). Estos estudios señalan que los alimentos que se consumen en la calle representan una fuente importante de calorías y nutrientes a costo accesible para los sectores populares en diversos países, entre ellos México, y que representan una alternativa a los alimentos industriales y procesados popularmente conocidos como “comida chatarra”.

			Además de su importancia en términos cuantitativos de nutrición o calorías, los espacios de consumo popular son lugares de sociabilidad, comensalidad y convivialidad que fomentan un sentido de arraigo y pertenencia en territorios y juegan un papel en la construcción del espacio urbano (Anjaria, 2016; Etzold, 2016; Parham, 2015; Zukin, 2011). Incluso cuando comen solas o de forma rápida, las personas no suelen ir a cualquier lugar al sentir hambre o antojo, sino que en el momento de elegir dónde comer se despliega una variedad de criterios con dimensiones morales y sociales. En conversaciones y entrevistas, los clientes de las cocinas económicas de las colonias Roma y Condesa manifestaron que, además del precio accesible, buscan lugares limpios, que tengan “buen sazón” o se sientan “caseros”, que sean de confianza, y donde exista algún tipo de trato o relación personal con la persona que prepara o vende los alimentos, o con otros clientes. Si bien el significado de cada una de estas categorías varía dependiendo de diversos factores como clase, género o edad, lo determinante es la importancia del lugar donde se come. Otro criterio significativo expresado por todos nuestros interlocutores es la proximidad de la fonda o el puesto de comida con los lugares de vivienda, trabajo o traslado. A través de esta combinación de criterios pragmáticos, sociales y morales, los consumidores desarrollan listas y mapas mentales de los lugares donde les gusta comer y donde se sienten cómodos, e incorporan estos lugares en sus rutinas y movilidad cotidiana (Hayden, 2021).

			En la Colonia Roma, un barrio de clase media y alta, cientos de puestos de comida se encuentran en las banquetas rodeando oficinas y otros puntos de trabajo. Frente a la entrada de un hospital, Zoe, una vendedora joven, llega todas las mañanas a vender tamales y atoles. Entre los clientes regulares que pasan a sentarse en una de las sillitas del puesto de Zoe se encuentran dos señoras de alrededor de 50 años que trabajan haciendo limpieza en el hospital. Las dos vienen del Estado de México y combinan varias formas de transporte para llegar al trabajo. Para ellas, el puesto de Zoe representa un espacio cómodo y conocido en un barrio lejano a sus casas donde todo les parece muy caro. Las señoras salen en sus momentos de descanso casi todas las mañanas, para tomar un atole caliente, comer un tamal y sentarse a intercambiar chismes. Como son clientes fieles, Zoe no tiene problema en fiarles sus desayunos, cosa que las hace sentirse en confianza. En efecto, el tema de la confianza y los privilegios que se les ofrecen a los clientes regulares, como porciones grandes o comidas fiadas, apareció en varias conversaciones con consumidores de los sectores populares4 sobre su elección de fonda o puesto en la calle. Aunque la dimensión económica en estas relaciones de crédito y deuda tiene un lugar evidentemente importante para los consumidores de bajos ingresos, muchos también hacían hincapié en la relación afectiva de sentirse en confianza o de sentirse en casa cuando hablaban de los vínculos que desarrollan con sus lugares preferidos. Para los clientes de bajos recursos, entonces, encontrar un lugar para comer no se limita a cuestiones solamente de necesidad o economía, sino que se trata de establecer nodos de confort y confianza en la ciudad, muchas veces lejos de sus casas.

			La importancia de la confianza y la relación personal, sin embargo, no se limita a los consumidores de los sectores populares, como las clientes de Zoe, sino que aparece también en los discursos de los consumidores de clase media-baja de oficinistas con puestos en empresas o el Estado. La zona de oficinas sobre la avenida Insurgentes Sur, entre las colonias Roma y Condesa, es un nodo de concentración del comercio callejero y de fondas económicas. A pesar de la gran concentración de oferta que existe en este lugar, los trabajadores que bajan a comer en las calles todos los días suelen elegir entre una cantidad muy limitada de opciones y desarrollan discursos sobre sus vendedores preferidos para diferenciarlos de los otros. Sugieren, por ejemplo, que eligen no solamente los lugares más ricos, aunque este criterio es un elemento clave, sino que sus vendedores preferidos son particularmente higiénicos, más honestos que otros trabajadores. Laura es madre soltera y secretaria en un pequeño negocio de la Condesa, donde no puede comer porque no hay lugar en la oficina. La comida callejera, según ella, es poco higiénica y puede ser peligrosa para la salud, por lo cual prefiere ir a fondas. Sin embargo, el costo de comer todos los días en una fonda se le hace imposiblemente caro, por lo cual tiene identificados dos o tres puestos cerca de la oficina que considera de buena calidad para ir a comer o desayunar. Muchos días, además, compra comida para llevar a su casa de una señora que vende cerca de la estación de metro, porque no siempre le da tiempo de cocinar después del trabajo. Para Laura, como para otros consumidores de su clase social, la comida callejera cumple una necesidad, y puede ser una opción aceptable, pero solamente si el espacio de consumo se construye como una excepción a la regla general, que estigmatiza los puestos como sucios o ilegales (Hayden, 2014).

			La importancia del comercio ambulante5 para las rutinas alimentarias de gente como Laura o los clientes de Zoe, sin embargo, no se ve reconocida en las políticas de gestión y gobernanza del espacio público en la Ciudad de México. En las últimas décadas, el Centro Histórico y otros barrios de clase media han vivido un proceso de neoliberalismo urbano, caracterizado por la gentrificación, privatización de espacios públicos e implementación de políticas de vigilancia de “tolerancia cero”. Estas políticas, orientadas a hacer más atractivo el espacio urbano para inversionistas, residentes de élite y turistas, produjeron formas de exclusión socioespacial por las cuales los sectores populares se han visto física y simbólicamente excluidos de sus territorios (Leal, 2007; Moctezuma, 2016). El comercio ambulante, que se asocia simbólicamente con el desorden en los imaginarios que subyacen a estas políticas, ha sido especialmente afectado en estos procesos (Janoschka et al., 2013; Crossa, 2015; Stamm, 2007). En barrios como el Centro Histórico, la Condesa y la Roma, los vendedores ambulantes han sido sujetos de despojo, multas y extorsión por parte de las autoridades, y de movilizaciones por parte de grupos de vecinos y empresas en su contra. En los discursos políticos y populares que circulan, los vendedores son descritos como sucios, criminales, deshonestos y mafiosos que han secuestrado el espacio público (Leal, 2016; Crossa, 2018). Varios estudios han analizado las políticas que toleran, criminalizan o despojan a los ambulantes, principalmente enfocándose en los efectos para los vendedores y autoridades (Barbosa, 2010; Crossa, 2018; Meneses, 2011; Leal, 2016; Hayden, 2014, 2018). Hay pocos, sin embargo, que consideren los efectos sobre los consumidores de estas campañas para criminalizar o eliminar a los ambulantes; en otras palabras, la relación entre políticas que impactan el espacio público y el consumo popular.

			Las políticas para reducir el ambulantaje no necesariamente llevan a la eliminación total de estos actores de los espacios públicos, pero sí producen un conjunto de estrategias y negociaciones por parte de los vendedores. Algunos dejan de vender por completo, mientras que otros se trasladan a barrios o calles donde se tolere su presencia. Hay quienes intentan permanecer en zonas de mayor vigilancia, pero cambian sus formas de vender para evitar a los policías e inspectores (Meneses, 2013). Esto, como muestra el siguiente ejemplo, tiene relevancia particular para los vendedores de alimentos.

			En 2012 ya era más difícil vender en las calles en algunas partes del Centro Histórico de la Ciudad de México. Las políticas de “tolerancia cero” hacia el ambulantaje implicaban una presencia policiaca elevada, lo que significaba confiscación de mercancías, multas y ocasionales enfrentamientos. Para permanecer en estas calles, los vendedores tenían que desarrollar técnicas de movilidad que les permitían recoger sus productos rápidamente y huir o esconderlos cuando pasaban las inspecciones. En una escena común en ese momento, alguien sonaba un silbato cuando se acercaba la policía y los vendedores levantaban las cobijas y cajas sobre las cuales mostraban sus mercancías, a fin de esconderse en las entradas de edificios o en coches. Para “quedarse en su lugar”, en otras palabras, algunos ambulantes desarrollaban estrategias de movilidad (Meneses, 2013).

			Todo esto implica una transformación de la infraestructura de la venta en la calle, donde los vendedores cambian sus puestos semifijos o mesas por cajas, maletas o cobijas que se pueden levantar de forma rápida. Estos cambios, que afectan a todos los ambulantes, son particularmente difíciles para los que venden alimentos, quienes generalmente requieren alguna fuente de energía estable. Los vendedores de jugos usan licuadoras y necesitan una conexión eléctrica, la cual suelen obtener a través de una extensión informal. Los puestos de tacos o antojitos usan comales con tanques de gas, y los vendedores de tamales suelen usar carbón. Muchos puestos ponen una mesita con salsas, servilletas u otras guarniciones, y alguna silla o paraguas. Es decir, los vendedores de alimentos suelen ser mucho menos móviles que, por ejemplo, alguien que vende dvd o ropa. El efecto de esto es que, aunque los vendedores ambulantes en general no desaparecen de ciertas zonas, los que venden comida fresca y preparada se han visto perjudicados.

			En lugares donde se aplican políticas realmente estrictas de despojo de ambulantes existen implicaciones tanto para los consumidores como para los vendedores. En términos generales, pueden disminuir la variedad de alimentos disponibles, accesibles y nutritivos en ciertas calles, barrios o espacios públicos o transitorios. Esto disminuye las opciones para los consumidores de bajos recursos quienes siguen viviendo o trabajando en zonas gentrificadas (Vázquez-Medina et al., 2020). Pero incluso en zonas donde el comercio popular no se ve eliminado por completo, su reducción y reestructuración pueden cambiar las rutinas alimentarias móviles que los consumidores desarrollan, y hacer que la gente sienta que está “perdiendo su lugar”. Es decir, se sienten simbólicamente excluidos aun cuando siguen físicamente presentes. Laura, la secretaria, por ejemplo, se queja de que han cerrado varias cocinas económicas en la Condesa, y de que uno de sus vendedores ambulantes de confianza tuvo que retirarse de su lugar de venta. A pesar de que la Condesa es una zona con una alta concentración de oferta alimentaria, con cientos de restaurantes de todo tipo, los costos altos de renta han obligado a varias cocinas económicas a cerrar o a subir sus precios. Estos cambios en el paisaje alimentario tienen efectos para los consumidores que pasan gran parte del día lejos de sus casas y que, a través de sus prácticas alimentarias, construyen un sentido de lugar en el espacio urbano.

			Para las clases trabajadoras y populares de la Ciudad de México, la comida callejera y las cocinas económicas representan fuentes importantes de alimentos que, además de ser nutritivos, brindan una estabilidad y se convierten en parte de su forma de habitar la ciudad. Las diversas políticas urbanas que afectan el precio de renta en los barrios, la gestión del espacio público o la movilidad tienen repercusiones sobre las posibilidades de alimentarse fuera del hogar para estos sectores. En este sentido, las prácticas alimentarias cotidianas son inseparables de la forma desigual de habitar el espacio urbano.

			Caso 2) Mismo espacio, diferentes opciones alimentarias

			La investigación socioantropológica sobre las prácticas alimentarias de familias de diferentes niveles socioeconómicos deja claro que la posibilidad de tomar decisiones alimentarias que cumplan con estándares normativos de calidad y nutrición, está cortada transversalmente por la acumulación de recursos monetarios y materiales, disponibles tanto en el espacio doméstico como en el entorno público (Beagan et al., 2018; Bowen et al., 2019; Dowler, 1997; Dowler y Lambie, 2015; Drewnowski y Barratt, 2004).

			En el apartado anterior apreciamos la compleja confección de los espacios alimentarios a nivel de calle. En esta sección aprovechamos el potencial de la investigación etnográfica para analizar la organización de la alimentación familiar a nivel de hogar y barrio. Tender este puente analítico entre los espacios alimentarios públicos y privados permite conocer el amplio despliegue de tácticas y maniobras que las familias organizan de manera más o menos coordinada, para optimizar el uso de sus recursos escasos.6 De este modo, analizamos la relación entre la precariedad socioeconómica de las familias y su capacidad de acceder a alimentos, dada una distribución espacial de la oferta alimentaria. Corroboramos que las estrategias alimentarias son un campo de expresión de la desigualdad social que se produce y reproduce en la intersección de —al menos— dos procesos: la distribución inequitativa de los recursos sociales y económicos, y la segmentación y jerarquización del espacio público, sus usos y sus relaciones. 

			La elaboración de un conjunto de estudios de caso familiares aportó información sobre la distribución del trabajo, los costos de la alimentación, las estrategias para racionalizar el uso de los recursos y el papel que juegan las condiciones materiales y espaciales en la alimentación cotidiana. El trabajo de campo y análisis se llevó a cabo entre 2016 y 2019 en la zona sureste de la alcaldía Iztapalapa de la Ciudad de México, en un conjunto de colonias contiguas situadas sobre la sierra de Santa Catarina,7 en la colindancia con el municipio de Tláhuac. Se trata de barrios que comenzaron siendo asentamientos irregulares —algunos permanecen en esa condición— fundados en el auge de los procesos de urbanización y expansión territorial de la Ciudad de México, particularmente intensos entre 1950 y 1980 (Schteingart, 2015). En este cuadrante de la alcaldía se concentra la mayor parte de la población con menores ingresos y la menor calidad en prácticamente todos los servicios básicos –abasto de agua, drenaje, luz eléctrica, pavimentación (Rosales et al., 2009)—, debido a la complejidad y al costo de su instalación y mantenimiento, debido a la topografía y la calidad del suelo (Schteingart, 1997: 782). También por esta razón, a pesar de estar atravesada por vialidades importantes, la zona experimenta dificultades de movilidad y escasez de transporte público en el interior de las colonias que se encuentran en las laderas de la sierra.

			Si bien el área de estudio presenta niveles de desarrollo económico y social bajos, dentro de las colonias es posible distinguir cierta heterogeneidad en las condiciones materiales y económicas de las familias. Se trata de variaciones socioeconómicas generadas por diferencias en las trayectorias familiares de movilidad social, heredadas de una época en la que las posibilidades de ascenso eran menos rígidas, en parte gracias a la intensidad de los procesos de urbanización y al crecimiento económico derivado de la industrialización del país. En la actualidad observamos que, generalmente, las familias con mayores recursos tienen más antigüedad en las colonias y sus viviendas están más consolidadas en términos de materiales, equipamiento y servicios básicos, además de que se encuentran en áreas de fácil acceso. Suelen ser familias pequeñas, en proceso de dispersión o con más miembros trabajadores vinculados a empleos formales, lo que directa o indirectamente les da acceso a instituciones de seguridad social. Sus ingresos totales per cápita mensuales rebasan el costo de la canasta básica por persona. Por el contrario, los hogares en peor posición económica tienden a ser más jóvenes y numerosos, con trayectorias laborales inestables y mal remuneradas, menos trabajadores por hogar y condiciones de vivienda precarias. En la mayoría de estos casos, los ingresos totales mensuales por persona están por debajo del costo de la canasta básica e, incluso, de la canasta alimentaria.8

			Es decir, las diferencias entre hogares se expresaban no sólo a través del monto de los ingresos, sino también de su distribución entre familias que “maniobraban” de distinta manera con el presupuesto alimentario, un instrumento frecuentemente utilizado como un “comodín” para hacer recortes, ajustes y compensaciones en momentos de crisis (Dowler, 1997; Carney, 2015; González de la Rocha, 1986, 2006; Zenk et al., 2011). Las familias con las que conversamos gastan entre 3 000 y 4 000 pesos al mes en alimentos, pero el peso relativo de este presupuesto cambia drásticamente entre los hogares: en las familias mejor posicionadas tal cantidad representa una tercera parte de sus ingresos, mientras que entre las de menores recursos el gasto alimentario representa hasta 80% de lo que perciben y debe repartirse entre más miembros.

			En estas condiciones, ser eficiente con el dinero, “estirar el gasto”, hacerlo “rendir”, son parte de las tareas que conlleva el trabajo alimentario y supone una carga no sólo estratégica sino asimismo moral (DeVault, 1991; Dupuy, 2013). “Hay que buscarle”, dicen, lo que implica realizar toda suerte de faenas para ahorrar la más mínima porción de recursos que sea posible. Uno de estos trabajos es la búsqueda de ofertas y descuentos entre las opciones que ofrece el circuito alimentario local (Beagan et al., 2017, 2018; Bowen et al., 2019; Zenk et al., 2011), por el cual entendemos al conjunto de servicios y bienes que, con distintos niveles de organización, formalidad, sofisticación y costo, abastecen a la población de alimentos, tanto para preparar como listos para consumir. De acuerdo con la literatura especializada, entre más diverso sea el mercado alimentario, son mayores el tiempo y el dinero que las personas —y en especial las mujeres— destinan a explorarlo buscando precios más bajos. A menor diversidad —como sucede en las partes altas y profundas de las colonias donde residen los vecinos con menos recursos—, las opciones son más escasas, más pequeñas, de menor calidad y más caras (Reigner y Masullo, 2009; Dupuy, 2013; Ríos, 2018; Zenk et al., 2011).

			De este modo, en las principales vías de acceso encontramos comercios de alimentos y abarrotes al mayoreo y supermercados de grandes cadenas, algunos en sus modalidades de “bodegas”, donde es posible comprar grandes cantidades de productos no perecederos —sin llegar al mayoreo— a precios más bajos. En un estudio multidisciplinario realizado en esta misma zona hacia finales de los años noventa, Emilio Duhau (Schteingart, 1997) observaba que los supermercados constituían una alternativa sólo para las familias de la zona en las que existía un ingreso regular y suficiente para abastecerse semanal o quincenalmente. Confirmamos una situación similar en la actualidad: las familias que acostumbran adquirir provisiones en los supermercados o incluso en almacenes que requieren membresía y están más alejados de la zona son las que perciben mayores ingresos de manera estable y suelen, además, contar con un vehículo propio. Por el contrario, quienes tienen menos dinero prácticamente no acuden a estos establecimientos más que en situaciones muy específicas, como cuando encuentran promociones muy ventajosas en pocos productos que pueden transportar en el servicio público o a pie.

			En ningún caso el supermercado es un lugar de abastecimiento regular de frutas, verduras o carnes. Este tipo de productos los adquieren en cualquiera de los dos mercados públicos de la zona9 —cuyos precios se consideran elevados entre las familias entrevistadas— o en los dos tianguis que se colocan semanalmente en las colonias o alrededor de ellas. Iztapalapa alberga algunos de los mercados sobre ruedas más grandes de la ciudad. Su dinamismo y variedad los ha convertido en puntos de abastecimiento y recreación, incluso de atractivo turístico. Los tianguis que se colocan semanalmente en las colonias visitadas —de tamaño modesto— están compuestos en más de dos terceras partes de alimentos (el resto es de ropa, calzado, artículos de cocina, productos de limpieza y entretenimiento). En ellos, algunas familias se abastecen cada semana de frutas, verduras y legumbres que, a decir de los informantes, encuentran a mejor precio y calidad. También adquieren lácteos, carnes y, en mucha menor medida, pescados y mariscos.10 Los tianguis son, además, lugares de venta de un amplio catálogo de comida preparada de relativo bajo costo, cuyo consumo in situ abona a la experiencia de recreación y al sentido de pertenencia al espacio común. 

			Pero incluso estos espacios son poco socorridos por quienes subsisten en condiciones de mayor precariedad e incertidumbre, ya que, según explican, no consiguen reunir una cantidad de dinero que les permita comprar comida para toda la semana; van efectivamente “al día”. Se trata, además, de casos que suelen vivir en áreas de menor accesibilidad, lo que complica hacer compras cuantiosas sin tener suficiente dinero para pagar el desplazamiento. Estas familias compran diariamente alimentos en los mercados públicos o en pequeñas tiendas especializadas en la venta de frutas, legumbres o carnes.

			En dichos hogares es aún mayor la dependencia de las “tienditas”. Estos pequeños establecimientos de abarrotes son actores centrales del acceso familiar a insumos básicos —aceite, azúcar, pan, crema, leche, café, embutidos o huevo— o “chatarra” —refrescos, golosinas, panecillos industriales, botanas, tabaco y alcohol, en especial cerveza—. La opinión más o menos generalizada es que son lugares donde los productos son más caros que en el supermercado, pero más accesibles físicamente. Estos pequeños comercios, insertos en lo más profundo de la vida barrial, son quizá los vehículos del mercado alimentario con mayor penetración en la experiencia cotidiana del espacio de sus habitantes. En contraste con los lugares de abastecimiento estratégico, las tienditas son objeto de consumo frugal pero constante —ya sea por emergencia o por antojo—, así como punto de encuentro e, incluso, referencia geográfica.

			A muy grandes rasgos, en estos escenarios citadinos se construye lo alimentario y, en ello, una parte de la vida cotidiana.11 Si bien esta descripción corresponde a un territorio y a un momento específicos, encuentra similitudes con otros estudios realizados en la Ciudad de México, como el de Bertran (2015), o incluso en otras urbes, como el estudio comparativo realizado por Ríos (2018) en ciudades de México, los Estados Unidos y Francia. En todos estos casos las diferencias en la disposición del espacio, la infraestructura material y de servicios, así como los recursos disponibles de los hogares tienen efectos notorios en la producción de lógicas domésticas que, orientadas por un sentido práctico y estratégico, buscan la mejor manera de empatar medios con fines, una tarea que no es simple ni lineal, sino de una complejidad muy demandante.

			Como puede verse, la interacción desigual entre los recursos de los hogares y la oferta de alimentos en el espacio se expresa, entre otros aspectos, en la capacidad de planeación, es decir, la posibilidad de diferir la compra de alimentos en periodos más o menos prolongados. Elsa —integrante de una de las familias con más ingresos, encargada de prácticamente todo el trabajo doméstico y de cuidados para su madre y su propio hijo, en una casa espaciosa y bien equipada— compra frutas y verduras frescas en el tianguis de la colonia y también en la central de abastos, adonde la lleva un familiar. Compra varios kilos de lo que calcula que necesitará durante una quincena y le da algún tipo de tratamiento —ya sea picar, cocer o licuar— antes de congelarlo para dosificar su uso. Es decir, Elsa puede planear menús con anticipación, pues no sólo cuenta con dinero seguro para comparar, sino también con un medio de transporte y equipo de cocina necesario para un almacenamiento higiénico de los alimentos.

			De manera contraria, las madres con menos presupuesto recurren con frecuencia a la compra “hormiga”, diaria, sobre la marcha. Quienes realizan este tipo de compras están conscientes de que su costo es más alto, tanto porque los precios de los abarrotes en estos pequeños establecimientos son mayores, como porque sienten que compran más haciéndolo de a poco. De hecho, reconocen mayores dificultades para calcular lo que gastan al día. Los saltos de un puesto a otro, las idas y venidas constantes a las tiendas, las compras entre el trajín de otras tareas, hacen que les cueste trabajo tener una idea precisa del dinero que gastan.12 

			Más aún, la facilidad o la dificultad con las que las prácticas alimentarias son llevadas a cabo con los recursos al alcance, incluidos el entorno en que se habita y su infraestructura, define el espacio que ocupa la alimentación, en su calidad de trabajo, entre el conjunto de las actividades cotidianas de reproducción familiar, sostenidas predominantemente por mujeres (Bowen et al., 2019; Villagómez, 2019; Beagan et al., 2017). El caso de Rebeca —una mujer de 54 años que vive con su hija y su nieto pequeño, siendo ella la única fuente de ingresos del hogar— resulta ejemplar para describir las tareas que demanda cuidar el presupuesto en un espacio residencial como el suyo. Ella se esmera en buscar los precios más baratos, una tarea a la que dedica mucho tiempo y recursos. Primero va a un lugar y compra sólo lo que sabe que está más barato ahí; lo que le falte lo compra donde tenga información de que cuesta menos. Así, puede visitar hasta cuatro lugares distintos que, para la mirada inexperta o sin preocupaciones financieras, tienen exactamente la misma oferta. 

			El trabajo de Rebeca implica un conocimiento profundo del precio de las cosas y una labor de monitoreo y vigilancia constante. Para explicar sus cálculos, pone como ejemplos el frijol y el arroz, y menciona marcas que ordena mentalmente de las más baratas a las más caras, con diferencias de precio que pueden oscilar entre centavos o cinco pesos entre un punto de venta y otro. Estas diferencias, que podrían parecer mínimas para algunos, constituyen una motivación suficiente para que Rebeca decida desplazarse entre tiendas y las compre donde resulten más baratas. Aun así, siente que no logra “economizar”, optimizar el aprovechamiento de sus escasos recursos:

			Es lo que te digo… que no sé, me cuesta… Es como… Te digo que creo que no sé economizar, o no sé qué sea pero… Por ejemplo, el sábado fui con mi hijo a hacerle su limpieza [en su departamento, por lo que le paga]; ese día me dio 350. Como fuimos los tres [Rebeca, su hija y su nieto], fueron 60 pesos del pasaje; entonces me quedan 290. Como ya nos venimos tarde de allá, para no llegar a cocinar, agarré y me traje de allá un pollito [rostizado] y medio; fueron 105 pesos. Entonces ya, ¿qué me quedó? [Le hago la cuenta.] Ajá, de esos 185 ya supuestamente me quedó, pero te digo que ayer [domingo] ya no tenía ni jabón ni papel de baño… El chiste es que ayer ya nada más traía como 115 o 130. Ayer compré un kilo de huevo, compré mis tortillas. Y luego me llamó mi hijo para decirme que andaba por acá [anunciando su visita]. Ya cuando llegó me dice “vete por una Coca. ¿Tienes o te doy?” “No, sí tengo” le digo, y ya pues fui por otra Coca. Entonces, con todo eso, ya ayer traía como 120, 130 pesos y fui al Puma [la tienda de abarrotes] y ahí fueron 130 pesos, lo que me quedaba. Ahí se fueron ya los 350, nada más de sábado y domingo. Y luego, como traía 100 pesos por ahí prestados, pues pasé y compré naranja, una jícama y unas guayabas. De eso fueron 50 pesos que agarré de los 100 que eran prestados. Entonces, ahorita, ya debo esos 50 pesos.

			El relato describe con detalle el proceso de toma de decisión que Rebeca siguió para hacer uso del dinero recién ganado con su trabajo. Sin que haya hecho un uso extraordinario del mismo —prácticamente todo se fue en comida y transporte—, el dinero se terminó en un dos por tres y, encima, acabó debiendo. Es posible que gastara menos comprando insumos para cocinar en lugar de alimentos preparados, pero ése fue el costo de tener que conciliar el trabajo fuera de la casa con los deberes familiares, que recaen desproporcionadamente sobre esta madre y abuela. Cocinar después del trabajo le habría llevado más tiempo y cansancio, y satisfacer los antojos con el dinero ganado también es una forma de recompensar el esfuerzo realizado.

			El tiempo invertido en la búsqueda y la comparación de precios, así como los recursos destinados a los desplazamientos hacen que el costo de oportunidad de “economizar” sea, si no elevado, quizás menos favorecedor de lo que se esperaría. Aun así, la necesidad de “hacer rendir”, de ser eficientes con el dinero y —algo muy importante— de no sacrificar demasiado la calidad de los alimentos,13 hace que las mujeres se sientan incluso moralmente obligadas a hacer esta suerte de peregrinación, a estar atentas, a actualizar constantemente su conocimiento sobre los costos de las cosas. 

			Tenemos entonces que la posibilidad de aprovechar o, incluso, trascender los márgenes territoriales para abastecerse de productos que se consideren valiosos —ya sea desde una perspectiva normativa, pragmática o de placer— está dada por la acumulación de recursos que permiten planear compras de mayor plazo, buscar mejores ofertas, tener medios para desplazarse y contar con tecnologías domésticas y espacios de conservación de alimentos, así como tiempo para diseñar menús con anticipación, entre otros elementos que hacen posible ampliar el margen de planeación y mejorar la distribución de los recursos y el trabajo. Carecer de ellos, por el contrario, imprime un sentido de urgencia que coloca a las personas frente a los constreñimientos de la inmediatez.

			Estas restricciones no afectan solamente las dietas, sino también la experiencia del espacio y las interacciones con otros. Contar con un poco más de medios económicos permite buscar en otros circuitos alimentarios, acceder a otros productos y recorrer otros espacios de la ciudad, así no sean muy lejanos. Por el contrario, la escasez de recursos también impone una especie de confinamiento en el entorno inmediato, especialmente a las mujeres que no trabajan remuneradamente fuera de casa y quedan a cargo del cuidado de tiempo completo (Ríos, 2018).

			Así, la alimentación es un campo de la vida social en el que las prácticas privadas y el espacio público se construyen mutuamente, y donde las desigualdades sociales y económicas no sólo se reflejan, sino que también se reproducen. Hacer un uso eficiente de los recursos, entre los que se encuentra el entorno, su infraestructura y sus mercados, requiere, justamente, tener recursos. Ahorra quien puede planear sus compras y acceder a espacios comerciales de mayor variedad; puede planear quien cuenta con ingresos estables y suficientes, así como una vivienda equipada para la preparación y conservación adecuada de los alimentos. Tener recursos, entonces, permite cuidar de ellos y reducir la distancia entre lo deseado y lo posible.

			Conclusiones

			La relación entre las prácticas alimentarias de los individuos y los territorios en los que las desarrollan es dinámica y de mutua interdependencia. Los espacios públicos y privados de la alimentación son el reflejo de modelos de gobernanza política, económica y territorial, así como de un complejo sistema de clasificaciones y jerarquías que ordenan las relaciones de la sociedad y asignan valores distintos a sus miembros y sus prácticas. 

			Un conjunto de factores de índole no sólo económica y material, sino también social, cultural y política, media en la interacción entre los sujetos y el entorno, y define la capacidad de las personas para movilizar sus recursos en un espacio particular o, más aún, en una secuencia de espacios por los que los sujetos se desplazan estableciendo interacciones y construyendo sociabilidades.

			En el contexto urbano actual, la oferta de alimentos se caracteriza por su diversidad y segmentación. Si bien la cultura alimentaria nos permite compartir ideas comunes sobre la nutrición y el gusto, la fragmentación social derivada de la desigualdad económica y social, así como sus expresiones en la organización del espacio y su infraestructura producen prácticas alimentarias que no sólo son diferentes, sino que además gozan de mayor o menor reconocimiento social.

			Más aún, la desigualdad en el campo alimentario suele expresarse en consumos de menores calidades para quienes se encuentran en posiciones de mayor desventaja social. La presencia abundante y relativamente barata de alimentos industrializados y ultraprocesados responde a la instrumentación de agresivas políticas globales de libre comercio que operan frente a la inexistencia, insuficiencia o ambigüedad de políticas de producción y distribución local de alimentos básicos frescos y de buena calidad (Ávila et al., 2011; Capron et al., 2018; Gálvez, 2018; Otero, 2018).

			Esta oferta desequilibrada, en combinación con niveles sostenidos de pobreza, deriva en prácticas alimentarias familiares poco convenientes en términos nutricionales, aun cuando las personas tienen preferencias saludables y conocimientos sobre cuáles son los alimentos más convenientes (Dupuy, 2013; Reigner y Masullo, 2009; Villagómez, 2016; Zachary et al., 2013; Zenk et al., 2011).

			De este modo, los vacíos o ambigüedades políticas y económicas, aunados a la presión de los mercados globales, han dado pie a que formas populares de alimentación, como la comida callejera, sean estigmatizadas, criminalizadas y perseguidas, a pesar de que, para todo efecto práctico, son una alternativa frente a la inseguridad alimentaria de sectores populares. Así, la descalificación de los estratos populares y la pobreza trabajadora (Paugam, 2007) se transfiere a sus prácticas, entre ellas las alimentarias, y se ve reforzada por la distribución inequitativa de recursos, como el acceso al espacio o a mercados alimentarios que segmentan la oferta y la calidad de los alimentos. 

			Como hemos visto, la desigualdad no sólo representa la concentración desproporcionada de los recursos económicos, sino también la distancia entre lo posible y lo deseable, una grieta que se ensancha para amplios sectores de la población. Las medidas que dan cuenta de lo primero son muy útiles para conocer la magnitud de las diferencias, pero analizar su composición cualitativa y comprender la operación de los mecanismos que reproducen las asimetrías requieren aproximaciones comprehensivas y dinámicas que profundicen en el significado de las prácticas y vinculen sus expresiones públicas y privadas con la estructura social.

			En este capítulo identificamos procesos de desigualdad social que se expresan en el espacio y que el espacio mismo coproduce. Es decir, no concebimos al contexto espacial como un mero lugar en el que los hechos sociales ocurren, sino como una dimensión que lo mismo es producto y productora de la organización social, con sus estratificaciones y jerarquías. A diferencia de otros procesos de reproducción de la vida cotidiana que pueden situarse con claridad en espacios públicos o privados, la alimentación cruza constantemente los límites entre ambas coordenadas construyendo su propia espacialidad en cada una de sus fases, desde la adquisición de alimentos hasta su consumo e, incluso, la disposición de sus desechos.

			Trazar los vínculos entre la alimentación, el espacio y la desigualdad plantea una agenda de investigación amplia y diversa en torno a los paisajes que genera la inequidad en una de las dimensiones de la vida social que absolutamente todos tenemos en común, pero cuya experiencia ha sido notablemente afectada por la fragmentación social, económica y geográfica. Entender el papel del espacio en estos procesos implica conocer las interacciones sociales que permite y las que dificulta, las relaciones de poder que se expresan en su uso y gobernanza, y las oportunidades que ofrece para construir sociabilidades más horizontales.
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					1	De acuerdo con las estimaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), mientras que entre la población total de México la carencia por acceso a la alimentación —indicador que forma parte de la medición oficial multidimensional de la pobreza— asciende a 20.4%, entre la población rural aumenta a 25.8%, a 31.5% entre la población indígena, a 23.9% entre los menores de 18 años y a 21.8% entre las personas que viven en hogares con jefatura femenina, entre los cuales el porcentaje se eleva a 38.3% si la jefa se encuentra en situación de pobreza (información consultada el 23 de abril de 2020 en: https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/AE_pobreza_2018.aspx).

				

				
					2	En la Ciudad de México, por ejemplo, los capitalinos pasan en promedio 88 minutos al día en el transporte y 33% pasa más de dos horas por día viajando (Moovit, 2016). Los trabajadores que vienen de las zonas periurbanas o de áreas pobres que tienen menor infraestructura para la movilidad pueden llegar a pasar mucho más tiempo en el transporte todos los días. Si sumamos a todo esto el hecho de que los mexicanos trabajan en promedio 2 255 horas por año, más que casi cualquier otro país según los estudios de la ocde, es evidente que gran parte de la población urbana pasa mucho tiempo fuera de casa.

				

				
					3	Este estudio forma parte de una investigación de maestría, “In/formality, Health and Sociality in Mexican Street Food Markets” y un proyecto de investigación vigente, “Street Food as Infrastructure”, que indagan en la relación entre el gobierno del comercio callejero y el papel de la comida callejera en las prácticas y los imaginarios de residentes de la Ciudad de México. El trabajo de campo se desarrolló en el verano de 2012 y entre 2014-2015 a través de técnicas etnográficas como la observación participante, entrevistas semiestructuradas y técnica de sombreo con consumidores y vendedores de alimentos en 15 puestos de comida callejera y cinco cocinas populares (fondas) en las colonias Roma, Condesa y Centro Histórico. 

				

				
					4	La distinción entre consumidores del estrato popular versus clase media-baja que se hace en este apartado se basa en el tipo de trabajo que los entrevistados tienen, sus barrios de residencia y, en ciertos casos, sus formas de autodenominarse.

				

				
					5	La venta de comida en el espacio público es un subsector del fenómeno más general del comercio ambulante. No se trata simplemente de un fenómeno “cultural” o “tradicional” de la sociedad mexicana —aunque es cierto que los mercados populares o tianguis tienen una larga historia en el Valle de México—, sino que el comercio informal (o popular, como algunos prefieren llamarlo, véanse Serna Luna, 2020) se construye en el marco de procesos globales y locales. La urbanización y la migración interna vinculada con procesos de neoliberalización y restructuración en el campo han creado nuevas poblaciones urbanas para quienes el microcomercio es una de las únicas opciones para ganarse la vida (Roy y Alsayyad, 2004). Al mismo tiempo, la forma particular que el comercio ambulante toma en la Ciudad de México (u otros lugares) depende de la gobernanza del espacio, y los acuerdos, conflictos y negociaciones que se dan en un contexto local y específico (Barbosa, 2010; Cross, 1998; Cross, 2018; Serna Luna, 2020).

				

				
					6	El estudio forma parte del proyecto de investigación doctoral La constitución social de las experiencias alimentarias en la pobreza. Un estudio cualitativo con familias de estratos populares en Iztapalapa, Ciudad de México (Villagómez, 2019). La investigación de campo se desarrolló entre 2016-2017 a través de técnicas cualitativas con enfoque etnográfico. Se realizaron 13 estudios de caso familiares que fueron seleccionados a partir de una muestra intencionada conformada por variables sociodemográficas y económicas que daban cuenta de la composición de los hogares, su vinculación con el mercado laboral y las características de sus condiciones materiales de vida. La aproximación a los casos se hizo a partir de procesos de “bola de nieve”. Una vez que se confirmaba que cumplían con las características de la muestra teórica, se entrevistaba a las personas encargadas de los procesos alimentarios familiares —generalmente mujeres— a profundidad. En prácticamente todos los casos también se contó con la participación de otros miembros de las familias. También se realizaron entrevistas semiestructuradas con actores clave locales involucrados con los procesos alimentarios, como comerciantes y funcionarios de servicios de salud.

				

				
					7	Se trata de las colonias Santiago Acahualtepec, Lomas de la Estancia, Xalpa y Citlali.

				

				
					8	Mientras se redacta este capítulo, el costo de la canasta alimentaria urbana asciende a 1 637.07 pesos, mientras que la canasta alimentaria y no alimentaria cuesta 3 224.80 pesos. Respecto al momento de realización del estudio, la canasta alimentaria aumentó 146.21 pesos y la alimentaria y no alimentaria, 235.67 pesos. Datos del Coneval consultados el 23 de abril de 2020, en: https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Lineas-de-bienestar-y-canasta-basica.aspx

				

				
					9	Los mercados públicos surgen en la Ciudad de México a principios del siglo xix, como resultado de una política gubernamental para controlar el uso del espacio público —donde hasta entonces se apostaban los comerciantes, como en los tianguis actuales— y, con ello, aumentar la recaudación fiscal (Santoyo, 1996: 12-14).

				

				
					10	Para algunas personas, comprar en el tianguis supone contar con más certidumbres sobre los alimentos que se adquieren: los vendedores ofrecen pruebas y es posible entablar conversaciones directas sobre el origen de las cosas o su etapa de maduración. Sin embargo, los tianguis también son espacio de negociación y desconfianza: hay quejas sobre el pesaje de los productos, los vendedores no permiten que los compradores escojan la fruta o la verdura, o bien cobran un par de pesos más por dejar que se haga. Las ventajas y desventajas del tianguis se traducen en una suerte de “microtensiones” —frecuentemente sublimadas en conversaciones jocosas o bromas— que son imposibles en espacios como los supermercados o las tiendas de abarrotes, donde no existe la posibilidad de intercambio o negociación. La oportunidad de negociar, de obtener una ganancia adicional por limitada que sea, es parte de lo que distingue a espacios como los tianguis, donde los actores montan una suerte de performance en el que, desde diferentes posiciones de poder, queda clara la relación de interdependencia entre compradores y vendedores.

				

				
					11	En consonancia con lo descrito en el apartado anterior, también existen espacios de consumo de comida preparada fuera del hogar, tanto formales como informales, para la rutina diaria o por recreación. Sobre las avenidas principales operan restaurantes de diferentes cocinas y tamaños, y existe una plaza comercial que cuenta con una zona de comida rápida. Sin embargo, la capacidad económica de las familias con las que conversamos no les permite acudir a estos lugares con fines de recreación familiar, más que en muy contadas y especiales ocasiones. Sus espacios de esparcimiento son locales de comida callejera que, como se destacó antes, dependiendo del momento y la motivación, cumplen con una función alimentaria dual, ya sea como trámite o como ocasión de convivencia y placer.

				

				
					12	Beagan y colaboradoras (2017), Carney (2015) y Dowler (1997) encuentran que las mujeres de clases trabajadoras tienen una idea bastante precisa de los montos y el destino de su dinero, incluso mayor a la de quienes tienen más presupuesto y lo gastan con menos cautela. Es posible que el nivel de precariedad de nuestras entrevistadas sea aún mayor al de las interlocutoras de otros estudios y contextos, y eso dificulte una estimación aproximada de su gasto, o que, sencillamente, se hayan negado a hacer la cuenta para no transparentar del todo sus finanzas, ya sea por desconocimiento, desconfianza o incluso pena.

				

				
					13	DeVault (1991) y Carney (2015) coinciden en señalar que las estrategias de ahorro de las mujeres no necesariamente se basan en cancelar la calidad de los productos como criterio para la toma de decisiones. Si bien recurren a la compra de marcas más baratas o de productos genéricos, cuidan la apariencia, la inocuidad —hasta donde pueden— y la adecuación de los alimentos que adquieren. Es decir, la escasez de recursos no cancela automáticamente las preocupaciones sobre la calidad y la pertinencia de los alimentos, no se compra lo que sea, donde sea, como ciertos discursos que califican negativamente los hábitos alimentarios de la población en pobreza suelen sugerir (Nevarez et al., 2018; Beagan et al., 2018).
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Desigualdades territoriales. Miradas cruzadas ahonda en el estudio de las
desigualdades desde la perspectiva territorial tomando como punto de par-
tida los conceptos, reflexiones y discusiones vertidos en el Seminario Perma-
nente de Desigualdades Territoriales de El Colegio de México.

El territorio es una construccion social establecida a partir de relaciones
entre los seres humanos, asi como entre ellos y los demas componentes de la
naturaleza o del medio material. Es un producto histérico que condiciona
la forma en la que dichas relaciones se desenvuelven en diferentes dimen-
siones y en distintas escalas territoriales. El concepto territorio privilegia la
dimension politica del espacio al resaltar la manera en la que se desarrollan
y manifiestan las multiples relaciones de poder que estructuran la sociedad.

Estas ideas han orientado la seleccién de los capitulos que componen
el libro. La primera parte pone el énfasis en aspectos econémicos de esas
desigualdades; la segunda se ocupa mayormente de recursos como el agua,
la electricidad, la infraestructura hidréulica y sus implicaciones en espacios
rurales y regionales, asi como en dmbitos més amplios; la tercera comprende
las diferentes relaciones de desigualdad y de formas de apropiacion del espa-
cio intraurbano vistos desde la sociologia urbana, la antropologia y los estu-
dios etnogréficos, e incluye un ensayo sobre Pekin, que privilegia con mayor
claridad la dimension politica del territorio.

@ EL COLEGIO
| DE MEXICO






OEBPS/toc.xhtml

		
		Contents


			
						Presentación de la colección  Miradas Múltiples para Pensar  a México y al Mundo


						Índice


						Introducción


						Parte I. Desigualdades económicas a niveles global, nacional y regional


						I. El concepto centro-periferia: su relevancia para el análisis  del desarrollo desigual  en la era del capitalismo financiero


						II. Desigualdad y pobreza en entidades federativas y ciudades de México


						III. Sobre la distribución del ingreso en siete regiones mexicanas: un enfoque de contabilidad social


						IV. El impacto desigual de las actividades humanas en la disponibilidad hídrica de las regiones hidrológico-administrativas de México


						Parte II. Desigualdad en el acceso a recursos e impactos territoriales


						V. Agua, género y desigualdades: estudio en la región  náhuatl de Zongolica, Veracruz


						VI. Migración, desigualdad y acción colectiva en la Mixteca Alta de Oaxaca: una aproximación desde el capital social


						VII. Desigualdad y pobreza eléctrica por entidad federativa e implicaciones en la planeación del sistema eléctrico en México


						 VIII El impacto de los mercados de carbono   en la desigualdad territorial de América Central


						Parte III. Aspectos relevantes de las desigualdadesen el interior de las ciudades


						IX. Cambios en la estructura urbana y desplazamiento de la población original: aumento de las desigualdades en Beijing, China


						X. Quédate en Casa: Los hogares, la vivienda y Covid-19


						XI. Desigualdades en el viaje al trabajo en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México


						XII. Geografías de (in)seguridad y desigualdades en la ciudad


						XIII. La alimentación como práctica socioespacial:   relevancia para las desigualdades urbanas


			


		
		
		Landmarks


			
						Cover


						Title-Page


						Backmatter


			


		
	

OEBPS/image/Grafica_1-1.png
Regiones seleccionadas: pi per cdpita, 1960-2021
(miles de délares constantes de 2015, ppp)

60

.
.
eee®
.
.
.
e
.o .o
........
.* .

.
.
.o
.....

40 e i

0
1960 1970 1980 1990 2000 2010 2020

——— América Latina y el Caribe ===-- Pequefios Estados del Caribe ~ «+++++-e- Ameérica del Norte





OEBPS/image/Mapa_3.jpg
A

[] Contorno del Distrito Federal
AGEB del D.F. (2000)

0
0.01-5

5.01-10

I 10.01-15
B 15.01-20
B 2001 - 25
Il mésde 25

0
[—

Escala

10 Kilometers






OEBPS/image/10.jpg
Nacional ~ Altiplano  Centro  Golfo  Noreste Noroeste Occidente  Sur
Inyeccion
. 70 10 10 10 10 10 10 10
inicial
VBP
gererado 126.8 15.7 21.6 13.3  16.6 15.0 18.1 11.0
VBP/Iny 1.8 1.6 2.2 1.3 17 1.5 1.8 1.1
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Variable agrupada (reclasificacion de la poblacion)

Actividad ] Ndmero Localizacién
e personas  preferente
Fuerade la
Trabaja (poblacién ocupada) 8801967  vivienda:
14025156
personas
(671%)
Estudiante que asiste a la escuela 5223189
Se dedica a los quehaceres del hogar 3456 709
Dentro de la
vivienda:
No trabaja 2122223 6802249
personas
(32.6%)
Nifio/as de 11 afios 0 menos que no 19221
asisten a la escuela 3317
No especificado 65319 0.3

20892 724
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Tipo de actividad e instalacién

Consumo promedio de agua

Comercio y servicios

Mercados
Bafios publicos
Lavanderias de auto servicio

Clubes deportivos y servicios privados

100 |/local/dia
300 |/bafiista/regadera/dia"
40 I/kilo de ropa seca

150 |/asistente/dfa "2

Turismo

Hoteles en zona turfstica

1000-2000 |/cuarto/dia

Industria

Papel y celulosa

Textil

40.0 - 70.0 m3/dia

62.0 - 97.0 m3/dia

Semicios publicos

Salud

Hospitales, Clinicas y Centros de salud

Orfanatorios y asilos

800 |/cama/dia "2

300 |/huésped/dfa 2

Recreacién

Deportes al aire libre, con bafio y vestidores

150 |/asistente/dfa 2

Seguridad

Cuarteles

Reclusorios

150 |/persona/dia 2

150 |/interno/dia 2
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Agua renovable

Precipitacién normal anual 1981-
2010

Escurrimiento medio superficial,
2017

Numero de acuiferos

Recarga media de acuiferos, 2017
Agua renovable, 2017

Agua renovable per cépita, 2017
Agua renovable per cépita, 2030

Grado de presién, 2017

Grado de presién, 2030

1842 mm
124 477 hm3/afio

23
22 718 hm3/afio

147 195 hm3/afio

18 776 m3/hab./afio
16 643 m3/hab./afio

1.7% (Sin estrés)

2.1% (Sin estrés)

649 mm
1106 hm3/afio

4

2 294 hm3/afio
3 401 hm3/afio
144 m3/hab./afio
134 m3/hab./afio
141. 4% (Muy
alto)

148.2% (Muy
alto)

Poblacién con cobertura (agua entubada y drenaje a red publica)2

Regional
Urbana

Rural

87.51%; 87.93%
93.98%; 96.62%
80.29%; 78.23%

97.50%; 97.32%
98.00%; 97.99%
89.68%; 86.92%

Tratamiento (Infraestructura)

Numero en operacién
Capacidad instalada (m3/s)

Caudal procesado (m3/s)

117
4.8
3.88

131
34.77
24.04
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Agua renovable per cdpita (m3/hab/afio)
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PartE 11
Desigualdad en el acceso a recursos
e impactos territoriales
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Desigualdades territoriales
Miradas cruzadas

Martha Schteingart, Clara Salazar y Jaime Sobrino
Editores
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Ingreso
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Resto
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Hogares unipersonales  Hogares nucleares Hogares ampliados
Sector de actividad Horas Nimero ~ Horas ~ Niumero  Horas  Nimero
econémica promedio  decasos  promedio decasos promedio  de casos
Primario 4774 7 42.92 156 43.69 122
Secundario 3170 10 34.94 49 3173 37
Terciario 49.00 2 57.27 1 57.00 10
Total 39.21 19 39.21 216 41.86 169
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Inmigrantes

Emigrantes (E)*

Region 1
Hidroldgico- Poblacién ——————
Administrativa 2015 Municipios ~_Resto de
RHA Total ;L municipios Total
(RHA) metropolitanos 2
de la region
o 1 2 3 4 5
| Peninsula
de Baja 422053400 154 876.00 87 341.00 67535.00  96734.00
California
I Noroeste 2754 078.00 58 806.00 34376.00 2443000  38676.00
. PHACIZ;;Z 4 466101.00 90 874.00 60 079.00 3079500 143 629.00
IV Balsas 1 672762.00 189 713.00 139 178.00 50535.00 232 gO3.00
V Pacifico Sur 5021 403.00 71020.00 40 337.00 30683.00  151209.00
VIRio Bravo 12174 647.00 217 077.00 139 129.00 77 948.00 173 317.00
VII Cuencas
Centrales 4521 244.00 80 557.00 53368.00 27189.00 120 983.00
del Norte
VIl Lerma
Santiago 2402133800  326176.00 218439.00 10773700 266 921.00
Pacifico
IX Golfo
Norte 019913400 95987.00 77 450.00 1853700 111456.00
X Golfo
Gttt 2 617 706.00 154 167.00 121515.00 3265200  251518.00
XI Frontera
sur 763974500 67334.00 52 539.00 1479500 10407500
Xl Peninsula
de Yucatdn 449866800 139 743.00 82 961.00 56782.00 50 653.00
Xl Aguas
del Valle 2272339300 332 601.00 24213300 90 468.00 236 857.00
de México
Total nacional 119 530753.00 1978 931.00 134884500 630086.00 1978931.00
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El Salvador Guatemala Honduras
Citerios/ proyecto £l Chaparral ElCanadd  LasVacas Palo Viejo Santa Rita Xacbal LaVegona
Impacto Ambiental
Reduccion anual
como porcentaje 770% 14.00% 2.90% Guatemnala 14.30% 14.30% 14.30%
de la linea base
Sobreexplotacion de Interrupcién Cuerpos
los recuirsos natura- trénsito fauna No No No No 4 i No
: e agua
les renovables acutica
Trangformacion, Degradacién
ocupacion o cambio No No No Deslave, erosién g e No No
enel uso del suelo il
Impacto econdmico
Inversion Inicial (
lones USS) S207g11560  $66980000  $36612000 $240166006 $66753546  $250000000  $98000000
Gereracidni de o 250 00 1000 100 00 00
empleos 5o 5 7 4 5
Transferencia : : : :
de tecrologia Si Si Si Si Si Si Si
Impacto social
Mejora Puentes, red Plan de Gestién Ambiental ~ Programa de Mejora en
: i No 3 Red
enelentorno  de caminos, iglesia, ~ Reforestacién y de Desarrollo  reforestacién ¢ lared de
especifica 4 de caminos
dos escuelas Comunitario  y de estufas caminos
Compensaciones .. decuacién para  Programas Acuerdode 1o Inversign  Centrolocal
sociales B No especifica Cooperacién con i :
27 familias ambientales némico social de salud

la municipalidad
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Condiciones Viviendas Habitantes
Numero Porcentaje Ndimero Porcentaje
Adecuada 2133793 375 6283322 30.5
Deficiente 3555 709 62.5 14 345 244 69.5
Total 5689 502 100.0

20 628 566 100.0
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Resto de municipios de la region

Xl Peninsula de Yucatdn 39 748 59.37 18.55

VIII Lerma Santiago Pacifico 29 729 73.80 73.55

| Peninsula de Baja California 25921 78.11 65.37
Xl Aguas del Valle de México 12 301 51.65 61.78
I Noroeste 10 915 79.69 73.37

VI Rio Bravo 9 965 82.86 68.01

VIl Cuencas Centrales del Norte 4 233 58.54 56.73
IX Golfo Norte -2 070 4372 43.23

IV Balsas -2 921 48.06 58.74

111 Pacifico Norte -6 046 60.83 58.84

V Pacifico Sur ~ -20 767 35.34 31.80

Xl Frontera Sur ~ -23 800 45.71 46.47

X Golfo Centro -26 335 40.94 43.91

Total 50 873 55.19 53.97
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Estructura Urbana y
Transporte en la Zona
Metropolitana de La
Ciudad de México, 1990
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Desigualdad

ZM de Tulancingo BA  s»  San Luis Potosf ZM de Uriangato MA WV
ZM de Tula BM A ZM de Rioverde AA ¥ ZMde Leén MM ¥
Yucatdn Ciudad Valles MM ZM de Celaya MM ¥
ZM de Mérida MB A  ZM de San Luis Potosf MB A Guanajuato MM ¥
Zacatecas Veracruz ZM de San Francisco del Rincén  BM
Fresnillo MA @  Tuxpande Rodriguez Cano AA W México
2 ZM de Zacatecas MB A  ZM de Poza Rica AA ¥ ZMde Toluca MA ¥
s ZM de Orizaba AA ¥ Tianguistenco MA ¥
ZM de Minatitlén MA ¥ ZM de la Ciudad de México MM ¥
ZM de Cérdoba MA ¥ Tabasco
ZM de Acayucan MA ¥ ZM de Villahermosa AB @
ZM de Veracruz MM
ZM de Xalapa MM
ZM de Coatzacoalcos BM A
Coahuila AB Aguascalientes MB Baja California BB
ZM de Torreén MB A ZM de Aguascalientes MB Ensenada BM WV
S, ZM de Saltillo BB A Jalisco ZM de Tijuana BB
3 ZM de Monclova BB A  ZM de Ocotldn AM ¥ ZM de Mexicali BB
ZM de Piedras Negras BB AN  ZM de Guadalajara MB
Ciudad Acufia BB A ZM de Puerto Vallarta MB
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Desigualdad

Alta

Media

Desigualdad

Alta Media Baja

Chiapas AA Guerrero MA Michoacdn BA
San Cristébal de las Casas  AA ZM de Acapulco AA ¥ ZMde La Piedad MA ¥
ZM de Tuxtla Gutiérrez AM A Chilpancingo A ¥ ZMde Zamora MA ¥
Tapachula MM A lguala AA ¥ Uruapan MA ¥

Oaxaca ZM de Morelia MM @
ZM de Salina Cruz AA Lézaro Cérdenas MM @
ZM de Oaxaca AM A Tlaxcala
San Juan Bautista Tuxtepec BB A ZM de Tlaxcala MM @

Puebla
ZM de Tehuacdn MA A
ZM de Teziutldn MA A
ZM de Puebla MA A

Campeche AM Morelos MM Durango BM

Campeche AB A ZMde Cuautla MA ¥ Durango MB @
Ciudad del Carmen AB A  ZM de Cuernavaca MM Guanajuato

Hidalgo Nayarit Irapuato AM ¥
ZM de Pachuca MB A ZM de Tepic MB A  Salamanca AM ¥
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Coleccién
Miradas Muiltiples para Pensar a México y al Mundo
08

Coordinadores generales
Ana Covarrubias
Vicente Ugalde
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Alta Media Baja
Ciudad de México Querétaro Baja California Sur
- - San Juan del Rio BM Los Cabos MB
Quintana Roo ZM de Querétaro BB La Paz MB
Chetumal AM WV Sinaloa Colima
ZM de Canctin MB A Los Mochis MB ZM de Tecomdn MA
Playa del Carmen MB A Mazatlén MB ZM de Colima MB
Culiacdn BB Manzanillo BB
Sonora Chihuahua
. San Luis Rio Colorado ~ AA ZM de Ciudad Judrez BB
;'E S, Navojoa MM ZM de Chihuahua BB
f,f," 3 ZM de Guaymas MB Cuauhtémoc BB
Q Hermosillo MB Delicias BB
Ciudad Obregén BB Hidalgo del Parral BB
Nogales BB Nuevo Ledn
Tamaulipas ZM de Monterrey BB
ZM de Matamoros MM
Ciudad Victoria MB
ZM de Reynosa BM
ZM de Nuevo Laredo  BM
ZM de Tampico BM
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Participacion de la

Participacion de la

wdo P Lol Pobecn
nacional (%) 2015 (%)
Desigualdad med/:a 13 975 186 11.6
y pobreza media
San Luis Potosi 2 717 820 2.3 35.1
Veracruz 8112 505 6.8 38.8
Desigualdad med/:a 20 454 095 171
y pobreza baja
Aguascalientes 1312 544 1.1 20.0
Jalisco 7 844 830 6.6 13.5
Querétaro 2038372 17 31.2
Sinaloa 2 966 321 2.5 25.5
Sonora 2 850 330 2.4 12.6
Tamaulipas 3 441 698 2.9 11.0
Des;glab:)abliazi Z‘;{Z 5857318 49
Michoacdn 4 584 471 3.8 31.3
Tlaxcala 1272 847 1.1 20.1
Desigualdad baja 26197 311 219
y pobreza media
Durango 1754 754 1.5 29.7
Guanajuato 5853 677 4.9 29.0
México 16 187 608 13.5 13.9
Tabasco 2 395 272 2.0 56.5
Desigualdad baja ;3 475 10g 11.2
y pobreza baja
Baja California 3315 766 2.8 8.9
Baja California Sur 712 029 0.6 11.9
Colima 711 235 0.6 11.0
Chihuahua 3556 574 3.0 13.9
Nuevo Leén 5119 504 4.3 6.2
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Central Pais Linea base  Reduccién  Reduccion Reduccion
hidroeléctrica de emisiones  total de anval anual como
COZe emisiones  promediode % de la linea
en 7anios*  emisiones base
) (2) 0 @
El Chaparral  El Salvador 1868148 1008 637 144 091 7.70%
El Ganadd  Guatemala 688 650 675 241 96 463 14.00%
Las Vacas  Guatemala 3133810 632 541 90 363 2.90%
Palo Viejo  Guatemala 1808961 1808 961 258 423 14.30%
Santa Rita  Guatemala 364917 364917 52131 14.30%
Xacbal Guatemala 2180066 2180066 311 438 14.30%
La Vegona  Honduras 764176 764176 109 168 14.30%
Total 10808728 7434539 1062077
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Poblacién ocupada

Con posibilidad de teletra- Cpreomtadan

Total bajar seglin ocupacién ) i
Actividades ) engel trabajz e internet en la vivienda
(Al (8] (B/A [€] (/8]
Ndmero Nimero Porcentaje  Numero Porcentaje
Esenciales 4351 845 554963 128 395157 71.2
CoN 265304 449403 198 319514 71
prestaciones ’ -
=it 2086 541 105 560 1 6 1.1
prestaciones 54 55 5 75643 7.
No esenciales 4446 616 1206837 27.1 860574 71.3
Con 6 89 580 6 671 18
prestaciones 73527 7995 303 597175 71
Sif 227298 172 18 2 o)
prestaciones 72969 417257 4 93399 703

Total 8 798 461 1761800 200 1255731 71.3
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Total de Establecimientos con gran demanda de agua segtin tamafio*

RHA  establecimientos Micro Pequefias Medianas Grandes Porcentaje del

(% vertical) Absolatgsts (oa10) (11a50) (51 a 250) (mds de 250) total regional
I 166261 (312) 3668 2901 538 162 59 a2
I 108 982 (2.05) 1877 1420 250 90 34 172
I 176 248 (3.31) 2908 2347 321 137 44 1.65
IV 633701 (11.90) 20214 18 483 921 323 94 319
V. 283782 (533) 10 595 9678 380 165 36 373
VI 434 676 (8.16) 8084 6599 908 295 124 1.86
Vil 181537 (3.41) 3293 2 680 316 123 4 178
VIl 1156 896 (2172) 21108 17319 2184 703 221 1.82
IX 182987 (3.44) 3383 2762 358 110 34 1.85
X 434010 (8.15) 9443 8323 602 199 61 218
Xl 294060 (5.52) 5024 4238 394 154 38 1
Xl 230942 (4-34) 14073 12998 538 246 105 6.09
Xl 1042614 (19.57) 22704 19020 1605 679 283 218

Total 5326696 (100.00) 126304 108 768 9315 3386 1174 237
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Origen Origen :
Uso agrupado superficial subterrdneo VI\(/)III‘;eTZZ ;‘:;‘;’ PZ;Ctiszggnde
Miles de hm?  Miles de hm?

Agricola 47.47 24.32 66.8 6
Abastecimiento

piblico? 5.25 7.38 12.63 4.4
Industria

autoabastecida’ 204 223 +27 49
Energia
eléctrica

excluye 37 0.45 415 47
hidroelectricidad*

ial a6 34.39 87.84 100
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30% de familias urbanas
16% de familias urbanas
6% de familias urbanas
7% de familias urbanas
27% de familias urbanas

14 % sin vivienda definida

Tenfan vivienda publica

Seguian rentando su vivienda publica
Compraron vivienda comercial
Rentaban vivienda comercial

Vivian en viviendas construidas por ellos

Poblacién flotante en las ciudades
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Estudiantes seguin disposicion de equipo en la vivienda

Estudiantes -
Nivel de Computadora Internet Computadora e internet

escolaridad 8 /A q A o [o/4

[A] Ntimero  Porcentaje - - -
Nimero Porcentaje  Nimero  Porcentaje  Numero  Porcentaje

Pmm,jf;; 605 895 1.6 240583 397 262 407 433 196 847 32.5
Primaria 1958 551 375 772319 39.4 811136 414 627 460 32
Secundaria 942 843 181 431 616 45.8 440 991 468 359234 381
Bachillerato 753091 14.4 404 442 537 411 626 547 347 493 462
chen;:jastgur;zg 959 806 18.4 663818 69.2 675787 704 598 766 62.4

Total 5220186 100 2512778 481 2601947 49.8 2,129 800 40.8
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L Indice RS Grado RS
CVEENT Estado CVEGEO Municipio 2015 2015
9 Cil\‘jlﬁ‘iiode 9002 Azcapotzalco 147156 Muy bajo
9 Ci’aﬁ:e 9003 Coyoacan 161306 Muy bajo
Ciudad de Cugjimalpa de )
9 Méico 9904 Morelos 143932 Bajo
Ciudad de Gustavo A. .
9 Méico 9005 Madero 42671 Bajo
9 Ci’aﬁ:e 9006 Iztacalco 156575 Muy bajo
Ciudad d s
9 Il\‘jlé(icoe 9007 Iztapalapa 1.3799 Bajo
Ciudad de La Magdalena ;
9 México 9008 Contreras 3672 Bajo
9 Cmﬁ:e 9009 Milpa Alta -0.90522 Alto
Ciudad de Alvaro "
9 México go10 Obregon 145231 Bajo
9 Ci’aﬁ:e gotn Tlahuac 330 Bajo
9 Ci’aﬁ:e 9012 Tlalpan 143694 Bajo
9 Ci’cl:i:iiode 9013 Xochimilco 1.22332 Medio
9 Ci’cl:i:iiode 9014 Benito Judrez 1.68715 Muy bajo
9 Cil\‘jlﬁ‘iiode 9015, Cuauhtémoc 153995 Muy bajo
Ciudad de Miguel :
9 México 916 Hidalgo 62157 Muybajo
Ciudad de Venustiano .
9 México %7 Carranza 149219 Muybajo
13 Hidalgo 13069 Tizayuca 1.28381 Bajo
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Tipo y clase

de hogar 1990 2000 2005 2010
Familiar 93,5 89.4 883 85.3
Nuclear 83.8 63.0 64.1 57.1
Ampliado 97 26.1 24.2 26.9
No familiar 6.2 10.3 1y 147
Unipersonal 6.2 10.3 ny 147
Corresidentes 0.0 0.0 0.0 0.0
Total* 997 997 100 100
Total de hogares 370 330 231 312
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Nifio de 11 afios 0 menos que no asiste a —
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do o sin bario

No especificado 138535 2.4 501228 2.4

Total 5689502 100.0 20628566 100.0






OEBPS/image/Imagen_5-1.jpg





OEBPS/image/mapaXI-1c.jpg
Estructura Urbana y
Transporte en la Zona
Metropolitana de La
Ciudad de México, 2010






OEBPS/image/4-4_9.png
1% 1%

Il COMERCIO + INDUSTRIA = TURISMO - SALUD & RECREACION < SEGURIDAD

”::W






OEBPS/image/4-4_8.png
1% 1%

l

Il COMERCIO = INDUSTRIA = TURISMO =: SALUD = RECREACION <~ SEGURIDAD






OEBPS/image/MapaIV1b.jpg
110°

30°

20°

Agua renovable per capita 2018
(m¥haby/afio)
Il Muy alto (> 20 000)
I Alto (10 000 - 20 000)
I Vedio (S5 000 -10 000)
[ Bajo (2 000 - 5 000)
Muy bajo (1 000 - 2 000)
Extremadamente bajo (<1 000)

Escala gréfica

o 150 300 600 km.

ESTADOS

UNIDO S

100°

D E

40/
F/C
o

90°
AMERICA
L
GrOFLNENO

D E
MEXICO

GUATEMALA -

Fuente: elaborado con base en Conagua (2020). Sistema Nacional T e

de Informacion del Agua.

100°

¢ SALVADORY,

90°

{ HONDURAS|






OEBPS/image/4-4_7.png
Uy

IlCOMERCIO = INDUSTRIA = TURISMO = SALUD = RECREACION & SEGURIDAD





OEBPS/image/cuadroVII3.jpg
Entidad Nacional ~ Urbano  Rural Entidad Nacional ~ Urbano  Rural
Ags 3% 3% 4% Mor 40% 3% 60%
Be 6% 6% 10% Nay 28% 2% 49%
Bes 7% % 2% NI 6% 6% 2%
Ccamp 14% % 5% Ouax 6% % 86%
CdMx 7% % 6% Pue 64% 5% 10%
Coah 1% 1% 40% Oro 38% 3% 59%
Col 16% % 28% QRoo 1% 2% 40%
Chis 3% 78%  308% Slp 36% 2% 60%
Chih 16% u% 8% Sin % 2% %
Dgo 34% 2% 5% Son % 2% 6%
Gto 39% 3% 5% Tabs 46% 4%  138%
Gro 51% 8% 79% Tamps 6% % 25%
Hgo 81% 6%  103% Tlax 58% 5% 7%
Jal 39% 38% 46% Ver 35% 24% 66%
Mex 64% s9% 6% Yue 7% u%  46%
Mich 42% 35% 62% Zac 42% 3% 56%
Total 28% 22% 63%






OEBPS/image/MapaIV1a.jpg
115° 110°
ESTAD

DE

105°
0S UNIDOS
AMERICA

Grandes consumidores de agua
por sector econémico (valor porcentual nacional)
1% 1%

1 Comercio
industria

Nimero de establecimientos
por RHA

— —>1000000

— = 5000011000000

~ = 200001 - 500000

~ = 100001 - 200000

30°  Turismo
Salud
B Recreacion
NSeguridad
25°
o e
o
20° 5 .
ey "
2 Vi Xl
Agua renovable per capita 2018 - |
(m¥hab/afio) - . 2 i
I My alto (> 20 000) s
[ A'to (10 000 - 20 000) 2
I Medio (5 000 -10 000) o . P

[ 8ajo (2 000 - 5 000)

Muy bajo (1000 - 2 000)

Extremadamente bajo (<1 000)
Escola réfica

o 150 300 600 km.

de Informacion del Agua.
105°

Fuente: elaborado con base en Conagua (2020). Sistema Nacional

100° 058

25°
(4
20"
“‘ 5
4, K
w g O
12 @
@ jm &
e <
| o
cuatemata 7 e

i { HONDURAS

i AEL TSerey
< SALVADOR

90°






OEBPS/image/4-4_6.png
3% 1%

7% jn
G

Il COMERCIO + INDUSTRIA = TURISMO - SALUD & RECREACION < SEGURIDAD






OEBPS/image/4-4_5.png
Il COMERCIO + INDUSTRIA = TURISMO ~ SALUD # RECREACION ~ SEGURIDAD





OEBPS/image/4-4_4.png
2% 0%

Il COMERCIO = INDUSTRIA = TURISMO =: SALUD & RECREACION & SEGURIDAD





OEBPS/image/GRAF_73.png
7,500

Wi

6,000

o

U a0l 00 Tiinn

Al

000

4,500
3

oue/ymy

1,500
o

|eloL
27
ang
A
Xe|L
sduwie]
sqe]
uos
uis
dis
0o¥d
1)
ang
XeQ
IN
fen
1o
PIN
XN
fef
08H
oy
01D
03q
4yd
sy
103
Yyeod
XNPD
dwe)
59
og
s8y

WTemplada @Célida





OEBPS/image/Imagen6-2a.png
Santiago Apoala, 1980

= Mujeres
De 75y més

De 70 a 74 afios
De 65 a 69 afios
De 60 a 64 afios
De 55 a 59 afios
De 50 a 54 afios
De 45 a 49 afios
De 40 a 44 afios
De 35a 39 afios
De 30 a 34 afos
De 25 a 29 afios
De 20 a 24 afios
De15a19 afios
De10a 14 afios
Desagarfios
De 0 a 4 afios

m Hombres

o
Volumen poblacional






OEBPS/image/Imagen6-2c.png
De 75y mas afios
De 70 a 74 afios
De 65 a 69 afios
De 60 a 64 afios

De 55 a 59 afios
De 50 a 54 afios
De 45 a 49 afios
De 40 a 44 afios
De 35a 39 afios
De 30 a 34 afios
De 25 a 29 afios
De 20 a 24 afios
De 15219 afios
De 10 a 14 afios

De 5a g afios

De 0 a 4 afios

Santiago Apoala, 2000

u Mujeres

m Hombres

o
Volumen poblacional






OEBPS/image/mapaVI1a.png





OEBPS/image/Imagen6-2b.png
Santiago Apoala, 1990

u Mujeres

= Hombres
De 75y mds

De 70 a 74 afios
De 65 a 69 afios
De 60 a 64 afios
De 55 a 59 afios
De 50 a 54 afios
De 45 a 49 afios
De 40 a 44 afios
De 35 a 39 afios
De 30 a 34 afios
De 25 a 29 afios
De 20 a 24 afios
De 15219 afios
De 10 a 14 afios
De5agaros
De o a 4afios

0
Volumen poblacional






OEBPS/image/mapaVI1b.png
Golfo de
México

Golfo de

5 2%;{‘;7
: "’3






OEBPS/image/cuadroIII8.jpg
Decil ~ Noreste Noroeste Altiplano Occidente Centro  Golfo  Sur Regjonal Nacional
H1 0.07 0.06 0.07 0.14 0.12 0.08 0.8 072 0.06
H2 0.2 0.15 0.20 0.24 0.25 0.9 0.37 1.51 0.02
H3 o.20 0.28 0.32 0.31 0.40 0.28 0.34 2.13 o.11
H4 o.20 0.31 0.42 0.48 0.61 030 0.47 2.80 0.19
H5 0.29 0.47 0.56 0.74 0.67 0.37 o047 3.57 0.28
H6 0.51 0.61 0.52 0.87 0.90 038 o041 4.20 0.38
H7  o0.66 o1 0.75 1.10 0.96 0.49 0.63 5.31 0.45
H8 0.86 1.04 1.01 1.46 136 055 0.57 6.84 0.68
H9 1.25 1.55 1.42 2.54 1.73 0.75 0.73 9.96 1.01
H10 3.63 3.24 2.34 3.68 4.94 1.52 175 21,10 2.78

N

Regional 779 8.42 7.61 11.57 11.93  4.90 5.94 58.15 5.97
Razdy 50.5 52.0 32.3 27.0 41.4 197 95 29.1 48.6

X/






OEBPS/image/Imagen6-2d.png
De 75y méds

De 70 a 74 afios
De 65 a 69 afios
De 60 a 64 afios
De 55 a 59 afios
De 50 a 54 afios
De 45 a 49 afios
De 40 a 44 anos
De 35 a 39 afios
De 30 a 34 afios
De 25 a 29 afios
De 20 a 24 afios
De15a1gafos
De10a14 afios
De 5 a9 afios
De 0 a 4 afios

Santiago Apoala, 2010

® Mujeres

m Hombres

o
Volumen poblacional






OEBPS/image/5.jpg
Deciles  Noreste  Noroeste  Altiplano  Occidente  Centro  Golfo  Sur Y, %
I 0.02 0.02 0.03 0.03 0.07 0.04 0.06 0.26 1.88
Il 0.03 0.04 0.05 0.05 0.12 0.07 0.07 0.43 3.2
I 0.05 0.06 0.06 0.05 0.18 0.1 0.06 0.56 4.
Y 0.04 0.07 0.08 0.08 0.26 0.1 0.07 0.7 5.1
\ 0.07 0.1 0.1 0.11 0.28 0.2 0.07 0.85 6.21
VI o 0.13 0.09 013 039 0.2 0.05 102 7.44
\l 0.15 0.15 0.13 0.16 0.41 015 0.08 122 8388
VI 0.19 0.21 0.16 0.21 0.57 0416 0.07 158 11.49
IX 0.27 0.31 0.22 0.37 071 0.22 0.08 218 1585
X 0.79 0.65 0.36 0.52 1.99 0.44 0.9 4.95 35.93
Y 172 173 1.29 173 4.98 1.5 0.8 1376
% 12.52 12.6 9.41 12.58  36.19 10.92 578 100
Razén 41.38 36.6 12.96 19.16  29.08 11.55 314 19.1

X/






OEBPS/image/graf_31.png
Noreste

Noroeste

Mar de Cortés

Altiplano

centro-nort

te

Occidente

Centro

Golfo
sureste






OEBPS/image/Screen_Shot_2023-10-27_at_11.43.32.png
M=N, +N, +N; (6)





OEBPS/image/cuadroIII9.jpg
Decil ~Noreste Noroeste Altiplano  Occidente  Centro  Golfo  Sur  Nacional
H1 0.36 0.24 0.19 0.54 0.15 0.17 0.22 0.13
H2 0.57 0.59 0.55 0.67 0.27 0.34 o071 0.04
H3 0.75 0.80 0.87 1.07 0.40 051 0.98 0.25
H4 0.97 0.96 117 1.44 o0.51 0.67 153 0.42
H5 112 119 1.45 1.85 0.63 0.89 1.90 0.63
H6 1.44 1.46 1.75 2.40 073 1.09 252 0.84
H7 1.76 1.67 2.15 2.82 0.89 136 3.35 0.99
H8 2.09 227 2.92 3.51 126 1.69 4.25 1.50
H9 3.00 3.14 4.51 5.01 173 2.45 559 2.23
H10 8.1 6.35 9.21 9.36 4.49 498 11.23 6.16

Razén 22.3 26.8 48.2 17.4 29.6 294 506 487

X/I






OEBPS/image/Mapa_2.1_cap_tulo_Schteingart_et_al.png
ESTADOS
DESIPOBR_
7] Desigualdad Baja - Pobreza Baja
I Desiguaicad Baja - Pobreza Media
BB Desiouaidad Baja - Pobreza At
I Oesigusicad Meda - Pobreza Baja
7] Desigualdad Mecia - Pobreza Media
5 Desiguadad Media - Pobreza At
| Desigualdad Aa - Pabreza Baja
B Desguaicad Ala - Pobreza Media
I Oesiouaicad Ata - Pobreza Al






OEBPS/image/ecu5.jpg





OEBPS/image/39.jpg
Reclasificacion de la - Niimero de . ;Puede quedarse en
oo Porcentaje
poblacion ocupada personas casa?
Trabajé
en actividades 4351845 49.5 No puede
esenciales
Con prestaciones 2265304 257 No puede
Sin prestaciones 2086 541 237 No puede
Trabajé
en actividades 4446 616 50.5
no esenciales
Con prestaciones* 2173 627 247 Si puede
Sin prestaciones 2272989 258 No puede
Total 8798 461 100.0






